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III.- ACUERDOS Y COMUNICACIONES.

Acuerdos

ACUERDO de la Mesa de las Cortes de Castilla y
León por el que se ordena la publicación de la

Memoria Anual del Consejo de Cuentas de
Castilla y León correspondiente al ejercicio 2006.

VII  LEGISLATURA

S U M A R I O

Págs. Págs.

y Fascículo Sexto
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Contrato 19: Se adjunta acta de la mesa con la
relación de licitadores; se excluyó una de ellas por el
motivo que se indica en el acta. no pudiéndose adjuntar
la documentación de este licitador, pues se devuelve
transcurridos los plazos reglamentarios.

El resto de las observaciones son análogas a las efec-
tuadas respecto a otros contratos.

Valladolid, 1 de febrero de 2006

EL DIRECTOR GENERAL DE 

CARRETERAS E INFRAESTRUCTURAS

Fdo: Luis Alberto Solís Villa

CONSEJERÍA DE MEDIO AMBIENTE

Consejería de Medio Ambiente.

Contrato 32. “Sellado del vertedero de residuos
urbanos de “El Peñigoso” (Segovia)”.

Contrato 33. “Arrendamiento con opción de compra
de 50 vehículos todo terreno pick-up, batalla larga y
batalla corta”.

Contrato 34, “Arrendamiento con opción de compra
de 80 vehículos todo terreno ligeros”.

En relación con las consideraciones efectuadas por
el Consejo de Cuentas respecto al Contrato nº 32 “EL
PEÑIGOSO SELLADO DEL VERTEDERO”, se
realizan las siguientes alegaciones:

* Por lo que se refiere a la tramitación del expediente
sin acreditar la disponibilidad de terrenos cabe señalar lo
siguiente:

De acuerdo con lo establecido en el artículo 129 del
TRLCAP “Aprobado el proyecto, y previamente a la
tramitación del expediente de contratación de la obra, se
procederá a efectuar el replanteo del mismo, el cuál
consistirá en comprobar la realidad geométrica de las
mismas y la disponibilidad de los terrenos precisos para
su normal ejecución, que será requisito indispensable
para la adjudicación en todos los procedimientos.” Por
lo que la disponibilidad de los terrenos es requisito indis-
pensable para la adjudicación, no para la convocatoria de
licitación. Así, con carácter previo a la adjudicación del
contrato, que se realizó con fecha 17 de noviembre de
2003, por el Jefe de Servicio de Infraestructuras para el
tratamiento de residuos se certificó la disponibilidad de
todos los terrenos necesarios para la ejecución de la obra,
de tal forma que, con carácter previo a la adjudicación,
estaba acreditada la total disponibilidad de los mismos.

* Respecto a que los criterios de adjudicación no son
conformes con el artículo 86.2 del TRLCAP consi-
deramos que los criterios de adjudicación establecidos en
el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que
rige este contrato se ajustan a lo dispuesto en el
mencionado artículo, ya que están indicados por orden
decreciente de importancia, estableciéndose también la
ponderación que a cada uno de ellos se atribuye.

Por lo que se refiere al establecimiento de subdivi-
siones no previstas en el PCAP, cabe señalar que los
diferentes intervalos no son sino un fiel reflejo del
estudio técnico pormenorizado de cada una de las ofertas
presentadas por los licitadores, realizado de acuerdo con
los criterios establecidos en el Pliego. Toda valoración
exige una graduación entre la máxima puntuación
posible y la mínima, a la vista de la documentación y
justificación de la oferta presentada por cada uno de los
licitadores, destacando las cualidades de cada una de
ellas en relación con el objeto del contrato que se
pretende adjudicar.

En cuanto a la valoración del control de calidad por
encima del porcentaje del 1% que obligatoriamente
establece la cláusula 38 del Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Generales para la contratación de obras del
Estado, entendemos que no se produce vulneración
alguna de dicha cláusula, pues se trata un porcentaje a
mayores que el licitador voluntariamente se presta a
realizar con objeto de incrementar la calidad de la obra
objeto del contrato. Respecto a la valoración realizada
del criterio “Calidad objeto del contrato”, se específica
en el Pliego que para su valoración, “se presentará una
memoria explicativa de las propuestas que a juicio del
licitador contribuyan a una mayor calidad de la obra.
Estas propuestas deberán estar correctamente definidas
y, en su caso, valoradas económicamente. Dichas
mejoras no supondrán incremento en el importe de adju-
dicación, Para la evaluación de este criterio se tendrá
en cuenta la viabilidad e idoneidad de las propuestas
que contribuyan especialmente al incremento de la
calidad del objeto del contrato”.

A la vista del informe técnico de valoración de las
ofertas, se constata que tomando como referencia las
ofertas con puntuaciones técnicas similares y no
valorando el incremento de porcentaje destinado al
control de calidad que propone los licitadores, resulta el
mismo adjudicatario. Ahora bien, el licitador que más se
acerca al adjudicatario, con la misma puntuación en el
valor técnico de la oferta, no ofertó ninguna mejora, por
lo que en este apartado “calidad del objeto del contrato”,
obtuvo cero puntos, mientras que el que resultó adjudi-
catario ofertó un serie de mejoras al contrato que incre-
mentaban la calidad de la obra, otorgándosele una
puntuación de 0,50 puntos.

* Por lo que se refiere al retraso en la adjudicación del
contrato, el mismo se debió a la no disponibilidad de los
terrenos necesarios para la ejecución de la obra. Así, el
acuerdo de cesión de terrenos por el Ayuntamiento de
Segovia se produjo el día 3 de Noviembre de 2.003, con
fecha 10 de noviembre, el Jefe de Servicio de infraes-
tructura para el tratamiento de residuos certifica la dispo-
nibilidad de los mismos, procediéndose entonces a
realizar la propuesta de adjudicación por la Mesa de
Contratación y a la adjudicación del contrato por el
órgano de contratación.
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* Con relación a la falta de motivación en la
concesión de la prórroga cabe señalar que la solicitud de
prórroga del plazo de ejecución por la empresa adjudi-
cataria se debió a que el Ayuntamiento de Segovia siguió
realizando vertidos en el vertedero de “El Peñigoso”
hasta el mes de julio del año 2.004, lo que motivó el
retraso de los trabajos de sellado en alguna de las zonas
objeto de actuación.

La concesión de un plazo distinto del solicitado por el
adjudicatario, se debió a que por parte del órgano de
contratación se consideró suficiente una prórroga del
plazo de ejecución de 3 meses para la finalización de la
obra

Valladolid, 13 de febrero de 2006

EL JEFE DE SERVICIO DE 

INFRAESTRUCTURA PARA EL 

TTO. DE RESIDUOS

Fdo.: Ramón Martín-Sanz García

En relación con las consideraciones efectuadas por
el Consejo de Cuentas respecto a los expedientes Nº
33 y 34 “Arrendamiento con opción de compra de 50
vehículos todo terreno pick-up batalla larga y batalla
corta” y “Arrendamiento con opción de compra de 80
vehículos todo terreno ligeros”, se efectúan las
siguientes alegaciones:

- Respecto a que se ha incurrido en fraccionamiento
de contrato, cabe señalar que el objeto de uno y otro
expediente es diferente, ya que si bien ambos tienen por
objeto el arrendamiento con opción de compra de una
serie de vehículos, en uno y otro expediente los
vehículos son diferentes, lo que determinó la tramitación
de dos expedientes de contratación.

El artículo 68 del TRLCAP, establece que “no podrá
fraccionarse un contrato con objeto de disminuir la
cuantía del mismo y eludir así los requisitos de
publicidad, el procedimiento o la forma de adjudicación
que corresponda”.

Es evidente que no se han eludido los requisitos de
publicidad, ya que en ambos expedientes la convocatoria
de licitación fue publicada en el DOUE, BOE Y
BOCYL. Por otra parte, tampoco el hecho de haber
tramitado dos expedientes de contratación ha alterado el
procedimiento y la forma de adjudicación del contrato,
que se ha realizado mediante procedimiento abierto y
forma de concurso sin variantes.

Por lo se refiere al órgano competente para celebrar el
contrato. es evidente que de haberse tramitado un único
expediente, la Junta de Castilla y León tendría que haber
autorizado la celebración del mismo; no obstante en este
caso la aprobación de estos dos expedientes fue precepti-
vamente comunicada a la Junta en virtud de lo esta-
blecido en el artículo 10,5 de la Ley 14/2003, de 23 de
Diciembre de Presupuestos Generales de la Comunidad
de Castilla y León para 2004.

- Por lo que refiere a la admisión de variantes, el
artículo 80 del TRLCAP establece que en las licita-
ciones, cada licitador no podrá presentar más de una
proposición, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
87 de dicha ley sobre admisibilidad de variantes.

En este supuesto hemos de tener en cuenta que se trata
de contratos de suministro, siendo el objeto de los
mismos el arrendamiento de una serie de vehículos
respecto de lo cuáles se fijan una serie de características
técnicas que indefectiblemente deben cumplir; la posi-
bilidad de presentar variantes se refiere a los distintos
modelos de vehículos que los licitadores pueden ofertar,
lo que supone que cada modelo ofertado tenga una oferta
económica diferente.

Por lo que se refiere a los criterios. de adjudicación
utilizados entendemos que cumplen con los requisitos
establecidos en el artículo 86 del TRLCAP, puesto que
se establecen por orden decreciente de importancia,
fijándose la ponderación que se atribuye a cada uno de
ellos.

El establecimiento, en este caso, de un criterio
corrector permite a la Administración decantarse por un
determinado modelo de vehículo, ante el empate entre
las dos ofertas con mayor puntuación.

Por lo que se refiere al establecimiento de subcriterios
de adjudicación no previstos en el Pliego, cabe señalar
que los diferentes intervalos no son sino un fiel reflejo
del estudio técnico pormenorizado de cada una de las
ofertas presentadas por los licitadores realizado de
conformidad con los criterios establecidos en el Pliego.
Toda valoración exige una graduación entre la máxima
puntuación posible y la mínima, a la vista de la docu-
mentación aportada con cada oferta, destacando las
cualidades de cada una de ellas con relación al objeto del
contrato que se pretende adjudicar.

Por lo que se refiere a la corrección del “precio de la
oferta” con el de la “opción de compra”, hay que tener
en cuenta que estamos ante un arrendamiento con opción
de compra, por lo que es imprescindible vincular la valo-
ración de la opción de compra con la valoración de la
cuota de arrendamiento, con objeto de poder determinar
cuál es, en su conjunto, la oferta más ventajosa para la
Administración en caso de que se decida ejercer la
opción de compra.

No obstante, dado que en todas las ofertas el importe
de la opción de compra fue superior a 320,000,00 €, se
valoraron todas ellas con 0 puntos, de acuerdo con lo
establecido en el criterio de valoración nº 1.

La oferta de una franquicia de 3000 Km/año, es
evidentemente una prestación que mejora las condi-
ciones establecidas el Pliego de Prescripciones Técnicas,
y por tanto entendemos que ha sido correctamente
valorada de acuerdo con lo establecido en el criterio nº 4.

- Por lo que se refiere al importe de la garantía defi-
nitiva exigida al adjudicatario, efectivamente, el artículo
36.1 del TRLCAP establece que cuando el precio del
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contrato se determine en función de precios unitarios el
importe de la garantía a constituir será el 4% del presu-
puesto base de licitación. Dado que el presupuesto del
contrato se ha fijado en base a precios unitarios, tal y
como se refleja en la propuesta de inicio del expediente y
en el Anexo nº 4 del P.C.A.P.

- En cuanto al pago de los anuncios de licitación en
prensa, estos anuncios son gestionados a través de una
agencia de publicidad, previo encargo realizado al
efecto, la cuál emite una factura por el importe del
servicio prestado. El RGLCAP establece respecto a los
gastos de publicidad, que debe fijarse el importe máximo
de los mismos y que deben abonarse por el adjudicatario,
pero no se establece nada acerca del procedimiento del
cobro al contratista.

- Respecto a la notificación al resto de los partici-
pantes en la licitación fuera de plazo, cabe señalar lo
siguiente:

- En el contrato nº 33, solamente hubo dos licitadores.
La adjudicación del contrato se realizó mediante Orden
de fecha 11 de diciembre, y la notificación de dicha adju-
dicación, tanto al adjudicatario como al otro licitador se
realizó el día 16 de diciembre, con Registro de salida de
fecha 18 y 19 de diciembre respectivamente. La notifi-
cación se practicó, por tanto dentro del plazo de 10 días
que establece el artículo 58 de la LRJPAC.

- En el contrato nº 34, solamente hubo un licitador. La
adjudicación se realizó mediante Orden de fecha 11 de
diciembre y la notificación se practicó el día 16 de
diciembre, con Registro de salida de 18 de diciembre.
Igualmente la notificación se practicó dentro del plazo de
10 días que establece el artículo 58 de la LRJPAC.

- Por lo que se refiere a la fecha de presentación de la
oferta por el único licitador del contrato nº 34, efecti-
vamente en el Certificado emitido por el Registro único
del edificio de servicios múltiples II, consta la fecha en
que ha tenido entrada en dicho Registro el fax o
telegrama anunciando el envío por correo de la docu-
mentación, así como la fecha en que efectivamente tuvo
entrada la misma. No obstante y a pesar de que
actualmente no conste en el expediente la fecha de
entrada en la oficina de correos la documentación
remitida, éste es un dato que comprueba y corrobora la
Mesa de Contratación cuando procede al examen de la
documentación general presentada por los licitadores.
Así en el acta de calificación de la documentación
general celebrada el día 6 de noviembre acordó incluir a
la licitación a la citada empresa tras examinar la docu-
mentación presentada, examen que por supuesto
comprende la comprobación de que la documentación ha
sido presentada dentro del plazo establecido al efecto.

Valladolid, 13 de febrero de 2006

LA JEFA DEL SERVICIO DE

CONTRATACION ADMVA.

Fdo.: Francisca Sánchez Cuesta

CONSEJERÍA DE EDUCACIÓN

CONSTRUCCIÓN DE UN IES DE 8+4
UNIDADES EN VILLADIEGO (BURGOS).

I.- El Consejo de Cuentas señala que el PCAP
contiene algunos criterios de adjudicación sin que
aparezca repartida con criterios objetivos la
puntuación otorgada a cada criterio, incumpliendo
así el art. 86.2 del TRLCAP. Asimismo, declara que el
informe técnico realiza sobrepartos de puntuación
desglosando el criterio de adjudicación en varios
subcriterios que no aparecen en los PCAP, lo que es
contrario a los principios de publicidad y concu-
rrencia establecidos en la contratación pública. El
informe técnico otorga puntuaciones al valorar
conforme a estos criterios especificando únicamente
las ofertas de los licitadores sin que quede, por tanto,
motivadas dichas puntuaciones.

Consultado al Servicio de Construcciones y Equipa-
miento de la Dirección General de Infraestructuras y
Equipamiento para dar respuestas a estas observaciones,
cabe manifestar lo siguiente. El PCAP (se adjunta copia;
doc.12) contiene entre los criterios de adjudicación que
se especifican en su apartado 1, además de la oferta
económica, la reducción de plazo y el aumento del
control de calidad, cuyas valoraciones se obtienen direc-
tamente por aplicación de formulas matemáticas o reglas
de proporcionalidad, un apartado relativo al “Manteni-
miento del edificio terminada la ejecución de las obras”,
en el cual se especifican cada uno de los aspectos
(subcriterios) de la oferta que se valorarán en él
(guardería del inmueble, aumento del plazo de garantía,
mantenimiento de instalaciones, atención al usuario y
acopios de materiales), y para poder hacer esta valo-
ración en el apartado G relativo a Referencias Técnicas
se exige la presentación de una Memoria justificativa
con valoración pormenorizada que incluya cada uno de
esos apartados.

Sobre la base de esa memoria y de la valoración
económica pormenorizada que debe incorporar se realiza
la ponderación de estos aspectos o subcriterios con apli-
cación de principios de proporcionalidad (se adjunta
copia del informe de valoración; doc. 13), donde además
se puede comprobar que el análisis de las ofertas se ha
hecho conforme a todos y cada uno de los criterios y
aspectos que establece el pliego sin que se hayan tomado
en consideración otros elementos ajenos a él.

II.- El Consejo de Cuentas señala que el PCAP
vulnera el artículo 50 del TRLCAP por contener un
previsión contraria a la cláusula 38 del PCAG de
contratos de obras del Estado, donde se limita al 1%
el porcentaje del presupuesto destinado a ensayos,
mientras que el pliego particular rector del contrato
de referencia contiene un criterio de adjudicación que
valora un aumento de dicho porcentaje sobre el
mínimo fijado, que es del 1%.

Como contestación a esta observación cabe manifestar
lo siguiente, El artículo 50 del TRLCAP exige que la
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JCCA informe con carácter previo todos los pliegos
particulares en que se proponga la inclusión de estipula-
ciones contrarias a lo previsto en los correspondientes
pliegos generales.

En el presente caso el pliego de cláusulas particulares
se limita a establecer como obligatorio destinar al control
de calidad el 1% del presupuesto (pág.5 del cuadro de
características específicas), que es el límite que marca el
Pliego de Cláusulas Administrativas Generales del
Estado. Otra cosa es que el adjudicatario volunta-
riamente en su oferta pueda contemplar el destino de una
partida mayor, pues así se contempla como criterio de
adjudicación.

Pero, en todo caso, debe tenerse en cuenta que el art.
50, según la Disposición final primera del TRLCAP, no
tiene carácter básico y, en consecuencia, no es de apli-
cación general a todas las Administraciones Públicas.

III.- Por lo que se refiere al incumplimiento de
plazos y a la ausencia de tramitación de prórroga en
el expediente, de acuerdo con lo manifestado por el
Servicio de Construcciones y Equipamiento de la
Dirección General de Infraestructuras y Equipamiento,
debemos alegar que por la empresa, con aprobación de la
Dirección Facultativa, se produce una solicitud de
ampliación de plazo de fecha 17 de mayo de 2004 (doc.
14), que se informa favorablemente por la Dirección
General (doc. 15) y que propone su concesión, lo que se
hace por Orden del Excmo. Sr. Consejero de fecha 20 de
mayo (doc.16).

Dicha ampliación es de tres meses y fija el final de las
obras el día 15 de enero de 2005. Las obras finalizan el
día 15 de enero de 2005, fecha en que se expide el Certi-
ficado final por la Dirección Facultativa.

La recepción de las obras se produce el día 28 de abril
debido a que el tendido de la red para el suministro
eléctrico del edificio, responsabilidad del Ayuntamiento,
no estaba ejecutada a la fecha de terminación de las
obras lo que impedía la legalización de las acometidas e
instalaciones.

Valladolid, 2 de febrero de 2006

EL JEFE DE SERVICIO

DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA

Fdo.: Juan Ramón Díez Calzada

CONSTRUCCIÓN DE UN GIMNASIO PARA LA
FACULTAD DE EDUCACIÓN EN EL CAMPUS
MIGUEL DELIBES DE LA UNIVERSIDAD DE
VALLADOLID

I.- Declara el Consejo de Cuentas que el informe
acreditativo de la disponibilidad de terrenos es de
fecha posterior al acta de replanteo, incumpliéndose
así el art. 129 del TRLCAP.

Se adjunta copia de ambos documentos: acta de
replanteo previo, de 11 de marzo de 2003; informe

relativo a la posesión de los terrenos, de 11 de marzo de
2003 (doc. 17 y 18, respectivamente). Como puede
observarse el certificado de disponibilidad de terrenos no
es de fecha posterior al acta de replanteo.

II.- El Consejo de Cuentas señala que el PCAP
vulnera el artículo 50 del TRLCAP por contener un
previsión contraria a la cláusula 38 del PCAG de
contratos de obras del Estado, donde se limita al 1%
el porcentaje del presupuesto destinado a ensayos,
mientras que el pliego particular rector del contrato
de referencia contiene un criterio de adjudicación que
valora un aumento de dicho porcentaje sobre el
mínimo fijado, que es del 1%.

Como contestación a esta observación cabe manifestar
lo siguiente. El artículo 50 del TRLCAP exige que la
JCCA informe con carácter previo todos los pliegos
particulares en que se proponga la inclusión de estipula-
ciones contrarias a lo previsto en los correspondientes
pliegos generales.

En el presente caso el pliego de cláusulas particulares
se limita a establecer como obligatorio destinar al control
de calidad el 1% del presupuesto (pág. 5 del cuadro de
características específicas), que es el límite que marca el
Pliego de Cláusulas Administrativas Generales del
Estado. Otra cosa es que el adjudicatario volunta-
riamente en su oferta pueda contemplar el destino de una
partida mayor, pues así se contempla como criterio de
adjudicación.

Pero, en todo caso, debe tenerse en cuenta que el art,
50, según la Disposición final primera del TRLCAP,
no tiene carácter básico y, en consecuencia, no es de
aplicación general a todas las Administraciones
Públicas.

III.- En relación con las demás cuestiones puestas
de manifiesto por el Consejo de Cuentas en su
informe, se reproduce a continuación el contenido del
informe evacuado por el Servicio de Construcciones y
Equipamiento de la Dirección General de Infraes-
tructuras y Equipamiento a petición de este Servicio de
Contratación.

“En relación con la valoración de la reducción del
plazo de ejecución de la obra se hace constar lo
siguiente:

1. Si bien en el PCAP no se hace mención expresa a
la posibilidad de la reducción del plazo, si desarrolla el
criterio de valoración ‘justificación del programa de las
obras” como: “...el programa de trabajo debe asegurar
su ejecución en el plazo máximo previsto...” Esta
puntualización permite aceptar plazos de ejecución infe-
riores al de licitación.

2. La empresa adjudicataria en la documentación de
su propuesta, en el apartado “reducción de plazo”,
oferta un plazo de 10 meses (reducción de 4 meses
respecto al de licitación). Posteriormente en el apartado
“mejoras técnicas” oferta un mes menos de reducción
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por lo que el plazo final ofertado es de 9 meses que es lo
que se recoge el informe y en el contrato suscrito por la
empresa.

3. En el acta de recepción aparece un plazo total de
la obra de 10 meses dado que el modificado tramitado
amplió el plazo en un mes.

En relación con la valoración de las mejoras técnicas
se hace constar que el PCAP exige que dichas mejoras
vengan valoradas en la documentación presentada
aunque en ningún caso supondrán un coste para la
Administración. La empresa adjudicataria presenta esa
valoración de cada mejora añadiendo la expresión
“incremento de ejecución por contrata” y esta Dirección
General ha interpretado que se refería a la valoración
exigida. Esas mejoras valoradas se han incluido en el
contrato suscrito por la empresa, se han realizado y no
han supuesto coste alguno para la Administración.

En relación con el modificado tramitado, las varia-
ciones de los capítulos 2, 8, 10, 20 y 21 son de desa-
rrollo en el programa de trabajo y no de coste. Por ello
no se refleja ninguna modificación en el resumen
económico y sí en el programa de trabajo que sólo
refleja el desarrollo mensual de certificaciones, no la
variación económica por capítulos. En cuanto al
capítulo 12 “Electricidad” sí sufre variación económica,
así aparece en la memoria del proyecto y en el resumen
económico.

En relación con la fecha del acta de recepción de las
obras se hace constar que la empresa contratista nos
comunica su dificultad de finalizar las obras dado que el
Ayuntamiento pone impedimentos para acometer a la
red municipal la instalación de saneamiento. Una vez
resueltos los problemas se finaliza la obra y el Director
Facultativo emite el Certificado Final de las obras con
fecha 17 de septiembre, Con fecha 24 del mismo mes
solicita, a petición de la empresa contratista, iniciemos
trámites para la recepción y ésta se produce el 13 de
octubre de 2004

EL JEFE DEL SERVICIO DE CONSTRUCCIONES

Y EQUIPAMIENTO

Fdo. Jesús Trujillo Izquierdo”.

Valladolid, 2 de febrero de 2006

EL JEFE DEL SERVICIO

DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA

Fdo.: Juan Ramón Díez Calzada

CONSTRUCCIÓN DE UN IES DE LA ESCUELA
OFICIAL DE IDIOMAS DE PALENCIA

En relación con las observaciones realizadas por el
Consejo de Cuentas sobre este contrato, nos reiteramos
en las alegaciones hechas para el contrato 8 de Cons-
trucción de un IES 8+4 unidades en Villadiego (Burgos),
por ser coincidentes las observaciones que se realizan en
ambos casos.

Valladolid, 2 de febrero de 2006

EL JEFE DEL SERVICIO DE

CONTRATACION ADMINISTRATIVA,

Fdo.: Juan Ramón Díez Calzada

PRÓRROGA DEL SERVICIO DE ACOM-
PAÑANTES DE TRANSPORTE ESCOLAR
DEPENDIENTE DE LA CONSEJERÍA DE
EDUCACIÓN Y CULTURA PARA LOS CURSOS
ESCOLARES 2001/2002 Y 2002/2003.

En relación con las observaciones realizadas por el
Consejo de Cuentas sobre este contrato, se adjunta
informe elaborado por el Servicio de Centros Privados
de la Dirección General de Planificación y Ordenación
Educativa de la Consejería de Educación.

Valladolid, 2 de febrero de 2006

EL JEFE DEL SERVICIO

DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA,

Fdo.: Juan Ramón Díez Calzada

ALEGACIONES al Informe Provisional de la
Fiscalización de la Cuenta General de la Comunidad
Autónoma y Contratación Administrativa correspon-
diente al ejercicio 2003 remitido por el Servicio de
Contratación Administrativa.

II.3.4. CONTRATOS DE CONSULTORÍA Y
ASISTENCIA

Consejería de Educación y Cultura. Contrato 12
“Prórroga del servicio de acompañantes de
transporte escolar dependiente de la Consejería de
Educación y Cultura para los cursos escolares
2001/02 y 2002/03”.

El artículo 198 del Texto Refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, dispone”
“Los contratos de consultoría y asistencia y los de
servicios no podrán tener un plazo de vigencia superior a
dos años con las condiciones y límites establecidos en las
respectivas normas presupuestarias de las Administra-
ciones públicas, si bien podrá preverse en el mismo
contrato su modificación y su prórroga por mutuo
acuerdo de las partes antes de la finalización de aquél,
sin que la duración total del contrato, incluidas las
prórrogas, pueda exceder de cuatro años, ni éstas
puedan ser concertadas aislada o conjuntamente por
un plazo superior al fijado originariamente”.

Cuando se realiza el concurso por procedimiento
abierto para la contratación del Servicio, está claro que
no puede asegurarse a los licitadores que se vaya a
prorrogar el contrato. Por tanto en el contrato que nos
ocupa se prevé y admite expresa, directa y claramente
la posibilidad o el caso (no se puede prever la certeza) de
existencia de prórroga del contrato en el PCAP.
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Del mismo modo se prevé en el punto 11º del Pliego
de Condiciones Técnicas y en la cláusula 5ª del contrato.

También entendemos que goza de plena cobertura
legal la primera prórroga por un año (curso) de un
contrato de servicios de dos años (cursos) de duración.
¿Por qué no debería ser así?

El cálculo del I.P.C. no se realiza por la Dirección
General de Planificación y Ordenación Educativa.

En el curso escolar 2003/2004 se ha implantado la
figura del acompañante en todas las rutas que trans-
porten alumnos de Educación Primaria. Con el
comienzo de este curso y debido a las nuevas escolari-
zaciones, se produjo una variación en el número de
rutas, incrementándose hasta 604 (11.200 alumnos con
acompañante).

Asimismo, estas rutas sufrieron modificaciones en su
recorrido, debido a que las circunstancias que imperan
en el actual mercado laboral requieren de los traba-
jadores una mayor movilidad geográfica, lo que supone
en determinados casos el desplazamiento familiar y la
escolarización de sus hijos. Esto ha hecho que a lo largo
del curso escolar las Direcciones Provinciales comu-
niquen las nuevas incorporaciones de alumnos y por lo
tanto nuevas necesidades de servicio de transporte y
acompañantes, por lo que para poder dar cobertura a este
servicio, resulta necesario que se disponga de un número
de horas que garanticen la prestación del mismo en todas
las rutas que sea necesario y durante todo el curso
escolar.

Todo esto impidió una previsión exacta de las nece-
sidades para cubrir este servicio y dado el carácter
especial del mismo, en el que debe de primar el interés
público y con objeto de facilitar el acceso a la educación,
hizo necesario incrementar el tiempo de servicio en
11.661,91 horas.

Todo ello confirmó la existencia de nuevas nece-
sidades que justificaron la modificación nº 2 del
contrato, conforme al artículo 101 del TRLCAP.

Con cargo a la aplicación 07.08.423A011.22300.0 de
la Dirección General de Planificación y Ordenación
Educativa, el presupuesto del modificado ascendió a
205.133,00 æ, consecuencia de multiplicar el número de
horas en que se incrementó el servicio (11.661,91 horas)
por el precio de facturación de la hora I.V.A. incluido
(17,59 €/h), resultando la siguiente distribución del
modificado por anualidades:

La modificación del precio del contrato requirió el
Acuerdo de 4 de diciembre de 2003, de la Junta de
Castilla y León, por el que se autorizó la superación de
porcentajes del artículo 108.3 de la Ley 7/1986, de 23
de diciembre, de la Hacienda de la Comunidad.

El adjudicatario dio su conformidad al modificado
con fecha 21 de noviembre de 2003, y posteriormente
incrementó la garantía constituida a favor de la Junta de
Castilla y León.

La factura del servicio correspondiente a diciembre de
2003 ascendió a 207.670,00 €.

Por tanto no entendemos que pueda catalogarse el
modificado como extemporáneo.

A la firma del contrato, resultaba imposible la total
previsión de las necesidades futuras del servicio de
acompañantes del transporte escolar, por las peculia-
ridades del mismo y porque era novedoso en Castilla y
León.

En la fecha de celebración de la prórroga era
imposible realizar la programación de la totalidad de las
rutas ya que no se encuentran matriculados la totalidad
de los alumnos ni contratadas todas las rutas.

Valladolid, 30 de enero de 2006

EL JEFE DE SERVICIO DE

CENTROS PRIVADOS

Fdo.: José Manuel Lázaro Delgado

DESARROLLO DE ACTIVIDADES EXTRAES-
COLARES DIRIGIDO A LOS CENTROS
ACOGIDOS AL PROGRAMA DE AMPLIACIÓN
DE HORARIOS DE APERTURA DE LOS
CENTROS PÚBLICOS DE EDUCACIÓN
INFANTIL Y PRIMARIA DE LA COMUNIDAD.

I.- En relación con las observaciones realizadas por el
Consejo de Cuentas sobre este contrato, se adjunta
informe elaborado por el Servicio de Educación Infantil
y Primaria de la Dirección General de Planificación y
Ordenación Educativa de la Consejería de Educación.

II.- No obstante, respecto a las notificaciones de la
adjudicación del contrato cursadas a los licitadores
fuera de plazo, debe señalarse que tal circunstancia no
se ajusta a la realidad del expediente. Tal como puede
apreciarse en las copias que se remiten (doc. 19) para
acreditar esta circunstancia, la adjudicación tiene fecha
de 29 de agosto de 2003 y todas las notificaciones tienen
registro de salida de 5 de septiembre de 2003, Es obvio
que las notificaciones se cursan dentro del plazo de los
10 días que marca el art.58.2 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de RJAP y PAC, de aplicaci6n supletoria en
virtud de la Disposición Adicional séptima del TRLCAP.

Valladolid, 2 de febrero de 2006

EL JEFE DE SERVICIO

DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA,

Fdo.: Juan Ramón Díez Calzada.

ALEGACIONES AL INFORME PROVISIONAL
DE LA FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA
GENERAL DE LA C. A. Y CONTRATACIÓN
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ADMINISTRATIVA, CORRESPONDIENTE AL
EJERCICIO 2003, EN RELACIÓN CON LOS
CRITERIOS DE ADJUDICACION DEL
CONTRATO “DESARROLLO DE ACTIVIDADES
EXTRAESCOLARES DIRIGIDO A LOS
CENTROS ACOGIDOS AL PROGRAMA DE
AMPLIACION DE HORARIOS DE APERTURA
DE LOS CENTROS PÚBLICOS DE EDUCACION
INFANTIL Y PRIMARIA DE LA COMUNIDAD.
CURSO ESCOLAR 2003-2004”.

Conforme establece el Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares, la solvencia económica y técnica
del contratista se exige conforme a lo dispuesto en los
Artículos 16.1.b) y 16.1.c), y 19.b) y 19.e) del Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, aspectos que se valoran
en la primera fase, al comprobar que los licitadores
cumplen con los requisitos previstos para contratar con
la Administración.

Asimismo, los criterios establecidos en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares que se utilizan
para la adjudicación, entendemos que no son requisitos
de solvencia técnica ni económica, ya que cuando se
evalúa “el disponer de oficinas abiertas en las provincias
de la región” se valora como criterio de posible mejora
en la calidad del servicio, porque el contrato tiene una
extensión territorial y personal que abarca a toda la
Comunidad, y en definitiva lo que pretende e intenta
valorarse con este criterio es que la empresa adjudi-
cataria disponga de medios más que suficientes para dar
una respuesta inmediata a las incidencias que pudiesen
surgir en relación con la ejecución del contrato.

Igualmente la valoración de Certificados de Calidad,
es un criterio de valoración que en ningún momento se
puede considerar como criterio para justificar la
solvencia económica ni técnica, puesto que no viene
establecido como tal en los Artículos 16 y 19 del Real
Decreto Legislativo 2/2000.

En el mismo sentido, el seguro de responsabilidad
civil se valora según el importe de cobertura, no como
requisito ya que es obligatorio para poder licitar, adjudi-
cándose los puntos en proporción a la cuantía del seguro
que supere el importe mínimo inicialmente exigido.

Por último, en cuanto al centro homologado de
formación propio, según establece el Real Decreto
631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan
Nacional de Formación e Inserción Profesional, “con el
fin de mejorar la calidad de la formación profesional se
establecerán programas para complementar la formación
inicial, suministrar una formación didáctica o facilitar la
actuación técnico-pedagógica”, conviene indicar que no
se está valorando la titulación del personal, puesto que el
perfil básico y cualificación exigido es el de Monitor de
Ocio y Tiempo Libre, sino el esfuerzo que realizan las
empresas por mejorar la formación de los profesionales
que se encargarán de la ejecución del servicio.

Finalmente, indicar que el procedimiento de adjudi-
cación del contrato es el concurso, y que de acuerdo con
el Artículo 74,3 del TRLCAP, “la adjudicación recaerá
en el licitador que, en conjunto, haga la proposición
más ventajosa, teniendo en cuenta los criterios que se
hayan establecido en los pliegos, sin atender exclusi-
vamente al precio de la misma y sin perjuicio del
derecho de la Administración a declararlo desierto.”

Sobre la irregularidad en la notificación a los lici-
tadores fuera de plazo, este servicio no realiza ninguna
alegación.

Valladolid, 30 de enero de 2006

EL JEFE DE SERVICIO DE EDUCACION

INFANTIL Y PRIMARIA

Fdo.: José Mª Martín Acebes

CONSTRUCCIÓN DE UN CENTRO DE
EDUCACIÓN INFANTIL Y PRIMARIA EN
ARROYO DE LA ENCOMIENDA (VALLADOLID).

I. En relación con el PCAP rector del contrato de
referencia, declara el Consejo de Cuentas que aquel
incumple el artículo 103 del TRLCAP puesto que la
improcedencia de la revisión de precios debe estar
motivada y constar en Resolución haciéndose refe-
rencia de ella en el pliego.

La deducción lógica a la que conduce el tenor literal
de esta afirmación es la de suponer que en el expediente
de contratación analizado no hay resolución expresa y
que el pliego declara la improcedencia de revisión de
precios sin fundamentarse en una resolución adminis-
trativa previa dictada al efecto. Sin embargo, nada más
lejos de la realidad, ya que:

1) En el expediente existe una Resolución de la
Dirección General de Infraestructuras y Equipamiento,
de 12 de junio de 2003 (se adjunta copia, doc.1), en la
que se declara que no resulta de aplicación la revisión de
precios esgrimiendo para ello las razones que justifican
tal pronunciamiento.

2) En el cuadro de características específicas del
PCAP (pág. 6; se adjunta copia de dicho cuadro, doc.2)
se declara expresamente que no procede la revisión de
precios con fundamento en la citada Resolución, trans-
cribiendo en dicho pliego las razones de esa Resolución
que justifican la exclusión de esta cláusula.

Existe, por tanto, Resolución expresa y motivada
dictada al efecto y, en consecuencia, no hay incumpli-
miento del art. 103.3 del TRLCAP. La motivación se
analiza a continuación.

Declara, asimismo, el Consejo de Cuentas en su
Proyecto de informe que el plazo del contrato inferior
a 12 meses no puede considerarse como motivo de
exclusión de la revisión de precios ya que pueden
producirse circunstancias que demoren la ejecución
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transcurriendo más de un año desde la adjudicación,
momento inicial para el cálculo de la revisión de
precios.

Sobre este extremo hay que hacer las siguientes consi-
deraciones:

1) La exclusión de la revisión de precios en este
contrato se acordó motivadamente en la Resolución
indicada en los apartados anteriores tomando como
fundamento no sólo el horizonte temporal previsto para
la ejecución del contrato, sino que partiendo de que el
plazo de ejecución era de 12 meses susceptible de ser
minorado por el adjudicatario, pues un criterio de adjudi-
cación contemplaba expresamente esta circunstancia -
como efectivamente así ocurrió, pues la empresa adjudi-
cataria propuso dos meses de reducción, con lo que la
ejecución definitiva quedó establecida en 10 meses -, se
consideró oportuno al fijar el precio del contrato hacer
una previsión de su posible variación, y así en la Reso-
lución y en el pliego se establece expresamente que ya se
han tenido en cuenta los posibles incrementos de los
costes y las variaciones de los precios previstos para el
período en el que se va a desarrollar el contrato.

Existe, pues, de manera evidente una clara justifi-
cación de la exclusión de la revisión de precios que da
perfecto cumplimiento al artículo 103.3 del TRLCAP.
Téngase en cuenta, en este sentido, que el primer año de
ejecución del contrato no puede ser objeto de revisión y
por ello carece de sentido incluir cláusulas de revisión de
precios en contratos cuyo plazo de ejecución difí-
cilmente va a exceder de 12 meses.

Además, no puede argumentarse a favor de la revisión
de precios las posibles incidencias que pudieran
acontecer durante la ejecución del contrato y que
ocasionaran una demora en su ejecución. En contra de
esto debe afirmarse que la Administración debe fijar las
condiciones del contrato según las circunstancias
concretas que concurren en ese momento y que son las
que han determinado la redacción del proyecto de
ejecución de la obra sin que pueda tomar en conside-
ración otros aspectos meramente hipotéticos, como
ampliaciones de plazo por causas de fuerza mayor,
modificaciones del objeto del proyecto por el acaeci-
miento de circunstancias sobrevenidas, etc. La revisión
de precios tiene por finalidad la de garantizar el manteni-
miento del equilibrio financiero (STS de 21 de enero de
1992) en aquellos contratos detracto sucesivo que tienen
una duración temporal determinada, más de 12 meses
desde la adjudicación y una ejecución superior al 20% de
su presupuesto. Pero, fuera de este supuesto, no puede
contemplarse la revisión de precios como un mecanismo
de respuesta y cobertura a favor del contratista ante
cualquier contingencia que pueda deparar la ejecución
del contrato, pues en ese caso quedaría completamente
desnaturalizado el principio de riesgo y ventura
proclamado por el TRLCAP. A este respecto conviene
recordar la prolífica jurisprudencia sobre la materia
(SSTS de 18 de mayo de 1998, de 30 de julio de 1986 y

11 de diciembre de 1991, etc.) en la que se ha puesto de
manifiesto el carácter de cláusula contractual pactada de
la revisión de precios, de tal manera que su exclusión por
el pliego de condiciones específicas, que es el que define
el régimen de obligaciones del contrato, impide su
posterior aplicación sin que sea posible su aplicación por
ministerio de la Ley. Con esta naturaleza aparece confi-
gurada la revisión de precios en el ya mencionado art.
103 del TRLCAP, cuyo apartado 32 permite de forma
motivada excluir la revisión de precios, tal como ocurre
en el supuesto concreto analizado.

II.- El Consejo de Cuentas señala que el certificado
de clasificación presentado por la empresa adjudi-
cataria caduca tres días antes de la firma del
contrato, no constando en el expediente que se haya
presentado la renovación de la clasificación, por lo
que en caso de caducidad se le debería haber exigido
durante la ejecución del contrato las certificaciones
oportunas ya que los requisitos exigidos por el
artículo 11 del TRLCAP tienen validez durante toda
la vida del contrato.

En contestación a esta cuestión cabe señalar lo
siguiente:

1) El certificado de clasificación del adjudicatario
estaba en vigor en el momento en que se adjudicó el
contrato, por lo que no se ha cometido ninguna irregu-
laridad al no solicitar posteriormente su renovación, y
ello con fundamento en el Informe de la JCCA
27/1997, de 14 de julio, que declara que “En la fase
posterior a la adjudicación a la LCAP (y el TRLCAP) no
se ocupa del requisito de la clasificación, ni siquiera para
configurar su pérdida como causa de resolución del
contrato, por lo que debe concluirse que adjudicado el
contrato a empresa con clasificación adecuada, su
pérdida o disminución de categoría no produce efecto
alguno sobre la ejecución”.

2) La clasificación no puede considerarse como uno
de los requisitos previstos en el artículo 11 del TRLCAP,
concretamente no puede subsumirse en el requisito de la
capacidad del contratista adjudicatario pues la clasifi-
cación es un medio de acreditación de la solvencia
económica y técnica de las empresas, pero no de su
capacidad. Así lo declara expresamente la JCCA en el
informe mencionado en el apartado anterior, en el que se
declara que “... parece obvio resaltar que la pérdida de
la clasificación no puede encajar en el concepto de inca-
pacidad sobrevenida a que hace referencia el art. 112 a)
de la LCAP (111 a) del TRLCAP), no sólo porque dicha
incapacidad se refiere sólo a las personas físicas, con lo
que se produciría un trato distinto para éstas y para las
personas jurídicas, sino por la consideración funda-
mental de que la clasificación no es un requisito de
capacidad, sino de solvencia, conforme se desprende del
art, 15.1 de la Ley al señalar que la clasificación
sustituye a la acreditación de la solvencia económica,
financiera y técnica o profesional”.
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III.- Declara el Consejo de Cuentas en su Proyecto
de informe que en el contrato de referencia el órgano
de contratación delega las competencias que le
corresponden, salvo la adjudicación, en el Director
General de Infraestructuras y Equipamiento lo que
incumple el artículo 48.3, f) de la Ley de Gobierno y
Administración de Castilla y León, que impide la
delegación de competencias en este supuesto en que,
por razón de la cuantía, el órgano de contratación
necesita autorización de la Junta de Castilla y León
para el ejercicio de su competencia.

Como contestación a esta observación cabe manifestar
lo siguiente:

1) Efectivamente la celebración del contrato que nos
ocupa fue autorizada por la Junta de Castilla y León
pero, en contra de lo manifestado en el Proyecto de
informe del Consejo de Cuentas, ha de afirmarse que los
trámites que integran el expediente fueron realizados
por el Consejero tal como puede comprobarse en el
expediente: aprobación del proyecto; declaración de
urgencia e inicio del expediente; anuncio de licitación;
nombramiento de los miembros de la mesa de contra-
tación; adjudicación del contrato y publicación de la
adjudicación (se adjuntan copias de tales documentos,
doc. 3, 4, 5, 6, 7, 8, 9, 10).

2) Sí que es cierto que tras la adjudicación del
contrato se produjo una delegación de firma (se adjunta
copia, doc. 11) del órgano de contratación en el Director
General de Infraestructuras y Equipamiento para las
actuaciones posteriores, tales como firma del contrato,
certificaciones, ampliaciones de plazo, etc, de
conformidad con el artículo 16 de la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. Pero en ningún caso se trata de una delegación
de competencias que vulnere el artículo 48.3, f) de la
Ley de Gobierno y Administración de Castilla y León, y
ello en base, entre otras, a la Sentencia del Tribunal
Superior (Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Sección 2º), de 2 de junio de 2003, que dispone lo
siguiente: “Pero, en el caso de autos, no ha existido dele-
gación, en otro órgano distinto de la competencia reso-
lutoria de los recursos de reposición, contra los actos de
gestión dictados por el órgano “Unidad Central de Infor-
mación”, en el caso de autos la resolución del recurso de
reposición interpuesto contra el requerimiento acordado
el 14 de abril de 1994, hecho al BANCO MAPFRE SA,
sino simplemente delegación de firma del Jefe de la
Unidad, en su Inspectora adjunta, que es cosa distinta.

En efecto, el artículo 16. Delegación de firma de la Ley
30/1992, de 30 de noviembre, dispone: “1. Los titulares
de los órganos administrativos podrán, en materia de su
propia competencia, delegar la firma de sus resoluciones
y actos administrativos a titulares de los órganos o
unidades administrativas que de ellos dependan, dentro
de los límites señalados en el artículo 13. 2. La delegación

de firma no alterará la competencia del órgano delegante
y para su validez no será necesaria su publicación. 3. En
las resoluciones y actos que se firmen por delegación se
hará constar la autoridad de procedencia”.

De este precepto se deduce que en la delegación de
firma, la titularidad y ejercicio de la competencia de Que
se trate continua atribuida al órgano administrativo que
la tiene, pues lo único que se permite es la delegación
material de la firma de las resoluciones, previa consulta
con el Jefe del órgano, a efectos de conocer su decisión,
liberándole. no obstante, de la materialidad de la firma,
sobre todo en asuntos repetitivo , de ahí la expresión que
se utiliza, y así lo ha hecho la Inspectora adjunta,
referida, “de orden del Jefe de la Unidad…”

Por último, la referencia a los límites del artículo 13.2
de la misma Ley, relativos a la delegación de compe-
tencias, el establecido en la letra c) sólo afecta a la reso-
lución de recursos ordinarios o de alzada, como hemos
explicado, pero no a la resolución del recurso de repo-
sición, y por ello la actuación de la Inspectora Adjunta,
firmando la resolución desestimatoria del recurso de
reposición interpuesto por el BANCO MAPFRE, SA,
contra el requerimiento de información acordada por la
misma Inspectora Adjunta fue conforme a Derecho “.

En el caso que nos ocupa no ha habido, como se
afirma con carácter general, una delegación de compe-
tencias, sino una mera delegación de firma que resulta de
posible aplicación en virtud del carácter básico que tiene
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común y que, con base en la
doctrina jurisprudencial invocada, no vulnera los límites
del artículo 48.3,f) de la Ley de Gobierno y Adminis-
tración de Castilla y León.

Valladolid, 27 de enero de 2006

EL JEFE DE SERVICIO

DE CONTRATACION ADMINISTRATIVA,

Fdo.: Juan Ramón Díez Calzada

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA Y EMPLEO

Consejería de Economía y Empleo.

Contrato 38.”Prórroga del servicio de vigilancia y
seguridad en diversas dependencias de la Consejería de
Economía y Empleo”.

En contestación a las notas del Informe de fiscali-
zación de la Cuenta General de la Comunidad autónoma
y contratación administrativa, referente a los contratos de
Consultoría y Asistencia de la Consejería de Economía y
Empleo se informa lo siguiente:

1º.- En relación al contrato 38 “Prorroga del servicio
de vigilancia y seguridad en diversas dependencias de la
Consejería de Economía y Empleo” se dice en el informe



127526 de Septiembre de 2007B.O. Cortes C. y L. N.º 12

que el certificado de estar al corriente en las obligaciones
con la Seguridad Social tiene fecha posterior a la firma
del contrato, incumpliéndose el art. 79.2 b) del
TRLCAP.

a) En primer lugar matizar que este contrato al Ígual
que el denominado con el número 40 no son de
consultoría y asistencia sino de servicios

b) Por otro lado, el art. 79 establece la obligatoriedad
de exigir, antes de la adjudicación, al que pueda resultar
adjudicatario, estar al corriente de las obligaciones con la
seguridad Social, dicha exigencia ya se cumplió cuando
se adjudicó el contrato cuya prorroga es la que se realiza.

La Ley no establece ninguna obligación de volver a
solicitar dicha justificación en las sucesivas posibles
prórrogas, entendiendo que estas son una prolongación
del mismo contrato y que si la empresa adjudicataria
cumplía los requisitos exigidos en el momento de la
adjudicación los sigue cumpliendo en la de la vida del
mismo, siendo así que en ningún momento se exige que
a la largo de la vida del mismo se solicite ninguna otra
justificación.

Si esta vez, en esta prorroga, se ha reiterado la
exigencia de estar al corriente con las obligaciones con la
Seguridad Social, una vez firmado la prorroga contrato,
lo fue para un mero aseguramiento de que la empresa
seguía cumpliendo dicho requisito durante la vida del
contrato, sin que sea exigible antes de la firma de la
prorroga.

2º.- Respecto al contrato nº 40 “Servicio de limpieza
de los centros administrativos de la Consejería de
Industria, Comercio y Turismo” referente al incumpli-
miento de lo establecido en el art. 86.2 del TRLCAP, se
informa lo siguiente: 

a) El art. 86.2 establece la posibilidad o no de
concretar la fase de valoración de las proposiciones,
habiéndose optado en este caso por no concretarlas sin
que ello merme o atente contra el principio de publicidad
que en todo caso debe presidir la contratación pública,
principio que se cumple con la publicación en los pliegos
de los criterios de adjudicación y su ponderación.

b) Respecto a que en la cláusula primera del contrato
firmado no se hace referencia a las mejoras ofertadas por
el adjudicatario, el art. 71.7 a) del RLCAP no establece
tal obligación, pues dice que se definirán las prestaciones
a ejecutar por el contratista, como así se recogen en la
citada cláusula y estableciendo que se anexionan los
pliegos donde se recogen las prescripciones técnicas
como parte integrante del contrato y dado que la oferta
presentada por el adjudicatario, en la que se establecen
las mejoras que además fueron valoradas y tenidas en
cuenta para su valoración y por lo tanto aceptadas por la
administración se entienden también como parte del
contrato dado que forman parte del expediente y por lo
tanto del contrato.

Respecto a la factura del mes de enero, se ha
comprobado que en la fotocopia que se comprobó, no
plasmó la conformidad que sí aparece en el original que
está archivada en Intervención Delegada de la
Consejería, se adjunta una fotocopia de la misma donde
sí se aprecia tal conformidad.

d) Por último se adjuntan fotocopias de los informes
de ejecución del trabajo realizado los meses que se rela-
cionan, cuyo original está archivado en la Intervención
Delegada.

Valladolid 1 de febrero de 2006

EL JEFE DE SERVICIO 

DE ASUNTOS ECONOMICOS

Fdo.: Tomás Machota Martín

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA Y
GANADERÍA

Consejería de Agricultura y Ganadería.

Contrato 1. “Obras del laboratorio regional de sanidad
animal”.

Contrato 2. “Estación de bombeo principal de la
modernización del regadío de las Vegas del Almar
(Salamanca)”.

Contrato 3. “Transformación del sector I de la zona
regable del río Adaja (Ávila) – Obras de interés general”.

Contrato 4. “Asistencia técnica veterinaria para la
ejecución de los programas de erradicación de enfer-
medades de los rumiantes de Castilla y León, en los años
2003 y 2004”.

ALEGACIONES AL INFORME PROVISIONAL
DEL CONSEJO DE CUENTAS A LA FISCALI-
ZACIÓN DE LA CUENTA GENERAL DE LA
COMUNIDAD AUTÓNOMA Y CONTRATACIÓN
ADMINISTRATIVA DEL AÑO 2003

En relación a los expedientes afectados por el
Informe Provisional del Consejo de Cuentas a la fiscali-
zación de la Cuenta General de la Comunidad
Autónoma y Contratación Administrativa correspon-
diente al ejercicio 2003, y a las observaciones referidas
a la actuación de esta Dirección General, se realizan las
siguientes ALEGACIONES:

1. CONTRATO 2. ESTACIÓN DE BOMBEO
PRINCIPAL DE LA MODERNIZACIÓN DE LAS
VEGAS DEL ALMAR (SALAMANCA) EXP. 1755.

a. Se indica en el informe que “Los criterios de adju-
dicación no quedan suficientemente ponderados en el
PCAP siendo el informe técnico el que establece
subcriterios que por tanto no han sido objeto de sufi-
ciente publicidad Además, el informe técnico utiliza
conceptos ambiguos y de poca concreción. Se produce
por tanto un incumplimiento del artículo 86.2 del
TRLCAP.
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No se está conforme con esta apreciación. Los
criterios de adjudicación establecidos quedan suficien-
temente ponderados en la Cláusula Decimoséptima del
PCAP, mediante un sistema de tramos o intervalos de
puntuación, Tales criterios, a juicio del órgano de contra-
tación, son objetivos y concretos, definiendo varios
apartados y subapartados para determinar la calidad de la
oferta, con puntuaciones concretas y rangos de valo-
ración en cada subapartado.

El informe técnico no establece subcriterios sino que,
en cada subapartado, en el que se establece un rango de
valoración similar al del PCAP se valora de manera
discrecional y personal, mediante graduaciones, a fin de
justificar la Puntuación de cada subapartado, sin que las
graduaciones sean ambiguas ni poco concretas. Se podría
haber informado directamente la puntación de cada
empresa según un criterio técnico, sin mencionar las
graduaciones y sin justificar la delimitación que se ha
realizado en el informe, hubiera resultado más sencillo.
Sin embargo el Técnico razona de una forma concisa la
justificación de la puntuación seleccionada.

El técnico emite el informe a solicitud de la Mesa de
contratación, utilizando para su valoración los criterios
que estima convenientes, de manera personal y sujeto a
una discrecionalidad a la hora de valorar que resulta
inevitable. En cualquier caso, la apreciación de la calidad
de una oferta siempre va a tener componentes de valo-
ración que deberán ser apreciados por técnicos y aún
utilizando criterios de valoración automática será
imposible evitar cierta discrecionalidad.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el apartado 86.2 del
TRLCAP, y solicita sea eliminado este párrafo en el
informe definitivo.

b. Se indica en el informe que “El informe deja cons-
tancia de que el criterio de adjudicación relativo al
control de calidad valora, en un subapartado, el
sistema de control global de la empresa sin circuns-
cribirlo a la obra concreta, por lo que se valora la expe-
riencia de la empresa que debería ser objeto de análisis
en la fase de selección pero nunca en la fase de valo-
ración.

El artículo 86.1 del TRLCAP, al regular los criterios
objetivos que deben aparecer en los PCAP y que han de
servir de base para su adjudicación, contempla, entre
otros, el de la calidad. Por ello, es reglamentario utilizar
este criterio de valoración, sin que pueda interpretarse
que la calidad se esté utilizando como sinónimo de expe-
riencia, como requisito de solvencia según prevé el
artículo 17.a) del TRLCAP. Además, la experiencia, a
efectos de justificación parcial de la solvencia técnica, es
una cualidad que emana de un individuo o grupo de indi-
viduos y nuca del ente y que no tiene ninguna similitud o
relación directa con la aplicación de la calidad, como
sistema de homologación y certificación de la forma de
actuar.

Tampoco se está conforme con la apreciación en la
referencia a que se valore “el sistema de control total de
la empresa”. En ningún apartado se habla en tales
términos. En el PCAP y en el Informe se definen dos
subapartados:

a) Medidas implantadas en la empresa para asegurar
la calidad de los trabajos, con una puntuación de 0
a 5 puntos.

b) Plan de calidad concreto para la obra del proyecto,
con una puntuación de 0 a 10 puntos.

El apartado a) se refieren a ciertas medidas
implantadas en la empresa que maximizarán la garantía
de una ejecución correcta de la obra. Dichas medidas
serán de control interno, aplicadas a diferentes fases
constructivas o materiales y no sistemas de calidad
global, caso de certificaciones AENOR o ISO. Ejemplo
de lo anterior son el control de la calidad de hormigón, el
control de calidad de tuberías, etc. Estás medidas no son
obligatorias para las empresas, sin poderse incluir como
parámetro de solvencia puesto que dependen del funcio-
namiento propio de cada empresa.

El plan de control de calidad concreto para el
proyecto, además de lo anterior, permite determinar que
actuaciones propias de calidad que se aplicarán teniendo
en cuenta las actuaciones que exige el proyecto y que
son propias y específicas del mismo.

Por tanto no se hace una valoración de la experiencia
de la empresa sino de que ésta aplique o no determinadas
metodologías que aseguren la calidad en la ejecución de
la obra. Por ello, esta Dirección General solicita sea
eliminado este párrafo en el informe definitivo.

c. Se indica en el informe que “La firma del contrato
se realiza por el Director General de Desarrollo Rural
incumpliendo así el artículo 48 aparado 3 letra f) de la
Ley 3/2001, de 3 de julio, de Gobierno y Administración
de la Comunidad de Castilla y León, que impide la
delegación de competencias en este supuesto en que,
por razón de la cuantía, el órgano de contratación
necesita la autorización de la Junta de Castilla y león
para el ejercicio de su competencia”.

No se está conforme con esta apreciación. El artículo
48 aparado 3 letra f) de la Ley 3/2001 establece que no
son competencias delegables “Las de los Consejeros
cuyo ejercicio requiera someterse al acuerdo o delibe-
ración de la Junta de Castilla y León”. La competencia,
en el caso de la contratación administrativa, recae en los
Consejeros, en virtud del artículo 78 de la Ley 3/2001, y
de acuerdo con el artículo 79, se requiere autorización de
la Junta en los casos previstos en la Ley reguladora de la
Hacienda y en la Ley de Presupuestos vigente. La Ley
22/2002, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales
de la Comunidad de Castilla y León para el año 2003,
establece en el artículo 10 apartado 1 que el órgano de
contratación (Consejero) necesitará la autorización de la
Junta de Castilla y León cuando el presupuesto sea igual
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o superior a 2.000.000 de euros, caso de este contrato. El
apartado 2 de ese mismo artículo establece que “la auto-
rización se producirá con carácter previo a la apro-
bación del expediente de contratación, que al igual que
la aprobación del gasto corresponderá al órgano de
contratación”.

Esta Dirección General/Consejería ha interpretado
que en el caso de contratación administrativa, la autori-
zación de la Junta se refiere, dentro de los trámites del
expediente de contratación, a la aprobación del expe-
diente de contratación y su gasto y no a fases anteriores y
posteriores como la aprobación del proyecto, la lici-
tación, incluida la presidencia de las mesas, y la formali-
zación y perfeccionamiento del contrato mediante la
firma, de las que no hace referencia expresa la Ley.

En caso contrario, el Consejero debería aprobar los
proyectos, los PCAP, realizar todos los actos que corres-
pondan al Órgano de contratación, entre otros presidir las
Mesas de Contratación, firmar los contratos, etc,.

Por tanto, esta Dirección General considera que en
este contrato la aprobación del expediente de contra-
tación y del gasto ha sido realizada por el Consejero, y
no se ha delegado dicha competencia en el Director
General, ni se ha incumplido el artículo 48 aparado 3
letra f) de la Ley 3/2001 y por ello se solicita sea
eliminado este párrafo en el informe definitivo.

No obstante, y ante lo expuesto en el Informe provi-
sional del Consejo de Cuentas, se ha solicitado informe a
la Asesoría Jurídica de la Consejería sobre este particular
con carácter de urgencia.

2. CONTRATO 3. “TRANSFORMACIÓN DEL
SECTOR I DE LA ZONA REGABLE DEL RÍO
ADAJA (ÁVILA) -OBRAS DE INTERÉS
GENERAL”.

a. Se indica en el informe que “Tanto la aprobación
del proyecto como la del PCAP, así como la firma del
contrato se realiza por el Director General de Desa-
rrollo Rural incumpliendo así el artículo 48 aparado 3
letra f) de la Ley 3/2001, de 3 de julio, de Gobierno y
Administración de la Comunidad de Castilla y León, que
impide la delegación de competencias en este supuesto
en que, por razón de la cuantía, el órgano de contra-
tación necesita la autorización de la Junta de Castilla y
león para el ejercicio de su competencia”.

En este punto se esta a lo expuesto en el punto c. de
las alegaciones del contrato anterior. Esta Dirección
General/Consejería ha interpretado que en el caso de
contratación administrativa, la autorización de la Junta se
refiere dentro del expediente de contratación, por refe-
rencia expresa, a la aprobación del expediente de contra-
tación y su gasto, y no a las fases anteriores, aprobación
del Proyecto, de los PCAP, o posteriores, como la lici-
tación, incluida la presidencia de las mesas, o la formali-
zación y perfeccionamiento del contrato mediante la
firma. Estas fases no están afectadas por la autorización

de la Junta y por tanto podrían ser delegables en los
Directores Generales. En caso contrario el Consejero
debería aprobar los Proyectos, los PCAP, presidir las
Mesas de Contratación y firmar los contratos, es decir
realizar todos los actos que correspondan al Órgano de
contratación.

En virtud de lo expuesto, esta Dirección General
considera que en este contrato, la aprobación del expe-
diente de contratación y del gasto ha sido realizada por el
Consejero, y no se ha delegado dicha competencia en el
Director General, sin haber incumplido el artículo 48
aparado 3 letra f) de la Ley 3/2001. Por ello se solicita
sea eliminado este párrafo en el informe definitivo.

b. Se indica en el informe que “El PCAP recoge unos
criterios de adjudicación que incluye, entre otros, el
plan de calidad desglosado en dos subcriterios, uno de
los cuales hace referencia a las medidas implantadas
en la empresa para asegurar la calidad de los trabajos,
valorándose posteriormente en el informe técnico con
la misma puntuación a todos los licitadores ya que
todas ellas “poseen el sello AENOR”. Se valoran
criterios como capacidad técnica de la empresa que
debe se analizado en la fase de selección de los lici-
tadores y no en la fase de valoración de las ofertas”.

En el mismo sentido que en el apartado b. de las
alegaciones del contrato anterior, cabe argumentar que
las medidas de control de calidad se refieren a medidas
de control internas implantadas en una empresa, que
pueden maximizar la garantía de una ejecución correcta
de la obra. Ejemplo de las mismas puede ser el control
de la calidad de hormigón, control de calidad de tuberías,
etc. Estás medidas no son obligatorias para las empresas
y dependen de su funcionamiento interno, por lo que no
se pueden incluir en los criterios de capacidad y
solvencia de la fase de selección de las ofertas. Además,
no existe una clasificación estándar y única de referencia
que valore todos los controles de calidad de una
empresa.

Con independencia de lo anterior, las empresas
pueden tener sistemas de calidad certificados por
AENOR, en el caso de este contrato todos los licitadores
tienen, por estándares ISO o por otros organismos
europeos.

De igual manera, es cierto que en el informe del
técnico no se debería haber hecho ninguna referencia a
un organismo concreto de certificación de calidad, sin
que esto sea óbice para que el criterio de Medidas
implantadas en la empresa para asegurar la calidad de los
trabajos deba ser valorado mediante solvencia técnica.

c. Se indica en el informe que “Por otra parte, los
criterios del PCAP, salvo el relativo a la oferta
económica, no presentan criterios de reparto de la
puntuación asignada, recogiéndose en el informe
técnico baremos basados en conceptos subjetivos tales
como “simplemente adecuado, muy estudiado”, entre
otros. Se incumple con ello artículo 86.2 del TRLCAP.
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Los criterios de adjudicación establecidos en el PCAP
son objetivos y concretos, definiendo varios apartados y
subapartados para determinar la calidad de la oferta, con
puntuaciones concretas a cada uno de ellos, y con esta-
bleciendo de rangos de valoración en cada subapartado.

El informe técnico no establece subcriterios sino que,
en cada subapartado se regula un rango de valoración, de
manera discrecional y personal, mediante graduaciones.
a fin de objetivar la puntuación, sin que las graduaciones
parezcan ambiguas ni poco concretas. De cualquier
manera, el técnico emite el informe a solicitud de la
Mesa de contratación, utilizando para su valoración los
criterios que estime convenientes, de manera personal y
sujeto a una discrecionalidad a la hora de valorar que
resulta inevitable. Se emplea un sistema discrecional, no
subjetivo, a la hora de valorar las ofertas.

En todo caso la apreciación de la calidad de la oferta a
la hora de ejecutar la obra siempre va a tener compo-
nentes de valoración que deberán ser apreciados por los
técnicos y aún utilizando criterios de valoración auto-
mática será imposible evitar cierta discrecionalidad del
técnico que lo aprecie.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el apartado 86.2 del
TRLCAP, y solicita sea eliminado este párrafo en el
informe definitivo.

d. Se indica en el informe que “El procedimiento
seguido en el caso de licitadores incursos en temeridad
no cumple estrictamente el artículo 83 del TRLCAP ya
que se declara por el órgano de contratación como no
admisible la justificación de la temeridad realizada por
el licitador, con anterioridad a que su oferta sea
valorada en el informe técnico”.

No es cierto que la declaración de no admisibilidad de
la justificación de la temeridad por el órgano de contra-
tación se realice con anterioridad a que la oferta sea
valorada. En el presente caso, se actuó de conformidad
con la tramitación prevista en el artículo 83.3, es decir,
solicitud de información a la empresa licitadora para la
justificación de su oferta económica, y una vez
presentada la justificación, la valoración de la justifi-
cación por el técnico que asesora al órgano de contra-
tación.

La solicitud de justificación a la empresa se realiza
por FAX el 5 de diciembre de 2003 con oficio de salida
nº 20030250008754. Ante este requerimiento, la empresa
incursa en temeridad justifica su oferta mediante escrito
registrado el 10-12-2003 con nº de registro
20030250009470. Con fecha 10 de diciembre de 2003 el
técnico emite informe en el que considera que no existe
motivo, a la vista de las características de la obra y los
precios unitarios del proyecto, para aceptar la justifi-
cación.

El día 11 de diciembre, posteriormente a la valoración

del técnico y no con anterioridad, el órgano de contra-
tación resuelve la declaración de baja temeraria de la
proposición económica de la empresa, al no existir
razones que la justifiquen

En fecha 18 de diciembre de 2003, el técnico emite
informe de valoración de las ofertas presentadas al
concurso, citándose en el mismo que “el presente informe
solamente hace la evaluación de las ofertas admitidas al
concurso y no declaradas en temeridad”, por lo que no
procede realizar una valoración de una empresa ya
declarada en temeridad por el órgano de contratación, sin
posibilidad de ser adjudicataria del concurso.

El informe se eleva a la mesa de contratación, la cuál,
según acta de 22 de diciembre de 2003, propone la adju-
dicación a la empresa cuya proposición considera más
beneficiosa, siendo aceptado por el órgano de contra-
tación mediante la Resolución de 23 de diciembre de
2003.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el apartado 83 del
TRLCAP, y no se considera necesario valorar las ofertas
incursas en temeridad una vez declarada esta circuns-
tancia. Por ello, se solicita sea eliminado este párrafo en
el informe definitivo.

e. Se indica en el informe que “No consta en el expe-
diente la recepción de las notificaciones efectuadas,
incumpliéndose el artículo 59 de la LRJAPyPAP”

La solicitud de información para la justificación de la
única oferta incursa en baja temeraria fue requerida por
FAX, existiendo un resultado de OK en la recepción. El
uso de este medio es admisible para esta comunicación,
dado que la Ley establece un plazo de 5 días para la
presentación de la documentación justificativa por parte
de la empresa. No obstante, y a pesar de no remitirse
notificación con acuse de recibo, la empresa presentó la
justificación de la oferta incursa en baja temeraria, por lo
que este incidente no tuvo efecto sobre la tramitación del
expediente.

En cuanto a la notificación de la adjudicación defi-
nitiva, acordada mediante Orden, de 23 de diciembre, del
Excmo. Sr. Consejero de Agricultura y Ganadería, con
registro de salida de 2 de enero de 2004, consta en el
expediente acuse de recibo de 8 de enero.

f. Se indica en el informe que “Sin perjuicio de lo
anterior, el registro de salida de las notificaciones efec-
tuadas pone de manifiesto un retraso en el plazo de 10
días para efectuar la notificación marcado por la
LRJAPyPAP”

Únicamente puede estimarse cierto retraso, respecto al
plazo de diez días establecido en el artículo 48.1 de la
LRJAP y PAC, en el caso de las notificaciones de la
adjudicación a los licitadores no adjudicatarios. Estas se
realizaron con fecha de registro de salida 16 de enero,
transcurridos 18 días hábiles, en período navideño, desde
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la resolución del acto de adjudicación. Se trata en
cualquier caso de una irregularidad ni invalidante que no
causa ningún tipo de trastorno o indefensión a los inte-
resados.

Se adjunta copia de los documentos obrantes en el
expediente que justifican lo expuesto en las alegaciones
de los puntos d, e y f.

g. Se indica en el informe que “La concesión de dos
prórrogas sucesivas con fechas de concesión y plazos
diferentes y fundadas en los mismos hechos meteoro-
lógicos ocasionados meses antes de las diferentes soli-
citudes del adjudicatario, incumple el artículo 100.1 del
RLCAP pudiéndose ocultar retrasos en el plazo de
ejecución imputables al contratista”

Esta Dirección General considera que la solicitud de
las prórrogas y la resolución concediendo las mismas se
realizan conforme al artículo 100.1 del RGLCAP no
incumpliéndose el mismo a estar las prórrogas soli-
citadas y resueltas en los plazos establecidos.

El órgano de contratación ha valorado las circuns-
tancias meteorológicas acaecidas en el transcurso de la
ejecución de la obra y ha considerado que no son impu-
tables al contratista, motivo por el cual ha resuelto
conceder las prórrogas, no existiendo hechos que
acrediten retrasos imputables al contratista como para
que el informe se emita un juicio de valor como
“pudiéndose ocultar retrasos en el plazo de ejecución
imputables al contratista”.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el apartado 100.1 del
RGLCAP, y solicita sea eliminado este párrafo en el
informe definitivo.

De lo visto, el gestor entiende que deberían ser
tomadas en cuenta las alegaciones aportadas y que
puedan favorecer a las modificaciones pertinentes en el
Informe Definitivo.

Valladolid, 2 de febrero de 2006

EL DIRECTOR GENERAL

DE DESARROLLO RURAL

Fdo.: Edmundo Bayón Bueno

En relación con el “Informe provisional de la Fiscali-
zación de la cuenta general de la Comunidad Autónoma
y Contratación Administrativa, correspondiente al
ejercicio 2003” y una vez examinadas las observaciones
que en el mismo se recogen en relación con tos expe-
dientes de contratación números 01/03/PA y 18/03/PA,
la Dirección General de Producción Agropecuaria,
formula las siguientes alegaciones.

II.3.1 Contrato de obras.

Consejería de Agricultura y Ganadería. Contrato 1.
“Obras del laboratorio regional de sanidad animal”
(expediente núm. 18/03/PA).

Se incluye en el PCAP la obligación de presentar en
3 sobres toda la documentación requerida, incum-
pliéndose el artículo 80.1 del RLCAP, que limita los
sobres a dos cuando no se haga uso de U facultad de
establecer fases de valoración, recogida en el artículo
86.2 del TRLCAP.

Respecto de dicha manifestación, esta Dirección
General no formula alegación alguna. En todo caso
manifestar que si se incluyó un tercer sobre comprensivo
de la documentación técnica se debía a exclusivamente a
razones operativas y para facilitar la presentación de la
dicha documentación a los licitadores

El tratamiento otorgado a la oferta presuntamente
en baja temeraria no es conforme con el artículo 83 del
TRLCAP puesto que se ha excluido la oferta sin
valorar su oferta técnica.

Esta Dirección General estima que la actuación de la
Mesa de Contratación, en relación a la oferta en baja
temeraria, ha observado lo dispuesto en el artículo 83 del
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos
de Las Administraciones Públicas (TRLCAP).

Así, comprobada por la Mesa de Contratación, en el
acto de apertura de proposiciones económicas, que la
oferta presentado por un licitador se encontraba en
presunción de temeridad, según lo establecido en la
cláusula decimoséptima del Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares, y de conformidad con lo
dispuesto en el apartado 3 del citado artículo 83, se dio
traslado de dicha circunstancia al licitador incurso en la
misma, al objeto de que se aportara la documentación
que justificara la oferta presentada, requerimiento que
obra en el expediente de referencia, así como el
resguardo del documento acreditativo de su notificación.

Transcurrido el plazo concedido al efecto sin que
dicho licitador presentara la documentación requerida, el
Consejero de Agricultura y Ganadería dictó Orden por la
que se declaró la temeridad de la proposición formulada
por dicha empresa. Siendo dictada la citada Orden con
anterioridad a la elaboración del informe técnico sobre
las ofertas presentadas, en dicho informe no se recoge la
valoración de la oferta formulada por dicha empresa, ya
que ésta previamente había sido declarada en temeridad,
recogiéndose dicho pronunciamiento en el propio
informe.

Los criterios de adjudicación establecidos en el
PCAP no cuentan con criterios de reparto de la
puntuación atribuida entendiéndose infringido el
artículo 86.2 del TRLCAP.

Los criterios de adjudicación se agrupan en la
Cláusula Decimosexta del Pliego Cláusulas Adminis-
trativas Particulares en dos grandes apartados CALIDAD
DE LA OFERTA Y OFERTA ECONOMICA, subdivi-
diéndose el primero, a efectos de valoración en Memoria
técnica y Plan de calidad. Estas subdivisiones se han
considerado como criterios valorativos para la adjudi-
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cación estableciéndose el reparto de puntos en tres
criterios correspondientes a la Memoria y dos criterios
correspondientes al Plan de control de calidad. Una
mayor desagregación de estos criterios en el Pliego
Cláusulas Administrativas Particulares se estima inne-
cesaria y, quizás poco prudente, ya que podría haber
excluido la posibilidad de valorar aspectos interesantes a
considerar derivados de la documentación técnica que
debían presentar las empresas.

Por otra parte, se incluye como criterio de adjudi-
cación las ofertas que el licitador realice de porcentajes
superiores en relación al control de calidad al señalado
en, la cláusula 38 del PCAG de contratos de obras del
Estado, al que el propio PCAP se somete expresamente.
No se debe admitir dicho criterio de adjudicación debido
a que dicha cláusula es contraria al PCAG, sin que se
haya dado cumplimiento al artículo 50 del TRLCAP.

El Pliego Cláusulas Administrativas Particulares
incluye el porcentaje máximo del 1% del presupuesto en
concepto de realización de análisis y ensayos de mate-
riales y unidades de obras que puede ordenar el Director
Facultativo de las obras. Entendemos que ello no es
óbice para admitir porcentajes mayores si fueren
ofertados por la empresa licitadora de las obras, bien
como mejora de las prestaciones o bien como respuesta a
un criterio selectivo establecido por la Administración.
En este sentido en el Informe 79/1983, de 18 de
noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación
Administrativa expresa:

“De lo establecido en la cláusula 38 del Pliego de
Cláusulas Administrativas Generales se deduce con toda
evidencia que, cuando el importe de los gastos de ensayo
y análisis de materiales y unidades de obras excede del
limite máximo del 1% del presupuesto de la obra, dicho
exceso, al no poder ser de cuenta del contratista, por
imperativo de tal precepto, ha de correr a cargo de la
Administración, la cual, obviamente, ha de hacerlo
efectivo al igual que el resto de las obligaciones
económicas derivadas del contrato” (Informe 79/1983
de 18 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contra-
tación Administrativa).

En cualquier caso, entendemos que en virtud del
principio de libertad de pactos que rige en la contratación
no habría inconveniente en que fuera desplazada esta
obligación de la Administración al contratista, si este
hubiera ofertado un porcentaje superior al establecido en
la Cláusula 38, en concepto de realización de análisis y
ensayos de materiales. En este sentido, la oferta de un
porcentaje superior no constituye una imposición de la
Administración contratante, que podría ser contraria al
expresado artículo 80.1 del TRLCAP, sino una oferta de
mejora del contrato, por la empresa licitadora, enten-
diéndose que el volumen ofertado constituiría el tope
máximo para la solicitud de análisis y ensayos que el
Director Facultativo, podría ordenar con cargo al presu-
puesto de adjudicación.

La firma del contrato se realiza por el Director
General de Producción Agropecuario en virtud de dele-
gación que no es conforme al artículo 48 apartado 3
letra f) de la Ley 3/2001, de 3 julio de Gobierno y Admi-
nistración de Castilla y León, que impide la delegación
de competencias en este supuesto en que, por razón de
la cuantía, el órgano de contratación necesita autori-
zación de la Junta de Castilla y León para el ejercicio
de su competencia.

Se manifiesta la conformidad con dicha conclusión,
ya que la firma del contrato se efectuó por el Director
General de Producción Agropecuaria en virtud de la
delegación atribuida en el artículo 1.a) de la Orden de 9
de octubre de 2000, de la Consejería de Agricultura y
Ganadería, por la que se delegan determinadas compe-
tencias en el Secretario General y Director Generales de
la Consejería, y que delega en dichas autoridades la
firma de los todos los contratos administrativos en
función de su competencia material, disposición anterior
a la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la
Administración de Castilla y León, en cuyo artículo
48.3.f) se prohíbe la delegación de dicha competencia en
aquellas materias cuyo ejercicio haya de ser autorizado
previamente por la Junta de Castilla y León, autorización
exigida por el artículo 101.1.a) de la Ley 15/2001, de
Presupuestos Generales de la Comunidad de 2002, que
se produjo en el caso que nos ocupa al ser el importe de
la licitación superior a 1.200.000 euros.

Tratándose de un vicio de anulabilidad de derecho
administrativo -falta de competencia no determinante de
nulidad- (artículos 57 y 67 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de tas Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común), y
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64.2 del
Real Decreto Legislativo 2/2000, la convalidación de
dicho vicio se entenderá producida por el transcurso del
plazo establecido para la impugnación del contrato, o, en
su caso, podrá llevarse a cabo por el órgano competente
para su firma -el Consejero de Agricultura y Ganadería-,
al ser éste el superior jerárquico del órgano que firmó el
contrato y tener atribuida la competencia para la firma de
dicho contrato.

II.3.4 Contratos de consultoría y asistencia.

Consejería de Agricultura y Ganadería. Contrato 4.
“Asistencia técnica veterinaria para la ejecución de los
programas de erradicación de enfermedades de los
rumiantes de Castilla y León en los años 2003 y 2004”
(expediente núm. 01/03/PA).

Por lo que se refiere el citado contrato, el “Informe
provisional de la Fiscalización de la cuenta general de
la Comunidad Autónoma y Contratación Administrativa,
correspondiente al ejercicio 2003” recoge las siguientes
observaciones:

El contrato presenta una calificación que no se
corresponde con el verdadero objeto del mismo lo que
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provoca que no se exija clasificación cuando por la
verdadera naturaleza del objeto del contrato, es decir,
contrato de servicios y a su importe sería obligatorio la
exigencia de clasificación. Este requisito hubiese sido
difícilmente cumplimentado por la empresa adjudi-
catario debido a su constitución tres meses antes del fin
del plazo de presentación de ofertas y el inicio de la
actividad tal y como consta en el documento de alta del
IAE.

Respecto de la citada conclusión, la Dirección
General de Producción Agropecuaria manifiesta que no
puede compartir dicha afirmación, ya que considera que
el contrato celebrado, en virtud de las notas que definen
e integran el objeto de la prestación, es un contrato de
consultoría y asistencia, y ello en base a las siguientes
consideraciones:

El Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP)
regula en su Título IV los contratos de consultoría y asis-
tencia y los contratos de servicios.

El artículo 196.2 del TRLCAP, dispone en su letra b),
último párrafo, que son contratos de consultoría y asis-
tencia aquellos que tengan por objeto llevar a cabo, en
colaboración con la Administración y bajo su super-
visión “cualesquiera otras prestaciones directa o indi-
rectamente relacionadas con las anteriores y en las que
también predominen las de carácter intelectual, en
particular, los contratos que la Administración celebre
con profesionales, en función de su titulación
académica”.

En tal sentido se ha manifestado la Junta Consultiva
de Contratación Administrativa, en su informe 36/1998,
de 16 de diciembre, “la delimitación entre contratos de
consultoría y asistencia y contratos de servicios la
realiza la Ley de Contratos de las Administraciones
Públicas en el artículo 197 (actualmente 196) apartados
2 y 3, definiendo el apartado 2 el objeto de los contratos
de consultoría y asistencia declarando incluidos en tal
concepto los que tengan por objeto cualesquiera otros
servicios directa o indirectamente relacionados con los
anteriores (estudios, informes, dirección, supervisión y
control de obras, toma de datos, etc.) y en los que
también predominen las prestaciones de carácter inte-
lectual. Por su parte, el apartado 3, al definir los
contratos de servicios, señala que su objeto debe ser de
carácter técnico, económico, industrial, comercial o
cualquier otro de naturaleza análoga, siempre que no se
encuentre comprendido en los contratos de consultoría y
asistencia.”

De conformidad con lo establecido en la cláusula
quinta, apartado 1 del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativa que rige la citada contratación, están facultadas
para suscribir el contrato las personas físicas o jurídicas,
españolas o extranjeras, que tengan plena capacidad de
obrar, cuya actividad tenga relación directa debidamente

acreditada con el objeto del contrato, no se encuentren
inmersas en alguna de las prohibiciones para contratar
que se establecen en el artículo 20 del TRLCAP,
acrediten la suficiente solvencia técnica o profesional, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 del citado
texto legal, en función de la documentación exigida en el
presente pliego y dispongan de una organización con
elementos personales y materiales suficientes para la
realización del objeto de este contrato.

En este sentido, la cláusula sexta apartado 2, dispone
que los licitadores justificarán su solvencia técnica,
mediante el cumplimiento entre otros, del requisito de
disponer de un número no inferior a 170 veterinarios
para la ejecución de la asistencia técnica objeto del
presente contrato, acreditándose dicha circunstancia
mediante la aportación de una relación nominal del
personal del que dispone el licitador para la ejecución de
la consultoría y asistencia objeto del contrato, acom-
pañada de sus titulaciones académicas y profesionales,
juntamente con su inscripción, o en su defecto,
compromiso de inscribirse previamente al inicio de las
actuaciones objeto del presente contrato, en Colegio
Profesional Veterinario, del personal veterinario
encargado de la realización del objeto del contrato, así
como acompañando un compromiso suscrito entre el
licitador y cada uno de los técnicos facultativos veteri-
narios con los que cuenta para la ejecución del contrato,
de que en el supuesto de que el licitador resultara adjudi-
catario del contrato dispone para la ejecución del mismo
del personal incluido en dicha relación.

A la vista de dicha notas y requisitos, puede
concluirse que la calificación del contrato, como contrato
de consultoría y asistencia, se corresponde con el
verdadero objeto del mismo, al concurrir en el mismo las
características que definen los contratos de consultoría y
asistencia y lo diferencian del contrato de servicios, tales
como, entre otros, el carácter intelectual de la
actividad, la titulación que se exige al personal del que
dispone el contratista para la ejecución del contrato
(titulados universitarios veterinarios), la liberalidad del
mismo, y la exigencia de que dicho personal esté
colegiado en un Colegio Profesional de Veterinarios.

El contrato 01/03/PA “Asistencia Técnica veterinaria
para la ejecución de los Programas de Erradicación de
Enfermedades de los Rumiantes de Castilla y León en
los años 2003 y 2004” incluye, de conformidad con lo
establecido en la prescripción sexta del Pliego de Pres-
cripciones técnicas que rige la citada contratación, y de
acuerdo con los protocolos establecidos por la Dirección
General de Producción Agropecuaria, las siguientes
actuaciones:

a) La recogida de muestras y diagnóstico de pruebas
de campo.

b) El acondicionamiento de las muestras, para su
remisión al laboratorio.
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c) La remisión, en su caso, al Laboratorio de Sanidad
Animal correspondiente.

d) La comprobación de la identificación en el ganado
bovino y, en su caso, la identificación de acuerdo
con la legislación vigente del ganado ovino y
caprino.

e) La captura y descarga en los equipos informáticos
suministrados por la Consejería de Agricultura y
Ganadería de los datos exigidos en los programas
informáticos de dicha Consejería.

f) El sacrificio de los animales de las especies ovina y
caprina y la tinción de sus cabezas (con excepción
de los vaciados sanitarios), cuando así se determine
en el protocolo elaborado por el Servicio de
Sanidad Animal de la Dirección General de
Producción Agropecuaria. Dicho sacrificio se
llevará a cabo en la visita del marcado de los
animales positivos.

g) Los trabajos estadísticos, administrativos
(grabación manual de las actuaciones de campo) y
encuestas que especifique la Dirección General de
Producción Agropecuaria.

El componente intelectual de dicho contrato, y en
concreto de las actuaciones sanitarias que en su
ejecución se contemplan, no ofrece duda alguna. Así y
por lo que se refiere a la recogida de muestras y diag-
nóstico de pruebas clínicas de campo, los facultativos
veterinarios responsables de la ejecución del contrato, en
función de su titulación académica y conocimientos
propios de su profesión, han de intradermotuberculinizar
los bovinos existentes en la explotación con edad
superior a las seis semanas y los ovinos y caprinos con
edad superior a 45 días que así se determine, así como
extraer muestras de sangre para análisis serológicos de
los ovinos, caprinos y bovinos presentes en la explo-
tación en la edad de ser analizados. A las 72 horas de la
primera visita, los veterinarios proceden a la lectura de
las reacciones a la tuberculina, lectura que precisa de un
conocimiento técnico e intelectual adecuado para inter-
pretar dichas reacciones.

Dicho componente predominantemente intelectual
está presente asimismo en el resto de actuaciones sani-
tarias contempladas en la ejecución de dicho contrato -la
identificación del ganado bovino e identificación en su
caso, de acuerdo con la legislación vigente, del ganado
ovino y caprino; el marcado de los animales positivos a
las enfermedades objeto de diagnóstico; el sacrificio de
los animales de las especies ovina y caprina en la explo-
tación y la tinción de su cabezas; la elaboración de esta-
dísticas y encuestas-.

La calificación jurídica del presente contrato como de
consultoría y asistencia está respaldad por la Junta
Consultiva de Contratación Administrativa, en su
Informe 50/00, de 21 de diciembre de 2000, promovido
a instancia de la Dirección General del Instituto Social

de la Marina, por el que se solicitaba informe sobre la
naturaleza jurídica del contrato a formalizar con labora-
torios clínicos o empresas para la realización de pruebas
clínicas complementarias, referidas principalmente a
analíticas de sangre y a exploraciones radiológicas, que,
evaluadas junto al resto de verificaciones efectuadas,
permiten un adecuado diagnóstico médico sobre el
trabajador y en consecuencia, determinan la decisión
sobre su estado y sobre la aptitud para realizar trabajos a
bordo.

Descartando inicialmente por la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa, en la consideración jurídica
1 del citado informe, que dicho contrato pudiera concep-
tuarse como contrato de obra, de suministros, contratos
administrativos especiales, contrato privado, y
descartando asimismo en la consideración jurídica 2 del
informe 50/00, que dicho contrato pudiera constituir un
contrato de gestión de servicios públicos, la citada Junta
Consultiva examina en la consideración jurídica 3, si el
contrato puede considerarse de servicios o de consultoría
y asistencia.

Respecto de dicha cuestión, la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa manifiesta que “Aunque,
tanto la primitiva redacción de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, como la versión de su
Texto Refundido de 16 de junio de 2000 podían y pueden
suscitar algunos dudas interpretativas en el deslinde de
los contratos regulados en su Titulo IV del Libro II, es
decir, consultoría y asistencia, servicios y trabajos espe-
cíficos y concretos no habituales, la supresión de estos
últimos y la nueva definición de los dos primeros
operada por la Ley 53/1999, de 28 de diciembre, hoy
incorporada al Texto Refundido han rebajado de tales
dudas interpretativas y permiten concluir que los
contratos del tipo a que se refiere la consulta son
contratos de consultoría y asistencia, siendo esta califi-
cación la que obliga descartar la de contratos de
servicios.”

Así, para la Junta Consultiva de Contratación Admi-
nistrativa “Desde un punto de vista positivo el artículo
196.2.b) regla 40, de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas considera contratos de consultoría
y asistencia aquéllos que tengan por objeto la reali-
zación de prestaciones directa o indirectamente rela-
cionados con los anteriores y en las que también
predominen las de carácter intelectual, “en particular
los contratos que la Administración celebre con profe-
sionales en función de su titulación académica”. A la
vista del precepto trascrito, no cabe duda de que los
contratos con laboratorios de analítica y radiología
tienen un componente predominantemente intelectual y,
sobre todo, se celebran con profesionales en función de
su titulación académica, dado que no resulta factible la
realización de análisis clínicos y exploraciones radio-
lógicas sin que los laboratorios estén habilitados para
ello por la posesión por parte de su personal de la
correspondiente titulación académica”.
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Por lo que se refiere a la posible conceptuación de
dichos contratos como de servicios, se recoge en el
citado informe que “Desde un punto de vista negativo
basta observar para descartar la conceptuación de estos
contratos como de servicios que el artículo 196.3 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas exige
para considerar los contratos como de servicios el dato
negativo de que los mismos no estén comprendidos en
los contratos de consultoría y asistencia” circunstancia
que, por lo razonado anteriormente se produce en el
presente caso”, por lo que concluye que “La Junta
Consultiva de Contratación Administrativa entiende que
los contratos que celebra el Instituto Social de la Marina
con laboratorios de analítica o radiología para
determinar la aptitud de los trabajadores del mar son
contratos de consultoría y asistencia, habiendo disipado
la nueva redacción de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas las dudas que, con anterioridad,
pudieron suscitarse.”

Por todo ello puede concluirse que, teniendo un
carácter marcadamente intelectual las actuaciones
contempladas en el contrato celebrado para la ejecución
de los Programas Nacionales de Erradicación de Enfer-
medades de los Rumiantes en los años 2003 y 2004,
exigiéndose al contratista como requisito de solvencia
técnica y profesional, en función del carácter sanitario de
las actuaciones a desarrollar, la titulación académica de
los facultativos veterinarios de los que dispone para la
realización del contrato, así como su colegiación en el
respectivo Colegio Profesional veterinario, la califi-
cación de dicho contrato como de consultoría y asis-
tencia se corresponde con el verdadero objeto del mismo,
no siendo exigible la clasificación de los licitadores.

No se recoge en el PCAP el código de CNPA obli-
gatorio según el artículo 67.2 del RLCAP.

Respecto de la ausencia de la indicación en el Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares del código
CNPA aplicable al contrato de consultoría y asistencia,
la Dirección General de Producción Agropecuaria mani-
fiesta su conformidad con dicha observación.

Por otra parte no se recoge en el PCAP la determi-
nación de los criterios que de entre los medios que
establece el, artículo 16, servirían para justificar la
solvencia económica y financiera, incumpliéndose el
artículo 15.3 del TRLCAP.

En relación con dicha conclusión, manifestar que en
la cláusula sexta, apartado 1, del Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares que rige la contratación, se
establece que “los licitadores habrán de justificar la
solvencia económica y financiera en la forma que
establece el artículo 16 del TRLCAP”. La no exigencia
de un determinado medio de prueba para justificar la
solvencia económica o financiera en modo alguno puede
considerarse como un incumplimiento del artículo 15.3
del TRLCAP, ya que la no determinación de un medio
en particular conlleva la posibilidad de que el licitador

pueda acreditar dicha circunstancia por cualquiera de los
medios validos en derecho establecidos en el artículo 16
del TRLCAP.

En cualquier caso, se observan irregularidades que
afectan a la documentación presentada por el adjudi-
catario en relación con la acreditación de la solvencia
económica ya que el informe de la institución
financiera afirma que se mantienen relaciones comer-
ciales con la adjudicataria desde fechas anteriores al
inicio de actividad a efectos del IAE y al alta en
Seguridad Social.

Respecto del informe de la entidad financiera, y
habiéndose admitido la posibilidad en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares, de que el
licitador pudiera acreditar su solvencia financiera por
cualquiera de los medios validos en derecho establecidos
en el artículo 16 del Real Decreto Legislativo 2/2000, la
Mesa de Contratación estimó suficientemente acreditada
dicha solvencia mediante la presentación del indicado
informe, ya que la letra a) del apartado 1 del precitado
artículo 16 establece como uno de los medios para
acreditar la solvencia económica y financiera “informe
de instituciones financieras...” sin que se exija en dicho
precepto un periodo determinado en la relación que une
al licitador y a la entidad financiera que expide dicha
certificación.

Otras irregularidades de la documentación aportada
por el adjudicatario afectan a la certificación de estar
al corriente de los obligaciones tributarias con la
Seguridad Social incluyéndose únicamente una decla-
ración responsable y sin que se aporte certificado de la
Seguridad Social válido.

En relación con dicho aspecto, lamentamos carecer de
documentación que permita informar sobre si dicho
certificado fue presentado con carácter previo a la adju-
dicación del contrato.

Los criterios de adjudicación quedan establecidos en
el PCAP. Se recogen cuatro criterios de los cuales,
salvo el precio, no queda establecida como se efectuará
el reparto de la puntuación total asignada al criterio.
Los criterios de adjudicación no son conformes al,
artículo 86 del TRLCAP puesto que valoran medios
personales y materiales, conocimiento previo de los
programas informáticos de la propia Consejería y
disponibilidad de oficina en territorio de la Comunidad
de Castilla y León.

En relación con dichas conclusiones, la Dirección
General de Producción Agropecuaria estima que los
criterios de adjudicación establecidos en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares que rige el expe-
diente de contratación 01/03/PA son conformes al
artículo 86 del Real Decreto Legislativo 2/2000.

Así y en respecto a la mención de que “Los criterios
de adjudicación quedan establecidos en el PCAP. Se
recogen cuatro criterios de los cuales, salvo el precio,
no queda establecida como se efectuará el reparto de la
puntuación total asignada al criterio”, se alega lo
siguiente:
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El Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares
que rige la citada contratación establece en su cláusula
novena los criterios de adjudicación, que por orden
decreciente de importancia son: 1. El precio (hasta 30
puntos); Otras garantías ofertadas -medios personales,
materiales, instalaciones, distintos o superiores a los
establecidos en la cláusula sexta para acreditar la
solvencia técnica- (Hasta 25 puntos); Conocimiento del
equipo y programa informático utilizado por la
Consejería de Agricultura y Ganadería para la ejecución
de las Campañas de Saneamiento Ganadero (Hasta 20
puntos); y Disponibilidad de una oficina técnica en
Castilla y León (Hasta 10 puntos).

Dichos criterios se adecuan a lo dispuesto en el
artículo 86 del Real Decreto Legislativo 2/2000, ya que
son objetivos, teniendo una relación directa e inmediata
con la realización del objeto del contrato, relacionándose
por orden decreciente de importancia y por la ponde-
ración que se les atribuye.

Sobre el reparto de la puntuación total asignada a cada
criterio, no es preciso que la misma se recoja en el Pliego
de Cláusulas Administrativas, y en tal sentido se ha
pronunciado la Junta Consultiva de Contratación, en su
Informe 28/95, de 24 de octubre de 1995, sobre “inter-
pretación y aplicación que debe darse a lo previsto en el
artículo 87 (86 del TRLCAP) de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, referido a los criterios de
adjudicación del concurso”. En la consideración jurídica
4 de dicho informe, la Junta Consultiva de Contratación,
en relación con la cuestión suscitada de que si los pliegos
de cláusulas administrativas particulares deben recoger el
método de valoración de cada uno de los criterios de
adjudicación señalados y si la Ley limita en algún sentido
el método de valoración que deba emplearse, manifiesta
que “La cuestión suscitada ha de ser resuelta, en los
términos generales en los que se plantea, tratando de
conciliar los principios de publicidad y transparencia
propios de la contratación administrativa y el grado de
discrecionalidad que, en sentido técnico jurídico, ostenta
el órgano de contratación en la resolución de concursos,
evitando que los primeros -los principios de publicidad y
transparencia- haga imposible la actuación del órgano
de contratación, convirtiendo en automática la reso-
lución del recurso, carácter que, a diferencia de la
subasta, carece en la legislación española.” A la vista de
tal interpretación, la Junta Consultiva de Contratación
concluye que “Por ello se entiende que el cumplimiento
del artículo 87.2 (artículo 86.2 TRLCAP) de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, si bien exige
que en los pliegos de cláusulas administrativas parti-
culares se indiquen los criterios de adjudicación, por
orden decreciente de importancia y por la ponderación
que se les atribuya, tal obligación no se extiende a los
métodos de valoración, pudiéndose estimar correcto la
valoración de la “calidad” mediante la toma en conside-
ración de los correspondientes certificados, pero siempre
que tal circunstancia no se haya exigido como requisito
de solvencia técnica para participar en el concurso”.

Ello ha de ponerse en relación con la conclusión
recogida en el informe provisional de fiscalización de
que “Los criterios de adjudicación no son conformes al
artículo 86 del TRLCAP puesto que se valoran medios
personales y materiales, conocimiento previo de
programas informáticos de la propia consejería y dispo-
nibilidad de oficina en territorio de la Comunidad de
Castilla y León”.

Respecto de la valoración en el apartado 2 de la
cláusula novena del Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares “Otras garantías ofertadas” de medios
personales, materiales e instalaciones distintos o supe-
riores de los establecidos en la cláusula sexta para
acreditar la solvencia técnica, la Dirección General de
Producción Agropecuaria estima que dicho criterio de
adjudicación es conforme a derecho, y en tal sentido se
ha manifestado la Junta Consultiva de Contratación, en
Informe 59/04, de 12 de noviembre de 2004 sobre
“posibilidad de utilizar como criterio de adjudicación el
mayor número de elementos personales y materiales
exigidos como requisito de aptitud y solvencia”, informe
en el que previo examen de la doctrina establecida sobre
dicha materia por el Tribunal Superior de Justicia de las
Comunidades Europeas de 20 de septiembre de 1988
(asunto C 31/87 Beentjes), la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa informa en su consideración
jurídica 3, que “El examen de la legislación española
conduce por tanto a la conclusión de que los elementos
personales y materiales pueden utilizarse como criterio
para determinar la solvencia técnica o profesional y que
el mayor número de los exigidos puede ser utilizado
como criterio de adjudicación,  dado que la enume-
ración del artículo 86 no es exhaustivo y es un criterio
objetivo cuyo posible efecto discriminatorio quedará
eliminado si como exige el artículo 86 de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas el criterio se
consigna expresamente en el pliego”, por lo que
concluye el citado informe en que “Por lo expuesto, la
Junta Consultiva de Contratación Administrativa
entiende que, de conformidad con el Derecho comu-
nitario y la legislación española, el criterio de mayor
número de elementos personales y materiales que los
exigidos como requisito de solvencia puede ser exigido
como elemento de valoración de ofertas o criterio de
adjudicación, siempre que, conforme al artículo 86 de la
Ley de Contratos de la Administraciones Públicas,
figure incluido en los pliegos”.

El PPT establece un mínimo de actos clínicos que se
deberá realizar en todo caso, quedando condicionado a.
los incrementos de actos clínicos que el Adjudicatario
incluya en su oferta. La oferta del único licitador
incluye un número de actos clínicos que no alcanza el
mencionado en los PPT, debiéndose haber rechazado
la oferta por no cumplir con los mínimos establecidos
en el PPT. En el contrato firmado no figura mención
alguna a los actos clínicos a realizar.
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No podemos tampoco compartir la conclusión
recogida en el párrafo 7 del informe, ya que la misma se
fundamenta en la confusión entre los conceptos “acto
clínico” y “Acto Clínico Normalizado” (ACN).

El Pliego de Cláusulas Administrativas que rige la
contratación dispone en su cláusula cuarta, apartado 3,
que “Se entenderá por acto clínico el definido en la
Prescripción 6 del Pliego de Prescripciones Técnicas”.

El Pliego de Prescripciones Técnicas elaborado por el,
Servicio de sanidad Animal define en su prescripción 6
el concepto “acto clínico”. Así, “Se entenderá por “acto
clínico” cada una de las actuaciones completas que
para cada uno de los animales se establecen los
apartados 3.2, o 3.3, o 3.4, o 3.5 del presente pliego”.

El número mínimo de actos clínicos que el adjudi-
catario debe realizar, sin perjuicio del incremento que
realice en su oferta, en función de los censos de ganado
bovino, ovino y caprino, así como las revisiones
periódicas, que se contempla en la citada prescripción 6,
es el que a continuación se recoge:

• Año 2003.

- Vacuno (total actos clínicos previstos): 1.450.000

- Ovino y Caprino (total actos clínicos previstos):
5.150.000

• Año 2004.

- Vacuno (total actos clínicos previstos): 1.500.000

- Ovino y Caprino (total actos clínicos previstos):
5.400.000

Respecto del ganado de las especies ovina y caprina,
el acto clínico en función de los censos ganaderos, se
corresponde con el establecido en el apartado 3.5 (revi-
siones parciales en ovino y caprino -brucelosis-) de la
prescripción 3 del Pliego de Prescripciones Técnicas, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.2 de la
Orden de 31 de enero de 2001, de la Consejería de Agri-
cultura y Ganadería, por la que se establecen las normas
que han de regular la ejecución de las Campañas de
saneamiento Ganadero para la erradicación de la tuber-
culosis y brucelosis en el ganado de la especie bovina, y
la brucelosis en el de las especies ovina y caprina, así
como el control de la perineumonía bovina dentro del
territorio de la Comunidad de Castilla y León, que
dispone la realización obligatoria de las pruebas de
Campaña para el diagnóstico de la brucelosis- en los
animales de las especies ovina y caprina que tengan más
de dieciocho, meses de edad -si se encuentra vacunado-,
o a partir de los seis meses de edad -si no estuviese
vacunado-.

Dicho concepto (acto clínico) ha de ser diferenciado
del denominado “Acto Clínico Normalizado”, que se
define en la cláusula tercera, apartado 4, del Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares. Así, “se

entenderá por acto clínico normalizado el que
corresponde con la siguiente equivalencia:

- Un (1) acto clínico en animales de la especie
bovina = Un (1) acto clínico normalizado.

- Un (1) acto clínico definido en el apartado 3.4 de la
prescripción 3 del Pliego de Prescripciones
Técnicas (revisiones totales en ovino y caprino) =
Un (1) acto clínico normalizado.

- Cinco (5) actos clínicos de los definidos en el
apartado 3.5 de la prescripción 3 del Pliego de
Prescripciones Técnicas (revisiones parciales en
ovino y caprino) = Un (1) acto clínico normalizado.

- Un (1) sacrificio de un animal de la especie ovina o
caprina y la tinción de su cabeza = Tres (3) actos
clínicos normalizados.

El licitador adjudicatario ofertó en su proposición por
un importe de 13.800.000 euros, la realización de los
siguientes “Actos Clínicos Normalizados”:

• Año 2003.

- Vacuno. Total “Actos Clínicos Normalizados”
ofertados: 1.450.000 ACN.

- Ovino y Caprino. Total “Actos Clínicos Norma-
lizados” ofertados: 1.030.000 ACN, número que se
corresponde con los 5.150.000 actos clínicos
mínimos a realizar en los animales de las especies
ovina y caprina para dicha anualidad, en función
del factor de conversión 5 actos clínicos de los
definidos en el apartado 3.5 de a prescripción 3 = 1
“Acto Clínico Normalizado” (1.030.000 ACN x 5
= 5.150.000 actos clínicos).

• Año 2004.

- Vacuno. Total “Actos Clínicos Normalizados”
ofertados: 1.500.000 ACN.

- Ovino y Caprino. Total “Actos Clínicos Norma-
lizados” ofertados: 1.080.000 ACN, número que se
corresponde con los 5.400.000 actos clínicos
mínimos a realizar en los animales de las especies
ovina y caprina para dicha anualidad, en función
del factor de conversión 5 actos clínicos de los
definidos en el apartado 3.5 de a prescripción 3 = 1
“Acto Clínico Normalizado” (1.080.000 ACN x 5
= 5.400.000 actos clínicos).

Por todo ello puede concluirse que el licitador ajustó
su proposición al número de actos clínicos establecido
como mínimo en el Pliego de Prescripciones Técnicas
para las anualidades de 2002 y 2003, ofertando un
número de “Actos Clínicos Normalizados” para la
especie bovina y para las especies ovina y caprina en los
años 2003 y 2004, que cumplía el número mínimo de
actos clínicos fijado para cada especie y anualidad en el
citado Pliego, por lo que no existe causa alguna para
rechazar la ofertada presentada por el licitador que se
fundamente en dicha causa.
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El PCAP regula la posibilidad de prórroga admi-
tiendo la revisión del número de actos clínicos, es decir,
variando el objeto del contrato, por tanto, se regula no
la prórroga del contrato sino una modificación del
mismo que en todo caso debería realizarse de acuerdo
con lo establecido en el TRLCAP.

Esta Dirección General manifiesta su conformidad
con la conclusión recogida en el informe provisional de
fiscalización respecto de la incorrecta redacción de dicha
cláusula. No obstante, se pone en su conocimiento que
acordada la prórroga del contrato, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 198 del TRLCAP, la revisión del
número de actos clínicos objeto del contrato se tramitó
como un expediente de modificación del contrato, de
conformidad con lo establecido en el artículo 101 del
TRLCAP.

El contrato parece firmado por el Director General
de Producción Agropecuaria en virtud de delegación
que no es conforme al artículo 48 apartado 3 letra f) de
la Ley 3/2001, de 3 julio de Gobierno y Administración
de Castilla y León, que impide la delegación de compe-
tencias en este supuesto en que, por razón de la
cuantía, el órgano de contratación necesita autori-
zación de la Junta de Castilla y León para el ejercicio
de su competencia.

Respecto de esta conclusión, esta Dirección General
manifiesta su conformidad con la misma, ya que la firma
del contrato se efectuó por el Director General de
Producción Agropecuaria en virtud de la delegación
atribuida en el artículo 1.a) de la Orden de 9 de octubre
de 2000, de la Consejería de Agricultura y Ganadería,
por la que se delegan determinadas competencias en el
Secretario General y Director Generales de la
Consejería, y que delega en dichas autoridades la firma
de los todos los contratos administrativos en función de
su competencia material, disposición anterior a la Ley
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Adminis-
tración de Castilla y León, en cuyo artículo 48.3.f) se
prohíbe la delegación de dicha competencia en aquellas
materias cuyo ejercicio haya de ser autorizado
previamente por la Junta de Castilla y León, autorización
exigida por el artículo 101.1.a) de la Ley 15/2001, de
Presupuestos Generales de la Comunidad de 2002, que
se produjo en el caso que nos ocupa al ser el importe de
la licitación superior a 1.200.000 euros.

Tratándose de un vicio de anulabilidad de derecho
administrativo -falta de competencia no determinante de
nulidad- (artículos 57 y 67 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común), y
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64.2 del
Real Decreto Legislativo 2/2000, la convalidación de
dicho vicio se entenderá producida por el transcurso del
plazo establecido para la impugnación del contrato, o, en
su caso, podrá llevarse a cabo por el órgano competente
para su firma (el Consejero de Agricultura y Ganadería),

al ser éste el superior jerárquico del órgano que firmó el
contrato y tener atribuida legalmente la competencia para
su firma.

Valladolid, 3 de febrero de 2006

EL DIRECTOR GENERAL DE

PRODUCCIÓN AGROPECUARIA

Fdo.: Baudilio Fernández-Mardomingo Barriuso

CONSEJERÍA DE FAMILIA E IGUALDAD DE
OPORTUNIDADES

GERENCIA DE SERVICIOS SOCIALES

Gerencia de Servicios Sociales.

Contrato 41. “Suministro de gasóleo tipo C para cale-
facción con destino a los distintos centros dependientes
de la Gerencia de Servicios Sociales de Castilla y León
durante el año 2003. 9 lotes”.

Contrato 42. “Realización de actividades complemen-
tarias a la atención directa de menores y jóvenes
infractores internados en la unidad de reforma del centro
Zambrana de Valladolid”.

ILMO. SR. INTERVENTOR GENERAL
CONSEJERÍA DE HACIENDA
C/ José Cantalapiedra, s/n
47014 - VALLADOLID

ASUNTO: Remisión alegaciones al Informe Provi-
sional de Fiscalización Cuenta General del año 2003.

En relación con su escrito de fecha 23 de enero de
2006, relativo al “Informe Provisional de Fiscalización
de la Cuenta General de la Comunidad Autónoma y
Contratación Administrativa, correspondiente al ejercicio
2003”, y para su remisión al Consejo de Cuentas de
Castilla y León, por parte de esta Gerencia de Servicios
Sociales se realizan las siguientes alegaciones:

A) EN RELACIÓN CON LA LIQUIDACIÓN
DEL PRESUPUESTO:

• Los estados relativos a la liquidación del Presu-
puesto, tanto de ingresos como de gastos, contienen
básicamente la misma información que los
modelos incluidos en el P.G.C.P. de la C.A.

• El importe reflejado en el epígrafe de “Resultados
de ejercicios anteriores” es de 29.175.466,27 €, se
adjuntan los cuadros relativos al Balance y Cuenta
del Resultado que aparecen en el SICCAL, una vez
regularizado dicho epígrafe.

• Así mismo se acompañan las consultas de las
cuentas 2521 “Créditos a largo plazo fuera del
sector público” y 2540 “Créditos a largo plazo al
personal”, una vez que se ha contabilizado el
asiento de regularización.

B) EN RELACIÓN CON LOS CONTRATOS
ADMINISTRATIVOS:
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I.- CONTRATO DE “SUMINISTRO DE
GASÓLEO TIPO C PARA CALEFACCION CON
DESTINO A LOS DISTINTOS CENTROS DEPEN-
DIENTES DE LA GERENCIA DE SERVICIOS
SOCIALES DE CASTILLA Y LEÓN DURANTE EL
AÑO 2003”.

Observaciones efectuadas:

1ª.- “No se respeta el plazo de publicación de la
adjudicación establecido el el artículo 93 del
TRLCAP”.

Alegación:

El contrato se adjudicó el 14 de enero de 2003.

El 13 de febrero de 2003 se remitió el anuncio de
adjudicación al BOCyL, recibiéndose en el mismo el 24
de febrero de 2003, y su publicación tuvo lugar el 4 de
marzo de 2003 (en el BOCyL nº 43).

El 25 de febrero de 2003 se remitió a la Oficina de
Publicaciones del D.O.C.E., y la publicación tuvo lugar
en el DOCE de 6 de marzo de 2003 (Documento 39457-
2003-es).

El mismo día 25 de febrero de 2003 se remitió al
BOE. Con fecha 6 de marzo se recibe escrito de la
Secretaría General (Servicio de Anuncios y Suscrip-
ciones) del B.O.E., indicando que el anuncio debe
enviarse de acuerdo con el nuevo programa de inserción
de envíos. El día 10 de marzo se envía de nuevo, siendo
publicado en el B.O.E. de 22 de marzo de 2003 (B.O.E.
nº 70).

A este respecto, el art. 93.2 del TRLCAP establece:

a) Por un lado, la publicación en el Boletín Oficial de
la respectiva Comunidad Autónoma en un plazo
máximo de 48 días a contar desde la fecha de adju-
dicación del contrato; por lo que la misma debería
haber tenido lugar hasta el 3 de marzo de 2003.

Luego, ha habido un retraso de un día. No obstante,
entendemos que se envió con suficiente antelación
para su publicación, siendo ajeno a esta Gerencia el
retraso en la publicación por posible sobrecarga de
duplicaciones en los días precedentes.

b) Por otro lado, el envío al D.O.C.E y al B.O.E del
anuncio del resultado de la licitación dentro del
mismo plazo máximo de 48 días a contar desde la
fecha de adjudicación del contrato.

Luego, en estos dos casos, se han respetado los plazos
de envío; a pesar de que, en el caso del B.O.E, hubo que
enviarlo de nuevo por las razones antes citadas.

2ª.- “De forma totalmente irregular se establece la
obligación a cargo del contratista de abonar los gastos
de publicación del anuncio de licitación en prensa a
una agencia de publicidad cuando el reintegro de
dichos gastos debe realizarse directamente a la Admi-
nistración”.

Alegación:

La Cláusula 10ª del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares que rige este contrato establece que
“El contratista está obligado a satisfacer los gastos de los
anuncios de la licitación en Boletines Oficiales y, como
máximo, los que se deriven de la publicación en dos
periódicos de mayor difusión en la Comunidad
Autónoma”.

Añadiendo la Cláusula 9ª de dicho Pliego que “La
presentación de la proposición presume por parte del
licitador la aceptación incondicionada del contenido de
la totalidad de las cláusulas de este Pliego...”.

A mayor abundamiento, el artículo 75 del Reglamento
General de la ley de Contratos establece que “...será de
cuenta del adjudicatario del contrato la publicación de
los anuncios...”.

Por otra parte, en los anuncios de licitación en los dos
periódicos de mayor difusión de la Comunidad
Autónoma se recuerda que los gastos de dichos anuncios
serán de cuenta del adjudicatario.

Por último, no existe norma alguna que establezca que
los gastos de publicación del anuncio de licitación en
prensa deban ser abonados directamente por la Adminis-
tración a la agencia de publicidad y posteriormente rein-
tegrado dicho importe por parte del adjudicatario.

Por tanto, siendo a cargo del contratista los gastos de
publicación del anuncio de licitación en prensa, resulta, a
nuestro modo de ver, totalmente indiferente, desde el
punto de vista del contrato, que el contratista abone
dichos gastos de publicación directamente a la agencia
de publicidad, o indirectamente a la Gerencia de
Servicios Sociales.

El establecer que el contratista abone directamente los
gastos de los anuncios a la agencia de publicidad en
lugar de a la Gerencia; responde simplemente a razones
de simplificación de trámites; ya que si se abona primero
por la Gerencia a la agencia de publicidad, el paso
siguiente es el cobro, por parte de la Gerencia, del
reintegro a cargo del contratista. Es decir, requiere dos
procedimientos (de pago primero, y de ingreso después)
que de esta manera se obvian.

No existe en consecuencia, y a nuestro modo de ver,
ninguna irregularidad al respecto.

II.- CONTRATO DE “REALIZACIÓN DE ACTI-
VIDADES COMPLEMENTARIAS A LA
ATENCIÓN DIRECTA DE MENORES Y
JÓVENES INFRACTORES INTERNADOS EN LA
UNIDAD DE REFORMA DEL CENTRO
ZAMBRANA DE VALLADOLID”.

Observaciones efectuadas:

1ª.- “El contrato es adjudicado por procedimiento
negociado, siendo la causa alegada para la utilización
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de esta vía, la previa declaración de procedimiento
desierto recogida en el TRLCAP en su artículo 210,
apartado a).

Según establece este artículo en su redacción
aplicable, no se pueden variar las condiciones
originales del contrato, salvo el precio que no podrá ser
aumentado en más de un 10%. No parece contemplarse
en el TRLCAP la posibilidad de disminuir el presu-
puesto por carecer de lógica ya que se entiende que si
la licitación quedó desierta fue por presentar un presu-
puesto que no ha sido atractivo al mercado. En el expe-
diente que nos ocupa se reduce el presupuesto con
respecto a la licitación desierta.

En cualquier caso, la nueva redacción de este
apartado a) según Real Decreto Ley 5/2005, de 11 de
marzo, acomoda el TRLCAP a la normativa comu-
nitaria en el sentido recogido por la Sentencia del
Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de
13 de enero de 2005, es decir, se podrá utilizar el proce-
dimiento negociado siempre que no se varíe el precio
respecto del que rigió en la licitación abierta”.

Alegación:

La Cláusula 3ª del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares del contrato originario que quedó
desierto (expediente 9/2003) establecía respecto del
plazo de duración que “será desde el día 1 de enero de
2003 o, en su caso, a partir del día siguiente a la fecha de
formalización del contrato, si ésta fuera posterior, hasta
el día 31 de diciembre de ese año.”

El nuevo expediente de contratación (expediente
52/2003) se inició por Resolución de 3 de enero de 2003.

La Cláusula 3ª del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares de este nuevo contrato, establece
respecto del plazo de duración que “será desde la fecha
de formalización del contrato, hasta el 1 de diciembre de
2003”.

Es obvio que, manteniendo la misma fecha de finali-
zación que el expediente anterior y comenzando con
posterioridad, no se va a consumir todo el crédito
inicialmente previsto.

Así la formalización del mismo tuvo lugar el 17 de
enero de 2003.

Por lo tanto, la disminución del presupuesto obedece a
la correlativa disminución del periodo de duración del
contrato (siendo proporcional a la misma), sin que ello
suponga una reducción del precio, en términos reales,
respecto del que rigió en la licitación abierta. Por lo que
entendemos que se ha respetado la normativa al respecto.

2ª.- “La deficiente calificación de contratos de
servicios como de consultoría y asistencia provoca un
grave incumplimiento del artículo 25 del TRLCAP en
relación con la exigencia de clasificación para
contratar”.

Alegación:

El contrato en cuestión fue calificado desde un
principio como contrato administrativo especial, en
virtud de lo dispuesto en el artículo 5. 2 b) del TRLCAP,
por estar vinculado al giro o trafico específico de la
administración contratante y satisfacer de forma directa
una finalidad de su específica competencia.

El criterio utilizado en su momento para calificarlo de
contrato administrativo especial es que las actividades
que integran el contenido del contrato no se realizan
directamente para la Administración sino para los
menores y jóvenes internados en la Unidad de Reforma
del Centro “Zambrana”. Y ello en concordancia con los
últimos informes en esta materia tanto de la Junta
Consultiva de Contratación Administrativa del
Ministerio de Hacienda, como de la Junta Consultiva de
Contratación de esta Comunidad Autónoma.

Así figura en la Resolución de Inicio, en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares, en la Propuesta
de Gasto, en el Informe Técnico, en la Resolución de
adjudicación del contrato, en la Notificación de adjudi-
cación, en el Contrato firmado por ambas partes..., en
resumen en todos los documentos que componen el
expediente.

No es por tanto contrato de servicios ni de consultoría
y asistencia.

Por todo lo anterior hay que concluir que, por tratarse
de un contrato administrativo especial, no es exigible el
requisito de la clasificación, de acuerdo con el artículo
25 del TRLCAP.

No se entiende, por tanto, la observación efectuada,
dado que la calificación del contrato, en todos los docu-
mentos, es de contrato administrativo especial.

Valladolid, 3 de febrero de 2006

EL GERENTE DE SERVICIOS SOCIALES,

Fdo.: Antonio María Sáez Aguado

GERENCIA REGIONAL DE SALUD

Gerencia Regional de Salud

Contrato 21. “Construcción de un centro de salud y
especialidades en Ciudad Rodrigo (Salamanca).

Contrato 22. “Construcción del centro de salud de la
Milagrosa en Soria”.

Contrato 24. “Obras de construcción del centro de
salud “Barrio de España” en Valladolid”.

Contrato 25. “Obras de adaptación parcial del
edificio “Las Merindades” para centro de salud y espe-
cialidades en Villarcayo (Burgos)”.

Contrato 23. “Complementario nº 2 (Aparcamiento) a
las obras de remodelación del complejo hospitalario de
Segovia”.
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Contrato 20. “Gestión del servicio de transporte
sanitario de urgencias y emergencias en helicóptero
dentro de la C.A. de Castilla y León y  áreas limítrofes”.

Contrato 28. “Gestión del servicio de un helicóptero
de transporte sanitario y asistencia a emergencias sani-
tarias en la C.A. de Castilla y León. Lote 1: helicóptero
con base en la provincia de Salamanca”.

Contrato 29. “Gestión del servicio de un helicóptero
de transporte sanitario y asistencia a emergencias sani-
tarias en la C.A. de Castilla y León. Lote 2: helicóptero
con base en la provincia de Burgos”.

Contrato 31. “Modificado y prórroga del contrato de
transporte sanitario en la provincia de Burgos”.

Contrato 26. “Suministro de gasóleo para calefacción
con destino a centros dependientes de la Gerencia
Regional de Salud de Castilla y León. (Lote 1: Centros
hospitalarios. Lote 2: Centros de atención primaria)”.

Contrato 27. “Suministro de 208.981 dosis de vacunas
antineumocócica con destino a centros de Salud y
consultorios de la Gerencia Regional de Salud”.

Recibidas las observaciones contenidas en el “Informe
Provisional de la fiscalización de la Cuenta General de la
Comunidad Autónoma y Contratación Administrativa,
correspondiente al ejercicio 2003”, realizado por el
Consejo de Cuentas de Castilla y León y remitido por
esa Intervención General, se formulan alegaciones
respecto de los apartados del mismo que se relacionan a
continuación:

II.3.1 CONTRATO DE OBRAS

1º.- Se especifica en el primer párrafo de este apartado
que en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Parti-
culares de los contratos de obras examinados, se exige
que la presentación de la documentación de los lici-
tadores se realice en tres sobres, a pesar de no hacer uso
de lo dispuesto en el artículo 86.2 del T.R.L.C.A.P. en
cuanto al establecimiento de umbrales que determinen
las fases de selección, sin dar cumplimiento, por lo tanto,
a lo que al respecto dispone el artículo 80 del
R.G.L.C.A.P., al establecer que se presentarán dos
sobres, uno con la documentación referida en el art. 79.2
del T.R.L.C.A.P., y el otro con la proposición
económica.

Al respecto hay que manifestar que la presentación de
tres sobres, uno con la documentación reseñada ante-
riormente, otro con la documentación técnica y cuales-
quiera otros documentos que el licitador considere nece-
sarios para la mejor acreditación de los criterios de valo-
ración del concurso establecidos en el P.C.A.P., y otro
con la proposición económica, a pesar de no ajustarse en
sentido estricto a lo dispuesto en el artículo 80 del
R.G.L.C.A.P. no contradice ninguno de los principios
establecidos en el artículo 11 del T.R.L.C.A.P., ni el
carácter secreto que debe tener tanto la documentación

técnica como la proposición económica hasta el
momento de la apertura en acto público de las proposi-
ciones económicas.

Lo único que se pretende con esto es agilizar el acto
público de apertura de las proposiciones económicas,
evitando la búsqueda de la hoja que contenga la propo-
sición económica entre, como ocurre en la mayor parte
de los expedientes, la gran cantidad de documentos que
conforman los aspectos técnicos de la proposición en la
mayoría de los expedientes que se tramitan en esta
Gerencia Regional de Salud.

2º.- En el párrafo segundo de este apartado del
informe se hace la observación de que “los criterios de
adjudicación recogidos en el P.C.A.P. no presentan
criterios de reparto de la puntuación asignada, sin que
sirva a este fin la mención que con carácter general se
realiza sobre la aplicación del reparto proporcional de
la puntuación asignada”.

Suele ser habitual que en los Pliegos de Cláusulas
Administrativas Particulares se haga constar, además de
los criterios que va a utilizar la Administración y de la
importancia de los mismos (ponderación), el método de
valoración de cada uno de ellos o, lo que es lo mismo, la
concreta fórmula de atribución de puntos. Sobre esta
cuestión la Junta Consultiva de Contratación Adminis-
trativa, en su informe de 24 de octubre de 1995 (nº
28/1995) señala que “si bien la Ley exige que en los
Pliegos figuren los criterios de adjudicación por orden
descendiente y por la ponderación que se les atribuya,
tal obligación no se extiende a los métodos de valo-
ración”. Lo manifestado por la Junta Consultiva en este
informe es aplicable en la actualidad al no haber
cambiado prácticamente la redacción dada al respecto
por el Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio,
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas.

Con la salvedad anterior, y aun no habiéndose esta-
blecido los criterios a aplicar por la Administración para
el otorgamiento de la puntuación correspondiente a los
criterios de valoración establecidos en el P,C.A.P., no es
menos cierto que si la distribución de los puntos de cada
uno de ellos se hace de forma proporcional, no esta-
ríamos infringiendo los principios de igualdad y no
discriminación contemplados en el articulo 11 del citado
Texto Refundido.

3º.- En el párrafo tercero se alude a que en “los
criterios de incremento de control de calidad y plazo de
garantía se establecen unos limites que no pueden
sobrepasar las ofertas de los licitadores, que puede
provocar que ofertas distintas reciban igual puntuación,
lo que no es conforme con el T.R.L.C.A.P.”

En cuanto a esta observación, hay que manifestar que
si bien en el criterio de incremento del plazo de garantía
parece razonable no establecer ningún límite, para que al
mayor plazo de garantía ofertado se le otorgue la
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máxima puntuación, porque, además, esto no va en
detrimento ni del coste ni de la buena ejecución de las
obras, no ocurre lo mismo con el criterio del incremento
del control de calidad, porque dedicar más del 3 por 100
del presupuesto de licitación a gastos para la realización
de ensayos y análisis de materiales iría en detrimento del
coste de ejecución de las obras.

4º.- Establece el párrafo cuarto que “en el P.C.A.P. se
señala que se valorará la propuesta de incremento del
porcentaje destinado a control de calidad de las obras,
lo que vulnera la cláusula 38 del P.C.A.G de contratos
de obras del Estado, al que el P.C.A.P. declara de
expresa aplicación, que limita el porcentaje a cargo del
contratista en un 1 por 100 del presupuesto, sin
haberse procedido de acuerdo con el artículo 50 del
T.R.L.C.A.P.”

La citada cláusula 38 del P.C.A.G, de aplicación,
efectivamente, a este contrato, establece que “la
Dirección puede ordenar que se verifiquen los ensayos y
análisis de materiales y unidades de obra que en cada
caso resulten pertinentes y los gastos que se originen
serán de cuenta del contratista hasta un importe máximo
del 1 por 100 del presupuesto de la obra”.

Lo que realmente se establece en esta cláusula es la
facultad de la que dispone el director facultativo para
ordenar que se realicen ensayos y análisis de materiales
cuyos gastos serán de cuenta del contratista hasta el
citado 1 por 100 máximo. Hasta ese 1 por 100 el abono
de tales gastos sería obligatorio para el contratista.

Cuando el P.C.A.P. contempla como criterio de valo-
ración del concurso el incremento del porcentaje
destinado a control de calidad, lo que esta haciendo es
otorgar a los licitadores la posibilidad de ofrecer un
control de calidad superior al citado 1 por 100. No se
está exigiendo un control de calidad por encima de dicho
porcentaje, que sí sería contrario a la citada cláusula 38
del P.C.A.G.

5º.- Se señala en el párrafo quinto, que el expediente
para la construcción del Centro de Salud de la Milagrosa
en Soria “presenta la tramitación de un expediente
modificado que incumple la normativa contractual al
corresponder a obras ya ejecutadas con anterioridad a
la tramitación, tal y como señala el informe de fiscali-
zación del expediente en el cual se pone de manifiesto
la omisión de fiscalización previa. No consta en el
expediente la tramitación del expediente a la Junta de
Castilla y León para su necesaria convalidación”.

En relación con esta observación, se adjunta copia
compulsada del Acuerdo de la Junta de Castilla y León,
de 22 de diciembre de 2005 (documento nº 2), por el que
se autoriza al Presidente de la Gerencia Regional de
Salud a indemnizar, entre otras, a ACCIONA INFRAES-
TRUCTURAS por los gastos derivados de los trabajos
ejecutados en la obra del Centro de Salud “La
Milagrosa” de Soria.

6º.- Respecto de la observación realizada en cuanto a
que en el expediente de contratación de las obras de
construcción del Centro de Salud “Barrio de España” en
Valladolid “no consta el carácter público del acto de
apertura de las ofertas en el acta de la Mesa de Contra-
tación, no dando cumplimiento, por lo tanto, a lo esta-
blecido en el artículo 83.6 del T.R.L.C.A.P.”, hay que
manifestar, y para corroborarlo adjuntamos copia
compulsada de dicho acta (documento 1º), que sí consta
en el acta nº 2, de apertura de las proposiciones
económicas, el carácter público del citado acto. De
hecho en la misma consta la identificación de las
personas que asistieron.

Esto no significa que la no asistencia de personas a
este acto sea incompatible con el carácter público del
mismo.

En cuanto al resto de las observaciones formuladas
dentro del epígrafe “contrato de obras”, su contenido se
ajusta a lo dispuesto en la legislación aplicable al
respecto, por lo que no se formula alegación alguna.

II.3.2 CONTRATOS DE GESTIÓN DE
SERVICIO PÚBLICO

“GESTIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE
SANITARIO DE URGENCIAS Y EMERGENCIAS EN
HELICÓPTERO DENTRO DE LA COMUNIDAD
AUTÓNOMA DE CASTILLA Y LEÓN”

1º.- Al respecto de la observación realizada en cuanto
a que en el P.C.A.P. del expediente para la contratación
de la “gestión del servicio de transporte sanitario de
urgencias y emergencias en helicóptero dentro de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León y áreas limí-
trofes”, se exige la justificación de la solvencia
económica y financiera a través de los medios esta-
blecidos en el T.R.L.C.A.P. sin que queden definidos
los criterios que especifiquen dichos medios tal y como
se preceptúa en el artículo 15.3 de este texto normativo,
el punto quinto de la cláusula décima establece que la
justificación de la suficiente solvencia económica y
financiera, en virtud de lo establecido en el artículo
16.1.a), en relación con el artículo 15.3 del Texto
Refundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, se realizará “mediante informe de insti-
tuciones financieras que acredite una solvencia mínima
de, al menos, el importe de la licitación o declaración
responsable relativa a la cifra de negocios global
realizados por la empresa en el curso de los tres últimos
ejercicios fiscales, cuyo importe anual mínimo sea igual
o superior al importe de licitación”.

Como se establece en el último inciso del párrafo
anterior, el criterio de selección utilizado para la
determinar la acreditación de la solvencia económica y
financiera en el citado expediente de contratación es la
cuantía anual mínima de la cifra de negocios global, que
en este caso debe ser igual o superior al importe de lici-
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tación, importe que aparece establecido en la cláusula
cuarta del P.C.A.P.

En este expediente de contratación el medio esta-
blecido para la acreditación de la solvencia económica y
financiera por parte de los licitadores es el establecido en
el artículo 16. c) del T.R.L.C.A.P., y el criterio de
selección el referido en el párrafo anterior.

2º.- En el apartado segundo se hace referencia a que
en el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares se
exige como requisito previo a la firma del contrato, la
presentación por parte del adjudicatario de los certi-
ficados de aeronavegabilidad correspondientes, así como
un seguro de responsabilidad civil por importe no
inferior a 9.000.000 € por siniestro, cuando en realidad
son requisitos que deberían haberse exigido con ante-
rioridad por tratarse de requisitos de capacidad de los
licitadores.

La cláusula decimocuarta del P.C.A.P. establece que
el adjudicatario deberá presentar antes de la formali-
zación del contrato “un seguro de responsabilidad civil
que cubra las responsabilidades que sean imputables a
la empresa y a los profesionales que presten servicios en
la misma, derivadas tanto de la operación de las
aeronaves incluyendo responsabilidades hacia
pasajeros, sus efectos y mercancías transportadas y
responsabilidades hacia terceros, como de la actividad
sanitaria prestada en las mismas, hasta un límite no
inferior a 9.000.000 Euros por siniestro. La Póliza se
ajustará a lo preceptuado en la vigente Ley de Nave-
gación Aérea de 21 de julio de 1960, R.D. 0037/2001 de
19 de enero, disposiciones complementarias y suplemen-
tarias, así como el Reglamento (CE) nº 2027/97 del
Consejo de la Unión Europea y la Resolución ECAC/25-
1 de la Conferencia Europea de Aviación Civil”.

Al exigir la presentación de una copia del seguro al que
se hace referencia en el párrafo anterior no nos estamos
refiriendo al seguro de indemnización por riesgos profe-
sionales al que hace alusión el artículo 16.1 a) del
TRLCAP, porque si bien el seguro de indemnización por
riesgos profesionales puede exigirse para cualquier tipo de
contrato, dado que en él no se hace diferenciación alguna,
está especialmente recogido en la Directiva 92/50 CEE
para los contratos de servicios, siendo válidos princi-
palmente para actividades profesionales.

Este tipo de seguros se enmarca dentro de los deno-
minados seguros contra daños, regulados en la Ley
50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, en los
artículos 73 a 76 referidos al seguro de responsabilidad
civil.

Este seguro deberá estar contratado previamente a la
presentación de las proposiciones y el asegurado será el
propio licitador, debiendo exigirse, además de estar
suscrito por la cuantía mínima que se determine, la
vigencia del seguro durante todo el tiempo de duración
del contrato.

Hay que diferenciar estos seguros contemplados en el
artículo 16.1 a), que garantizan la solvencia económica,
de los que puedan exigirse en el Pliego al que sea adjudi-
catario, con la finalidad de cubrir los riesgos que pueda
correr el objeto del contrato, o las responsabilidades
derivadas de su ejecución a que se refiere el artículo 97
del TRLCAP al concretar la obligación del contratista de
indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a
terceros como consecuencia de las operaciones que
requiera la ejecución del contrato.

En cuanto a las observaciones realizadas en los
párrafos tercero y cuarto, nos remitimos a lo alegado al
respecto dentro del epígrafe “Contratos de Obras”.

3º.- Sobre la observación realizada en el párrafo
séptimo en cuanto a que “existen retrasos en la notifi-
cación de la adjudicación, en la publicación de la
misma y en la constitución de la fianza definitiva,
incumpliéndose los artículos 93 y 41 del T.R.L.C.A.P.”,
hay que manifestar que la adjudicación del contrato se
realizó el 11 de marzo de 2003 y su comunicación se
realizó al día siguiente (documentos nºs 3º y 4º).

La constitución de la garantía definitiva por la UTE
COYOTAIR, S.A. Y HELICSA HELICÓPTEROS, S.A.
se realizó el 30 de abril, transcurrido por lo tanto el plazo
de 15 días establecido en el artículo 41 del T.R.L.C.A.P.,
debido a que la constituida inicialmente, y dentro del
plazo legalmente establecido, lo fue erróneamente a
nombre únicamente de COYOTAIR, S.A en vez de a
nombre de la citada U.T.E. (documentos nºs 5 y 6).

4º.- En el párrafo sexto se observa que “la adjudi-
cación del contrato se realiza sin la existencia de
crédito suficiente al quedar anulada la anualidad del
ejercicio 2002 que prevé  el P.C.A.P. conforme al
artículo 109 de la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de
Hacienda de la Comunidad de Castilla y León. Esta
situación se prolonga hasta que se produce un reajuste
de anualidades una vez firmado el contrato con el adju-
dicatario”.

El Reglamento General de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas dedica su artículo 96 a
regular el reajuste de anualidades, estableciendo entre
otros supuestos que cuando por retraso en el comienzo
de la ejecución del contrato sobre lo previsto al iniciarse
el expediente de contratación se produjese un desajuste
entre las anualidades establecidas en el P.C.A.P.
integrado en el contrato y las necesidades reales en el
orden económico que el normal desarrollo de los trabajos
exija, el órgano de contratación procederá a reajustar las
citadas anualidades siempre que lo permitan los rema-
nentes de los créditos aplicables, y a fijar las compensa-
ciones económicas que, en su caso, procedan.

A continuación, dispone que para efectuar dicho
reajuste será necesaria la conformidad del contratista
salvo que razones excepcionales de interés público
determinen la suficiencia del trámite de audiencia del
mismo.
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Como se ve el supuesto planteado en este contrato es
el referido en el párrafo anterior.

El Reglamento habla de “conformidad del
contratista”, con lo que implícitamente esta manifestando
que tal reajuste no podrá realizarse hasta una vez firmado
el contrato o, en el peor de los casos, hasta una vez adju-
dicado el mismo, si equiparamos adjudicatario a
contratista, pero nunca al propuesto como adjudicatario
que es quien debería prestar tal consentimiento de hacer
el reajuste de anualidades antes de la adjudicación como
se establece en la observación, máxime cuando el propio
T.R.L.C.A.P. dispone en su artículo 82.2 que la
propuesta de adjudicación no crea derecho alguno a
favor del empresario propuesto, frente a la Adminis-
tración, mientras no se le hay adjudicado el contrato por
acuerdo del órgano de contratación, por lo que difí-
cilmente puede pedir la Administración conformidad al
propuesto como adjudicatario cuando según la Ley no
tiene ningún derecho frente a ella hasta que no se le
adjudique el contrato.

El único momento en el que realmente se pueden
reajustar las anualidades por retraso en el comienzo de la
ejecución del contrato sobre lo previsto al iniciarse el
expediente de contratación ajustándose a lo que al
respecto establece el Reglamento, es una vez firmado el
contrato y antes de solicitar el AD, porque si lo
hiciéramos inmediatamente antes o después de la adjudi-
cación, y puesto que el adjudicatario dispone de un mes
para la formalización del contrato, podríamos hacer un
reajuste que tampoco ajustara a la realidad del expe-
diente.

En cuanto al resto de las observaciones formuladas, su
contenido se ajusta a lo dispuesto en la legislación
aplicable al respecto, por lo que no se formula alegación
alguna.

Valladolid, 3 de febrero de 2006

EL DIRECTOR GENERAL DE

ADMINISTRACIÓN E INFRAESTRUCTURAS

Fdo.: Antonio León Hervás

GERENCIA REGIONAL DE SALUD

Alegaciones al punto II.2.2.2 Gerencia Regional de
Salud

- Los datos correspondientes a los ejercicios 2002 y
2003 no son idénticos, y los datos correspondientes al
ejercicio 2002 coinciden plenamente con la cuenta
rendida.

- La diferencia proviene de la rectificación que se hizo
en la Cuenta General del ejercicio 2003 como conse-
cuencia de haberse incluido en SICCAL-2 la cuenta
55760000 (Cuenta enlace pago convenio Seguridad
Social) dentro del apartado de Ingresos, punto B)/2/c/c.1.
Cuando debería haberse incluido en el PASIVO de la
Cuenta de Balance, punto D)III/5.

Mediante esta corrección se modifican los saldos
entrantes a 1 de enero de 2004 respecto a los salientes a
31 de diciembre de 2003. (Hay que tener en cuenta, no
obstante, que, a partir de esta corrección, si se pidiesen
informes del 2003 del Balance de P/G en SICCAL-2
también estarían modificados, es decir saldrían los
importes corregidos y no coincidirían con la cuenta
general del 2003).

Se adjunta copia del cuadro con las modificaciones,
así como el Balance extraído del sistema (SICCAL-2)
antes de efectuadas dichas correcciones.

EL INTERVENTOR ADJUNTO DEL AREA

DE CONTABILIDAD

Fdo.: Jacobo López Rodríguez

AGENCIA DE DESARROLLO ECONÓMICO

Agencia de Desarrollo Económico.

Contrato 36. “Realización de informes-certificados
sobre las subvenciones a la formación que la Agencia de
Desarrollo de Castilla y León conceda en el año 2003,
para apoyar la adaptación profesional de los trabajadores
en materia de tecnología, ciencia e investigación”.

ALEGACIONES AL INFORME PROVISIONAL
DE LA FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA

GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA Y
CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA, CORRES-

PONDIENTE AL EJERCICIO 2003

Por parte de la Agencia de Inversiones y Servicios de
Castilla y León (ADE) se efectúan las siguientes alega-
ciones al referido Informe:

II.3.4 Contratos de consultoría y asistencia

En el primer párrafo del apartado II.3.4 “Contratos de
consultoría y asistencia”. Relativo al contrato 36 de la
Agencia de Desarrollo económico de Castilla y León se
dice:

“... El objeto del contrato queda definido en el PPT
quedando recogido en una documentación de presen-
tación obligatoria en los modelos expuestos en los
anexos del PPT. La confección de la mayor parte de esta
documentación supone una mera actividad de toma de
datos, sin ningún tratamiento de la información que
suponga una actividad intelectual creativa, distinta de la
simple cosecha de datos (al menos en la mayor
proporción de los trabajos que constituyen el objeto del
contrato), con lo que nos encontraríamos ante un
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contrato de servicios, que para la cantidad que cons-
tituye su presupuesto de licitación (156,263,00.-euros),
exigiría la clasificación del contratista, y por tanto, al no
estar contemplado así en el PCAP se ha incumplido el
artículo 25 del TRLCAP”-

En referencia a esta conclusión, se pone de manifiesto
que el objeto del contrato viene definido en el PCAP en
concreto en su Cláusula 1ª OBJETO se dice:

- “El objeto de la presente contratación consiste en la
realización de las actividades de seguimiento y control
financiero necesarias para la emisión de informes-certi-
ficados sobre las subvenciones a la formación…….”-.

Asimismo el PPT, en su apartado 1, recoge dicha defi-
nición y en su apartado 2 CONTENIDO Y ALCANCE
se detallan las diversas actuaciones que debe suponer el
seguimiento y control financiero.

De la lectura de ambos se pone de manifiesto que el
objeto del contrato es en un sentido amplio, la reali-
zación de actuaciones de control financiero de las
subvenciones concedidas por la ADE al amparo de la
convocatoria de la línea 05/2003 de formación de traba-
jadores y de las subvenciones directas concedidas a los
centros tecnológicos de similar naturaleza.

En este sentido, no puede decirse que las actuaciones
a llevar a cabo “suponen una mera actividad de toma de
datos, si ningún tratamiento de la información que
suponga una actividad intelectual creativa distinta de la
simple cosecha de datos”. Lo cierto es que si en el
objeto del contrato se incorporan actuaciones de verifi-
cación presencial del desarrollo de los cursos y de reco-
pilación de documentación necesaria para la justifi-
cación, se incorporan formando parte y con carácter
subsidiario de las principales, que no son otras que las de
control financiero de la subvención las cuales se plasman
en los informes respectivos suscritos bajo la responsa-
bilidad del auditor.

Si en los pliegos se ofrecen modelos de actas de
seguimiento técnico, de cuestionarios para los alumnos,
de informes y de relación de justificantes (Anexos A-I a
A-IV), se ofrecen con carácter orientativo, puesto que
precisamente uno de los criterios de valoración de las
ofertas son -”las propuestas que se propongan
introducir…..en los formularios que se adjuntan”-. Todo
ello sin perjuicio de la responsabilidad del auditor de
reflejar en sus informes cuantas incidencias surjan en el
curso de las verificaciones.

En otro orden de cosas, y puesto que estas actuaciones
no suponen una “mera actividad de toma de datos, sin
ningún tratamiento de la información” es por lo que. se
exige una experiencia profesional específica a los
miembros del equipo de trabajo (Cláusula 8.2.8), así
como un requisito relativo a la habilitación profesional
como auditor al contratista: Inscripción en el ROAC.
(Cláusula 8.2.11).

En definitiva y de existir una actividad de mera toma
de datos, ésta se realiza como control material, que no es
más que una parte y desde luego secundaria del control
de la subvención entendido en sentido amplio y que se
refleja en una actividad intelectual creativa que es el
informe de auditoría.

En el tercer párrafo se dice: “...La determinación del
pago se realiza en función del presupuesto a tanto
alzado y dividiendo el pago en dos partes vinculadas a
unas fechas concretas, sin que se establezcan plazos de
entrega parciales y pudiendo provocar pagos anti-
cipados de trabajos todavía no efectuados, sin la corres-
pondiente prestación de garantía.”

No estamos de acuerdo con la anterior conclusión ya
que el pago se hace efectivo, según la Cláusula 19ª del
PCAP, de la siguiente forma:

- Un primer pago, hasta un máximo del 30% del
precio de adjudicación, por los trabajos realizados
antes del 1 de diciembre de 2003.

- El precio de adjudicación restante, realizadas, en su
caso las reducciones correspondientes, a la finali-
zación del contrato el 31 de julio de 2004.

Es decir, el primer pago se realiza por los trabajos
efectivamente realizados a una fecha (1 de diciembre de
2003) hasta un importe máximo del 30% del precio de
adjudicación. Este importe se corresponde, según los
criterios de los técnicos gestores de las subvenciones a la
formación de la ADE objeto de los referidos informes,
con el trabajo relativo a las tareas de seguimiento y
control previas a la emisión de los informes-certificados.

Y un último pago por el resto, en función, lógi-
camente, del número de informes-certificados realizados.

En este sentido hay que tener en cuenta que cuando se
tramita el contrato objeto de fiscalización se hace una
estimación del número máximo previsto de beneficiarios
de las ayudas y con el fin de ajustar la financiación del
contrato al ritmo requerido en la ejecución de la pres-
tación, ya que la empresa auditora debe realizar el
trabajo de seguimiento y control previo a la emisión de
los referidos informes, se establece la correspondiente
programación de anualidades durante el periodo de
ejecución. Por lo que, en nuestra opinión, y con objeto de
abonar al contratista el precio convenido en función de la
prestación realmente efectuada se deben retribuir esos
trabajos previos y además pagar por el número de
informes que verdaderamente se realicen.

En el cuarto párrafo del Informe se dice: “los criterios
de adjudicación, salvo el relativo al precio, incumplen el
artículo 86.2 del TRLCAP al no señalar los criterios de
reparto de la puntuación asignada. En cualquier caso el
efecto sobre la adjudicación es mínimo puesto que sólo
concurre una empresa que oferta al tipo de licitación.”

En relación a los criterios de adjudicación recogidos
en la cláusula 10 del PCAP, frente a la conclusión
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anterior, independientemente de que el efecto sea
mínimo o no sobre la adjudicación, debe tenerse en
cuenta cuanto sigue:

1.- El artículo 86 del TRLCAP establece, por un lado,
en su apartado 1, la exigencia de que en los PCAP del
concurso se establezcan los criterios objetivos que han
de servir de base para la adjudicación del concurso, y,
tras recoger los diferentes criterios, concluye señalando
que “de conformidad a los cuales el órgano de contra-
tación acordará aquella”. Por otro lado, el apartado 2
ordena que en el pliego se “indiquen los criterios por
orden decreciente de importancia” y “por la ponderación
que se les atribuya”.

A tal efecto la cláusula 10.1 del pliego establece, de
conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del
artículo referenciado, los criterios en base a los cuales se
realizará la adjudicación y, en cumplimiento de la impo-
sición legal establecida en el apartado 2, los criterios de
adjudicación están recogidos por orden decreciente de
importancia y por la ponderación que se les ha atribuido,
cumpliendo por tanto, con la obligación legalmente
impuesta.

2.- En cuanto a la cuestión relativa a la obligación de
que los PCAP deban recoger “los criterios de reparto de
la puntuación asignada, entendiendo que la Ley no limita
los grados de libertad de la Administración en lo que
respecta al método de valoración a emplear con cada uno
de los criterios pudiéndose utilizar las escalas de valo-
ración mas adecuadas a cada caso, sin que sea preciso
hacer constar este método de valoración en los Pliegos,
y, en este sentido se pronuncia la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa, (por todos, Informe de la
JCCA de 24 de octubre de de 1995), señalando que, “se
entiende que el cumplimiento del artículo 86.2 del
TRLCAP, si bien exige en los pliegos de cláusulas admi-
nistrativas se indiquen los criterios de adjudicación, por
orden decreciente de importancia y por la ponderación
que se les atribuya, tal obligación no se extiende a los
métodos de valoración...”

Por todo lo anteriormente expuesto se considera que
en relación de los criterios de adjudicación el PCAP
cumple en todos los aspectos lo dispuesto en el artículo
86 del TRLCAP.

Por último, el quinto párrafo del Informe dice: “La
mesa de contratación concede un plazo de subsanación
de errores en la presentación de documentación del
sobre nº 1 que incumple el artículo 81 del RLCAP.”

En este sentido queremos mencionar que la mesa de
contratación concedió un día más para la subsanación de
errores debido a que el primer día hábil a efectos del
cómputo del plazo era un sábado y el Registro de la ADE
no está abierto al público. Con ello se trata de evitar que
se presente la subsanación correspondiente en otros
Registros Públicos de la Comunidad (con los que la ADE
tiene Convenio de colaboración) con el consiguiente

retraso en la recepción de la mencionada documentación
y por tanto en la tramitación del expediente.

Valladolid, a 2 de febrero de 2006

EL DIRECTOR DE LA DIVISIÓN DE GESTIÓN

ECONÓMICA Y MODERNIZACIÓN

(P.D. Resolución de fecha 21/03/05 B.O.C.y L. 
nº 57  de 23/03/05)

Fdo.: Carlos Díez Menéndez

INSTITUTO TECNOLÓGICO AGRARIO DE
CASTILLA  Y LEÓN

Instituto Tecnológico Agrario de Castilla  y León

Contrato 5. “Mejora y modernización del regadío de
la comunidad de regantes del canal de Macías Picavea.
Fase I, (Valladolid).

CONSEJERÍA DE HACIENDA
Intervención General de la Administración de la
Comunidad
C/ José Cantalapiedra, 2 
4714-Valladolid

Asunto: Alegaciones al Informe Provisional de la
Cuenta General de la Comunidad Autónoma y
contratación Administrativa, correspondiente al
ejercicio 2003 que afectan al Instituto Tecnológico
Agrario de Castilla y León.

De conformidad con el fax remitido el pasado 25 de
enero por esa Intervención General, dando traslado de
parte del Informe Provisional de la Cuenta General de la
Comunidad Autónoma y contratación Administrativa,
correspondiente al ejercicio 2003 que afectan al Instituto
Tecnológico Agrario de Castilla y León, para que si se
estima procedente, y por el mismo, se formulen alega-
ciones antes del 3 de febrero de 2006, paso a exponer las
siguientes:

En el punto II.3.1 del Informe, relativo al contrato de
obras “Mejora y modernización del regadío de la
comunidad de regantes del canal de Macías Picavea,
Fase I (Valladolid)” se indica, lo siguiente:

Primero.- No queda suficientemente motivado en el
expediente la justificación de la forma de adjudicación
tal y como requiere el artículo 75.2 del TRLCAP.

En la resolución de iniciación del expediente de 28 de
julio de 2003 del Director General del Instituto, que obra
en el expediente, se dispone: “..Acordar la iniciación del
expediente de contratación, a fin de que las obras de
referencia puedan ser ejecutadas por contrata, y adju-
dicadas bajo la forma de concurso, según el art. 85.d)
del Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Admi-
nistraciones Públicas, aprobado por el Real Decreto
Legislativo 2/2000 de 16 de junio, ya que el empleo de
tecnología avanzada y la ejecución particularmente
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compleja del proyecto hacen aconsejable atender otras
cuestiones distintas al precio, y así se pueda atender a la
proposición que se considere mas ventajosa..”

El artículo 75.1 del Texto Refundido, dispone que los
órganos de contratación utilizarán normalmente la
subasta y el concurso como formas de adjudicación, y el
artículo 75.2 dispone que deberá justificarse en el expe-
diente la elección del procedimiento y formas utilizados.

Pues bien, esa justificación en el empleo de tecnología
avanzada y la ejecución particularmente compleja del
proyecto, que consta en la resolución de inicio, es la que
técnicamente se predica del proyecto y que se deduce
tanto de su detenido estudio como del informe de la
Oficina Supervisora de Proyectos, lo que motivan que
por la Subdirección de Infraestructuras del Instituto, se
formule Informe-propuesta considerando que debe
utilizare el concurso como forma de adjudicación,
llevando al órgano de contratación a hacer aconsejable
utilizar la forma propuesta y en la que no se valora
únicamente el precio para determinar la proposición más
ventajosa, sino además, se tienen en cuenta otros
aspectos que constan en la memoria, como la progra-
mación de los trabajos, la organización y coordinación
del proceso constructivo en el espacio y en el tiempo, así
como el plan de control de calidad.

De tal modo que un pormenorizado estudio y análisis
del mismo que lleve a esa conclusión resultaría inne-
cesario reiterarlo en la resolución de inicio o en otro
documento distinto del proyecto que forma parte y
consta en el propio expediente de contratación.

Se adjunta fotocopia de resolución de inicio, informe
de la Oficina Supervisora de Proyectos y resumen de la
obra como documentos num. 1, 2 y 3

Segundo.- Los criterios de adjudicación establecidos
en los pliegos no recogen los criterios de reparto de las
puntuaciones, siendo el informe técnico el que
establece el reparto, en base a tramos definidos por
conceptos subjetivos tales como “incorrecto, correcto y
detallado, lo que incumple el artículo 86.2 del
TRLCAP.

En la cláusula decimoséptima del PCAP se espe-
cifican de modo detallado los criterios objetivos de valo-
ración que se tendrán en cuenta para la adjudicación del
concurso en los que se valora la memoria técnica y el
plan de control de calidad, subdividido el primero en tres
apartados y el segundo en dos, estableciéndose para cada
uno de ellos una puntuación comprendida entre 0 y 5
puntos, todos los cuales han de entenderse comprendidos
en el artículo 86.1 del TRLCAP, y siguiéndose sus
propios criterios.

En informe emitido por el técnico encargado de la
valoración, no establece simplemente el reparto, como se
indica en el informe provisional del Consejo de Cuentas,
en base a tramos definidos por conceptos subjetivos, sino
que en el momento de enjuiciar las propuestas

presentadas. se tienen en cuenta tres intervalos, y así el
primero referido al grado de conocimiento de la obra se
subdivide en: estudio de la obra insuficiente o sin
justificar: 0 puntos; estudio de la obra adecuado: 3
puntos; y estudio de la obra muy correcto y detallado: 5
puntos. Lo mismo sucede con cada uno de los aspectos a
valorar dentro del apartado referente a Calidad de la
Oferta.

Por lo demás, es evidente, o al menos no conocemos
otro sistema distinto, que siempre existirá un margen
subjetivo de apreciación o juicio crítico que le permita al
técnico facultado para ello, valorar dentro de cada
intervalo, sin que resulte contrario a lo dispuesto en el
artículo 86.2 del TRLCAP, ya que los mencionados
criterios se indican por orden decreciente de importancia,
se establece la puntuación que a cada uno se atribuye y
se concreta la fase de valoración en que operan.

Se adjunta fotocopia del informe como documento
num. 4.

Tercero.- El criterio relativo a experiencia se
desglosa en el PCAP en dos subcriterios con puntua-
ciones distintas, valorando los primeros los procedi-
mientos de control de calidad de la empresa sin refe-
rencia directa a la obra. Se valoran así, aspectos
relativos a capacidad de los licitadores que deben ser
objeto de análisis en la fase de selección y nunca en la
fase de valoración.

El PCAP recoge el criterio objetivo referente al plan
de control de calidad, valorando dos aspectos, medidas
implantadas en la empresa para asegurar la calidad, en
el que se tienen en cuenta dos intervalos, sin ningún tipo
de control de calidad, en que por cierto según el informe
técnico no se halla ninguna empresa, o con buen sistema
de control, y el plan de calidad concreto para la obra, en
el que se tienen en cuenta tres intervalos.

Pues bien, en el artículo 86.1 del TRLCAP al señalar
los criterios objetivos que deben aparecer en los pliegos
de cláusulas administrativas y que han de servir de base
para su adjudicación aparece, entre otros, el de la
calidad, lo que permite su utilización como criterio de
valoración, y sin que a nuestro juicio, como sucede en el
presente caso, pueda interpretarse que la calidad se esté
utilizando como sinónimo de experiencia, la cual si cons-
tituiría requisito de solvencia prevista en el artículo 17
del TRLCAP.

En el informe se valora en primer lugar, a tenor de la
documentación aportada por la empresa el juicio que le
merece al técnico facultativo la calidad interna de la
empresa, sin que se tenga en cuenta la experiencia de la
empresa, las obras ejecutadas, titulaciones, etc, y poste-
riormente el plan concreto de calidad para la obra a
ejecutar.

En el mismo sentido se pronuncia el Informe 53/97,
de 2 de marzo de 1998 de la Junta Consultiva de Contra-
tación Administrativa, que al ser consultada sobre los
criterios objetivos de valoración de las ofertas, y concre-
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tamente sobre el criterio objetivo de calidad, concluye
que la calidad enumerada en el artículo 87 de la Ley de
Contratos (actual 86 del TRLCAP) puede figurar como
tal en los PCAP, a no ser que con el término calidad se
esté aludiendo a otro requisito distinto, en particular la
experiencia, que se configura como requisito de
solvencia, y que como ya hemos tratado de aclarar no es
nuestro caso.

Se adjunta Informe 53/97 como documento num. 5.

Cuarto.- El tratamiento de las ofertas económicas
que incurren en presunción de baja temeraria no es el
establecido en el artículo 83 del TRLCAP. El informe
técnico de valoración de las ofertas excluye de su
estudio a la oferta incursa en temeridad sin valorar los
otros aspectos técnicos de su oferta. La mesa de contra-
tación a la vista del informe técnico sobre la justifi-
cación de temeridad y del informe de valoración,
declara a la empresa en baja temeraria y propone adju-
dicataria en la misma sesión.

El artículo 86.4 del TRLCAP dispone que en los
supuestos contemplados en el apartado anterior, referente
a bajas temerarias, que se estará a lo dispuesto para las
subastas, en el artículo 83, en lo que concierne a la trami-
tación de proposiciones y garantía a constituir.

Pues bien, advertido en el presente caso, la posible
incursión en baja temeraria de una empresa, se actuó de
conformidad con la tramitación prevista en el artículo
83.3, es decir, solicitud de información a la empresa y
asesoramiento del técnico correspondiente, tal como
obran en el expediente, documentos nums. 6 y 7.

A la vista del correspondiente informe técnico sobre
la justificación presentada por la empresa, la mesa de
contratación declaró a la empresa en baja temeraria, por
lo que no procede realizar su valoración, y a conti-
nuación propone la adjudicación de la empresa cuya
proposición considera más beneficiosa, que es aceptado
por el órgano de contratación mediante la pertinente
resolución.

Cuestión distinta sería que la mesa de contratación
hubiere aceptado la justificación presentada por la
empresa, en cuyo caso la mesa debería solicitar nuevo
informe incluyendo a la empresa en cuestión, para poste-
riormente formular la propuesta de adjudicación que
considere más beneficiosa al órgano de contratación.

Valladolid, a 2 de febrero de 2006

EL DIRECTOR GENERAL DEL

INSTITUTO TECNOLÓGICO AGRARIO

Fdo.: José Manuel Ferreras Navarro

ENTE REGIONAL DE LA ENERGÍA (EREN)

Ente Regional de la Energía.

Contrato 39. “Construcción de un aula de interpre-
tación de las energías renovables con integración en una
minicentral hidroeléctrica en el río Bernesga”.

ILMO. SR. INTERVENTOR GENERAL.
INTERVENCIÓN GENERAL
CONSEJERÍA DE HACIENDA
C/ JOSÉ CANTALAPIEDRA
47014 VALLADOLID

ASUNTO: INFORME PROVISIONAL DE LA
FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA GENERAL DE
LA COMUNIDAD AUTONOMA DE CASTILLA Y
LEÓN, Ejercicio 2003.

Con relación al asunto arriba citado, y en lo que
respecta al Ente Regional de la Energía, se exponen las
siguientes alegaciones y observaciones.

UNO.- Con respecto al apartado II.1.3.3. Entes
Públicos de Derecho Privado y lo citado en relación al
EREN.

Los datos de la Cuenta del EREN son:

-. Ingresos de la Cuenta de Resultado Económico-
Patrimonial: 3.479.203,84.

-. Derechos Reconocidos de Liquidación del Presu-
puesto de Ingresos: 3.758.861,15

-. Recursos procedentes de operaciones de gestión
(Cuadro de Financiación de la Memoria):
3.473.193,72. Los Fondos Obtenidos totales
ascienden a 3.608.591,41.

La diferencia entre estos importe tiene la siguiente
explicación y justificación, considerándose con ello la
coherencia interna de las cuentas del EREN:

Notas justificativas:

(1) Es un ingreso no presupuestario y por tanto no
supone un derecho reconocido. De conformidad con el
Plan General de Contabilidad Pública de Castilla y León
(PGCPCyL) esta cuenta 781 se abona con cargo a
cuentas del subgrupo 21 (inmovilizado inmaterial).

(2) Es un ingreso presupuestario que no tiene un
reflejo en la cuenta del resultado económico patrimonial.
De conformidad con el PGCPCyL, los ingresos presu-
puestarios de esta naturaleza (amortización de activos
financieros) supone el abono de cuentas del activo (en
este ejercicio la 446 por la amortización parcial de
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derechos asociados a contratos de cuentas en partici-
pación) con cargo a cuentas de subgrupo 43 que recoge
los derechos reconocidos.

(3) El importe de 226.845,27 € se corresponde con un
ingreso de la Agencia Tributaria por la liquidación del
IVA correspondiente a ejercicios anteriores. Este importe
total es registrado como derecho reconocido en el presu-
puesto de ingresos. No obstante en la cuenta del
resultado económico-patrimonial se refleja como ingreso
10,637.76+50.230,98, el resto hasta el total de
226845,27 tiene su reflejo en cuentas patrimoniales del
Inmovilizado Material (subgrupo 22) por la corrección
(disminución) de valor de inmovilizado. Esta corrección
de valor viene motivado por el cambio de Criterio
Contable adoptado en el ejercicio 2003 en cuanto al IVA
Soportado deducible de los gastos de inversión, y que se
explica en la memoria de las cuentas anuales presentadas
(página 46) y en el informe de auditoria. La realización
de estos ajustes valorativos, tienen un carácter excep-
cional que afecta únicamente al ejercicio 2003.

(4) Es un ingreso no presupuestario y por tanto no
supone un derecho reconocido. Está referido al alta y
baja simultanea de equipos informáticos recibidos y
entregados por el “plan renove de equipos informáticos
de la Junta de Castilla y León”.

DOS.- Con respecto al apartado II.2.3.2. Ente
Regional de la Energía.

Según cita el informe provisional “…liquidación del
presupuesto de gastos en el SICCAL es superior, exis-
tiendo una diferencia con los datos rendidos de
212.128,20 euros en las obligaciones reconocidas y de
167.850,20 euros en los pagos realizados”.

En cuanto a lo citado, se alega que la diferencia entre
SICCAL y los datos rendidos procede del ajuste
realizado durante el proceso de auditoria (mayo 2004)
del ejercicio 2003, de tal manera que los 212.218,20 €
se corresponde con el IVA soportado deducible de las
obligaciones reconocidas, y los 167.850,20 € con el
mismo IVA de las obligaciones pagadas.

Este ajuste es consecuencia del cambio de Criterio
Contable adoptado en el tratamiento del IVA Soportado
Deducible de gastos corrientes y de inversión. Las obli-
gaciones reconocidas se han venido registrando en

SICCAL por el importe total de la factura, IVA incluido,
no obstante la entidad encargada de la auditoria del
ejercicio, indicó que las obligaciones reconocidas cuyo
IVA soportado fuera deducible se debían contabilizar
presupuestariamente por su Base Imponible. Criterio éste
que adoptó el EREN en mayo de 2004, al reformular la
Cuenta de 2003, no obstante en esas fecha no fue posible
adoptar el citado criterio en la aplicación SICCAL utili-
zándose por ello  registros auxiliares, complementarios a
las obligaciones reconocidas grabada inicialmente en
SICCAL, para hacer los ajustes por IVA soportado.

En cuanto a las menciones a datos rendidos en la
Cuenta del EREN (en liquidación presupuesto de
ingresos, balance, cuenta del resultado) que no figuran o
concuerdan en SICCAL se manifiesta que no ha sido
posible realizar las oportunas anotaciones en la apli-
cación SICCAL. No obstante, el EREN cuenta con
Registros Contables del prepuesto de ingresos y de
contabilidad financiera, donde constan todas las anota-
ciones que permiten obtener los datos de la Cuenta
rendida.

TRES.- En cuanto a las menciones al grado de reali-
zación del presupuesto de ingresos del 84,95%,”.

Se alega que el grado de realización del presupuesto
de ingresos es del 95%, porcentaje que viene justificado
por:

• Derechos reconocidos: 3.758.861 euros.

• Previsiones de ingresos (iniciales más modifica-
ciones, sin incluir el remanente incorporado):
3.942.671 euros.

• Grado de realización de las previsiones de
ingresos: 95%.

Según documento 7 de la IGAE (apartado 58), el
remanente incorporado no forma parte de los Derechos
Reconocidos, por lo que tampoco debería formar parte de
la Previsión de Ingresos, de tal manera que en el análisis
de “grado de realización de las previsiones de ingresos”,
a través del ratio Derechos Reconocidos/Previsión de
Ingresos, se consideren dos magnitudes homogéneas.

CUATRO.- En cuanto a las menciones al resultado y
saldo presupuestario del ejercicio con saldos negativos
por 236.091,57 euros.

Se alega que los “créditos gastados financiados con
remanente de tesorería” asciende a 481.951,16 € (según
Estado de Ejecución del Presupuesto de Gastos del
EREN y Memoria), y no 0 euros como figura en el
Anexo III.2.3 del informe provisional.

De tal manera que el saldo presupuestario deberá
aumentarse en el importe de aquella parte de remanente
efectivamente gastada, obteniendo un resultado positivo
de 245.859,59 (que coincide con el remanente de
tesorería incorporado en el ejercicio 2004.
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CINCO.- Con respecto al apartado II.5.2.2.
Situación Patrimonial y lo citado en relación al EREN.

Quinto Párrafo “La opinión manifestada en el informe
de auditoría ha sido favorable con salvedades, motivada
por no haber dispuesto durante la auditoría de deter-
minada información”.

Esta información, y los motivos por los que no fue
posible su entrega a la entidad auditora, son:

• Escrito de contestación del gestor IDAE, por el que
informe sobre un proyecto concreto de cuentas en
participación (situación, resultados esperados del
ejercicio 2003 y desviaciones sobre el presupuesto
inicial del proyecto).

No emitido por IDAE.

• Acta del Consejo de Administración del EREN
celebrada en diciembre de 2003. No entregada
durante el proceso de auditoria por no encontrarse
aprobada el Acta, fue a aprobada en junio de 2004,
posteriormente a la emisión del informe de
auditoria.

• Información financiera auditada de la sociedad
Fompedraza Cogeneración, S.L. participada por el
EREN en un 10%.

No facilitado por no estar finalizada la información
financiera auditada de la sociedad durante el
proceso de auditoría.

SEIS.- Con respecto al apartado II.3.1. Contratos de
Obras y lo citado en relación al contrato 39 “cons-
trucción de un aula de interpretación de las energías
renovables con integración de una minicentral hidroe-
léctrica en el río Bernesga”.

A.- En cuanto a los criterios de valoración contenidos
en el PCAP, trascritos seguidamente

A.I.- Se manifiesta que a la vista de lo establecido en
el art. 86 del TRLCAP no se aprecia incumplimiento del
mismo puesto que:

1.- Los criterios son objetivos, del tipo a los que fija el
art. 86.1.

2.- Los criterios están por orden decreciente y por la
ponderación que se les atribuye, según indica el art.
86.2.

3.- Igualmente se cumple lo referente al art. 86.3 en
cuanto a la expresión de los límites que permiten
apreciar ofertas temerarias.

A.II.- En cuanto al no establecimiento, en uno de los
subcriterios de valoración, de criterios de reparto de la
puntuación atribuida, se manifiesta que:

• El PCAP cuenta con informe favorablemente de
Asesoría Jurídica.

• Tanto la jurisprudencia como la Intervención
General del Estado (IIGAE 14.06.99) mantienen
que en aras de la necesaria conciliación entre los
principios de publicidad y transparencia y el de
discrecionalidad que ostenta el órgano de contra-
tación en los concursos, “no es preciso que en los
pliegos de cláusulas administrativas particulares se
detallen los métodos de valoración de cada uno de
los criterios de adjudicación”.

• Por último, en el caso concreto que nos ocupa, sólo
hubo un ofertante, por lo que ninguna trascen-
dencia práctica ha tenido la deficiencia citada.

A.III.- Por lo que se refiere al criterio de calidad se
alega que no se da ninguna duplicidad, ni se valora dos
veces el mismo concepto. El criterio nº 1 se refiere a la
“calidad y prestaciones de la minicentral hidroe-
léctrica”, mientras que el criterio nº  3 alude inequívo-
camente a los controles de calidad previstos en la
Cláusula 38 del Pliego de Cláusulas Administrativas
Generales (Ensayos y análisis de los materiales y
unidades de obra).

A.IV.- En cuanto a la indicada discrepancia en el
criterio de adjudicación nº 3 (control de calidad), la
Cláusula 38 del Pliego de Cláusulas Administrativas
Generales, el artículo 50 del TRLCAP y la Cláusula 18
del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares,
entendemos que no hay tal por las siguientes razones:

• Por un lado, la Cláusula 38 del PCAG establece
que los gastos derivados de los ensayos y análisis
de los materiales y unidades de obra, serán de
cuenta del contratista hasta un máximo de 1%.

• Por otro lado la Cláusula 18 del PCAP prevé que:
“La Dirección Facultativa de las obras y como
control de calidad de éstas, podrá ordenar que se
realicen los estudios, ensayos, análisis de mate-
riales, instalaciones y unidades de obra que
considere necesarios, por laboratorios homologados
en cada especialidad hasta un porcentaje no
superior al ofertado por el adjudicatario siempre
que no resulte inferior al 1% del presupuesto de la
obra, que será a cuenta del Contratista

• El criterio de reparto nº 3 (control de calidad) se
estableció para que los ofertantes mejoraran el 1%
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mínimo, valorándose las ofertas que superaran ese
% con hasta 10 puntos.

Entendemos que la Cláusula 18 del PCAP no incurre
en contradicción con la Cláusula 38 del PCAG, pues no
está imponiendo un porcentaje superior al previsto en
esta última (el 1%), y de no ser así no resulta de apli-
cación el artículo 50 del TRLCAP (que exige en caso de
contradicción entre los PCAP y los PCAG informe de la
Junta Consultiva de Contratación). Incluir como criterio
de adjudicación el aumento del % destinado al control de
calidad, está amparado por el principio de libertad de
pactos, plenamente aplicable en la contratación adminis-
trativa.

Véase en este sentido el parecer de la JCCA
expresado en su informe 13/93, de 25 de octubre de
1993, en un supuesto muy similar dice en sus conclu-
siones: 1º) Que en los pliegos de cláusulas adminis-
trativas particulares para la adjudicación de contratos
de obras puede imponerse al adjudicatario, al amparo
del principio de libertad de pactos, la obligación de
satisfacer los gastos correspondientes a trabajos de
mediciones y levantamiento de planos realizados por
empresas especializadas. 2º) Que al no contemplar estos
gastos la cláusula número 13 del Pliego de Cláusulas
Administrativas Generales para la contratación de obras
del estado, no resulta preceptivo el informe de esta Junta
sobre los pliegos de cláusulas administrativas parti-
culares que contradigan los generales de conformidad
con el artículo 16 de la Ley de Contratos del Estado”

B.- Sobre las facturas presentadas, se adjuntan
facturas donde se corrigen los defectos formales
observados.

C.- En cuanto a la prórroga concedida, hay que tener
en cuenta que el artículo 100 del RGLCAP, que
establece al respecto: 1. La petición de prórroga por
parle del contratista deberá tener lugar en un plazo
máximo de quince días desde aquel en que se produzca
la causa originaria del retraso…

Entendemos que la solicitud de prórroga se ha
realizado dentro de plazo, puesto que la causa originaria
del retraso de la obra es el incremento notable del caudal
del río como consecuencia del deshielo, que ni siquiera
había cesado cuando se solicitó la prórroga (11.03.2005),
no siendo la causa originaria las fuertes nevadas de enero
y febrero. La contratista, en su escrito de solicitud, no se
refiere a los hechos como algo ya pasado, sino como
algo que aún está sucediendo.

Teniendo en cuenta los términos del citado artículo
100 (...señalando el tiempo probable de su duración...),
se entiende que el tiempo de prórroga solicitado no
requiere de una justificación mayor de la expresada.

Por ultimo, se manifiesta que esta obra cuenta con un
modificado aprobado en el ejercicio 2004 que conlleva la
modificación del plazo de ejecución inicial, de tal
manera que éste finalizaría en junio de 2005, a lo que

sumado la prorroga concedida, de 3 meses, nos lleva a
una obligación del contratista de finalizar la obra en
septiembre de 2005.

León, 2 de febrero de 2006

EL DIRECTOR DEL ENTE REGIONAL

DE LA ENERGÍA DE CASTILLA Y LEÓN

Fdo.:  Ricardo González Mantero

CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL (CES)

Ilmo. Sr. D. Santiago Salas Lechón
Interventor General
Consejería de Hacienda
JUNTA DE CASTILLA Y LEÓN
C/ José Cantalapiedra, nº 2
47071 VALLADOLID

Valladolid, 31 de enero de 2006

Ilmo. Sr:

Por escrito de fecha 23 de enero de 2006 hemos
tenido conocimiento del “Informe Provisional de la
Fiscalización de la Cuenta General de la Comunidad
Autónoma y Contratación Administrativa, correspon-
diente al ejercicio 2003, en lo que respecta al Consejo
Económico y Social de Castilla y León

Examinado el contenido del mismo, procede efectuar
las siguientes alegaciones:

1ª Efectivamente no aparece la contabilidad de
ingresos en 2003 en SICCAL, debido a que hasta el
ejercicio 2004 sólo se efectuaba la debida contabilidad
del presupuesto de gastos del CES en SICCAL, aunque
sí se daba información completa de los Ingresos en la
cuenta rendida de ejecución presupuestaria al final de
cada año.

Desde 2004 (inclusive) se procede a la adecuada
contabilización tanto de ingresos como de gastos.

2ª Respecto a la Liquidación del Presupuesto de
gastos, hacer constar que aunque es cierto que la infor-
mación suministrada por SICCAL es menor tanto en
obligaciones como pagos realizados, por importe de
7.537,21 euros, existe documentalmente un expediente
contable por dicho importe debidamente firmado e inter-
venido, lo que nos lleva a creer que en el proceso
mecánico de validación, se ha producido una situación
que ha impedido dicha validación mecánica del
documento y, por consiguiente, su adecuado proceso
contable hasta su pago. Se adjunta copia del expediente
citado, que corresponde al pago de los seguros sociales
de abril 2003 donde, obra el documento de pago en la
Seguridad Social debidamente pagado y sellado por la
entidad financiera Caja Burgos.

3ª Aunque el SICCAL es utilizado por el CES desde
hace ya algunos años, aún hoy no están operativas la
totalidad de las funciones de dicho sistema (como por
ejemplo las de tesorería). Existe el acuerdo con la Inter-
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vención General para que el sistema esté operativo en su
totalidad en el próximo mes de febrero de 2006.

4ª Respecto al envío exclusivo de los documentos de
la Liquidación del Presupuesto, obedece a que hasta el
15 de septiembre de 2005 el CES no implantó el Plan
General de Contabilidad Pública de la Comunidad
Autónoma, no disponiendo, hasta ese momento, de las
correspondientes cuentas anuales adaptadas a dicho Plan,
esto es, balance de situación, cuenta de resultado
económico-patrimonial, liquidación del presupuesto y
memoria, documentos que han sido correctamente
tramitados ya en lo referente al ejercicio 2004.

5ª Respecto al porcentaje de ejecución del presu-
puesto de ingresos, el mismo debería ser el 101,43%, ya
que la cifra indicada en su informe provisional está
calculada sobre el crédito definitivo, que incluye a incor-
poración de remanente por 114.799,00 euros (capítulo 8.
Activos financieros), cuantía que, es evidente,
corresponde a ingresos ya debidamente realizados en
ejercicios anteriores.

Atentamente,

PRESIDENTE DEL CONSEJO ECONOMICO Y SOCIAL

Fdo: José Luis Díez Hoces de las Guardia

UNIVERSIDAD DE BURGOS

ALEGACIONES QUE PRESENTA LA
UNIVERSIDAD DE BURGOS AL INFORME PROVI-
SIONAL DE FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA
GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE
CASTILLA Y LEÓN REFERIDO AL EJERCICIO 2003

En el apartado II.1.2.6 Cuentas de las Universidades
Públicas, “Las Memorias no incluyen toda la infor-
mación recogida en el plan...”, esta deficiencia se ha
intentado subsanar en las cuentas del ejercicio 2004.

En un párrafo de lo que parece la página 34 del informe
se hace mención a la no coincidencia de importes: “Los
ingresos por transferencias y subvenciones recogidos en
la cuenta de Resultado Económico-patrimonial, que
ascienden a 36.116.507,63 euros, no coinciden con la
suma de los derechos reconocidos netos por transfe-
rencias corrientes y de capital de la liquidación del presu-
puesto de ingresos, que importan 36.903.751,6 euros, lo
que supone una diferencia de 787.243,97 euros”. Los
datos que explican las diferencias, de los que se acompaña
información, se resumen en:

(1)Hay que tener en cuenta que los ingresos referidos
a “compensación de precios de matrícula de alumnos
becarios o de familias numerosas” se transfieren por el
MEC y hasta 2003 estas compensaciones se incluían
presupuestariamente en capítulo 4. A partir del ejercicio
2004 han pasado a ejecutarse en capítulo 3. La periodifi-
cación sobre los derechos reconocidos a 31/12/2003 se
hizo con el mismo criterio de cálculo que para el resto de
la matrícula.

(2) Del saldo total neto resultante en la ejecución de
ingresos de ejercicios cerrados hay que tener en cuenta
una diferencia de redondeo de 1 céntimo de euro que, si
bien, en la ejecución presupuestaria su apunte está en
capítulo 7 el resultado financiero de dicho apunte se
contabiliza en una cuenta de gasto ( 6698).

Burgos, a 30 de enero de 2006.

EL GERENTE

Carlos Villacé Fernández

UNIVERSIDAD DE LEÓN

En contestación a su escrito de 23 de enero de 2006
Registro de Salida nº 10061970000559 de 24 de enero de
2006 y recibido en esta Universidad de León el día 26 de
enero nº de Registro 200600000418 relativo al Informe
Provisional de la fiscalización de la Cuenta General de la
Comunidad Autónoma y Contratación Administrativa
correspondiente al ejercicio 2003 se efectúan las
siguientes alegaciones:

II.1.2.6. Cuentas de las Universidades Públicas.

En este apartado se menciona que la Universidad no
tiene implantado el PGCP de la Comunidad Autónoma.

La Universidad de León desde el ejercicio 1996 viene
aplicando el Plan de Contabilidad de la Administración
del Estado que el Ministerio de Economía y Hacienda
desarrolló mediante normas posteriores: la Instrucción de
Contabilidad para la Administración General del Estado,
y la Instrucción de Contabilidad para la Administración
Institucional del Estado.

El contenido de la Memoria presentada contiene todos
los Estados recogidos en la Regla 27, D) de la
Instrucción para la Administración Institucional, que no
coincide plenamente con la información que recoge el
Plan de la Comunidad de Castilla y León.

La Disposición Transitoria del Plan dice que se
implantará en forma sucesiva en las diferentes entidades
públicas, aprobándose planes parciales o especiales de
contabilidad pública elaborados a estos efectos y
conformes al Plan General pero en el año 2003 esto no se
había producido, por lo que se decidió presentar la
Cuenta de 2003 como en años anteriores, utilizado el
Plan de la Administración Institucional del Estado.

Las partidas que en los Balances y en las Cuentas de
Resultado Económico-Patrimonial, figuran con importe
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cero en el ejercicio y en el precedente, es debido que si
en un ejercicio o en los dos comparados una partida no
tienen movimientos, el sistema informático no suprime
ninguna de ellas aunque no tengan movimientos, por lo
que al aparecer su denominación tienen que figurar de
esta forma.

Es evidente que existe una diferencia de 5.000,03
euros entre el importe de las obligaciones reconocidas
por transferencias corrientes que figuran en la Memoria
y las que aparecen en la Liquidación del Presupuesto de
gastos, la cantidad correcta es la de 2.343.761,86, ya que
al elaborar de forma manual el estado de Información
sobre la Gestión de los Gastos Públicos de la Memoria,
la cantidad que aparece en el “Acuerdo Vicerrectorado
de Estudiantes y Asuntos Sociales de la Universidad de
León” es de 60.376,19 en lugar de la correcta de
65.376,19 lo que produce una variación en el Total que
da lugar al importe correcto de 2.343.761,86 euros.

La cantidad de 5.195.952 euros que aparece en la
columna de “Otras Modificaciones” de la Memoria, no
corresponde a modificaciones de crédito propiamente
dichas, sino simplemente ajustes en las cantidades
consignadas en cada concepto al inicio del ejercicio y las
que corresponden al presupuesto aprobado. Al iniciar el
ejercicio se hace con los créditos correspondientes al
presupuesto prorrogado, cuando se efectúa la aprobación
del presupuesto para el ejercicio, dichos créditos pueden
variar tanto positiva como negativamente, el sistema
informático en esta columna recoge aquellas diferencias
ya sean positivas o negativas que se produzcan entre los
créditos del presupuesto prorrogado y el presupuesto
definitivamente aprobado.

León, 2 de febrero de 2006

EL RECTOR

Fdo.: Ángel Penas Merino

UNIVERSIDAD DE SALAMANCA

En relación con el Informe Provisional de la fiscali-
zación de la Cuenta General de la Comunidad Autónoma
y Contratación Administrativa, correspondiente al
ejercicio 2003, emitido por el Consejo de Cuentas de
Castilla y en contestación a su escrito de fecha 23 de
enero de 2006, interesando de esta Universidad las alega-
ciones pertinentes en lo referente a esta Institución, he de
manifestar las siguientes consideraciones y alegaciones:

CONSIDERACIONES GENERALES:

Se dice en el citado Informe (en cursiva):

“Las memorias no incluyen toda la información
recogida en dicho plan (PGCP de la CA) faltando la
relativa a cuadro de financiación, transferencias y
subvenciones recibidas, tasas, precios públicos y precios
privados, aplicación del remanente de tesorería, infor-
mación sobre el inmovilizado no financiero, información
sobre las inversiones financieras e información sobre
pasivos financieros a largo y corto plazo.”

La Universidad de Salamanca sí ha incorporado en
sus cuentas del ejercicio 2003 muchos de los cuadros que
se recogen como deficiencias:

- Transferencias y subvenciones concedidas y
recibidas.

- Inmovilizado no financiero.

- Inversiones financieras.

- La aplicación del remanente de tesorería queda
reflejada en los cuadros que se acompañan a las modifi-
caciones presupuestarias.

No obstante en el cierre del ejercicio 2004 se han ido
incorporando nuevos cuadros como el que recoge la
información sobre pasivos financieros.

“Tanto en los Balances como en las Cuentas de
Resultado Económico-Patrimonial figuran partidas con
importe cero en el ejercicio y en el precedente.”

La Universidad de Salamanca presenta los Balances y
las Cuentas de Resultado Económico-Patrimonial de
acuerdo con la estructura del sistema de Información
Contable (SIC-IGAE) reflejando todas las operaciones
realizadas.

ALEGACIONES:

“Los derechos reconocidos netos por operaciones no
financieras que figuran en la liquidación del presupuesto
de ingresos, 149.318410,69 euros (de los que
135.576246,46 euros corresponden a operaciones de
capital y 13.742.164,23 euros a operaciones corrientes),
no coinciden con el importe que figura en el estado de
saldos presupuestarios y que asciende a 149.303.055,08
euros, existiendo una diferencia de 15.355.061 euros.”

Se ha producido un error informático que no se
detectó dado que se trata de uno de los cuadros que el
sistema de Información Contable (SIC-IGAE) elabora
automáticamente. En todos los demás cuadros que
forman parte de las cuentas anuales y de la información
complementaria, se recoge la cifra correcta de derechos
reconocidos netos por operaciones no financieras (de los
que 135.576246,46 euros corresponden a operaciones
corrientes y 13.742.164,23 euros a operaciones de
capital).

Una vez corregido el error se adjunta el nuevo cuadro
con el dato correcto.

“En cuanto a las transferencias y subvenciones
corrientes concedidas, el importe que figura tanto en la
Cuenta de Resultado Económico-Patrimonial con en la
Liquidación del Presupuesto de gastos no coincide con
el que figura en la memoria, lo que supone una dife-
rencia de 1.701 euros.”

El cuadro que figura en la memoria se ha elaborado
correctamente (mediante un programa EXCEL) pero en
el sumatorio no se ha arrastrado dicha cantidad que



1302 26 de Septiembre de 2007 B.O. Cortes C. y L. N.º 12

corresponde en la clasificación económica 489 al
programa 422D destinatario Fundación Cefa.

En todos los demás cuadros que forman parte de las
cuentas anuales y de la información complementaria, se
recoge la cifra correcta.

Se adjunta nuevo cuadro con el sumatorio corrigiendo
el inicialmente presentado

Salamanca, 2 de febrero de 2006

EL RECTOR,

Enrique Battaner Arias

TRATAMIENTO DE LAS ALEGACIONES AL
INFORME PROVISIONAL DE LA CUENTA

GENERAL DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 
EJERCICIO 2003

TOMO I

PLAN ANUAL DE FISCALIZACIÓN 2004

ACLARACIONES

El contenido de las alegaciones figura en tipo de letra
normal.

El tratamiento de la alegación en tipo de letra negrita
cursiva.

TRATAMIENTO DE LAS ALEGACIONES AL
INFORME PROVISIONAL DE FISCALIZACIÓN DE
LA CUENTA GENERAL DE LA COMUNIDAD DE
CASTILLA Y LEÓN DEL EJERCICIO 2003 

El tratamiento de las alegaciones se presenta
siguiendo la estructura de las alegaciones realizadas.

ADMINISTRACIÓN GENERAL

I. INTRODUCCIÓN

I.1 PRESENTACIÓN

La primera de las consideraciones contenidas en el
Informe hace referencia a la dificultad que ha supuesto
para la fiscalización de la Cuenta General la carencia de
soporte normativo del Sistema de Información Contable
de la Comunidad, así como la ausencia de una
Instrucción de operatoria contable.

Respecto a la carencia de soporte normativo hemos de
señalar que la Comunidad no ha tenido nunca regulación
específica de los distintos Sistemas de Información
Contable que ha utilizado, si bien se ha dispuesto, para
los distintos sistemas que han estado implantados, de
unos manuales de usuario que han permitido el conoci-
miento y manejo de los mismos.

Sobre la ausencia de una Instrucción de operatoria
contable, decir que tradicionalmente se han venido
utilizando con carácter supletorio las instrucciones del
Estado vigentes en cada momento, salvo en aquellos
procedimientos inaplicables por diferencias de nuestros
sistemas contables con los del Estado. La elaboración de
una Instrucción contable propia está supeditada a la
entrada en vigor de la nueva Ley de la Hacienda de la
Comunidad. El proyecto de la misma se encuentra
actualmente en tramitación ante las Cortes de Castilla y
León.

La alegación no desvirtúa el contenido del Informe.

I.7 LIMITACIONES

Se hace constar en este apartado del Informe que la
Administración de la Comunidad no ha elaborado un
registro de inventario de sus bienes de inmovilizado.

En relación con este punto hemos de precisar que la
Consejería de Hacienda está trabajando en la elaboración
de dicho inventario, ultimando en estos momentos la
valoración individual de todos los bienes inmuebles de la
Comunidad, con el fin de disponer de dicho inventario y
su enlace contable a lo largo de este mismo ejercicio.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. Se detalla la situación actual en
la que se encuentra la elaboración del inventario.

En este mismo apartado de limitaciones se afirma que
solicitada relación de consorcios, fundaciones u otras
entidades públicas en las que participaba la Comunidad a
31 de diciembre de 2003, se ha aportado durante la fisca-
lización una relación de fundaciones y consorcios en la
que no quedan claramente identificadas cuáles formaban
parte a dicha fecha del sector público de la misma.

Sobre esta cuestión hemos de observar que en la
relación aportada durante la fiscalización figuraban los
porcentajes en los que la Comunidad participaba en
dichas entidades, directa o indirectamente. En este
sentido, el artículo 17 de la Ley 7/1986 de la Hacienda
de la Comunidad de Castilla y León, establece que “se
consideran fundaciones públicas de la Comunidad a
efectos de esta Ley, aquellas en cuya dotación participen
mayoritariamente, directa o indirectamente, la Adminis-
tración General de la Comunidad o demás entidades del
sector público autonómico.

Por lo tanto, a partir de la relación ya facilitada, se
podrían identificar las entidades integrantes del Sector
Público de la Comunidad.

La alegación no puede admitirse por lo siguiente:

a) En la citada relación no se especifica el
porcentaje de participación de la Comunidad en las
siguientes fundaciones:

Agregación de Fundaciones Benéfico particulares
de León (extinguida el 24-07-03), Ávila, Palencia y
Valladolid.
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Legado Fernández Cadórniga (extinguida el 24.07-
03).

Fundación Provincial de Servicios Sociales de
Burgos.

Fundación Juan de Villaespasa de Burgos.

Fundación Social de Segovia.

Fundación Espíritu Santo de Soria.

Hospital Santa Catalina de Soria.

Fundación Castellano Leonesa para la Cultura del
Vino, en este caso en la propia relación se expresa que
en la escritura pública no esta determinada la apor-
tación realizada en su momento por cada uno de los
fundadores.

Fundación General de la Universidad de
Salamanca, en la relación se expresa no deducirse con
claridad el porcentaje de participación de sus
fundadores, tampoco se afirma con certeza quien son
sus fundadores.

Fundación de Investigación del cáncer, en la propia
relación se expresa que no se puede deducir ni los
socios ni la participación.

b) Respecto de los tres consorcios siguientes
incluidos en la relación aportada se manifiesta que
aunque en los estatutos no establecen la participación
concreta, parece deducirse que la participación es 50%
de la Comunidad Autónoma y 50% de la Diputación de
Valladolid.

Consorcio Psiquiátrico Doctor Villacián.

Consorcio Hospitalario de Burgos.

Consorcio Hospitalario de Salamanca.

Se pone de manifiesto en este apartado I.7 que el
Consejo Económico y Social rindió únicamente la Liqui-
dación de su Presupuesto.

Con respecto a esta observación hay que manifestar
que esta entidad ha presentado ya en el ejercicio 2004 la
totalidad de las Cuentas Anuales previstas en el Plan
General de la Comunidad Autónoma de Castilla y León

La alegación no desvirtúa el contenido del Informe.

La última observación de este apartado hace refe-
rencia a que no se ha dispuesto de las relaciones
nominales de las rúbricas de créditos a corto plazo y
créditos a largo plazo.

Respecto a estas rúbricas, ya se han realizado las
consultas necesarias a los diversos órganos gestores, con
el fin de proceder a su depuración.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

I.8 DECLARACIÓN SOBRE LA CUENTA
GENERAL DE LA COMUNIDAD

La primera observación de este apartado hace refe-
rencia a que la Cuenta General de la Comunidad del
ejercicio 2.003 se ha rendido al Consejo de Cuentas
fuera del plazo establecido en el artículo 7.1 de la Ley
2/2002.

Sobre este punto hemos de manifestar que La Cuenta
General del ejercicio 2003 se formó en la primera
quincena del mes de octubre de 2004 y fue rendida el día
27 de ese mismo mes.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Se observa asimismo que la Cuenta General no
respeta la estructura establecida en el artículo 154.1 de la
Ley de la Hacienda de la Comunidad ya que no incluye
una “Cuenta de los Organismos Autónomos” y una
“Cuenta de las restantes entidades del sector público”.

Con referencia a esta observación hay que tener en
cuenta que el objetivo de la contabilidad y de la Cuenta
General es presentar una imagen fiel de la posición
económico-financiera del Sector Público de la
Comunidad. La consolidación de las cuentas anuales de
diferentes entidades de nuestro Sector Público, que
tienen actividades u objetos sociales muy diferentes, no
contribuiría a dicho objetivo, sino que lo distorsionaría.
Por esta razón, esta Consejería siempre ha interpretado
que la Cuenta de los Organismos Autónomos y la Cuenta
de las restantes entidades del sector público están
formadas por las cuentas de cada una de las entidades, y
no por la consolidación o agregación de las mismas

La Ley 21/2002, de 27 de diciembre, de Medidas
Económicas, Fiscales y Administrativas, introdujo en la
Ley de la Hacienda de la Comunidad una nueva delimi-
tación de su Sector Público y modificó su artículo 154,
relativo a la Cuenta General de la Comunidad
Autónoma. Esto supuso que las Cuentas de determinadas
Entidades pasaban por primera vez a formar parte de la
Cuenta General de la Comunidad Autónoma. Algunas de
estas Entidades se retrasaron en la rendición de sus
cuentas y con el fin de no demorar la formación de la
Cuenta General de la Comunidad Autónoma, se realizó
la misma sin incluir aquellas, las cuales fueron poste-
riormente rendidas al Consejo de Cuentas de Castilla y
León.

Las Cuentas Generales de los siguientes años incluyen
ya a todas estas Entidades.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. La Ley 7/1986 es clara en su
terminología hablando de cuenta (en singular) de los
Organismos autónomos y cuenta (en singular) de las
restantes entidades del Sector Público. No se admite la
alegación porque en caso de querer ir más allá de la
propia Ley tendrían que presentarse los dos tipos de
cuentas: individuales y agregadas.
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El resto de las manifestaciones tampoco desvirtúan
el contenido del Informe.

II. RESULTADOS DE LA FISCALIZACIÓN

II.1. RENDICIÓN DE CUENTAS

II. 1. Plazo

Se afirma en este punto que la Cuenta General se ha
rendido fuera de plazo, pues al no fijar la Ley de la
Hacienda un plazo para la formación de la misma, el
Consejo estima adecuado aplicar con carácter supletorio
la Ley 7/1988, de 7 de abril, de Funcionamiento del
Tribunal de Cuentas, que establece para la formación de
la Cuenta General del Estado el plazo límite del 31 de
agosto.

Sobre este punto hemos de precisar que el referido
plazo límite es de imposible cumplimiento en nuestra
Comunidad, por lo que no cabe la aplicación supletoria
invocada. Hay que tener en cuenta que la Ley de la
Hacienda fija, en su artículo 156, como día límite para
que las Universidades Públicas remitan sus cuentas a la
Junta de Castilla y León para la formación de la Cuenta
General, el día 31 de agosto del año siguiente a aquel a
que se refieran; por ello resulta imposible que la Cuenta
General se forme a esa misma fecha.

En el proyecto de Ley de la Hacienda que la Junta ha
remitido a las Cortes de Castilla León ya se contempla
un plazo para la formación de la Cuenta General.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

II.1.2 Estructura y Contenido de la Cuenta
General

En lo relativo a la estructura de la Cuenta General, se
afirma que la misma no responde a lo establecido por el
artículo 154.1 de la Ley de Hacienda.

Como ya se comentó en las alegaciones al apartado de
la Declaración sobre la Cuenta General de la
Comunidad, esta Intervención General siempre ha
optado por no realizar una consolidación de las cuentas
de los organismos autónomos y de las demás entidades
del sector público de la Comunidad, ya que de esta
manera se cumple con el objetivo de presentar la imagen
fiel de la posición económico-financiera del Sector
Público de la Comunidad

La alegación no desvirtúa el contenido del Informe.

Respecto a la no inclusión en la Cuenta General de las
cuentas de determinadas fundaciones y consorcios, mani-
festar que fueron rendidas posteriormente al Consejo,
con el fin de evitar la demora en la formación de la
Cuenta.

La propia alegación confirma el contenido del
Informe.

II.1.2.1 Cuenta de la Administración General

En relación con los comentarios referidos a la
“Memoria demostrativa del grado de cumplimiento de
los objetivos programados”, señalar que la citada
Memoria abarca todos los programas a los que resulta de
aplicación la Orden de 22 de mayo de 2002 de la
Consejería de Economía y Hacienda, por la que se dictan
normas para la elaboración de los Presupuestos
Generales de la Comunidad de Castilla y León para el
año 2003. Por otra parte, la forma imprecisa utilizada
para describir las causas por las que, a juicio del
Consejo, la mencionada Memoria no resulta homogénea
en la descripción del grado de cumplimiento de los
objetivos para cada uno de los programas incluidos, no
permite realizar ningún tipo de objeciones, al no
describir los objetivos e indicadores que no están
definidos y cuantificados, las actividades no cuanti-
ficadas o no relacionadas con los indicadores previstos, o
los programas en los que se han omitido las causas de
incumplimiento, en el caso de que éste se hubiera
producido.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

La manifestación es genérica por tratarse de una
conclusión derivada de la existencia de multitud de
pequeñas debilidades observadas al respecto en la
citada memoria, pudiendo destacarse:

- Ausencia en el tomo 8 de las Fichas FO5 (base
para la elaboración de los presupuestos de 2003) del
programas 422A. Enseñanza no universitaria.

-En los casos de existencia de varios gestores,
ausencia de informe conjunto en los siguientes
programas:

Programa 3.2.2.A: Empleo y relaciones laborales.

Programa 4.1.2.A: Asistencia sanitaria.

Programa 4.1.3.A: Asistencia sociosanitaria.

Programa 4.2.2.A: Enseñanza no universitaria.

- En los cuatro programas anteriores y en el
Programa 324A. Formación y prevención de riesgos
laborales, el informe de gestión no tiene en su
estructura los epígrafes 8 y 9 que si tienen los otros
cinco programas de relación de proyectos y análisis del
coste y rendimiento.

- En los siguientes programas no se cuantifican de
forma precisa los objetivos cumplidos:

Programa 3.2.4.A: Formación y prevención de 
riesgos laborales.

Programa 4.1.2.A: Asistencia sanitaria.

Programa 4.1.3.A: Asistencia sociosanitaria.

Programa 4.5.2.A: Bibliotecas y Archivos.

- En los siguientes programas no se definen o cuan-
tifican de forma clara los indicadores o no se rela-
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cionan directamente con los grandes objetivos perse-
guidos:

Programa 3.2.2.A: Empleo y relaciones laborales.

Programa 3.2.4.A: Formación y prevención de 
riesgos laborales.

Programa 4.1.2.A: Asistencia sanitaria.

Programa 4.1.3.A: Asistencia sociosanitaria.

Programa 4.2.2.A: Enseñanza no universitaria.

- En los siguientes programas se recogen los indi-
cadores que figuran en su Ficha F05 realizada para la
elaboración de los presupuestos de 2003 pero además
se indican otros en los respectivos Informes de gestión:

Programa 4.3.1.A: Arquitectura y vivienda.

Programa 4.5.2.A. Bibliotecas y Archivos.

- Además existen multitud de ligeros defectos indivi-
duales, asociados sólo a alguna de las partes del
informe de gestión de algunos de los programas, como
la falta de identidad entre los datos reflejados en el
informe para las previsiones de 2003 y las recogidas en
la ficha F05, la existencia de informes separados de
órganos gestores limitados sólo a algunos aspectos
como el presupuestario, indicadores sin relación
precisa con los grandes objetivos, etc....

Se manifiesta en este apartado que la Memoria
presenta parcialmente el contenido previsto para la
misma en el Plan General de Contabilidad Pública de la
Comunidad Autónoma.

A este respecto es necesario efectuar las siguientes
alegaciones:

La Orden de 21 de noviembre de 1996, de la
Consejería de Economía y Hacienda, por la que se
aprueba el Plan General de Contabilidad Pública de la
Comunidad de Castilla y León señala en su introducción
(epígrafe y, cuarta parte, apartado d) que en la elabo-
ración de la Memoria ha de tenerse en cuenta el principio
de importancia relativa, incorporándose solamente la
información relevante. Atendiendo a este principio, se ha
recogido la información que se considera relevante para
reflejar la imagen fiel, como objetivo fundamental de
toda información contable.

Siguiendo el esquema de ejercicios anteriores, se
continuó con la presentación de la mayoría, de los
estados y cuadros (por ejemplo: remanente de tesorería,
estado de tesorería, ejecución de gastos, ejecución de
ingresos, etc.) respetando la exigencia establecida en el
artículo 155 de la Ley 7/86 de la Hacienda de la
Comunidad sobre la inclusión en la Cuenta General de
todas las operaciones presupuestarias, patrimoniales y de
tesorería y los diferentes estados y cuadros. Por ello, ante
esa dualidad de modelos de presentación de cuentas, y en
virtud de lo señalado en los puntos anteriores, se optó
por recoger dicha información en los diferentes

volúmenes que componen la Cuenta General de la,
Comunidad, tal como se señala en la misma Memoria.

No obstante, para la Cuenta General del ejercicio
2005 se procederá a ampliar el contenido de la memoria
con el objetivo de ajustarse a las disposiciones del Plan
General de Contabilidad Pública.

El PGCP de Castilla y León recoge que la memoria
se formulará teniendo en  cuenta que:

- El modelo de la memoria recoge la información
básica a cumplimentar.

- Asimismo deberá recoger cualquier otra infor-
mación no recogida en el modelo que sea
necesaria para reflejar la imagen fiel.

- Además deberá indicarse cualquier otra infor-
mación no incluida en el modelo de la memoria
que sea necesaria para facilitar la comprensión
de las cuentas anuales.

Por lo tanto el primer punto de alegación no puede
admitirse ya que la memoria presentada no recoge el
contenido mínimo establecido por el PGCP citado.

El resto de las manifestaciones no desvirtúa el
contenido del Informe.

Respecto a los estados relativos a la Liquidación del
Presupuesto, se afirma que no se ajustan a los modelos
incluidos en el Plan General de Contabilidad Pública.

Sobre este aspecto hemos de señalar que se está
procediendo a la modificación del programa informático
de la edición de dichos estados, por lo que la Cuenta
General del ejercicio 2005 se ajustará a lo dispuesto por
el Plan General de Contabilidad Pública en esta materia.

La alegación confirma el contenido del Informe.

II.1.3 Coherencia interna de los distintos estados
que integran cada una de las cuentas de la Cuenta
General

II.1.3.1 Administración General

Se observa en este apartado que se han detectado dife-
rencias, en la rúbrica de “Gastos financieros y
asimilado”, entre la Liquidación del Presupuesto y la
Cuenta de Resultado Económico-Patrimonial por un
importe de 2.207.420,67 euros.

Dicha diferencia se corresponde con la periodificación
en la contabilidad patrimonial de los intereses
devengados en el ejercicio 2002 y pagados en el 2003,
así como con los intereses devengados en el 2003 y
pagados en el 2004, los cuales no tienen reflejo en la
contabilidad presupuestaria hasta el vencimiento y pago
de los mismos.

De los 2.207.420,67 euros sólo 116.894,83 euros
corresponden a la periodificación alegada.
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Al aclarar la alegación parte de la diferencia y
previa la comprobación correspondiente se modificará
el importe en el párrafo correspondiente del Informe.

Al final de este apartado se hace referencia a una dife-
rencia de 1.096.755,25 euros en los intereses cuyo venci-
miento se va a producir en el ejercicio siguiente.

La razón de esta diferencia obedece a un exceso de
imputación de los intereses devengados y no vencidos
del ejercicio 2002. Dicho error fue detectado y corregido
en el ejercicio 2004.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

II.2. RESULTADOS DEL ANÁLISIS DEL
SISTEMA DE INFORMACIÓN  CONTABLE
CASTILLA LEÓN (SICCAL)

II.2.1. Administración General

Con respecto al Sistema de Información Contable de
Castilla y León, y antes de entrar a analizar los aspectos
destacados por el Consejo en su Informe, hay que tener
en  cuenta que la versión actual del Sistema, (SICCAL 2)
implantada en el ejercicio 2002, se basa en una
plataforma estándar, SAP R/3, que posibilita el uso de
una herramienta potente y segura en el tratamiento de la
información. El uso de herramientas estándar tiene
grandes ventajas pero, por otra parte, limita los desa-
rrollos específicos y a la medida de los usuarios.

En el caso del SICCAL 2 hay que tener en cuenta que
la misma herramienta ha sido implantada, en otras siete
comunidades autónomas y en los dos ayuntamientos más
grandes de España, así como en otros organismos de la
Administración del Estado y en algunas Universidades
Públicas. Para la adaptación del estándar se creó el
llamado “Grupo de Usuarios del Sector Público”,
formado por aquellas comunidades, ayuntamientos u
organismos del Sector Público que tuvieran o fueran a
implantar la herramienta, y estos definieron los
requisitos mínimos y comunes que la misma habría de
cumplir. Asimismo, dicho Grupo se encarga de definir la
evolución futura de la herramienta dentro de las posibi-
lidades que ofrece.

La participación de la Intervención General de la
Comunidad en el Grupo de Usuarios supone mejoras
para la calidad de la información y los procesos que se
soportan en el SICCAL para la Comunidad. Este Grupo
se constituye como un interlocutor reconocido ante la
empresa SAP para orientar la evolución funcional del
módulo ISPS de SAP (Solución vertical de SAP ara el
ámbito económico-financiero en la administración
pública). Dicha participación supone una ventaja en
cuanto compartir experiencias y adquirir mejores
prácticas en la instalación del sistema para soportar los
procesos propios de la Comunidad; incorporar nuevas
funciones implantadas en otras Comunidades Autónomas
y ejercer una mayor presión ante SAP en la demanda de

incorporación de funcionalidades requeridas para todas
las Comunidades Autónomas. El inconveniente es el
compromiso de los participantes en el Grupo de que la
evolución de la solución y la incorporación de nuevas
funcionalidades sea consensuada, lo que limita en cierta
medida la capacidad de la Intervención General de
nuestra Comunidad para desarrollar a medida sobre su
propia implantación (SICCAL) ciertas adaptaciones que,
de otra forma, podría acometer con más libertad.

Por todo lo anterior, el SICCAL no es un sistema, a la
medida en el que se pueda tratar siempre la información
como quiera el usuario. Está sujeto a ciertas rigideces,
impuestas por la herramienta y por la definición que de
los requerimientos realiza el Grupo de Usuarios, y ello
en aras a una mejora en el rendimiento y en la produc-
tividad del sistema. Por el contrario, presenta todas las
ventajas de un sistema estándar basado en una herra-
mienta potente, en cuanto que los desarrollos y las
implantaciones son más rápidos, permiten ahorrar costes
económicos y de personal y posibilitan la homogenei-
zación de los sistemas y la evolución tecnológica de los
mismos.

Teniendo en cuenta todo lo expuesto, procedemos a
exponer las alegaciones al presente apartado:

Se observa en el Informe que el estado de ejecución
de ingresos extraído del sistema contable no coincide
con la liquidación del presupuesto de ingresos, debido a
que en el SICCAL no se han recogido los ingresos
contenidos en la Cuenta de Rentas Públicas relativa al
ejercicio corriente.

Con respecto a este punto, tenemos que hacer constar
que las especificidades de los procedimientos de gestión
y recaudación de los ingresos recogidos en la Cuenta de
Rentas Públicas, determinados fundamentalmente por la
Ley General Tributaria y sus normas de desarrollo, hacen
que dichos procedimientos se reflejen en una herra-
mienta informática específica desarrollada para dicho
fin, “Gestión Unificada de Ingresos Autonómico”
(GUIA). Es en este sistema donde quedan recogidos, de
forma individualizada, todos los derechos e ingresos que
se gestionan desde los Servicios Territoriales, los cuales,
junto con los gestionados en los Servicios Centrales, que
se registran en SICCAL, dan lugar a la liquidación del
presupuesto de ingresos rendida.

Lo alegado ratifica la afirmación expresada en el
Informe.

La siguiente observación se refiere a diferencias entre
la ejecución del presupuesto de gastos que figura en el
sistema contable y la que resulta de los datos recogidos
en los mayores presupuestarios.

Sobre esta cuestión hemos de señalar que el sistema
de información de SICCAL contiene diferentes tipos de
informes para extraer los datos contenidos en el sistema,
informes que presentan características técnicas dife-
rentes. Esto hace que alguna de la información requerida
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sólo se obtenga a través de determinadas opciones de
menú. Sin embargo, esto no quiere decir que la infor-
mación contenida en el SICCAL sea errónea. Los
mayores presupuestarios, cuyos importes coinciden
plenamente con los de la Liquidación del Presupuesto
rendida, pueden obtenerse a través del “Detalle de Docu-
mentos

La alegación no desvirtúa el contenido del Informe
sino que pone de manifiesto una debilidad del sistema
ya que si existe una opción de mayores presupuestarios
ésta debe reflejar la realidad de los mismos y no tener
que acudir a otra opción par obtener la información
correcta.

Otra de las observaciones de este apartado es la
relativa a la existencia de cuentas que presentan saldos
contrarios a su naturaleza.

Los saldos existentes son debidos a criterios contables
que están siendo modificados o ya lo han sido. Tal es el
caso de los “Intereses a corto plazo de deudas”, cuyo
saldo fue regularizado en el ejercicio 2004. En el caso de
los “Proveedores de inmovilizado a corto plazo” y
“Terrenos y bienes naturales”, sus saldos serán regula-
rizados con la implantación en breve del nuevo módulo
de inventario. En cuanto a los “Créditos a corto plazo al
persona1”, se han realizado las consultas necesarias a los
centros gestores, con el fin de proceder a su regulari-
zación.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. Se detallan actuaciones poste-
riores al Informe provisional efectuadas con el fin de
subsanar lo expuesto en el mismo.

Respecto a la observación referida a la contabilización
en el SICCAL del grupo 0, “Cuentas de Control Presu-
puestario”, hemos de señalar que el objetivo de la conta-
bilización del grupo 0, es disponer de los datos de
ejecución presupuestaria en cada una de sus fases, desde
el momento de la elaboración del presupuesto hasta el
pago o el cobro, y éste está garantizado a través de la
Contabilidad Presupuestaria del Sistema de Información
Contable y de los estados de ejecución del mismo.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Continúa este apartado refiriéndose a los libramientos
a las Cortes de Castilla y León.

Sobre ellos, hemos de advertir que, de acuerdo con el
artículo 46 de la Ley 22/2002, de 27 de diciembre, de
Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y
León para el año 2003, se han realizado por la Consejería
de Hacienda sin justificación, en firme y por trimestres
anticipados” en los diferentes capítulos de gastos del
Presupuesto aprobado por las Cortes. Al final del
ejercicio, y debido a que dichos libramientos se
configuran patrimonialmente como transferencias, se
produce la reclasificación de los mismos, cuya cuantía

no tiene por qué coincidir con los gastos del presupuesto
liquidado por las Cortes, debido a que a través de los
libramientos se refleja la transferencia de fondos que la
Administración General realiza a favor de las Cortes y
no los gastos ejecutados por dicha Institución

Las Cortes liquidan su presupuesto de forma
autónoma, por lo que el importe de los gastos reflejados
en su Cuenta no tiene por qué coincidir con el importe de
los libramientos efectuados por la Administración
General, que son los reflejados en nuestra Cuenta
General

Si tal como se manifiesta en la alegación el libra-
miento de fondos a las Cortes refleja una transferencia
de fondos y no los gastos ejecutados por dicha Sección,
debería haberse presupuestado como transferencia y no
en los capítulos 1, 2, 4 y 6, lo que hubiese evitado la
reclasificación de los gastos realizada a fin de ejercicio.

Y respecto a la manifestación de que en la Sección
10 no tiene por que coincidir la liquidación del presu-
puesto con la aprobada por la Cortes no puede
admitirse ya que precisamente en la clasificación
orgánica de los presupuestos de la Comunidad tal
Sección se denomina “Cortes de Castilla y León “.

Por todo ello la alegación no desvirtúa el contenido
del Informe.

El siguiente epígrafe de este apartado, el g), hace refe-
rencia a la contabilización de las rectificaciones, anula-
ciones, insolvencias, prescripciones y otras causas de
baja relativas a los derechos pendientes de cobro.

Sobre ellas, como se ha manifestado anteriormente, se
están ultimando las pruebas de la nueva interfase entre el
SICCAL y el programa de Gestión Unificada de Ingresos
Autonómicos (GUIA), la cual permitirá realizar dichos
asientos de manera automática y con carácter regular a lo
largo del ejercicio.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. Se detallan actuaciones poste-
riores al Informe provisional efectuadas con el fin de
subsanar lo expuesto en el mismo.

En relación con las observaciones referidas a la conta-
bilidad de los acreedores y deudores, señalar que el
objetivo de las normas contables es reflejar fielmente los
importes pendientes de cobro y pago al final del
ejercicio, así como los cobros y pagos del mismo, distin-
guiendo si los mismos son del ejercicio corriente o de
ejercicios cerrados.

En este caso es más operativo no realizar cambios en
las cuentas de deudores o acreedores entre el ejercicio
corriente y los ejercicios cerrados, ya que sin hacerlo se
puede ofrecer la información del pendiente de pago o
cobro a 31 de diciembre, así como lo pagado o cobrado
en dicho ejercicio, pudiendo separar tanto en dichos
saldos acreedores y deudores así como en los pagos y
cobros, los que son de ejercicio corriente de aquellos



1308 26 de Septiembre de 2007 B.O. Cortes C. y L. N.º 12

otros que pertenecen a ejercicios cerrados y el ejercicio
al que estos pertenecen.

Por todo esto, se realizan los asientos manuales
globales de regularización sólo a final del ejercicio,
teniendo en cuenta tanto el saldo deudor como el saldo
acreedor de las cuentas de ejercicio corriente,
cumpliendo así con las normas previstas al respecto por
el Plan General de Contabilidad Pública.

El hecho de que sea más operativo su modo de
actuar y de que su sistema pueda ofrecer la infor-
mación sobre saldos acreedores y deudores pertene-
cientes al ejercicio corriente y a los ejercicios cerrados
no es suficiente para eludir la aplicación del PGCP de
Castilla y León. La alegación confirma lo manifestado
en el Informe, puesto que se incumplen las normas de
funcionamiento de estas cuentas.

La última observación de este apartado se refiere a la
falta de coincidencia entre los listados de la ejecución de
las “Fuentes de Financiación”.

Sobre este punto hemos de advertir que el módulo de
financiación afectada del SICCAL es un módulo
dinámico, acorde con la normativa reguladora de las
diferentes fuentes de financiación. Dicha normativa
permite variar la financiación de los programas, por lo
que la información de la financiación de los mismos
puede y debe variar también conforme se produce las
modificaciones en la financiación.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

II.3 RESULTADOS DEL ANÁLISIS DE LA
CUENTA DE LA ADMINISTRACIÓN GENERAL

II.3.1 CONTABILIDAD PRESUPUESTARIA

II.3.1.1. Modificaciones Presupuestarias

II.3.1.1.1. Modificaciones de las Dotaciones Iniciales

La primera parte del informe, referida a este punto. es
descriptiva. Se dedica a analizar las modificaciones de
crédito realizadas durante el ejercicio 2003, teniendo en
cuenta el número de expedientes por secciones, las modi-
ficaciones netas por capítulos, etc., sin separar el tipo de
modificaciones de crédito o la cuantía de las mismas.

La primera comparación que se hace es entre el
importe bruto de las modificaciones de crédito que,
según el informe, se eleva a 688.064.720 euros, y el
importe inicial del presupuesto. Para obtener el importe
bruto se suman las transferencias de créditos en origen y
en destino, los incrementos de crédito del presupuesto,
bien vía generación, incorporación, etc. y las minora-
ciones de crédito. Este importe total es difícil analizarlo
porque se han sumado datos heterogéneos, con lo que no
es posible su comparación con otras cifras referidas al
presupuesto.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. No se acepta la alegación ya
que no se trata de datos heterogéneos sino de importes
que modifican los aspectos cuantitativos y cualitativos
del presupuesto. En el Informe se refleja la suma de
todos los importes que son objeto de modificación en
los créditos del estado de gastos del presupuesto y ello
afecta tanto a las modificaciones cuantitativas como a
las cualitativas y, lógicamente, dentro de éstas los
créditos del estado de gastos modificados son tanto los
que aumentan su cuantía como los que la ven
disminuida.

En cuanto a las modificaciones de crédito no incluidas
en la relación remitida, correspondientes a la sección 10
- Cortes de Castilla y León - y 22 - Consejo Consultivo
de Castilla y León -, hemos de advertir que, respecto a la
primera no tenemos conocimiento de ninguna modifi-
cación. En, cuanto al Consejo Consultivo, se ha realizado
una transferencia de crédito, no incluida en la citada
relación referida a la Administración General, cuya copia
aportamos junto a las presentes alegaciones.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. No se acepta la alegación pues
las modificaciones de la Sección 10 Cortes de Castilla y
León resultan claras de su propia liquidación de presu-
puestos publicada en el Boletín Oficial de las Cortes de
Castilla y León nº 69, liquidación que, como integrante
de la liquidación de los presupuestos de la Adminis-
tración General, debía reflejar tal realidad.

La copia de la transferencia de crédito relativa al
Consejo Consultivo a que se refiere la alegación no ha
sido recibida en este Consejo.

El número de modificaciones se ha calculado
sumando, por cada expediente, los capítulos que han sido
aumentados o disminuidos. Esto ha de ser aclarado en el
informe, pues es un parámetro que no coincide ni con el
número de expedientes, que sería un dato más global, ni
con las partidas afectadas por modificaciones, que seria
el estudio más exhaustivo.

Se acepta la alegación por lo que se modifica el
Informe en el sentido de añadir que el nº de modifica-
ciones se ha calculado teniendo en cuenta la suma de
los capítulos aumentados o disminuidos en cada expe-
diente.

La suma de las modificaciones cualitativas del presu-
puesto; es decir, de aquéllas que no alteran la cuantía
global del mismo, sino que solamente trasladan crédito
de unas partidas a otras, asciende a 227.398.781 euros, lo
que significa el 3,2 % de los créditos iniciales. De ellos
202.822.828 corresponden a las transferencias de crédito
y suponen el 2,87 % del presupuesto inicial. El resto son
ampliaciones de crédito que se financian con dismi-
nución en otras partidas del presupuesto.

Por importes modificados, la Consejería de Educación
y Cultura es la que presenta más créditos transferidos
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ascendiendo los aumentos a 85.418.000 euros y las
disminuciones a 83.412.000, lo que supone un 4,94 % y
un 4,83 %, respectivamente, de los créditos iniciales. En
segundo lugar, por cuantías transferidas, la Consejería de
Industria, Comercio y Turismo, con 30.448.000 euros
incrementados (7,2 %) y 30.923.000 euros disminuidos
(el 7,3 %). Por último, la Consejería de Fomento, cuyas
transferencias positivas han alcanzado los 27.633.000
euros (el 6,17 %) de sus créditos iniciales, y las
negativas 27.901.000 euros (el 6,22 %).

La suma de las modificaciones cuantitativas; es decir,
aquéllas que varían el importe total del presupuesto, han
supuesto un aumento de 55 millones de euros, equiva-
lentes a un incremento del 0,78 % del mismo. De ellos,
por generación de créditos 66 millones de euros, un
0,93 %, por incorporación de remanentes procedentes de
la liquidación del ejercicio anterior 77 millones de euros,
un 1,09 %, y por minoración de créditos se ha reducido
en 89 millones de euros, el 1,25 %.

Respecto al análisis del total de modificaciones por
capítulos, considerando tanto las cualitativas como las
cuantitativas, cabe decir que la reducción del capítulo 8,
activos financieros, por importe de 1.263.000 euros,
corresponde, casi en su totalidad, a los préstamos a largo
plazo a empresas privadas previstos por la Consejería de
Agricultura y Ganadería para obras complementarias de
reforma agraria. Estos fueron solicitados por importe
inferior al consignado, por lo que su excedente se
transfirió a inversiones y transferencias de capital del
programa de producción agraria.

El análisis de las modificaciones en las inversiones
reales y transferencias de capital de hacerse de forma
conjunta por tratarse ambas de las operaciones de capital,
es decir, las inversiones realizadas, bien sea directamente
o indirectamente a través de otros agentes económicos.
Así, las operaciones de capital se han incrementado en 9
millones de euros, el 0,5 % de sus créditos iniciales,
apreciándose un trasvase de las inversiones directas a las
indirectas. Respecto al capítulo 2, destinado a gastos
corrientes en bienes y servicios, sus aumentos más signi-
ficativos corresponden a gastos de mantenimiento de
centros docentes no universitarios, transporte escolar y
extensión de la sociedad de la información.

Por secciones, las reducciones más significativas
corresponden a:

La Política Agraria Común, con la finalidad de
adaptar su cuantía a la efectivamente concedida. La
reducción supone el 3,2 % del total de esta sección.

La Deuda Pública, con 12,7 millones de euros que
corresponden a un menor devengo de intereses por
mejoras en las condiciones de financiación del endeuda-
miento respecto de las previstas inicialmente.

La Consejería de Medio Ambiente, con una reducción
de 10.700.000 euros, el 3 % de sus créditos iniciales, que
afectan casi en su totalidad al Fondo de Cohesión, por el
reajuste de las anualidades programadas.

Por otra parte, los aumentos más significativos corres-
ponden a:

Industria, Comercio y Turismo, cuyo incremento más
importante se produce por la incorporación de rema-
nentes del ejercicio anterior, destinado fundamen-
talmente a inversiones en empleo e incentivos a la
inversión privada.

Educación y Cultura. Su aumento se debe a genera-
ciones de crédito finalista para mejoras en la enseñanza e
incorporaciones de remanente para gastos de funciona-
mientos de los centros docentes.

Agricultura y Ganadería. Su incremento se ha
producido por incorporación de remanentes que se han
destinado a inversiones en transformación v comerciali-
zación de productos agrarios y por generación de
recursos finalistas, procedentes del Ministerio de Agri-
cultura, cuyo destino ha sido el de mejorar la industriali-
zación agraria, la sanidad ganadera, etc.

Los aumentos del capítulo 8 del presupuesto de
ingresos se corresponden con la incorporación del
remanente de tesorería resultante de la liquidación del
presupuesto de 2002. Evidentemente, éste no figura en
los créditos iniciales aprobados.

La exposición anterior es descriptiva y no desvirtúa
el contenido del Informe.

III.3.1.1.2. Financiación de las modificaciones

En este apartado se trata de analizar la financiación de
las modificaciones de créditos cuantitativas, no cuali-
tativas, ya que estas últimas, por su definición, se
financian con reducción en otros créditos.

Las generaciones de crédito por aportaciones
públicas, fundamentalmente del Estado.

Las incorporaciones, financiadas con el remanente de
tesorería positivo.

Esta alegación ratifica el contenido del Informe.

III.3.1.1.3. Legalidad en la tramitación

De las debilidades comentadas se hacen las siguientes
apreciaciones:

a) Sobre la incidencia en los objetivos del gasto. El
análisis del cumplimiento de objetivos es complejo. Es
muy arriesgado decir que la reducción del crédito en una
aplicación presupuestaria supone la no consecución de
los objetivos que, además, se marcan a nivel de
programa o subprograma.

Simplemente apuntar como ejemplo que, si una
partida presupuestaria del capítulo 7 está destinada a
subvencionar un tipo de actuación, se realiza la convo-
catoria pública para solicitar dicha subvención y el
número de peticiones es inferior a la prevista, la
reducción del crédito sobrante no supone en absoluto la
no consecución de los objetivos, máxime si es trans-
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ferido a otra partida dentro del mismo subprograma y
refuerza otra línea de actuación cuyo objetivo es el
mismo.

En otras ocasiones, la mejora en aspectos de la gestión
puede llevar a un ahorro de recursos sin menoscabo en
los objetivos, etc. Por ello, no existe una relación directa
y simple entre la reducción de una partida presupuestaria
y la no consecución de los objetivos de un programa y,
además, para hacer un mínimo análisis de este aspecto es
necesario tener en cuenta no sólo el origen de la transfe-
rencia de crédito, sino también el destino, ya que, en la
mayoría de los casos, el traslado se produce entre
créditos del mismo subprograma y dentro de operaciones
de capital, por lo que los objetivos del, mismo no se ven
afectados. En esta situación se encuentran la mayor parte
de los expedientes analizados (6-T, 11-T, 25-T, 111-T y
190--T).

En relación al expediente 145-T, se trata de una,
transferencia de fondos de la Consejería de Industria,
Comercio y Turismo a la ADE por medio de una partida
consolidable. Está unida a la generación 2-G/ADE/2003,
por la que se incrementan créditos para promover
iniciativas destinadas a la creación de empresas y para la
mejora de actividades que contribuyan al desarrollo
económico de la Comunidad. Uniendo el origen de la
transferencia y el destino de la generación, los objetivos
no se ven afectados.

Por último, los expedientes 112-T. 142-T y 195-T
reducen las operaciones de capital de un programa y, en
parte, incrementan operaciones corrientes y de capital
del mismo programa. De esta circunstancia no se puede
deducir que no se cumplan los objetivos. Habría que
tener mucha más información para hacer dicha afir-
mación. Esta información sí que la tiene el centro gestor,
quien afirma la no afectación de los mismos.

No se acepta la alegación pues en ningún caso se
pronuncia el Informe sobre el incumplimiento de
objetivos.

En el Informe se expone que en todos los expe-
dientes referidos se afirma la falta de incidencia en los
objetivos de gasto a pesar de la modificación producida,
afirmación que no ha sido motivada en ninguno de
ellos.

La importancia de la modificación porcentual en
algunos conceptos de gasto presupone que, salvo justi-
ficación, existirá algún tipo de incidencia en los
objetivos del gasto.

De acuerdo con el artículo 101.1 de la ley 7/1986, de
la Hacienda de la Comunidad Autónoma de Castilla y
León, y con la Orden, de 22 de mayo de 2002, por la
que se dictan normas para la elaboración de los presu-
puestos para 2003, el sistema de presupuestación actual
exige el asignar a cada programa y subprograma de los
presupuestos de la Comunidad distintos objetivos y acti-
vidades así como los indicadores necesarios para el
seguimiento del grado de cumplimiento de los objetivos.

Entendiendo por objetivos de gasto los objetivos
asignados a cada programa y subprograma en el
sistema de presupuestación seguido, el tener inci-
dencias en los objetivos de gasto no significa incumpli-
miento de los mismos sino que se cumplan en diferente
grado al previsto o realizando otras actividades
distintas a las asignadas al objetivo.

b) Los dos expedientes examinados de ampliación de
créditos se refieren a créditos transferidos por la
Consejería de Sanidad y Bienestar Social a la Gerencia
de Servicios Sociales y a la Gerencia Regional de Salud,
respectivamente, a través de partidas consolidables cuyo
destino, dentro del presupuesto de cada una de las
Gerencias, es otra partida ampliable. Para transferir
fondos de la Administración General, a una entidad se
lleva a cabo una transferencia o ampliación dentro de los
créditos de la Administración General, incrementando
una partida consolidable de gastos. Posteriormente se
efectúa una generación o ampliación de créditos en
dicha, entidad, en la que se incrementa una partida
consolidable de ingresos y, al mismo tiempo, la partida
de gastos donde se desea transferir el crédito desde la
Administración General. Estos expedientes selec-
cionados están relacionados con el 4-A/GSS/2003 y el 4-
-A/GRS/2003, respectivamente. Por todo ello, la trami-
tación de ambos expedientes se ha ajustado a la
legalidad, sin acusarse debilidad alguna.

No se acepta la alegación pues la modificación
operada lo es entre secciones de la Administración
General y es a las partidas afectadas por estas modifi-
caciones a las que se refiere el artículo 15 de la Ley
22/2002 de Presupuestos de la Comunidad de Castilla y
León para 2003.

II.3.1.2. Ejecución del Presupuesto de Gastos

En cuanto a las obligaciones reconocidas en el
ejercicio para la Sección 10, relativa a las Cortes de
Castilla y León, se ha cumplido con lo establecido en el
artículo 46 de la Ley 22/2002, de 27 de diciembre, de
Presupuestos Generales de la Comunidad de Castilla y
León para el año 2003, que establece que “las dotaciones
presupuestarias de las Cortes se librarán por la
Consejería de Hacienda sin justificación, en firme y por
trimestres anticipados”. El reconocimiento de dichas
obligaciones refleja la transferencia de fondos que la
Administración General realiza a favor de las Cortes y
no los gastos ejecutados por dicha Institución.

Si tal como se manifiesta en la alegación el libra-
miento de fondos a las Cortes refleja una transferencia
de fondos y no los gastos ejecutados por dicha sección,
debería haberse presupuestado como transferencia y no
en los capítulos 1, 2, 4 y 6.

Respecto de las obligaciones de ejercicios anteriores
imputadas al presupuesto de 2003, se aportan copias de
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los Acuerdos de la Junta de Castilla y León reconociendo
las correspondientes obligaciones.

Con la alegación se aportan copias de los acuerdos
de la Junta de Castilla y León, reconociendo las corres-
pondientes obligaciones, por lo que se procede a
modificar el párrafo en el Informe.

II.3.1.3. Ejecución del Presupuesto de Ingresos

Respecto a las salvedades detectadas en relación con
la contabilización de los ingresos se señala que la
Comunidad ha reconocido los derechos vinculados a
fuentes de financiación en función de las obligaciones
reconocidas que van a ser financiadas con dichos
recursos finalistas, con el límite de la anualidad de la
fuente de financiación.

El razonamiento sobre el que se sustenta este criterio
de reconocimiento de los derechos es el siguiente:

Existe una interrelación entre las partidas de ingresos
que recogen una determinada financiación afectada con
las partidas de gasto que contienen la naturaleza del
gasto a financiar.

La justificación al ente financiador se producirá en el
momento de la ejecución de ese gasto, que coincide con
el momento del reconocimiento de la obligación.

Ello posibilita hacer depender la contracción del
derecho a la cuantía equivalente del reconocimiento de la
obligación, ya que es lo que permitirá su justificación y
la recepción de los fondos respectivos. Así, se desliga el
momento de la contracción de los derechos de la mayor
o menor diligencia o de la posibilidad del ente finan-
ciador en el reconocimiento de la obligación a favor del
ente financiado, evitando así el posible efecto negativo
sobre el resultado presupuestario del ejercicio (la conta-
bilidad presupuestaria implantada por las Instituciones
Europeas únicamente refleja las actuaciones relativas al
compromiso de los créditos y su liquidación y pago, no
existiendo una fase análoga a la del reconocimiento de la
obligación).

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. La alegación sólo explica el
criterio seguido, lo que debería haberse recogido en la
memoria tal como se ha manifestado en el Informe.

II.3.2. SITUACIÓN PATRIMONIAL
BALANCE

II.3.2.1. Activo

II.3.2.1.1 Inmovilizado

a) Inmovilizado Material e Inmaterial

Sobre la base de la regulación que del Inventario
General de Bienes y Derechos de la Comunidad se
establece en la Ley 6/ 1987, de Patrimonio de la
Comunidad, se indica que en 2003 no había implantado

un registro de inventario de los bienes y derechos de su
inmovilizado material e inmaterial.

En este punto, cabe indicar que en el informe de 13 de
abril de 2005, remitido con las relaciones de altas, bajas
y variaciones en el Inventario General y operaciones de
gestión patrimonial, realizadas por el Servicio de
Patrimonio durante el año 2003, se detallaba cual era la
situación del citado inventario en este momento.

Así se indicaba que se había iniciado por parte de la
Comunidad la implantación de un nuevo sistema infor-
mático - contable que, en lo que a Inventario se refería,
suponía una nueva herramienta informática que, dentro
del Sistema de Información Contable de la Junta de
Castilla y León (SICCAL 2), introduce un módulo de
activos fijos - AM, que recoge el Inventario General y
posibilita su enganche contable.

Iniciada la instalación del módulo en 2001, por el
Servicio de Patrimonio se realizó la carga manual de los
datos del Inventario antiguo de bienes inmuebles, sin
ningún tipo de depuración previa, con la única pretensión
de evitar la pérdida de datos. A. consecuencia de esta
actuación, se pusieron de manifiesto errores a subsanar y
modificaciones que se han ido efectuando a medida que
continuaba el desarrollo de la aplicación informática:
separación en todos los inmuebles de terrenos y cons-
trucciones, creación del activo estadístico como
definidos de inmuebles y agrupador de activos, asig-
nación de nuevas codificaciones a todos los elementos
del Inventario como consecuencia de todas estas actua-
ciones.

Pero en todo momento, a lo largo de este proceso, se
ha dispuesto de un registro más o menos completo del
Inventario de Bienes y Derechos, en lo referente a bienes
inmuebles y derechos patrimoniales sobre los mismos
(contratos de arrendamiento). Así, en las relaciones de
altas, bajas y variaciones producidas durante el ejercicio
2003 en el Inventario, se indica entre otros apartados, el
dato correspondiente a su número de Inventario y se
remitieron conjuntamente las fichas de Inventario de
todos aquellos bienes afectados por alguno de esos movi-
mientos y en las que se reflejan sus datos de numeración,
denominación y localización, descripción, adquisición,
datos registrales y catastrales, destino, situación jurídica
y valoración.

Se acompañan como anexo I las tablas con las codifi-
caciones correspondientes a los distintos campos de
datos que se incluyen en los activos incluidos en el
Inventario General.

Paralelamente a la implantación del módulo, se
abordó desde el año 2000, la actualización del Inventario
(dadas las carencias y falta de datos del Inventario inicial
y debido a la escasa documentación remitida por el
Estado, formado básicamente a partir de los datos de los
distintos Reales Decretos de Transferencia y arrenda-
mientos que se iban contratando) y la valoración de
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todos los bienes inmuebles incluidos en el mismo que
era, una de las carencias mas graves que tenía ese
inventario y que resultaba imprescindible de cara al
enganche contable proyectado. Se excluyen de estos
trabajos los bienes arrendados (cuyos datos eran
bastantes completos dada la naturaleza de estos bienes) y
los Montes de utilidad pública, las carreteras y las vías
pecuarias cuyo inventario corresponde a las Consejerías
competentes por razón de la materia y cuya integración
en el Inventario General se producirá cuando la apli-
cación informática resulte plenamente operativa.

Se optó por realizar el trabajo de forma separada en
cada una de las provincias de la Comunidad y mediante
la celebración de contratos de consultoría y asistencia
técnica.

Como resultado de los trabajos, se pretendía obtener,
respecto de cada uno de los inmuebles analizados, un
expediente de inventario en el que se incluían sus datos
básicos reflejados en la respectiva ficha, de activo, docu-
mentación complementaria, información registral
mediante nota simple, datos catastrales, certificado de
valoración referido al valor de mercado, planos y foto-
grafías. Toda la información debía también grabarse en
las especificaciones técnicas que permitieran el posterior
volcado de los datos en la aplicación informática de
Inventario.

La empresa Tinsa ha realizado los trabajos de actuali-
zación y valoración de los bienes inmuebles y derechos
de la Comunidad en la provincia de Segovia; Valtecnic,
S.A. las de las provincias de Ávila, Soria, Zamora,
Salamanca, y Palencia (en estas dos últimas provincias
se están comprobando los trabajos entregados) y Alía
Tasaciones las de león, Burgos y Valladolid (esta última
en fase de comprobación).

Copia de los Pliegos de Prescripciones Técnicas de
todos los concursos tramitados, ha sido remitida, en
diciembre pasado, al Consejo de Cuentas.

Hasta diciembre de 2003, se habían actualizado y
valorado los bienes inmuebles y derechos de las
provincias de Ávila, Segovia, Soria, Zamora y León,
aunque no se volcaron los datos de forma inmediata,
pues se continuaba trabajando en el diseño definitivo de
la aplicación.

Con posterioridad han finalizado los trabajos en la
provincia de Burgos y el pasado diciembre de 2005, se
han entregado los trabajos de las provincias de
Valladolid, Salamanca y Palencia, que se están
comprobando en el momento actual, para el posterior
volcado de datos.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. Se detallan actuaciones
realizadas en relación con la implantación de un nuevo
sistema informático-contable y de actualización y valo-
ración de los bienes inmuebles incluidos en el mismo.

Por otro lado, también se indica en el Informe Provi-
sional del Consejo de Cuentas, que a documentación
aportada no responde al contenido mínimo de inventarío
al faltar entre otros datos, la valoración de los bienes. Se
señala respecto del fichero de datos remitido, que en el
mismo sí constan valorados, tanto el suelo como las
construcciones, así como el titulo de adquisición, sin que
aparezca en esta columna ninguna mención a los
derechos de arrendamiento y que tampoco se hace refe-
rencia al motivo de las bajas.

En este sentido, hay que indicar que solicitada por el
Consejo de Cuentas, copia del Inventario General de
Bienes y Derechos a 31 de diciembre de 2003, e
informado de la situación anteriormente expuesta de
implantación del módulo y de actualización de datos y
valoración de los bienes inmuebles, se remitió un listado
general del Inventario General de Bienes y Derechos de
la Comunidad, que a fecha 31 de diciembre de 2003
incluía más de 2.700 inmuebles con un total de aproxi-
madamente 5.900 activos registrados. Este listado era
puramente informativo de los bienes que formaban el
Inventario.

Tanto los expedientes de inventario, como la apli-
cación informática están en todo momento a disposición
del Consejo de Cuentas y han sido analizados en la visita
realizada a esta Consejería.

Además se han remitido a petición del Consejo de
Cuentas y respecto de los bienes inmuebles listados de
cesión de uso (con la advertencia de que esta relación no
se puede limitar por fechas) cesiones de propiedad,
adscripciones y arrendamientos.

Por último, indicar que el fichero en formato Excel.
(*.xls) incluye las columnas correspondientes a los
requerimientos solicitados (nº de activo fijo, denomi-
nación, destino, consejería, fecha de alta, fecha de baja,
valor del suelo, valor de la construcción, provincia,
municipio, domicilio y modo de adquisición) ya que al
tomar sus datos del sistema de información de la apli-
cación informática, podría contener cualquiera de los
campos que se incluyen en los activos.

Para atender a las solicitudes planteadas por el
Consejo de Cuentas en su informe provisional, se remite
nuevo fichero en el que, además de los datos anteriores,
se incluye la clase de activo y el tipo de baja, con la
advertencia de que los arrendamientos se incluyen en el
Inventario, con una clase de activo diferente al resto de
inmuebles registrados, incluyéndose con la clase de
derechos patrimoniales (Z02AROI) tipo de derecho real:
Arrendamiento, y que sus datos no han sido excluidos en
ninguno de los listados remitidos al Consejo de Cuentas.

Con referencia a las salvedades relativas a la contabi-
lización del inmovilizado, significar que actualmente la
Comunidad está ultimando en el Sistema de Información
Contable el módulo que permitirá el enlace del
Inventarío con la contabilidad patrimonial. A partir de
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dicho momento, la dotación anual de la amortización se
efectuará en función de la vida útil de cada uno de los
bienes concretos y se registrarán las operaciones
derivadas del patrimonio obtenido, recibido o entregado
en cesión o adscripción.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Se hacen afirmaciones en esta alegación que corres-
ponden a comunicaciones posteriores a la finalización
del trabajo y relativas a la fiscalización específica del
Inmovilizado Material del ejercicio 2003 que se está
efectuando en el momento en que se contestan las
presentes alegaciones.

Se aporta nueva documentación, consistente en un
CD con un fichero conteniendo el Inventario de Bienes
Inmuebles y Derechos sobre los mismos a 31 de
diciembre de 2003 así como las tablas de códigos exis-
tentes en la actualidad para la información sobre los
mismos. Se modificará el informe incluyendo la refe-
rencia al inventario físico aportado en este fichero.

b) Inmovilizado Financiero

En relación con las observaciones referidas a las parti-
cipaciones correspondientes a las sociedades
ARFOREST, S.A. y ASCALENA S. A., hemos de
advertir que dichas sociedades se encontraban a 31 de
diciembre de 2003 en proceso de extinción, siendo el
valor teórico de la participación de la Comunidad igual a
cero a dicha fecha, motivo por el cual se encontraba
contabilizada una provisión por el total de la partici-
pación ostentada por la Comunidad.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. Sólo se advierte sobre el hecho
de que dichas sociedades se encontraban a 31 de
diciembre en 2003 en proceso de extinción.

Con respecto a los comentarios realizados en relación
con la rúbrica de “Otras inversiones y créditos a largo
plazo” “Créditos a Corto y plazo”, como ya se expuso en
los comentarios a las limitaciones de la fiscalización,
esta Consejería se ha puesto en contacto con los centros
gestores para obtener información acerca de la compo-
sición de las cuentas de esta rúbrica, con el fin de
proceder a la regularización de las mismas.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. Se detallan actuaciones poste-
riores al Informe provisional efectuadas con el fin de
subsanar lo expuesto en el mismo.

En contestación, a la observación formulada por el
Consejo de Cuentas, relativa a los anticipos concedidos
al personal por Consejería de Hacienda en el año 2003,
se remite como anexo II cuadro de control mantenido por
el Servicio de Personal y Asuntos Generales, relativo a
los créditos de anticipos al personal concedidos, y los
saldos pendientes de reintegro a 31 de diciembre de
2003.

Mensualmente se procede a descontar en la nómina
correspondiente la parte de cuota resultante para
amortizar el anticipo, por lo que el control al que se hace
referencia en el párrafo anterior es imprescindible para
poder materializar la devolución puntual por parte de
cada empleado.

No se admite dicha alegación ya que el Informe
provisional se emitió con los datos aportados por la
Comunidad Autónoma (Nota Interior del Servicio de
Personal y Asuntos Generales de la Consejería de
Hacienda en el que se hace constar que “No tenemos
conocimiento de los saldos pendientes a la fecha soli-
citada” en relación con los anticipos concedidos al
personal de esa Consejería), y la documentación que se
aporta con las alegaciones, se recibe en un simple folio
sin ningún tipo de firma ni autenticación.

II.3.2.2 Deudores

II.3.2.2.1 Deudores Presupuestarios

Sobre las observaciones realizadas en relación con las
cuentas “IVA Repercutido”, “Proveedores de Inmovi-
lizado a corto plazo” e “Intereses a corto plazo de
deudas”, se formulan las siguientes alegaciones:

Como ya se ha expuesto anteriormente, el saldo de las
cuentas de “IVA Repercutido” y de “Intereses a corto
plazo de deudas”, han sido regularizados en el ejercicio
2004, mientras que el saldo de la cuenta de “Proveedores
de Inmovilizado a corto plazo” será regularizada con la
implantación en el SICCAL del módulo de inventario.

Esta alegación ratifica el contenido del Informe.

En relación con la observación que hace referencia a
la solicitud de una relación nominal de deudores cuanti-
ficada expresando la antigüedad de los mismos, que no
se ha aportado durante la fiscalización de la Cuenta,
hemos de señalar que dicha información figura en la
Cuenta General, salvo aquellos deudores que lo son por
operaciones de carácter tributario, que figuran en la
Cuenta General agrupados por ejercicio y concepto
presupuestario dado su elevado número. Dichos
deudores figuran individualizados en la contabilidad de
cada Servicio Territorial de Hacienda.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Como última observación de este apartado se hace
constar en el Informe que las deudas aparecen en la
relación nominal por su importe principal en vía
voluntaria en lugar del importe una vez apremiada.

Sobre este punto hemos de señalar que se refleja el
importe de la deuda apremiada; si bien, cuando no se
conoce el inicio de la vía ejecutiva, se refleja el importe
del principal.

No se admite la alegación por no desvirtuar el
contenido del Informe. Este hace referencia al análisis
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de los saldos más antiguos de la relación de deudores y
la alegación pone de manifiesto una debilidad de
control interno que se traduce en una infravaloración
de las deudas.

II.3.2.2.2 Deudores no Presupuestarios

Se observa en este apartado que el saldo de la cuenta
“Pagos anticipo coste de recaudación”, por importe de
16.397,57 euros, debería haber sido objeto de regulari-
zación.

Sobre este punto, decir que dicho saldo ha sido regu-
larizado en el ejercicio 2004.

Esta alegación ratifica el contenido del Informe.

Asimismo se advierte que los saldos de las cuentas
55513000, “Pagos pendientes de aplicación por indemni-
zación animal (León)” y 55517000 “Pagos pendientes de
aplicación por indemnización animal (Soria)”, debería
haber sido objeto de regularización.

De igual forma que en el caso anterior, los
mencionados saldos han sido regularizados en el
ejercicio 2004.

Esta alegación ratifica el contenido del Informe.

II.3.2.3. Tesorería

En el tercer párrafo y siguientes de este apartado, se
hace referencia a las cuentas financieras que los centros
y dependencias de la Administración General de la
Comunidad de Castilla y León mantienen abiertas en las
distintas entidades financieras, indicándose que la
Comunidad ha comunicado la existencia de 1812
cuentas.

Esta afirmación no es correcta ya que el número de
cuentas que se indicaron por la Tesorería General fue de
1814. Analizada esta diferencia se observa que:

En la relación de cuentas suministrada al Consejo
figuran dos de ellas con la misma codificación, 3078-
0013-67-1080525627. Es decir, en dos cuentas abiertas
en la Caja Rural de Segovia, una para la gestión de los
anticipos de caja fija, y otra como cuenta de fondos a
justificar se indicó erróneamente la misma numeración
para ambas, cuando en realidad el código de la cuenta de
fondos a justificar es el 3078-0013-69-1080518622. Por
tanto, no se trata de una cuenta duplicada sino que son
dos cuentas diferentes con un error en la codificación de
una de ellas, ya que todos los demás datos de la cuenta
de fondos a justificar indicada son correctos.

No se ha tenido en cuenta a efectos del cómputo la
cuenta de la Oficina Liquidadora de Valmaseda.

Asimismo, en el Informe se especifica que las
entidades bancarias han comunicado la existencia de 864
cuentas.

Ante esta circunstancia sólo cabe reiterar la existencia
de las 1.814 cuentas que fueron declaradas inicialmente
por la Comunidad, a la vez que atribuir este hecho a

posibles errores o deficiencias en la información sumi-
nistrada por las propias entidades financieras.

En el Informe se han estimado como declaradas por
la Comunidad 1.812 cuentas debido a:

1. - Que tal y como se reconoce en la propia
alegación, la cuenta que figuraba en los tipos de cuenta
“Pagos a Justificar” y “Anticipos de Caja Fija” tenía la
misma numeración, por lo que no entrando en cues-
tiones de legalidad de su funcionamiento se estimó una
única cuenta.

2. - Que la cuenta de la Oficina Liquidadora de
Valmaseda no figuraba en la relación de “Cuentas de
Tesorería”.

Teniendo en cuenta la existencia de error numérico
en la cuenta referida en la primera parte de la
alegación y al haber localizado en el listado parcial
relativo a “Cuentas Tesoreras Restringidas de Oficinas
Liquidadoras” la cuenta omitida en la relación de
“Cuentas de Tesorería”, se procede a sustituir el
número de 1.812 por el de 1.814 en el Informe.

En este mismo epígrafe se recoge que existen 119
cuentas cuyos saldos no coinciden, si bien se indica que
se aportó la conciliación correspondiente a 22 de estas
cuentas.

Sobre este punto conviene informar que las concilia-
ciones aportadas se refieren a cuentas tesoreras de la
Comunidad, y que el, resto de cuentas, es decir, 97
corresponden en su mayoría a cuentas de anticipos de
caja fija sobre las que se le ha proporcionado al Consejo
tanto sus saldos bancarios, como sus saldos contables.

En este sentido hay que manifestar, contrariamente a
lo aseverado en el Informe, que de la documentación
adicional facilitada por el Consejo, se aprecia que los
saldos bancarios de estas cuentas si son coincidentes con
los remitidos al Consejo por las entidades financieras.
Por el contrario, donde se pueden apreciar lógicas dife-
rencias es al comparar los saldos contables con los saldos
bancarios de cada una de estas cuentas al 31 de
diciembre de 2003, como consecuencia, de su propia
naturaleza y funcionamiento.

La alegación no puede ser tomada en consideración
al no desvirtuar el contenido del Informe Provisional,
pues en la propia alegación manifiesta las diferencias
entre saldos contables y bancarios en las cuentas de
Anticipos de Caja Fija.

Finalmente, también se declara en el Informe que
existen 69 cuentas confirmadas por las entidades
bancarias, y que no figuran en la relación de la
Comunidad, de las cuales, 24 son cuentas de préstamos o
créditos, 1 corresponde a avales, 3 se han cancelado a lo
largo del ejercicio, 1 corresponde al Servicio Territorial
de Medio Ambiente de Palencia, 12 corresponden a
Recaudación Entidad Colaboradora, a las que se añaden
28 restantes.
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En lo concerniente a este aspecto conviene efectuar
las siguientes precisiones:

Con respecto a las 24 cuentas de préstamos o créditos,
hay que indicar que en ningún caso se trata de cuentas
abiertas por la Comunidad, sino de cuentas habilitadas
directamente por las propias entidades financieras. Por
tanto, sin autorización previa del Órgano competente de
la Administración de la Comunidad, y motivado segu-
ramente por exigencias de su propia operatoria interna
con el fin de reflejar los movimientos derivados de, las
operaciones de préstamos concertadas con la
Comunidad. Este hecho justifica su no inclusión en la
relación de cuentas facilitada a ese Consejo.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe y es la Comunidad quien debería
aclarar la situación con las Entidades Financieras.

Con relación a la cuenta denominada como de
“avales”, se ha comprobado que esta cuenta no es de titu-
laridad de la Administración de la Comunidad sino que
figura a nombre de la empresa pública Parques Tecno-
lógicos de Castilla y León. Se adjunta documentación
acreditativa de este hecho, que justifica que no figure en
la relación de cuentas de la Administración General.
(Anexo T1).

Respecto de dicha cuenta, comunicada por la
entidad financiera como perteneciente a la Adminis-
tración General de la Comunidad, se ha verificado a la
vista del Anexo T-1 facilitado en estas alegaciones, que
corresponde al Parque Tecnológico de Boecillo S.A.,
por lo que se acepta la alegación y se modifica el
Informe.

Se alude también a que la diferencia se debe a 3
cuentas que se han cancelado a lo largo del ejercicio.
Conviene poner de manifiesto que esta información ya se
proporcionó al Consejo de Cuentas en su labor de fiscali-
zación. Así, dos de éstas cuentas se encuentran en la
relación denominada “cuentas de la Administración
General cerradas durante 2003” y una en la relación de
“cuentas canceladas en el año 2003” correspondientes a
Centros Docentes Públicos no Universitarios. (Anexo T2
y T3).

Comprobado lo alegado, se acepta la alegación y se
modifica el Informe.

Por lo que respecta a la cuenta asociada al Servicio
Territorial de Medio Ambiente de Palencia, es necesario
precisar que aunque figura abierta con el CIF de la Junta
de Castilla y León, esta cuenta corresponde a la
Comisión Provincial de Montes de Palencia. Por lo tanto,
es titularidad de un órgano que no forma parte de la
Administración de la Comunidad, y obviamente, los
fondos situados en la misma no forman parte del Tesoro
de la Comunidad. Se han llevado a cabo gestiones para la
subsanación de esta, incidencia, y así, el pasado mes de
noviembre se cursó escrito para que se procediera a su
corrección. (Anexo T4).

La alegación ratifica lo manifestado en el Informe.

Asimismo se indica que la discrepancia se debe
también a 12 cuentas que corresponden a “Recaudación
Entidad Colaboradora”. En primer lugar, todo parece
indicar que existe un error en el citado informe provi-
sional, puesto que el número de cuentas de este tipo que
han, proporcionado las entidades financieras es de 28,
que a su vez, coincide con el número de cuentas que el
citado informe califica como “restantes”. En segundo
lugar, se ha de manifestar que este tipo de cuentas no se
incluyeron en la relación facilitada debido a que se
siguió el mismo criterio que se hubo acordado con el
Tribunal de Cuentas. No obstante, considerando los
requerimientos del Consejo de Cuentas se incluirán
dentro de las futuras relaciones que se le faciliten.

Por último, en lo referente a las cuentas “restantes”, y
sin olvidar la consideración sobre su cuantía efectuada,
en el apartado anterior, se ha de señalar que esta discre-
pancia numérica puede deberse principalmente a
pequeños errores cometidos al indicar en la relación el
código de las mismas, a que se trate de cuentas internas
de las propias entidades, así como a una cuenta que fue
cancelada en 2005.

En relación con estos dos últimos puntos se adjunta
(anexo T5) un resumen explicativo de las diferencias
detectadas entre la información facilitada por las
entidades financieras y la proporcionada por la
Comunidad, que ya fue suministrado en la fase de fisca-
lización, así como documentación acreditativa.

No se acepta la alegación ya que de las cuentas
comunicadas por las entidades financieras y no rela-
cionadas por la Comunidad 12 corresponden, según las
propias entidades financieras, a “Recaudación Entidad
Colaboradora”. No obstante, se modificará el Informe
añadiendo que, según manifiesta la Comunidad, de las
28 cuentas 16 corresponden a Recaudación Entidad
Colaboradora, e indicando el importe conjunto que las
mismas representan.

Respecto al Anexo T5 y a la documentación que se
acompaña, dicha información no ha sido suministrada
a este Consejo hasta el período de alegaciones. El resto
de manifestaciones no desvirtúa el contenido del
Informe.

II.3.2.4. Pasivo

II.3.2.4.2 Acreedores

a) Acreedores no financieros

Se ponen de manifiesto en este apartado del Informe
una serie de limitaciones y salvedades en relación con
los saldos acreedores.

Sobre esta cuestión hemos de señalar que con respecto
a los saldos acreedores más antiguos, se ha realizado un
análisis de los mismos, procediendo a dar de baja en el
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ejercicio 2005 aquellos que se encuentran en situación de
prescripción.

La alegación ratifica lo manifestado en el Informe.

Continúa el Informe realizando observaciones sobre
las operaciones registradas en las cuentas de acreedores
extrapresupuestarios, tanto en materia de IVA como de
IRPF. En este apartado, y por lo que respecta a la conta-
bilización del impuesto sobre el Valor Añadido, se ha
diseñado en el ejercicio 2004 un procedimiento contable
mediante el cual se han empezado a recoger en rúbricas
específicas tanto el IVA repercutido como el IVA
soportado deducible, mediante los correspondientes
asientos en la contabilidad financiera. Además, a
comienzos de este ejercicio, se ha implantado un proce-
dimiento en el SICCAL que permite contabilizar de
manera automática este impuesto a medida que se
registran los documentos presupuestarios, sin tener que
hacer a posteriori los asientos referidos en la conta-
bilidad financiera.

Las alegaciones remitidas ratifican lo señalado en el
Informe.

En materia de retenciones por IRPF y en relación con
la diferencia entre el modelo 111 de retenciones de
rendimientos del trabajo personal y la contabilidad de
dichas retenciones, tenemos que hacer constar que el
modelo 111 está compuesto por el saldo de la cuenta
47510000 “Hacienda Pública, acreedora por retenciones
practicadas de IRPF” y por las retenciones de IRPF prac-
ticadas por los Habilitados en la cuentas de Fondos a
Justificar (Cuenta 47511000). El importe de las reten-
ciones de IRPF de Fondos a Justificar ascendió a
61.715,47€ en el período 12/2003. La diferencia entre
62.324,26 € y 61.715,47€, que asciende a 608,79 €
corresponde a correcciones contables efectuadas en el
ejercicio 2003 y que están regularizadas en el resumen
anual de retenciones e ingresos a cuenta, “Modelo 190”.

Se admite parcialmente la alegación puesto que no
se había tomado en consideración la cuenta 47511000,
por lo que se modifica el Informe teniendo en cuenta
su saldo.

La última observación de este apartado hace refe-
rencia a las retenciones de IRPF efectuadas por la Admi-
nistración General, afirmando que suma de las liquida-
ciones trimestrales no coincide con la declaración-liqui-
dación resumen anual arrojando una diferencia de
12.394,91 euros.

Sobre esta cuestión, considerarnos que dicha dife-
rencia se refiere a las retenciones e ingresos a cuenta del
IRPF motivado por arrendamientos de inmuebles
urbanos, manifestando al respecto que:

La Orden de 22 de julio de 2003, (B.O.E. núm. 178,
de 26 de julio) modificó el plazo y el modo de envío a la
A.E.A.T. de los Resúmenes Anuales del IRPF,
provocando una disminución en los tiempos de elabo-

ración de los informes anuales y la adaptación al nuevo
modo de remisión.

Lo perentorio del plazo, 31 de enero de 2004, y la
necesidad, de presentarlo dentro de éste, para evitar
cualquier tipo de demora sancionable, motivó que no se
pudieran detectar a tiempo algunos errores generados en
la confección automática del modelo del resumen anual.

Un posterior análisis de esta información sirvió
detectar estas incidencias y aclarar las diferencias que se
cursaron en escrito de fecha 17 de mayo de 2004,
dirigido a la A.E.A.T. de Valladolid, del cual ya se envió
copia al Consejo de Cuentas, y que se adjunta. (Anexo
T6).

Las alegaciones no se aceptan por no desvirtuar lo
señalado en el Informe. En el escrito aportado, que no
constaba en este Consejo, se observa que la Comunidad
ha comunicado a la Agencia Estatal de Administración
Tributaria, una serie de errores producidos en el
Modelo 180.

b) Pasivos financieros

En este apartado se indica que el endeudamiento
financiero total de la Administración General de la
Comunidad al cierre del ejercicio 2003 es de
1.078.951.572,35 euros. Conviene precisar que este
importe hace referencia al saldo vivo total de las opera-
ciones concertadas tanto a largo como a corto plazo, y a
su coste actual, es decir, aplicando a las operaciones
formalizadas en divisas el tipo oficial de conversión al
euro. Obviamente, esta cuantía es asimismo coincidente
con los datos que se derivan de la clasificación de la
deuda atendiendo a los vencimientos residuales de la
misma, según los criterios de contabilidad pública.

Por lo tanto, si el criterio utilizado es en función del
tipo de operación formalizada (utilizado preferentemente
para valorar la estructura del endeudamiento) el importe
de 898.451.572,3 euros corresponde a operaciones
concertadas a largo plazo y el resto, 180.500.000 euros a
créditos a corto plazo, y según el segundo de los criterios
anteriores, en función de la vida residual, las cuantías a
largo y corto plazo serían 751.793.563,7 euros y
327.158.008,6 euros, respectivamente.

Esta distinción es básica ya que si bien esta última
clasificación tiene incidencia en la presentación de los
estados contables, la calificación entre operaciones
concertadas a largo y corto plazo tiene mucha impor-
tancia ya que en un caso u otro los requisitos formales,
límites y consecuencias son muy diferentes.

Las alegaciones no desvirtúan el contenido del
Informe.

b.1) Empréstitos

En relación con el contenido de este apartado se ha de
indicar en primer lugar, que el tercer párrafo está erró-
neamente colocado en este epígrafe ya que hace refe-
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rencia a todos los Pasivos Financieros, y no sólo a los
concertados bajo la modalidad de empréstitos.

Se acepta la alegación ya que se ha constatado la
colocación indebida del 3º párrafo de este apartado que
debe ser el 3º párrafo del apartado “b) Pasivos finan-
cieros”, por lo que se procede a su cambio de ubicación
en el Informe.

En segundo lugar, que la cifra que figura como gastos
financieros satisfechos (44.795.141,4 euros) es errónea y
no coincide con los facilitados por esta Tesorería
General, ni con los que se incluyen en la Cuenta General
rendida. Así, el total de las obligaciones reconocidas por
el conjunto de los gastos financieros de la Sección 21
“Deuda Pública” es de 46.808.017,44 euros, habiéndose
satisfecho 44.360.889,98 euros. La cifra a que se hace
referencia coincide con la de los intereses devengados en
todo el ejercicio, algunos de los cuales al cierre del
ejercicio no habían vencido.

Se admite la alegación, respecto del error en la
expresión, ya que donde figuraba “gastos financieros
satisfechos” debía figurar “gastos financieros
devengado”s, por lo que se procede a hacer la oportuna
modificación en el Informe.

La segunda afirmación no desvirtúa el contenido del
Informe.

Respecto de la tercera afirmación no se admite la
alegación puesto que del examen de las cuentas del
grupo 66 se aprecia la existencia de gastos financieros
que según el PGCP de Castilla y León no tienen la
condición de intereses.

Igualmente, está equivocada la cifra que en cuanto a
los intereses devengados y pendientes de vencimiento se
incluye en el informe (289.027.439,44 euros). Es obvio
que es errónea por su enorme cuantía y además coincide,
casualmente, con la cifra que el propio Consejo de
Cuentas de Castilla y León facilita en el cuarto párrafo
como “saldo vivo a 31 de diciembre de 2003 de los
préstamos a largo plazo”. En cualquier caso, los intereses
devengados y no vencidos al cierre del ejercicio 2003 se
elevaron a 11.770.208,3 euros, de los que 9.324.92 7,35
euros corresponden a emisiones de deuda pública, tal y
como se indica en la Memoria de las Cuentas Anuales.

Se acepta la alegación ya que existe un error pues
tal cantidad es el saldo vivo a 31/12/2003 de los
préstamos a largo plazo. El importe correcto correspon-
diente a los intereses devengados y no vencidos a
31/12/2003 es 11.770.208,3 euros por lo que se procede
a hacer la oportuna corrección en el Informe.

I.2) Préstamos

En el primer párrafo se hace referencia al Anexo I.15,
donde al parecer se recogen los datos rendidos por la
Comunidad de las operaciones de préstamo, “tanto las
realizadas a largo plazo, como las concertadas a corto
plazo”. Sin embargo en el mismo sólo figura el riesgo

vivo a 31 de diciembre de 2003 correspondiente a los
préstamos concertados a largo plazo y con vencimiento a
más de 12 meses, omitiéndose por un lado, los venci-
mientos a corto plazo de las operaciones concertadas a
largo plazo, y por otro lado, el saldo vivo dispuesto de
los créditos concertados a corto plazo, 180.500.000
euros.

No obstante este anexo contiene alguna incorrección
adicional más. En la columna “Pendiente de amorti-
zación al 1 de enero” donde figura el riesgo vivo de cada
operación se utilizan criterios diferentes. Así, el importe
relativo a los préstamos BEI 1992 y 1993 figura por el
coste histórico mientras que para el préstamo del
Deutsche Bank SAE (y anteriormente en el epígrafe
Pasivos Financieros) la cifra que se recoge es a coste
actual. Asimismo, no son comprensibles los datos de la
última columna “Pendiente de amortización a 31 de
diciembre” puesto que los importes que figuran son los
del riesgo vivo a coste actual al 31 de diciembre de 2004
y no del 2003.

En resumen, el saldo correcto de las operaciones
concertadas a largo plazo que a comienzos del ejercicio
2003 debería figurar como total en “Pendiente de amorti-
zación al 1 de enero” es de 417.272.477,2 euros, y el de
“Pendiente de amortización a 31 de diciembre” de
339.523.511,39 euros, tal y como el Consejo ha reco-
nocido en este primer párrafo y se indica en la Memoria
de las Cuentas Anuales de la Administración General.

Se admite la alegación ya que se ha observado
errores en la confección del Anexo  I-15, y se procede a
modificarlo en el Informe.

Los errores observados han consistido:

1º En recoger en la columna “Pendientes de amorti-
zación a 31/12/2003” los datos correspondientes al
saldo en dicha fecha de los préstamos concertados a
largo plazo.

2º En recoger en la columna “Pendientes de amorti-
zación a 01/01/2003 “ el saldo a coste histórico y no a
coste actual.

Respecto de la manifestación recogida en el tercer
punto de la alegación, la subsanación de los errores del
Anexo I-15 hacen innecesaria su toma en conside-
ración.

En el segundo párrafo de este apartado se señala una
diferencia entre los datos reflejados en la cuenta rendida
y los facilitados por la Comunidad relativa a saldos
pendientes de amortización a 31-12-03 de los préstamos
BEI 92 y BEI 93, refiriéndose a una “omisión en la
información facilitada”. Se ha de manifestar el total
desacuerdo con este comentario, ya que en la infor-
mación entregada se especifica el importe del riesgo vivo
por endeudamiento a 31 de diciembre de 2003, detallado
para cada operación tanto a actual como a coste
histórico. El total de las diferencias entre ambos costes,
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para los dos préstamos BEI, es de 5.603.792,78 euros, es
decir, la suma de las diferencias de cambio que surgirían
hasta el final de la vida de ambos préstamos presupuesta-
riamente hasta el año 2003 la diferencia anual entre
ambos costes se imputaba al capitulo 3) “Diferencias de
cambio” y la cuota de amortización se imputaba por el
coste histórico al capitulo 9 “Amortización de
préstamos”. No existe, por tanto, ninguna omisión de
información, y la diferencia está en que las cuotas de
amortización se valoren a coste histórico o a coste actual,
considerando el tipo oficial irrevocable de conversión al
euro para las monedas que entraron en la Unión
Monetaria.

Advertido el error al interpretar la documentación
recibida, se acepta la alegación y se elimina el párrafo
del Informe.

En el tercer párrafo se menciona que no coincide el
importe que facilita el Banco de Crédito Local respecto a
su participación en un préstamo y el que resulta según el
contrato formalizado en su momento. En este sentido,
solamente reiterar la información facilitada desde la
Tesorería General, y considerar que pudiera haber un
error o diferencia de criterio en la información propor-
cionada por la entidad financiera que habría que
conciliar.

Esta alegación no desvirtúa el contenido del
Informe.

En el cuarto párrafo se hace referencia al “saldo vivo
a 31 de diciembre de 2003 de los préstamos a largo
plazo” indicando un importe de 289.027.439,48 euros.
Esta cuantía es errónea, ya que se refiere al saldo vivo de
los préstamos concertados a largo plazo y para las
cuantías que al cierre de 2003 tienen un vencimiento
superior a 12 meses, es decir, siguiendo el criterio de la
vida residual y no del tipo de préstamo formalizado.

En el quinto párrafo se observa un error al reconocer
como deuda viva de los  “préstamos a corto plazo” sólo
el importe de las amortizaciones parciales de los
préstamos concertados a largo plazo que van a vencer en
el ejercicio siguiente (50.496.071,92 euros), y por tanto,
no reconociendo los 180.500.000 euros de créditos a
corto plazo que también están dispuestos al final del
ejercicio.

Se acepta parcialmente la alegación:

- El primer párrafo no se acepta ya que el cuarto
párrafo del Informe se refiere al saldo vivo de los
préstamos concertados a largo plazo no reclasificados a
31/12/2003.

- El segundo párrafo de la alegación se acepta
dando lugar a la modificación del Informe en el sentido
siguiente:

• El quinto párrafo se modifica aclarando que
dicho importe se refiere a préstamos concertados
a largo plazo reclasificados a corto plazo.

• Se añade un sexto párrafo recogiendo la deuda
viva a 31 de diciembre de los préstamos
concertados a corto plazo por 180.500.000 euros

En el siguiente párrafo del informe se menciona que
“el total dispuesto ha sido de 1.116.896.531,22 euros en
créditos a largo plazo”. Aunque se desconoce a qué se
puede referir el informe con esta expresión, y de dónde
puede proceder dicha cantidad, se considera que es
errónea, ya que en el propio informe el Consejo de
Cuentas recoge en varios apartados la cifra de 1.078
millones de euros como el riesgo vivo total a final del
ejercicio 2003.

Se acepta la alegación y advertido el error en la
cantidad expresada al estar incluida en la misma las
disposiciones por empréstitos, se procede a reducir la
cifra indicada que queda únicamente con lo dispuesto
en préstamos (557.421.677,90 euros)

En este mismo párrafo sexto, se indica erróneamente
que el total dispuesto en créditos a corto plazo es de 190
millones de euros. Este importe corresponde al total de
las operaciones formalizadas al final del ejercicio 2003,
si bien se dispuso de un importe menor, 180.500.000
euros. Por otro lado se manifiesta, también incorrec-
tamente, que el importe total amortizado respecto a las
pólizas de corto plazo fue de 232.500.000 euros. El
movimiento a lo largo del ejercicio en este tipo de opera-
ciones ha sido el siguiente: partiendo de un saldo inicial
dispuesto de 138.000.000 euros, se han realizado
sucesivas disposiciones y reembolsos a lo largo del
ejercicio por un total acumulado de 232.500.000 euros y
190.000.000 euros, respectivamente, lo que da como
resultado que el saldo dispuesto al final de ese ejercicio
sea de 180.500.000 euros, habiéndose formalizado
nuevas pólizas cuyos disponibles suman 190.000.000
euros, (según ya se ha indicado).

Advertido el error en el total dispuesto en créditos
concertados a corto plazo se acepta la alegación y se
procede a modificar su importe por el de 180.500.000
euros en este apartado del informe y en el segundo
párrafo de la conclusión nº 28.

II.3.4 MEMORIA

Se afirma que en este apartado del Informe del
Consejo en relación con el “Estado del remanente de
tesorería”, que la Comunidad no ha contemplado su
desagregación entre el remanente general y el afectado a
gastos concretos.

Sobre este punto, y como se indicó en el apartado
correspondiente a la Contabilidad Presupuestaria, la
Comunidad Autónoma vincula el reconocimiento de los
derechos afectados a sus correspondientes obligaciones
lo que hace que no exista un remanente afectado. Todo el
remanente generado será no afectado ya que los derechos
afectados considerados en su cálculo financiarán obliga-
ciones por la misma cuantía. Es decir, los derechos
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afectados y las obligaciones afectadas son iguales en su
cuantía, por lo que el remanente afectado es cero

No se admite la alegación ya que en el estado de
remanente de tesorería que aparece en la memoria no
se cumplimenta el contenido de los epígrafes referidos
a remanente general y remanente afectado a gastos
concretos, y no figura en dicha memoria explicación
alguna sobre la composición del remanente. Esta expli-
cación debería haber sido incluida en la memoria.

II.6 ANÁLISIS DE LA GESTIÓN

II.6.1. OPERACIONES DE CRÉDITO

Se analizan en este apartado del Informe diversas
cuestiones relacionadas con la actividad económico-
financiera de la Administración General, entre las que se
hace referencia a las operaciones de crédito por plazo
inferior a un año, señalando que al cierre del ejercicio
quedaba pendiente de amortización importe de
96.161.936,68 euros.

Esta cuantía es errónea y coincide con el importe
pendiente de amortizar de la emisión de Deuda 1996 y
que vence en el ejercicio 2004. Como ya se ha señalado
de forma reiterada antes, el importe dispuesto en opera-
ciones a corto plazo al final del ejercicio 2003 se eleva a
180.500.000 euros.

Se acepta la alegación procediendo a modificar el
Informe.

Asimismo, en el cuadro que se incluye a continuación
en esa misma página aparece en la primera columna el
concepto “Deuda 2003”, cuando el correcto seria
“Operaciones formalizadas a corto plazo” o algún
concepto de similar contenido.

Se acepta la alegación en el sentido de cambiar la
denominación “Deuda 2003” por préstamos dispuestos
a corto plazo en 2003 (no formalizados como proponía
la alegación).Y para mayor claridad en la casilla
anterior se añade a préstamos la denominación “l/p”

III. CONCLUSIONES

III. 1 RENDICIÓN DE CUENTAS

La primera de las conclusiones manifestadas por el
Consejo en su Informe Provisional hace referencia a la
rendición fuera de plazo de la Cuenta General, argu-
mentando la aplicación supletoria de la Ley 7/1988, de 7
de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas,
que establece para la formación de la Cuenta General del
Estado el plazo límite del 31 de agosto, al no fijar la Ley
de la Hacienda un plazo para la formación de la misma.

Sobre este punto hemos de señalar que el referido
plazo es de imposible cumplimiento en nuestra
Comunidad, por lo que no cabe la aplicación supletoria
invocada. La Ley de la Hacienda fija, en su artículo 156,

como día límite para que las Universidades Públicas
remitan sus Cuentas a la Junta de Castilla y León, para la
formación de la Cuenta General, el día 31 de agosto del
año siguiente a aquel a que se refieran, siendo imposible
que la Cuenta General se forme en el mismo día.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Continúan las conclusiones advirtiendo que la Cuenta
rendida no responde al contenido establecido en el
artículo 154.1 de la Ley 7/1986.

Respecto a dicha conclusión, hemos de observar que
la Cuenta General respeta la estructura establecida en el
artículo 154.1 de la Ley de la Hacienda de la
Comunidad. El objetivo de la contabilidad y de la Cuenta
General es presentar una imagen fiel de la posición
económico-financiera del Sector Público de la
Comunidad. La consolidación de las cuentas anuales de
diferentes entidades de nuestro Sector Público, que
tienen actividades u objetos sociales muy diferentes, no
contribuiría a dicho objetivo, sino que lo distorsionaría.
Por esta razón, esta Consejería siempre ha interpretado
que la Cuenta de los Organismos Autónomos y la Cuenta
de las restantes entidades del sector público están
formadas por las cuentas de cada una de las entidades, y
no por la consolidación o agregación de las mismas

La Ley 7/1986 es clara en su terminología hablando
de cuenta (en singular) de los Organismos autónomos y
cuenta (en singular) de las restantes entidades del
Sector Público. No se admite la alegación porque en
caso de querer ir más allá de la propia Ley tendrían
que presentarse los dos tipos de cuentas: individuales y
agregadas.

Se afirma en la conclusión número 3 que la Cuenta
rendida no incluye las cuentas de todos los entes del
sector público autonómico.

La Ley 21/2002, de 27 de diciembre, de Medidas
Económicas, Fiscales y Administrativas, introdujo en la
Ley de la Hacienda de la Comunidad una nueva delimi-
tación de su Sector Público y modificó su artículo 154,
relativo a la Cuenta General de la Comunidad
Autónoma. Esto supuso que las Cuentas de determinadas
Entidades pasaban por primera vez a formar parte de la
Cuenta General de la Comunidad Autónoma. Algunas de
estas Entidades se retrasaron en la rendición, de sus
cuentas y con el fin de no demorar la formación de la
Cuenta General de la Comunidad Autónoma, se realizó
la misma sin incluir aquellas que posteriormente fueron
rendidas al Consejo de Cuentas de Castilla y León.

Las Cuentas Generales de los siguientes años incluyen
ya a todas estas Entidades,

La propia alegación confirma el contenido del
Informe.

Se concluye en el número 4 de este apartado, referido
a la rendición de cuentas, que la Comunidad ha aportado
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durante la fiscalización una relación de fundaciones y
consorcios en la que no quedan claramente identificadas
las entidades que formaban parte del sector público de la
misma a 31 de diciembre de 2003.

Respecto a este punto hemos de advertir que en la
relación, de consorcios y fundaciones, aportada durante
la fiscalización figuran los porcentajes en los que la
Comunidad participa directa o indirectamente. Por lo
tanto, a partir de la relación ya facilitada, se podrían
identificar las entidades integrantes del Sector Público de
la Comunidad

No se puede aceptar la alegación ya que:

a) En la citada relación no se especifica el
porcentaje de participación de la Comunidad en las
siguientes fundaciones:

Agregación de Fundaciones Benéfico particulares
de León (extinguida el 24-07-03), Ávila, Palencia y
Valladolid.

Legado Fernández Cadórniga (extinguida el 24.07-
03).

Fundación Provincial de Servicios Sociales de
Burgos.

Fundación Juan de Villaespasa de Burgos.

Fundación Social de Segovia.

Fundación Espíritu Santo de Soria.

Hospital Santa Catalina de Soria

Fundación Castellano Leonesa para la Cultura del
Vino, en este caso en la propia relación se expresa que
en la escritura pública no esta determinada la apor-
tación realizada en su momento por cada uno de los
fundadores.

Fundación General de la Universidad de
Salamanca, en la relación se expresa no deducirse con
claridad el porcentaje de participación de sus
fundadores, tampoco se afirma con certeza quien son
sus fundadores.

Fundación de Investigación del cáncer, en la propia
relación se expresa que no se puede deducir ni los
socios ni la participación.

b) Respecto de los tres consorcios siguientes
incluidos en la relación aportada se manifiesta que
aunque en los estatutos no establecen la participación
concreta, parece deducirse que la participación es 50%
de la Comunidad Autónoma y 50% de la Diputación de
Valladolid:

Consorcio Psiquiátrico Doctor Villacián.

Consorcio Hospitalario de Burgos.

Consorcio Hospitalario de Salamanca.

La conclusión señalada con el número 5 hace refe-
rencia a carencias en la Memoria respecto a las

exigencias de los correspondientes planes de conta-
bilidad

Sobre el contenido de esta conclusión, hemos de
señalar que en la elaboración de la Memoria se ha
recogido la información que se considera relevante para
reflejar la imagen fiel, como objetivo fundamental de
toda información contable. Siguiendo el esquema de
ejercicios anteriores, se continuó con la presentación de
la mayoría de los estados y cuadros exigidos por el
artículo 155 de la Ley 7/86 de la Hacienda de la
Comunidad sobre la inclusión en la Cuenta General de
todas las operaciones presupuestarias, patrimoniales y de
tesorería y los diferentes estados y cuadros.

No obstante, en el ejercicio 2005 se procederá a
ampliar el contenido de la Memoria con el objetivo de
ajustarse en mayor medida a las disposiciones del Plan
General de Contabilidad Pública.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

En la conclusión número 6 de este apartado del
Informe Provisional se afirma que, respecto al Consejo
Económico y Social, solo figura en la cuenta rendida la
Liquidación del Presupuesto.

Sobre las cuentas rendidas por El Consejo Económico
y Social hemos de precisar que en el ejercicio 2004 ya se
han presentado la totalidad de las Cuentas Anuales
previstas en el Plan General de la Comunidad Autónoma
de Castilla y León.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

III.2. SISTEMA INFORMACIÓN CONTABLE
DE CASTILLA Y LEÓN (SICCAL)

Se concluye en este apartado (número 9) que tanto en
la Administración General como en la mayoría de los
entes de la Administración Institucional se han
observado incoherencias entre los datos recogidos en los
estados rendidos y los registrados en el SICCAL.

Sobre tal afirmación, hemos de manifestar nuestro
desacuerdo con la existencia de tales incoherencias.
Únicamente, en determinados casos puntuales ya
comentados, para llegar a obtener los datos rendidos, se
precisa la agregación de los datos recogidos en el
SICCAL con los recogidos en otras herramientas infor-
máticas, como es el caso del programa GUIA.

Además, como ya se expuso en el correspondiente
apartado de las alegaciones, nos encontramos en las
últimas fases para la implantación de la interfase que
permita registrar de forma automática y periódica en el
Sistema de Información Contable, los datos recogidos en
GUIA.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.
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En la conclusión señalada con el número 10 se afirma
que las cuentas de control presupuestario no funcionan
conforme a lo establecido en el Plan General de Conta-
bilidad de la Comunidad Autónoma.

Sobre el funcionamiento de estas cuentas hemos de
advertir que, a pesar de no funcionar conforme a lo esta-
blecido en el Plan General de Contabilidad Pública, el
objetivo de su contabilización, que es disponer de los
datos de ejecución presupuestaria en cada una de sus
fases desde el momento de la elaboración del presu-
puesto hasta el pago o el cobro, está garantizado
mediante los correspondientes estados de ejecución del
Sistema de Información Contable.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Se concluye en el número 11 que existen cuentas con
saldo contrario a la naturaleza de las mismas.

Sobre esta cuestión, como ya se expuso en las alega-
ciones, esta circunstancia se debe a criterios contables
que están siendo modificados o ya lo han sido.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

La última de las conclusiones en el apartado dedicado al
Sistema de Información Contable, la número 12, hace refe-
rencia a la inadecuada contabilización de los acreedores
presupuestarios y a los deudores presupuestarios.

Por lo que respecta a la contabilización en el SICCAL
de los acreedores presupuestarios y de los deudores
presupuestarios, es más operativo no realizar cambios en
las cuentas de deudores o acreedores entre el ejercicio
corriente y los ejercicios cerrados, ya que sin hacerlo se
puede ofrecer la información del pendiente de pago o
cobro a 31 de diciembre, así como lo pagado o cobrado
en dicho ejercicio, pudiendo separar tanto en dichos
saldos acreedores y deudores así como en los pagos y
cobros, los que son de ejercicio corriente de aquellos
otros que pertenecen a ejercicios cerrados.

Por todo esto, se realizan asientos manuales globales
de regularización sólo a final del ejercicio, teniendo en
cuenta tanto el saldo deudor como el saldo acreedor de
las cuentas de ejercicio corriente, cumpliendo así con las
normas previstas al respecto por el Plan General de
Contabilidad Pública.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. El hecho de que sea más
operativo su modo de actuar y de que su sistema pueda
ofrecer la información sobre saldos acreedores y
deudores pertenecientes al ejercicio corriente y a los
ejercicios cerrados no es suficiente para eludir la apli-
cación del PGCP de Castilla y León.

III.3 ADMINISTRACIÓN GENERAL

En la conclusión señalada con el número 14, incluida
en este apartado, se hace referencia a que el estado de

ejecución del presupuesto de gastos de la Administración
General, en lo que respecta a la Sección 10 (Cortes), no
coincide con la liquidación del presupuesto aprobado por
la Mesa de las Cortes.

Hay que advertir en este punto que las Cortes de
Castilla y León liquidan su presupuesto de forma
autónoma, por lo que el Estado de Ejecución de la Admi-
nistración General, en lo que respecta a su Sección 10,
no tiene por qué coincidir con los gastos del presupuesto
liquidado por las mismas, debido a que a través de los
libramientos efectuados, se refleja la transferencia de
fondos que la Administración General realiza a favor de
las Cortes y no los gastos ejecutados por dicha Insti-
tución.

No se acepta la alegación ya que la sección 10 es
una de las partes de la cuenta de la Administración
General y por ello, al igual que el resto de las Secciones
debe contener la ejecución real.

En relación con la conclusión 15 en la que se hace
referencia a la contabilización de obligaciones imputadas
al ejercicio en virtud del artículo 110.2.d), hemos de
señalar que los gastos de ejercicios anteriores imputados
al ejercicio 2003, en virtud del artículo 110.2 de la ley de
la Hacienda de la Comunidad, están debidamente regis-
trados, tal y como demuestran las copias de los Acuerdos
de la Junta de Consejeros reconociendo las correspon-
dientes obligaciones, los cuales se adjuntan con estas
alegaciones.

Se acepta la alegación como consecuencia de la
documentación aportada por lo que se procede a
modificar la conclusión 15 del Informe, disminuyendo
la misma por el importe total resultante de los Acuerdos
aportados.

Otra de las conclusiones del Informe (la número 17)
incluida en este apartado hace alusión a que los derechos
reconocidos en el ejercicio vinculados a fuentes de finan-
ciación no siguen estrictamente los principios contables
públicos.

Sobre esta cuestión cabe señalar que la Adminis-
tración General reconoce los derechos vinculados a
fuentes de financiación en función de la cuantía de las
obligaciones financiadas con dichos recursos, ya que es
lo que permitirá su justificación y la recepción de los
fondos respectivos. Así, se desliga el momento de la
contracción de los derechos de la mayor o menor dili-
gencia o de la posibilidad (la contabilidad presupuestaria
implantada por las Instituciones Europeas únicamente
refleja las actuaciones relativas al compromiso de los
créditos y su liquidación y pago, no existiendo una fase
análoga a la del reconocimiento de la obligación) del
ente financiador en el reconocimiento de la obligación a
favor del ente financiado, evitando así el posible efecto
negativo sobre el resultado presupuestario del ejercicio.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe. La alegación sólo explica el
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criterio seguido, lo que debería haberse recogido en la
memoria tal como se ha manifestado en el Informe.

La conclusión número 18 hace referencia al resultado
presupuestario y al saldo presupuestario, afirmando que
la cuantía de tales magnitudes no refleja su realidad
conforme a los Principios Contables Públicos.

Tal y como se ha expuesto en los puntos anteriores de
estas alegaciones, esta Comunidad Autónoma considera
correctamente imputadas y reconocidas los derechos y
obligaciones del ejercicio 2003, por lo que el resultado y
el saldo presupuestario del ejercicio son los reflejados en
la Liquidación del presupuesto rendida.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe, pues tal conclusión deriva del
contenido de las conclusiones anteriores.

En las conclusiones señaladas con los números 19 y
20 se afirma que en el ejercicio 2003 la Comunidad no
había implantado un registro de inventario de los bienes
y derechos de su inmovilizado material e inmaterial y
que la dotación anual de la amortización se estima por la
Comunidad mediante un método lineal agregado, con
independencia de la situación individual de los bienes.

Como respuesta a esta observación hay de advertir
que la Consejería de Hacienda está trabajando en la
elaboración de dicho inventario, ultimando en estos
momentos la valoración individual de todos los bienes
inmuebles de la Comunidad, con el fin de disponer de
dicho inventario y su enlace contable a lo largo de este
mismo ejercicio.

La implantación en el Sistema de Información
contable, del enlace del módulo de inventario con la
contabilidad, permitirá calcular la dotación anual de la
amortización en función de la situación individual de los
bienes.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

En la conclusión número 21 se afirma que no se ha
dispuesto en la fiscalización de las relaciones nominales
de acreedores correspondientes a las rúbricas de créditos
a corto plazo y créditos a largo plazo, lo que ha imposi-
bilitado el análisis completo sobre la valoración y
situación de los derechos de cobro.

Sobre esta cuestión, la Consejería de Hacienda ya ha
realizado las consultas necesarias a los centros gestores,
con el fin de proceder a la regularización de las rúbricas
de créditos a corto plazo y créditos a largo plazo.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Se concluye en el número 23 que no se ha dispuesto
durante la fiscalización de la relación nominal de
deudores cuantificada en la que conste la antigüedad de
las deudas ni información sobre las actuaciones de cobro
llevadas a cabo por la Comunidad respecto a cada una de
las deudas.

La relación nominal de deudores cuantificada, clasi-
ficada según su antigüedad, figura en la Cuenta General
de la Comunidad rendida al Consejo, salvo aquellos
deudores que lo son por operaciones de carácter
tributario, que figuran en la Cuenta General agrupados
por ejercicio y concepto presupuestario dado su elevado
número. Dichos deudores están individualizados en la
contabilidad de cada Servicio Territorial de Hacienda.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Se afirma en la conclusión señalada con el número 24
que la Comunidad mantiene contabilizadas deudas con
acreedores anteriores a 1999, incursas en causa de pres-
cripción que no han sido objeto de depuración.

Sobre este aspecto, la Consejería de Hacienda ha
efectuado consultas a los centros gestores, con el fin de
determinar las deudas con los acreedores que están
incursas en causa de prescripción, procediendo a darlas
de baja en la liquidación del ejercicio 2005.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

Se alude en la conclusión número 26 a que la Admi-
nistración General de la Comunidad no realiza una
adecuada contabilización del IVA

La Administración General de la Comunidad ya ha
implantado un sistema de contabilidad del impuesto
sobre el valor añadido para poder presentar la posición
financiera real con la Hacienda Pública por estas opera-
ciones tributarias.

En la conclusión número 29 se afirma que la
Comunidad no ha desagregado el remanente de tesorería
entre el remanente general y el afectado

Sobre esta cuestión hay que señalar que la Comunidad
Autónoma vincula el reconocimiento de los derechos
afectados a sus correspondientes obligaciones lo que
hace que no exista un remanente afectado. Todo el
remanente generado será no afectado ya que los derechos
afectados considerados en su cálculo financiarán obliga-
ciones por la misma cuantía. Es decir, los derechos
afectados y las obligaciones afectadas son iguales en su
cuantía, por lo que el remanente afectado es cero.

No se admite la alegación ya que en el estado de
remanente de tesorería que aparece en la memoria no
se cumplimenta el contenido de los epígrafes referidos
a remanente general y remanente afectado a gastos
concretos, y no figura en dicha memoria explicación
alguna sobre la composición del remanente. Esta expli-
cación debería haber sido incluida en la memoria.

UNIVERSIDAD DE SALAMANCA

CONSIDERACIONES GENERALES:

Se dice en el citado Informe (en cursiva): “Las
memorias no incluyen toda la información recogida en
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dicho plan (PGCP de la CA) faltando la relativa a cuadro
de financiación, transferencias y subvenciones recibidas,
tasas, precios públicos y precios privados, aplicación del
remanente de tesorería, información sobre el inmovi-
lizado no financiero, información sobre las inversiones
financieras e información sobre pasivos financieros a
largo y corto plazo.”

La Universidad de Salamanca sí ha incorporado en
sus cuentas de ejercicio 2003 muchos de los cuadros que
se recogen como deficiencias:

Transferencias y subvenciones concedidas y recibidas.

Inmovilizado no financiero.

Inversiones financieras.

La aplicación del remanente de tesorería queda
reflejada en los cuadros que se acompañan a las modifi-
caciones presupuestarias.

No obstante en el cierre del ejercicio 2004 se han ido
incorporando nuevos cuadros como el que recoge la
información sobre pasivos financieros.

No se acepta la alegación ya que en la cuenta de la
Universidad de Salamanca incluida en la Cuenta
General rendida a este Consejo, no figura la infor-
mación alegada.

“Tanto en los Balances como en las Cuentas de
Resultado Económico-Patrimonial figuran partidas con
importe cero en el ejercicio y en el precedente.”

La Universidad de Salamanca presenta los Balances y
las Cuentas de Resultado Económico-Patrimonial de
acuerdo con la estructura del sistema de Información
Contable (SIC-IGAE) reflejando todas las operaciones
realizadas.

No se acepta la alegación al no desvirtuar el
contenido del Informe ya que el PGCP de Castilla y
León, al que esta sujeto la Universidad (según la dispo-
sición transitoria 3ª de la Ley 7/1986), establece en los
apartados 4c y 5b de su Cuarta Parte que no figurarán
partidas a las que no corresponda importe alguno en el
ejercicio ni en el precedente.

ALEGACIONES:

“Los derechos reconocidos netos por operaciones no
financieras que figuran en la liquidación del presupuesto
de ingresos, 149.318410, 69 euros ( de los que
135.576246,46 euros corresponden a operaciones de
capital y 13.742.164,23 euros a operaciones corrientes),
no coinciden con el importe que figura en el estado de
saldos presupuestarios y que asciende a 149.303.055,08
euros, existiendo una diferencia de 15.355.061 euros

“Se ha producido un error informático que no se
detectó dado que se trata de uno de los cuadros que el
sistema de información Contable (SIC-IGAE) elabora
automáticamente. En todos los demás cuadros que
forman parte de las cuentas anuales y de la información

complementaria, se recoge la cifra correcta de derechos
reconocidos netos por operaciones no financieras (de los
que 135.576246,46 euros corresponden a operaciones
corrientes y 13.742.164,23 euros a operaciones de
capital).

Una vez corregido el error se adjunta el nuevo cuadro
con el dato correcto,

La alegación ratifica el contenido del Informe

“En cuanto a las transferencias y subvenciones
corrientes concedidas, el importe que figura tanto en la
Cuenta de Resultado Económico-Patrimonial con en la
Liquidación del Presupuesto de gastos no coincide con el
que figura en fa memoria, lo que supone una diferencia
de 1.701 euros,”

El cuadro que figura en la memoria se ha elaborado
correctamente (mediante un programa EXCEL) pero en
el sumatorio no se ha arrastrado dicha cantidad que
corresponde en la clasificación económica 489 al
programa 422D destinatario Fundación Cefa.

En todos los demás cuadros que forman parte de las
cuentas anuales y de la información complementaria, se
recoge la cifra correcta.

Se adjunta nuevo cuadro con el sumatorio corrigiendo
el inicialmente presentado

La alegación ratifica el contenido del Informe.

UNIVERSIDAD DE LEÓN

II.1.2.6 Cuentas de las Universidades Públicas

En este apartado se menciona que la Universidad no
tiene implantado el PGCP de la Comunidad Autónoma.

La Universidad de León desde el ejercicio 1996 viene
aplicando el Plan de Contabilidad de la Administración
del Estado que el Ministerio de Economía y Hacienda
desarrolló mediante normas posteriores: la instrucción de
Contabilidad para la Administración General del Estado,
y la Instrucción de Contabilidad para la Administración
Institucional del Estado.

El contenido de la Memoria presentada contiene todos
los Estados recogidos en la Regla 27, D) de la
Instrucción para la Administración Institucional, que no
coincide plenamente con la información que recoge el
Plan de la Comunidad de Castilla y León.

La Disposición Transitoria del Plan dice que se
implantará en forma sucesiva en las diferentes entidades
públicas, aprobándose planes parciales o especiales de
contabilidad pública elaborados a estos efectos y
conformes al Plan General pero en el año 2003 esto no se
había producido, por lo que se decidió presentar la
Cuenta de 2003 como en años anteriores, utilizado el
Plan de la Administración Institucional del Estado.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe, pues le es aplicable el PGCP de
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Castilla y León en virtud de la disposición transitoria 3ª
de la Ley 7/1986.

Las partidas que en los Balances y en las Cuentas de
Resultado Económico-Patrimonial, figuran con importe
cero en el ejercicio y en el precedente, es debido que si
en un ejercicio o en los dos comparados una partida no
tienen movimientos, el sistema informático no suprime
ninguna de ellas aunque no tengan movimientos, por lo
que al aparecer su denominación tienen que figurar de
esta forma.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

Es evidente que existe una diferencia de 5.000,03
euros entre el importe de las obligaciones reconocidas
por transferencias corrientes que figuran en la Memoria
y las que aparecen en la Liquidación del Presupuesto de
gastos, la cantidad correcta es la de 2.343.761,86, ya que
al elaborar de forma manual el estado de Información
sobre la Gestión de los Gastos Públicos de la Memoria,
la cantidad que aparece en el “Acuerdo Vicerrectorado
de Estudiantes y Asuntos Sociales de la Universidad de
León es de 60.376,19 en lugar de la correcta de
65.376,19 lo que produce una variación en el Total que
da lugar al importe correcto de 2.343.761,86 euros.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

La cantidad de 5.195.952 euros que aparece en la
columna de “Otras Modificaciones” de la Memoria, no
corresponde a modificaciones de crédito propiamente
dichas, sino simplemente ajustes en las cantidades
consignadas en cada concepto al inicio del ejercicio y las
que corresponden al presupuesto aprobado. Al iniciar el
ejercicio se hace con los créditos correspondientes al
presupuesto prorrogado, cuando se efectúa la aprobación
del presupuesto para el ejercicio, dichos créditos pueden
variar tanto positiva como negativamente, el sistema
informático en esta columna recoge aquellas diferencias
ya sean positivas o negativas que se produzcan entre los
créditos del presupuesto prorrogado y el presupuesto
definitivamente aprobado.

Se acepta la alegación y se procede a suprimir este
párrafo del Informe.

UNIVERSIDAD DE BURGOS

En el apartado II.1.2.6 Cuentas de las Universidades
Públicas, “Las Memorias no incluyen toda la infor-
mación recogida en el plan...”, esta deficiencia se ha
intentado subsanar en las cuentas del ejercicio 2004.

La alegación ratifica el contenido del Informe

En un párrafo de lo que parece la página 34 del
informe se hace mención a la no coincidencia de
importes: “Los ingresos por transferencias y subven-
ciones recogidos en la cuenta de Resultado Económico-
patrimonial, que ascienden a 36.116.507,63 euros, no
coinciden con la suma de los derechos reconocidos netos
por transferencias corrientes y de capital de la liqui-

dación del presupuesto de ingresos, que importan
36.903.751,6 euros, lo que supone una diferencia de
787.243,97 euros”. Los datos que explican las dife-
rencias, de los que se acompaña información, se resumen
en:

(1) Hay que tener en cuenta que los ingresos referidos
a “compensación de precios de matrícula de alumnos
becarios o de familias numerosas” se transfieren por el
MEC y hasta 2003 estas compensaciones se incluían
presupuestariamente en capítulo 4. A partir del ejercicio
2004 han pasado a ejecutarse en capítulo 3. La periodifi-
cación sobre los derechos reconocidos a 31/1212003 se
hizo con el mismo criterio de cálculo que para el resto de
la matrícula.

(2) Del saldo total neto resultante en la ejecución de
ingresos de ejercicios cerrados hay que tener en cuenta
una diferencia de redondeo de 1 céntimo de euro que, si
bien, en la ejecución presupuestaria su apunte está en
capítulo 7 el resultado financiero de dicho apunte se
contabiliza en una cuenta de gasto (6698).

Se acepta la alegación ya que aritméticamente esta
justificada la diferencia por lo que se modifica el
Informe, si bien se hará constar que la periodificación
efectuada se ha realizado siguiendo el criterio de caja,
sin respetar el principio devengo exigido por el PGCP
de Castilla y León.

GERENCIA REGIONAL DE SALUD

Alegaciones al punto II.2.2.2 Gerencia Regional de
Salud

- Los datos correspondientes a los ejercicios 2002 y
2003 no son idénticos, y los datos correspondientes al
ejercicio 2002 coinciden plenamente con la cuenta
rendida.

- La diferencia proviene de la rectificación que se hizo
en la Cuenta General del ejercicio 2003 como conse-
cuencia de haberse incluido en SICCAL-2 la cuenta
55760000 (Cuenta enlace pago convenio Seguridad
Social) dentro del apartado de Ingresos, punto B)/2/c/c.1.
Cuando debería haberse incluido en el PASIVO de la
Cuenta de Balance, punto D) III/5.

Mediante esta corrección se modifican los saldos
entrantes a 1 de enero de 2004 respecto a los salientes a
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31 de diciembre de 2003. (Hay que tener en cuenta, no
obstante, que, a partir de esta corrección, si se pidiesen
informes del 2003 del Balance de P/G en SICCAL-2
también estarían modificados, es decir saldrían los
importes corregidos y no coincidirían con la cuenta
general del 2003).

Se adjunta copia del cuadro con las modificaciones,
así como el Balance extraído del sistema (SICCAL-2)
antes de efectuadas dichas correcciones.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

CONSEJO ECONÓMICO Y SOCIAL

1ª Efectivamente no aparece la contabilidad de
ingresos en 2003 en SICCAL, debido a que hasta el
ejercicio 2004 sólo se efectuaba la debida contabilidad
del presupuesto de gastos del CES en SICCAL, aunque
si se daba información completa de los Ingresos en la
cuenta rendida de ejecución presupuestaria al final de
cada año.

Desde 2004 (inclusive) se procede a la adecuada
contabilización tanto de ingresos como de gastos.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

2ª Respecto a la Liquidación del Presupuesto de
gastos, hacer constar que aunque es cierto que la infor-
mación suministrada por SICCAL es menor tanto en
obligaciones como pagos realizados, por importe de
7,537,21 euros, existe documentalmente un expediente
contable por dicho importe debidamente firmado e inter-
venido, lo que nos lleva a creer que en el proceso
mecánico de validación, se ha producido una situación
que ha impedido dicha validación mecánica del
documento y, por consiguiente, su adecuado proceso
contable hasta su pago. Se adjunta copia del expediente
citado, que corresponde al pago de los seguros sociales
de abril 2003 donde, obra el documento de pago en la
Seguridad Social debidamente pagado y, sellado por la
entidad financiera Caja Burgos.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

3ª Aunque el SICCAL es utilizado por el CES desde
hace ya algunos años, aún hoy no están operativas la
totalidad de las funciones de dicho sistema (como por
ejemplo las de tesorería). Existe el acuerdo con la inter-
vención General para que el sistema esté operativo en su
totalidad en el próximo mes de febrero de 2006.

No se acepta la alegación ya que no desvirtúa el
contenido del Informe.

4ª Respecto al envío exclusivo de los documentos de
la Liquidación del Presupuesto, obedece a que hasta el
15 de septiembre de 2005 el CES no implantó el Plan
General de Contabilidad Pública de la Comunidad
Autónoma, no disponiendo, hasta ese momento, de las
correspondientes cuentas anuales adaptadas a dicho Plan,
esto es, balance de situación, cuenta de resultado

económico-patrimonial, liquidación del presupuesto y
memoria, documentos que han sido correctamente
tramitados ya en lo referente al ejercicio 2004.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

5ª Respecto al porcentaje de ejecución del presu-
puesto de ingresos, el mismo debería ser el 1401.43%, ya
que la cifra indicada en su informe provisional está
calculada sobre el crédito definitivo, que incluye la
incorporación de remanente por 114.799,00 euros
(capítulo 8. Activos financieros), cuantía que, es
evidente, corresponde a ingresos ya debidamente
realizados en ejercicios anteriores.

Se admite la alegación ya que se ha comprobado el
error de cálculo y se procede a la modificación del
porcentaje en el Informe.

GERENCIA DE SERVICIOS SOCIALES:

A) EN RELACIÓN CON LA LIQUIDACIÓN DEL
PRESUPUESTO:

Los estados relativos a la liquidación del Presupuesto,
tanto de ingresos como de gastos, contienen básicamente
la misma información que los modelos incluidos en el
P.G.C.P. de la C.A.

No se acepta la alegación pues no desvirtúa el
contenido del Informe.

El importe reflejado en el epígrafe de “Resultados de
ejercicios anteriores” es de 29.175.466,27 €, se adjuntan
los cuadros relativos al Balance y Cuenta del Resultado
que aparecen en SICCAL, una vez regularizado dicho
epígrafe.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

Así mismo se acompañan las consultas de las cuentas
2521 “Créditos a largo plazo fuera del sector público” y
2540 “Créditos a largo plazo al personal”, una vez se ha
contabilizado el asiento de regularización.

La alegación ratifica el contenido del Informe.

EREN

UNO. - Con respecto al apartado II.1.3.3. Entes
Públicos de Derecho Privado y lo citado en relación al
EREN.

Los datos de la Cuenta del EREN son:

- Ingresos de la Cuenta de Resultado Económico-
Patrimonial: 3.479.203,84.

- Derechos Reconocidos de Liquidación del Presu-
puesto de Ingresos: 3.758.861,15

Recursos procedentes de operaciones de gestión
(Cuadro de Financiación de Memoria): 3.473.193,72.
Los Fondos Obtenidos totales ascienden a 3.608.591,41.

La diferencia entre estos importe tiene la siguiente
explicación y justificación. considerándose con ello la
coherencia interna de las cuentas del EREN:
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Notas Justificativas:

(1) Es un ingreso no presupuestario y por tanto no
supone un derecho reconocido. De conformidad con el
Plan General de Contabilidad Pública de Castilla León
(PGCPCYL) esta cuenta 781 se abona con cargo a
cuentas del subgrupo 21 (inmovilizado inmaterial).

(2) Es un ingreso presupuestario que no tiene un
reflejo en la cuenta del resultado económico patrimonial,
De conformidad con el PGCPCYL. los ingresos presu-
puestarios de esta naturaleza (amortización de activos
financieros) supone el abono de cuentas del activo (en
este ejercicio la 446 por la amortización parcial de
derechos asociados a contratos de cuentas en partici-
pación) con cargo a cuentas de subgrupo 43 que recoge
los derechos reconocidos,

(3) El importe de 226.845,27 € se corresponde con un
ingreso de la Agencia Tributaria por la liquidación del
IVA correspondiente a ejercicios anteriores. Este importe
total es registrado como derecho reconocido en el presu-
puesto de ingresos, No obstante en la cuenta del
resultado económico-patrimonial se refleja como ingreso
10.637,76 + 50.230,98, el resto hasta el total de
226.845,27 tiene su reflejo en cuentas patrimoniales del
Inmovilizado Material (subgrupo 22) por la corrección
(disminución) de valor de inmovilizado. Esta corrección
de valor viene motivado por el cambio de Criterio
Contable adoptado en el ejercicio 2003 en cuanto al IVA
Soportado deducible de los gastos de inversión, y que se
explica en la memoria de las cuentas anuales presentadas
(página 46) (74 del Tomo 12) y en el informe de
auditoria, La realización de estos ajustes valorativos,
tienen un carácter excepcional que afecta únicamente al
ejercicio 2003.

(4) Es un ingreso no presupuestario y por tanto no
supone un derecho reconocido. Está referido al alta y
baja simultánea de equipos informáticos recibidos
entregados por el “plan renove equipos informáticos de
la Junta de Castilla León”.

Se acepta la alegación ya que la diferencia
observada está adecuadamente justificada con la docu-
mentación aportada por lo que se procede a la
corrección del Informe dejando sin efecto la referencia
al EREN en el apartado II.1.3.3 y en la conclusión
número 8.

DOS.- Con respecto al apartado II.2.3.2. Ente
Regional de la Energía

Según cita el informe provisional. “... Liquidación del
presupuesto de gastos en el SICCAL es superior, exis-
tiendo una diferencia con los datos rendidos de
212.128,20 euros en las obligaciones reconocidas y de
167.850,20 en los pagos realizados.”

En cuanto a lo citado se alega que la diferencia entre
SICCAL y los datos rendidos precede del ajuste
realizado durante el proceso de auditoría (mayo 2004)
del ejercicio 2003 de tal manera que los 212.128,20 € se
corresponde con el IVA soportado deducible de las obli-
gaciones reconocidas, y los 167.850,20 con el mismo
IVA de las obligaciones pagadas.

Este ajuste es consecuencia del cambio de Criterio
Contable adoptado en el tratamiento del IVA soportado
deducible de gastos corrientes y de inversión. Las obliga-
ciones reconocidas se han venido registrando en
SICCAL por el importe total de factura, IVA incluido,
no obstante la entidad encargada de la auditoría del
ejercicio indicó que la obligaciones reconocidas cuyo
IVA soportado fuera deducible se debía contabilizar
presupuestariamente por su Base Imponible. Criterio éste
que adoptó el EREN en mayo de 2004, al reformular la
Cuenta de 2003, no obstante en esas fecha no fue posible
adoptar el citado criterio en la aplicación SICCAL, utili-
zándose por ello registros auxiliares complementarios a
las obligaciones reconocidas grabada inicialmente en
SICCAL, para hacer los ajustes por IVA soportado.

La alegación ratifica lo señalado en el Informe.

En cuanto a las menciones a datos rendidos en la
Cuenta del EREN (en liquidación presupuesto de
ingresos, balance, cuenta del resultado) que no figuran o
concuerdan en SICCAL se manifiesta que no ha sido
posible realizar las oportunas anotaciones en la apli-
cación SICCAL. No obstante. el EREN cuenta con
Registros Contables del presupuesto de ingresos y de
contabilidad financiera donde constan todas las anota-
ciones que permuten obtener los datos de la Cuenta
rendida.

La alegación ratifica lo señalado en el Informe.

TRES.- En cuanto a las menciones al grado de reali-
zación del presupuesto de Ingresos del 84,95% se alega
que el grado de realización del presupuesto de ingresos
es del 95% porcentaje que viene justificado por:
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- Derechos reconocidos: 3.758.861 euros.

- Previsiones de ingresos (iniciales más modifica-
ciones, sin incluir el remanente incorporado):
3.942.671 euros.

- Grado de realización de las previsiones de
ingresos: 95%,

Según documento 7 de la IGAE (apartado 58), el
remanente incorporado no forma parte de los Derechos
Reconocidos, por lo que tampoco debería formar parte
de la Previsión de Ingresos de tal manera que en el
análisis de “grado de realización de las previsiones de
ingresos a través del ratio Derechos Reconocidos/
Previsión de Ingresos se consideren dos magnitudes
homogéneas

Se acepta la alegación por lo que se procede a
corregir en tal sentido el Informe.

CUATRO. En cuanto a las menciones al resultado y
saldo presupuestario del ejercicio con saldos negativos
por 236.091,57 euros

Se alega que los “créditos gastados financiados con
remanente de tesorería” asciende a 481.951,16 € (según
Estado de Ejecución del Presupuesto de Gastos del
EREN y Memoria), y no 0 euros como figura en el
Anexo III.2.3 del informe provisional.

De tal manera que el saldo presupuestario deberá
aumentarse en el importe de aquella parte del remanente
efectivamente gastada., obteniendo un resultado positivo
de 245.859,59 (que coincide con el remanente de
tesorería incorporado en el ejercicio 2004)

Estado del Resultado Presupuestario:

Se acepta la alegación en lo que se refiere a la
corrección del Anexo III.2.3 del Informe, incorporando
los créditos financiados con remanente de Tesorería
por importe de 481.951,16 euros y corregir el superávit,
pero no se acepta en lo demás ya que el Resultado
Presupuestario del ejercicio sigue ascendiendo a -
233.460,62 euros, y el Saldo Presupuestario a -
236.091,57 euros. Es el superávit de financiación el que
asciende a 245.589,59 euros

CINCO.- Con respecto al apartado II.5.2.2 Situación
Patrimonial y lo citado en relación al EREN.

Quinto párrafo “La opinión manifestada en el informe
de auditoría ha sido favorable con salvedades, motivada
por no haber dispuesto durante la auditoría de deter-
minada información”

Esta información, y los motivos por los que no fue
posible su entrega a la entidad auditora, son:

Escrito de contestación del gestor IDAE, por el que
informe sobre un proyecto Concreto de cuentas en parti-
cipación (situación, resultados esperados del ejercicio
2003 y desviaciones sobre el presupuesto inicial del
proyecto). No emitido por IDAE.

Acta del Consejo de Administración del EREN
celebrada en diciembre de 2003.

No entregada durante el proceso de auditoría por no
encontrarse aprobada el Acta, fue aprobada en junio de
2004, posteriormente a la emisión del informe de
auditoría.

Información financiera auditada de la sociedad
Fonpedraza Cogeneración, S.L. participada por el EREN
en un 10%

No facilitado por no estar finalizada la información
financiera auditada de la sociedad durante el proceso de
auditoría.

La alegación ratifica lo señalado en el Informe.

Palencia, 7 de abril de 2006

EL CONSEJERO ENCARGADO 

DE LA FISCALIZACIÓN

Fdo.:César Huidobro

TRATAMIENTO DE LAS ALEGACIONES AL
INFORME PROVISIONAL DE LA CONTRA-

TACIÓN ADMINISTRATIVA
EJERCICIO 2003

TOMO II

PLAN ANUAL DE FISCALIZACIÓN 2004

ACLARACIONES

El contenido de las alegaciones figura en tipo de letra
normal.

El tratamiento de la alegación en tipo de letra negrita
y cursiva.

ALEGACIONES DE LA CONSEJERÍA DE
HACIENDA FIRMADAS POR LA CONSEJERA DE
HACIENDA

TOMO II FISCALIZACION DE LA CONTRA-
TACION ADMINISTRATIVA

II.- RESULTADOS DEL TRABAJO

II.1 CONTROL INTERNO

En este apartado del Informe se afirma que las fechas
de la fiscalización de las adjudicaciones de los contratos
examinados son posteriores a la firma del contrato, lo
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que pone de manifiesto la práctica contraria a lo
dispuesto en la norma legal.

Respecto a esta observación se formulan las
siguientes consideraciones:

El articulo 133,2 de la Ley. 7/1986, de 23 de
diciembre, de la Hacienda de la. Comunidad de Castilla
León establece que, entre otros actos de intervención y
fiscalización, la función interventora comprenderá la
fiscalización previa de los actos que adquieran
compromisos de gasto.

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 7/1986, la
función interventora se ejerce, con carácter general, en
su modalidad de plena, si bien, de acuerdo con lo
dispuesto en el articulo 136,3, desarrollado por el.
Decreto 28/2004, de 4 de marzo, cuando lo acuerde la
junta de Castilla. León mediante Decreto, se podrá
ejercer en la modalidad de intervención previa de
requisitos esenciales.

La Orden de 1 de febrero de 1996, por la que se
aprueba la Instrucción de Operatoria Contable a seguir
en la ejecución del gasto del Estado establece en sus
Reglas 21, 61 y 62 lo siguiente:

Regla 22: Compromiso del gasto

1. El compromiso de gastos o disposición es el acto
administrativo en virtud del cual la autoridad competente
acuerda o concierta con un tercero, según los casos y tras
el cumplimiento de los trámites que con sujeción a lo
normativa vigente procedan, la realización de obras,
prestaciones de servicios, transferencias, subvenciones,
etcétera, que previamente hubieran sido autorizados.

2. Una vez comprometido el gasto, el Servicio gestor
formulara un documento D, de compromiso de gastos de
ejercicio corriente, por el importe correspondiente al
Presupuesto en curso y, en su caso, un documento D de
compromiso de gastos de ejercicios posteriores en el que
detallara la distribución por anualidades de los
compromisos que habrán de ser financiados con presu-
puestos de futuros ejercicios.

Los documentos D, junto con la documentación que,
de acuerdo con lo que se establece en la sección 10 de
este capítulo II, deba servir de justificante a la operación,
habrán de ser remitidos a la oficina de contabilidad.

Regla 61. Delimitación

1. Toda operación de gestión de los créditos presu-
puestarios o de ejecución del gasto público, que se
registre en el sistema de información contable, tendrá
que estar acreditada adecuadamente con el correspon-
diente justificante que ponga de manifiesto su reali-
zación.

2. Los documentos contables y los justificantes de las
distintas operaciones estarán soportados en papel o en
los medios electrónicos, informáticos o telemáticos que
al efecto se autoricen de acuerdo con lo previsto en la

Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

3. Los actos administrativos de gestión de créditos o
de ejecución de gastos podrán estar soportados sobré los
propios documentos contables que han de servir de base
a su toma de razón siempre que en los mismos consten
todos los requisitos necesarios para la eficacia de dichos
actos.

En estos casos el mismo documento tiene validez
como justificante de la realización del acto adminis-
trativo y como documento cantable que sirve base para
su toma de razón.

Regla 62. Justificantes que han de acompañar a los
documentos contables de gestión de créditos y ejecución
de gasto.

5. A los documentos D de compromiso de gasto se
unirá la resolución, acuerdo o contrato en que se
formalice el compromiso de la Administración.

De acuerdo con lo dispuesto en las normas anteriores,
en la Administración de la. Comunidad de Castilla y
León, los documentos contables D se acompañan de la
documentación justificativa correspondiente a la fase de
ejecución presupuestaria de compromiso del gasto que,
en el ámbito de aplicación de la función interventora, se
comprueba por el órgano de control competente de
acuerdo con el régimen de fiscalización previa plena o de
requisitos esenciales a que esté sometido el correspon-
diente expediente. Cuando el resultado de la compro-
bación es que el documento contable D su documen-
tación justificativa son de conformidad, se realiza la
intervención del compromiso de gasto sobre el propio
documento contable D con carácter previo a su apro-
bación por el órgano gestor competente y a su contabili-
zación.

En la generalidad de los expedientes que no son de
contratación, además de la intervención previa del
compromiso de gasto realizada sobre el propio
documento contable D, se efectúa la fiscalización previa
del acto por el que se adquiere el compromiso de gasto.
En cambio, en los expedientes de contratación, la fiscali-
zación de la propuesta de adjudicación del contrato se
realiza junto con la propuesta de compromiso de gasto
sobre el documento contable D.

Dicho criterio es el que se viene utilizando en la
Administración de la. Comunidad de Castilla y León
desde la entrada en vigor de la. Ley 7/1.986 de 23 de
diciembre de la. Hacienda de la Comunidad de Castilla y
León. Este criterio ha sido recogido en los diferentes
Decretos en los que se han ido determinando los
extremos adicionales a comprobar en la fiscalización
previa de requisitos esenciales (Decreto 83/2002 de 27
de junio y Decreto 28/2004 de 4 de marzo).
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La única excepción a este procedimiento se ha
producido durante el periodo de vigencia del Acuerdo de
la Junta de Castilla y León, de 20 de enero de 2000, por
el que se daba aplicación. a. la previsión del artículo
136.3.1 c) de la Ley de la Hacienda de Comunidad,
respecto del ejercicio de la función interventora en
materia de enseñanza no universitaria. El traspaso de
dicha competencia a la Comunidad Autónoma realizado
mediante R.D. 1340/1999, de 3l de julio, aconsejó dar
continuidad al régimen de fiscalización existente hasta
ese momento en el ámbito de la Administración del
Estado. Posteriormente, en el año 2002, se equiparó el
régimen de control de esta materia en el aspecto
comentado, al resto de las materias administradas por la
Comunidad.

En el futuro se valorará la conveniencia de proponer
los desarrollos reglamentarios necesarios para su efectiva
aplicación en el momento anterior a la adjudicación de
los contratos.

No menciona la alegación la continuación del
apartado 5 de la regla 62 de la Orden de 1 de febrero de
1996, por la que se aprueba la Instrucción de
Operatoria Contable a seguir en la ejecución del gasto
del Estado, “5. A los documentos D de compromiso de
gasto se unirá la resolución, acuerdo o contrato en que
se formalice el compromiso de la Administración.

En los compromisos de gasto derivados de contratos
administrativos, cuando al expedir el documento D aún
no se hubiese formalizado el contrato, en el texto libre
del documento se hará constar dicha circunstancia,
uniéndose al mismo el acuerdo de adjudicación defi-
nitiva. Una vez que se formalice el contrato, éste se
unirá al documento OK que se expida como conse-
cuencia de la primera certificación de obra o pago a
cuenta.”

Por otra parte, el fundamento en la legislación
estatal no tiene senado para posponer la fiscalización
previa una vez firmada el contrato, cuando se reconoce
que la operatoria llevada a cabo en la Junta de Castilla
y León solo tuvo la excepción de los gastos de
enseñanza no universitaria en el momento de su trans-
ferencia del Estado a la Junta. Esto significa que la
fiscalización en el Estado se hacía previamente al acto
de adjudicación lo que no sucede igual en la Junta a
pesar de exigirlo su normativa.

II 2 CUMPLIMIENTO DE LA OBLIGACION DE
REMISION DE LA INFORMACION

Se advierte por el Consejo la existencia de una serie
de contratos en los que se ha incumplido lo preceptuado
en el artículo 57 del TRLCAP en relación con la comuni-
cación al Tribunal de Cuentas de los contratos adju-
dicados.

Como alegaciones a la manifestación realizada por el
Consejo, se manifiesta lo siguiente:

El contrato de la Consejería de Fomento cuyo objeto
aparece en el anexo 3 como “Compra centralizada.
Contratación de los servicios de consultoría para el desa-
rrollo de una aplicación para la gestión de un catálogo
centralizado de bienes y servicios informáticos”, si ha
sido comunicado al Registro Público de Contratos,

Con carácter general para los contratos de la Gerencia
Regional de Salud hay que manifestar que la Orden
EYH/754/2003, de 30 de mayo, por la que se regula el
Registro Público de Contratos de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León establece, en la Dispo-
sición Adicional, que el mismo se llevará a cabo
mediante la aplicación informática que determine la
Secretaría General de la Consejería de Economía y
Hacienda, previo informe de la Junta. Consultiva de
Contratación Administrativa.

Por su parte, la Disposición final primera, autoriza al
Secretario General de la Consejería de Hacienda para
que dicte las Instrucciones y Resoluciones oportunas
encaminadas al correcto cumplimiento de la Orden.

Así, la Resolución de 18 de mayo de 2004, de la
Secretaría General de la Consejería de Hacienda, por la
que se determina la aplicación informática de gestión del
Registro Público de Contratos de la Administración de la
Comunidad de Castilla y León, estableció que dicho
Registro se llevara mediante la aplicación informática
“Contratación Administrativa” (COAD). No obstante, en
la Disposición Adicional se excepciona la efectividad y
puesta en funcionamiento del sistema en la Gerencia
Regional de Salud, que se producirá en el momento en
que se haya adaptado el sistema de información a las
necesidades del indicado Organismo Autónomo.

La Gerencia Regional de Salud está implantando un
aplicativo informático que incluye un gestor de expe-
dientes de contratación administra, estando actualmente
la Secretaría. General a. de Hacienda, junto con el
mencionado Organismo, realizando las actuaciones nece-
sarias para llevar a cabo su interrelación con la apli-
cación informática de gestión del Registro Público de
Contratos de la Administración de la Comunidad de
Castilla y León. (COAD)

Respecto a la comunicación del contrato de la
Consejería de Fomento mencionado en la alegación,
no se aporta documentación alguna que corrobore la
afirmación realizada.

Respecto de los contratos de la Gerencia de Salud
recogidos en el anexo relativo al incumplimiento de las
obligaciones de comunicación al Tribunal de Cuentas y
al Registro Público de Contratos, se acepta la
alegación, modificando el anexo e incorporando dichos
contratos en el anexo relativo a la falta de comuni-
cación al Tribunal de Cuentas.

II.3 PROCEDIMIENTO DE CONTRATACIÓN

Se realizan en este apartado del Informe una serie de
consideraciones referidas a diversos contratos que
afectan a distintas Consejerías.
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En la página 21 del informe Provisional se hace refe-
rencia al Contrato 13 de la Consejería de Fomento, deno-
minado ‘Nuevo puente sobre el río Pisuerga variante de
trazado. Tramo: cruce de acceso a zona deportiva y
pinar-enlace norte de Simancas (N-620), provincia de,
Valladolid”.

Se afirma en relación con este contrato que se ha
llevado a cabo el pago de una anticipo a cuenta de
maquinaria, liquidándose la tasa de dirección de obra sin
que se haya producido el devengo de la misma conforme
al artículo 156 de la Ley 12/2001, de 20 de diciembre de
Tasas y Precios Públicos de la Comunidad de Castilla y
León.

Sobre la observación formulada hay que manifestar
que el articulo 148.3 del RGCAP señala que “la obra
ejecutada se valorará a los precios de ejecución material
que figuren en el cuadro de precios unitarios del
proyecto para cada unidad de obra y a los precios de las
nuevas unidades de obra no previstas en el contrato que
hayan sido debidamente autorizados y teniendo en
cuenta lo prevenido en los correspondientes pliegos para
abonos de obras defectuosas materiales acopiados
partidas alzadas y abonos a cuenta del equipo puesto en
obra”. El párrafo 2º del mismo articulo añade que ‘al
resultado de la valoración, obtenida en la forma
expresada en el párrafo anterior, se le aumentarán los
porcentajes adoptados para formar el presupuesto base
de licitación y la cifra que resulte de la operación
anterior Se multiplicará por el coeficiente de adjudi-
cación, obteniendo así la relación valorada que se
aplicará a la certificación de obra correspondiente (..)”.
En este mismo sentido se pronuncia el artículo 155.2 del
RGCAP.

Por su parte, el artículo 171.1 del RGCAP, al regular
el desistimiento y suspensión de las obras, establece que
“se considerará obra efectivamente realizada o tales
efectos no sólo la que puedo ser objeto de certificación
por unidades de obra terminadas, sino también la
accesoria llevada a cabo por el contratista u cuyo importe
forma parte del coste indirecto a que se refiere el artículo
130.3 de este Reglamento, así como también los acopios
situados a pie de obra.

Por tanto, conforme al articulo 171.1 RGCAP, los
abonos por operaciones preparatorias constituyen pagos
por servicios hechos en referencia a los medios nece-
sarios para realizar la obra, de manera que al incluirse en
la relación valorada, tal y como exige el artículo 148.3
RGCAP, deben formar parte de la base imponible. Esta
circunstancia, unida a la exigencia de retención de la tasa
al efectuar el pago DE LAS certificaciones de obra, con
independencia de su carácter, determina que el tipo de
gravamen del 4% al que se refiere el artículo 157 de la
Ley 12/2001, de 20 de diciembre de Tasas y Precios
Públicos de la Comunidad de Castilla y León debe
aplicarse sobre el importe del presupuesto de ejecución
material que, tal y como lo define el artículo 131 del

RGCAP, se corresponde con el importe antes de
aplicarse los porcentajes adoptados para formar el presu-
puesto base de licitación, debiendo incluirse en el mismo
los abonos a cuenta por operaciones preparatorias.

La argumentación realizada por la Consejería
demuestra, de forma indubitada, que, en el caso de
abonos a cuenta al contratista, tanto en el supuesto de
acopio de materiales como por instalaciones y equipos,
tales hechos se deben reflejar en una certificación.

Este extremo no fue objeto de controversia en el
Informe Provisional, por el contrario, lo censurado en
éste hacía referencia a la imposibilidad de, en tales
ocasiones, de girar la liquidación correspondiente a la
Tasa por Dirección e Inspección de Obras, extremo éste
que no ha sido refutado por la alegación. Ni el artículo
171.1 del RLCAP, ni el 148.3 del mismo texto afirman,
en ningún punto, que la consideración de certifica-
ciones de obra en las ocasiones antes expuestas,
determine el devengo del tributo.

Ello es así porque la legislación contractual no
puede definir los elementos constitutivos de la obli-
gación tributaría. A estos efectos, la Ley 12/2001 de 20
de diciembre, de Tasas y Precios Públicos de la
Comunidad de CyL es la norma básica de aplicación y
definitoria de la relación jurídico-tributaría.

El hecho imponible del tributo se define como
“presupuesto fijado por la Ley para configurar cada
tributo y cuya realización origina el nacimiento de la
obligación tributaria” según el artículo 20.1 de la Ley
58/2003 de 17 de diciembre, General Tributaria. La
referencia a la Ley no es ociosa, ya que se está vetando
a otras normas de inferior rango, como es el RLCAP la
posibilidad de definirlo.

La delimitación que del hecho imponible realiza la
Ley 12/2001, se realiza en el artículo 154: “prestación
del servicio facultativo consistente en la dirección e
inspección de las obras públicas realizadas mediante
contrato”; en el caso de abonos a cuenta al contratista
no se produce esa dirección e inspección, por lo que se
estaría en un supuesto de no sujeción al tributo, por la
no realización del hecho imponible según artículo 20.2
de la Ley 58/2003.

En relación con el contrato número correspondiente a
la Consejería de Cultura, con el título “Obras de rehabili-
tación de los espacios del bien de interés cultural deno-
minado Ferrería de San Blas para su adecuación como
museo minero en Salero (León)” y con el contrato
número 35 de la Consejería de Hacienda, denominado
“Ejecución de las obras de adaptación y rehabilitación de
dos edificaciones Anexas al Convento de PP Paules de
Ávila”, se afirma en el Informe que se produce una
modificación de anualidades en fecha anterior a la adju-
dicación del contrato lo cual varía las anualidades
contempladas en el PCAP sin que exista soporte jurídico
alguno, sin que coincidan las anualidades firmadas en el
contrato con las que fueron licitación pública.
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Respecto a esta circunstancia hay que señalar que el
artículo 14.3 del TRLCAP exige que la financiación de
los contratos se ajuste al ritmo requerido en la ejecución
de la prestación, debiendo adoptarse a este fin por el
órgano de contratación las medidas que sean necesarias
al tiempo de programación de las anualidades durante el
período de ejecución. El señalado precepto legal
contempla, pues, dos momentos distintos en los que el
órgano de contratación ha de ajustar la financiación de
los contratos:

Al programar las anualidades.

Durante la ejecución de la prestación.

Por su parte, el artículo 96 del RGCAP prevé el
reajuste de anualidades cuando se produzcan desajustes
entre las anualidades establecidas en el pliego de
cláusulas administrativas particulares integrado en el
contrato y las necesidades reales en el orden económico
que el normal desarrollo de los trabajos exija. Asimismo
la cláusula 53 del. Pliego de Cláusulas Administrativas
Generales dispone que “las anualidades de inversión
previstas para las obras se establecerán de acuerdo con el
ritmo fijado para la ejecución de las misma”.

Por último ha de tenerse en cuenta la legalidad
financiera vigente en nuestra Comunidad, constituida
básicamente por la Ley de la Hacienda, cuyo artículo
110 dispone que con cargo a los créditos del estado de
gastos de cada presupuesto sólo podrán contraerse obli-
gaciones derivadas de adquisiciones, obras, servicios y
demás prestaciones o gastos en general que se realicen
en el año natural del propio ejercicio presupuestario.
Asimismo, el artículo 109 de la citada Ley establece que
los créditos para gastos que a la liquidación del presu-
puesto no estén vinculados al cumplimiento de obliga-
ciones ya reconocidas, quedaran anulados de pleno
derecho.

De las anteriores consideraciones se deduce que la
financiación de los contratos ha de basarse en el
programa de trabajo que forma parte del proyecto de
ejecución de la obra, condicionando, desde el punto de
vista presupuestario, por las previsiones tiempo real en
que aquella haya de ejecutarse. Ello supone que la Admi-
nistración, al iniciar la. Tramitación de un expediente de
contratación de obras, ha tenido que realizar las previ-
siones oportunas que permitan situar en el tiempo su
ejecución y, conforme a ella, acomodar en el orden
económico su financiación, de acuerdo con la fecha de
inicio y el ritmo de ejecución previsto en el programa de
trabajo.

Partiendo de una financiación correctamente
programada, sí antes de la adjudicación del contrato se
advierte que como consecuencia de la propia tramitación
del expediente se ha producido un desajuste en la distri-
bución de crédito entre las anualidades que han de finan-
ciarlo, resulta necesario acomodar la financiación de la
obra al nuevo calendario de ejecución con carácter

previo a la adjudicación, Si no se efectuase dicha modifi-
cación, la adjudicación del contrato carecerá de
cobertura presupuestaria debido al desajuste que se
produciría entre las anualidades reales de ejecución las
inicialmente previstas en el pliego, incurriendo en el
supuesto de nulidad previsto en el artículo 62 del
TRLCAP al faltar uno de los presupuestos materiales
exigidos para la validez de los contratos.

En este mismo sentido, el artículo 6 de la Orden
HAC1401/ 2003, de 29 de octubre, por la que se regulan
las operaciones de cierre del ejercicio económico 2003,
en relación con la contabilidad de gastos públicos señala
en su apartado segundo que los documentos contables de
disposición del gasto “AD” relativos a contratos que
estén pendientes de formalizar se encuentren dentro del
plazo legalmente previsto, se justificarán provisio-
nalmente con la resolución de adjudicación. No efectuar
el citado reajuste antes de la adjudicación provocaría que
la ejecución del contrato se extendería más allá de la
previsión contenida en los documentos contables que dan
cobertura presupuestaria al mismo. Esto supondría
incumplir lo dispuesto en la Regla 22 de la Instrucción
de operativa contable, aprobado por Orden Ministerial de
1 de febrero de 1.996, apareciendo un gasto compro-
metido en ejecuciones posteriores diferente al
compromiso contabilizado.

La alegación expone la necesidad de realizar
reajustes de anualidades para salvaguardar el procedi-
miento de adjudicación, acomodando la financiación
de la obra al nuevo calendario de ejecución, con
carácter previo a la adjudicación del contrato.
Menciona que el desajuste se produce como conse-
cuencias en la dilución del propio procedimiento admi-
nistrativo, olvidando que el TRLCAP prevé la solución
para evitar esta situación cuando regula la posibilidad
de la tramitación anticipada de los expedientes
llegando incluso a la adjudicación del contrato.

El reparto en anualidades del Presupuesto base de
licitación es una mención obligatoria del PCAP, según
exige el art. 67.2.c) del RLCAP. La jurisprudencia, de
forma reiterada, ha apreciado que el Pliego constituye
la “ley del contrato”, con fuerza vinculante para el
contratante y para la Administración, por lo que una
modificación unilateral de estas condiciones no puede
ser admitida sin reservas.

La presentación de las ofertas por parte de los dife-
rentes licitadores permite presumir una aceptación
incondicional por el empresario de las cláusulas del
Pliego, pero sólo puede aceptarse tal afirmación
referida a las cláusulas que conoce en este momento, si
éstas se ven modificadas con posterioridad, no se puede
asegurar que el licitador hubiere realizado la misma
oferta.

Por todo ello, hay que convenir que, en el caso de
ser necesario el reajuste de las anualidades previstas en
el PCAP después del fin del plazo de presentación de
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ofertas y antes de la Resolución de adjudicación, como
consecuencia de retrasos administrativos en la trami-
tación se debería declarar desierto el procedimiento ya
que según el artículo 53 del TRLCAP no se ha perfec-
cionado el contrato y la propuesta de adjudicación no
crea derecho alguno a favor del licitador propuesto,
según el artículo 82 del TRLCAP, so pena de exponer a
una situación de indefensión, no sólo a los licitadores
que acudieron al procedimiento, sino también -y esto es
lo más importante- a quienes no acudieron a la lici-
tación, desistiendo de la misma, por la imposibilidad de
cumplir con el calendario previsto en el PCAP.

CONSEJERIA DE HACIENDA FIRMADAS POR
LA SECRETARIA GENERAL

ALEGACIONES SOBRE EL CONTRATO 35
“EJECUCIÓN DE LAS OBRAS DE ADAPTACIÓN Y
REHABILITACIÓN DE DOS EDIFICACIONES
ANEXAS AL CONVENTO E LOS P.P. PAULES EN
ÁVILA.

Consideración 1: “Se recogen en el PCAP los criterios
de adjudicación sin dar el debido cumplimiento al
artículo 86.2 del TRLCAP ya que no se determinan los
criterios de reparto de las puntuaciones señaladas. Poste-
riormente en el informe técnico se desagregan en
algunos casos esas puntuaciones llegándose a esta-
blecerse mínimos que no existen en el PCAP como
ocurre en la reducción del plazo de inicio, en el que se
establece un mínimo de 5 días desde la notificación al
licitador de la adjudicación”.

Contestación 1:

En los criterios de adjudicación del concurso esta-
blecidos en el PCAP los hay de dos tipos: unos de valo-
ración directa mediante la aplicación de fórmulas mate-
máticas y otros que requieren un análisis, apreciación y
valoración realizada por técnicos especialistas, que para
auxiliarse en sus razonamientos, realizan una desagre-
gación de carácter interno que permite llegar a la valo-
ración final.

En cuanto al establecimiento de puntuaciones
mínimas revisado el informe técnico no se aprecia esta
circunstancia, asignándose las puntuaciones en relación
directa a la consideración de las propuestas realizadas.

Contestación 1

La distinción realizada en las alegaciones entre
criterios de adjudicación de valoración directa y otros,
que requieren una desagregación de carácter interno
realizada por técnicos especialistas, carece de cobertura
legal, y atenta contra la objetividad, que se predica en
el artículo 86 del TRLCAP respecto de los criterios de
adjudicación. La admisión de la utilización de criterios
desagregados internamente y, por tanto, no incluidos
en el PCAP, infringe el principio de transparencia que
debe presidir la contratación pública.

Según las alegaciones recibidas, no se aprecia el
establecimiento de puntuaciones mínimas en el informe
técnico, que sean contrarías a lo establecido en el
PCAP. Sin embargo, mientras que en el PCAP se
señala que se valorará la reducción del plazo de inicio
de las obras, en el informe técnico se limita, tal y como
se pone de manifiesto en el informe provisional, el
plazo mínimo para el inicio de las obras en 5 días
hábiles. Esta condición no aparecía en el PCAP, y
provocaría puntuación de cero puntos a las ofertas que
redujeran el plazo más allá de los 5 días, establecidos
como límite únicamente en el informe técnico y no en
los criterios de adjudicación contenidos en el PCAP,
infringiendo el principio de transparencia proclamado
por el TRLCAP.

Consideración 2: “Dentro de los criterios señalados se
incluyen menciones que no podían ser objeto de valo-
ración, al no haberse exigido conforme al último párrafo
del artículo 15.1 del TRLCAP unos medios mínimos en
el fase de relación, tales como medios humanos puestos
a disposición del mantenimiento de la edificación” ya
que constituyen aspectos propios de la capacidad de los
licitadores debiendo ser objeto de análisis desde la fecha
de redacción y no de valoración.

Algunos criterios responden al conformismo de
adscripción a la ejecución de contrato de medios
funcionales o materiales, que no pueden admitirse al no
haberse exigido, conforme al último párrafo del artículo
15.1 del TRLCAP unos medios mínimos en la fase de
ejecución.

Contestación 2:

En el PCAP del contrato se establece que para
acreditar la solvencia técnica, las empresas deben
presentar la relación de las obras ejecutadas en el curso
de los últimos cinco años acompañada de certificados de
buena ejecución; este requisito es sustituido por la clasi-
ficación en el caso de las empresas españolas, por lo que
los medios humanos puestos a disposición de la obra no
han sido valorados en la fase de selección de las
empresas.

Por otra parte, se valora como criterio de adjudicación
la metodología organización y medios humanos puestos
a disposición de la ejecución de los trabajo que incidan
en la calidad de la obra y de las instalaciones; por lo
tanto no se valoran estos conceptos como capacidad de
las empresas para la ejecución de las obras que ya quedó
acreditada por los medios establecidos en el párrafo
anterior, sino que se valoran estos conceptos en relación
directa con el aumento de calidad que se produce en la
propia obra y sus instalaciones.

Contestación 2

La exclusión de los medios humanos puestos a
disposición de la obra como criterio valorativo de la
capacidad del licitador, en la fase de selección de las
empresas, no habilita su utilización como criterio de
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adjudicación. Los medios humanos puestos a dispo-
sición de la obra no se valoraron en la fase de selección
por elección del órgano de contratación, dando a
entender que no era necesario contar con medios
humanos mínimos adscritos a la obra. El TRLCAP
permite la valoración de estos medios en la fase de
selección, en virtud del artículo 15.1 en su último
párrafo.

Consideración 3: “Se produce una modificación de
anualidades en fecha anterior a la adjudicación del
contrato lo cual varía las anualidades contempladas en el
PCAP sin que exista soporte jurídico alguno, sin que
coincidan las anualidades firmadas en el contrato con las
que fueron de licitación pública.

Contestación 3:

Las alegaciones a este punto están incluidas en las
formuladas a la Cuenta General de la Comunidad
Autónoma.

Contestación 3

En relación con el reajuste se remite la alegación a
lo mencionado en el apartado general ya contestado.

ALEGACIONES SOBRE EL CONTRATO 37
“PRORROGA DEL CONTRATO ASISTENCIA
TECNICA TAREAS DE APOYO, CONTROL,
DISEÑO DEL PROYECTO GUIA

La 5ª prórroga del contrato, continuidad de las
prórrogas anteriores de 2001 y 2002, incluye efecti-
vamente la modificación autorizada mediante Orden de
la Consejería de Economía y Hacienda de 08-11-00,
dado que esta modificación tiene su fundamento en que
en el transcurso del año 2000 se hace patente un
incremento significativo de las necesidades de manteni-
miento perfectivo del sistema. Ello viene originado
fundamentalmente por los dos siguientes factores no
previsibles: la extraordinaria evolución de las tecno-
logías de la información, en especial de los servicios a
través de Internet y las posibilidades que, en base a las
mismas, se abren de cara a facilitar al contribuyente, por
parte de la Administración, la satisfacción de sus
derechos y obligaciones, y la normalización de las cone-
xiones on line y la transferencia automática de datos
fiscales entre las distintas Administraciones y en la
propia Comunidad, de cara a facilitar la labor de las
secciones gestoras, transferencia que se incrementa por
el traspaso de funciones y servicios en materia de
educación, de la Administración del Estado a la
Comunidad.

Finalmente, superada la fase de implantación de los
procedimientos automáticos de gestión tributaria, se
hacía perceptible la necesidad de perfeccionamiento, en
base a su optimización, de aquellos dirigidos a la actuali-
zación, del censo de contribuyentes y de los parámetros
de valoración de bienes.

Este incremento de necesidades resultaba imposible
de ser previsto al inicio del contrato. La modificación se
realiza para el desarrollo del proyecto en los términos
que ya han sido enunciados y en ningún caso para
absorber el efecto 2000, para el cual en esa fecha, ya se
habían realizado las verificaciones y los correspon-
dientes ajustes técnicos, o la implantación del euro.

En cuanto a los precios aplicados, hay que señalar que
se actualizan de acuerdo con la variación anual del IPC,
conforme a la cláusula 4ª del PC.AP, para mantener el
equilibrio financiero del contrato una vez prorrogado
éste, sin que deba entenderse como revisión de precios
en sentido estricto, dado que tal revisión no venía
contemplada en el Pliego (Cláusula 19ª PCAP).

No corresponde en este momento hacer lo que se
consideran alegaciones al informe del Tribunal de
Cuentas sobre la Cuenta General de la Comunidad del
ejercicio 2000, en relación con los aspectos (adaptación
al euro, efecto 2000) que según ese Tribunal justi-
ficaban, entre otros, el modificado del ejercicio 2000.
En cualquier caso, el informe provisional menciona la
irregularidad en el precio detectada por el Tribunal en
el mencionado informe, y que se incluye en la
prórroga, y, respecto del cual, no se hace alegación
alguna.

Se admite la alegación relativa al cálculo de la
variación del precio del contrato, eliminándose, en
consecuencia dicho párrafo del informe provisional.

CONSEJERIA DE FOMENTO

INFORME PROVISIONAL DE LA FISCALI-
ZACION DE LA CUENTA GENERAL DE LA
COMUNIDAD AUTONOMA Y CONTRATACION
ADMINISTRATIVA CORRESPONDIENTE AL
EJERCICIO 2003 FIRMADAS POR EL DIRECTOR
GENERAL DE CARRETERAS E INFRAES-
TRUCTURAS

En relación con el informe de fiscalización arriba
referenciado, se indica lo siguiente:

Contrato 13: El PCAP del Contrato fija en uno de sus
anexos los criterios y puntuaciones aplicables para la
valoración de las proposiciones, entendiéndose que son
suficientemente concretos y detallados.

El informe técnico se limita al desarrollo de los dife-
rentes criterios y su aplicación a las diferentes proposi-
ciones, procediéndose a la valoración de las mismas.

La invitación dirigida a los interesados se hace nada
más leer el anuncio de licitación, o sea, antes de proceder
a la apertura de las ofertas.

La interpretación que se viene haciendo desde
siempre en relación con la delegación de competencias
es que el acto que autoriza la Junta de Castilla y León es
el de iniciar la licitación, por lo que el resto de las actua-
ciones de contratación no estarían incluidas en el art.
48.3f de la Ley 3/2001.
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Las afirmaciones realizadas en las alegaciones, en
relación con los criterios de adjudicación y el informe
técnico, no aportan datos o razones concretas distintas
de las analizadas en la fiscalización del expediente, y
que dieron lugar a la emisión del informe provisional.

Por tanto, sólo cabe reiterar, que el desarrollo de los
criterios de valoración en el informe técnico no es
correcto, porque priva a los licitadores del conoci-
miento previo de qué puntuaciones se asignarán a los
diferentes componentes de su oferta, y si la evaluación
realizada a los mismos es conforme con lo previsto en
el PCAP.

Esta práctica supone el incumplimiento de lo
preceptuado en el art 67.2i) del RLCAP, en cuanto que
evidencia que el PCAP no contiene todas las pondera-
ciones de los criterios elegidos para la adjudicación.

Se acepta la alegación referida a la invitación a los
interesados del artículo 83.2 del TRLCAP, y se suprime
el párrafo del informe provisional.

La alegación emitida sobre la interpretación del
artículo 48.3f) de la Ley 3/2001 no tiene consistencia
puesto que el articulo 79 de la misma Ley señala que
“la celebración de contratos exigirá la autorización de
la Junta de Castilla y León en los casos previstos en la
Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad y en
la Ley de Presupuestos vigente.”

No se entiende el criterio restrictivo aplicado por la
Consejería, interpretando que se refiere únicamente a
la iniciación de la licitación, sin que por otra parte, se
defina bien que acto se corresponde con el
mencionado. De lo analizado en los expedientes el
Consejero firma la orden de inicio y la adjudicación,
constatándose la incoherencia con la alegación
presentada.

Destaca que la interpretación de la Consejería de
Agricultura y Ganadería define como única compe-
tencia indelegable la aprobación del expediente y
consecuente aprobación del gasto, en el caso de una
Dirección General, puesto que la observación es
aceptada por otra Dirección General de la misma
Consejería.

Contrato 14: Las observaciones a este contrato son
análogas a las efectuadas a la anterior, por lo que se
consideran contestadas.

Son reproducibles íntegramente las consideraciones
realizadas con respecto al contrato 13, en relación con
los criterios de adjudicación y la delegación de compe-
tencias.

Contrato 15: Las dos primeras observaciones vuelven
a ser análogas a las de los contratos anteriores.

Adjunto se remite Acta de la mesa con la relación de
licitadores.

Esta Dirección General considera que se está
aplicando correctamente el Decreto de Desconcen-
tración.

Son reproducibles íntegramente las consideraciones
realizadas con respecto al contrato 13, en relación con
los criterios de adjudicación y la delegación de compe-
tencias.

Se admite la alegación al aportar la relación. En el
expediente no constan las ofertas económicas de todos
los licitadores pero en la relación se comprueba que se
abrieron todas las ofertas. Se modifica el párrafo del
informe provisional, dejando la observación relativa a
la no constancia de la solicitud del informe técnico.

No se argumenta en la alegación en contra de lo
establecido en el informe provisional relativo al
Decreto por lo que no procede contestación, ni modifi-
cación del Párrafo en el informe.

Contrato 16: Las dos primeras observaciones vuelven
a ser análogas a las de los contratos anteriores.

En relación can la adjudicación, en caso de empate, ala
oferta más económica, se ha hecho así en aras de un
ahorro de la Administración siguiendo el criterio del
Tribunal de Cuentas a la vista de sus informes correspon-
dientes a fiscalizaciones de otros ejercicios; par otra parte,
no se deduce de la oferta el porcentaje de minusválidas.

Son reproducibles íntegramente las consideraciones
realizadas con respecto al contrato 13, en relación con
los criterios de adjudicación y la delegación de compe-
tencias.

No se admite la argumentación expresada en la
alegación ya que el proceder en casos de empate debe
realizarse de acuerdo con lo prescrito en el PCAP, que
en este caso, no señalaba más que la transposición de
la disposición adicional octava del TRLCAP, sin que
conste en el expediente el intento de su aplicación.

Contrato 17: Todas las observaciones a este contrato
ya se han hecho en contratos anteriores.

Son reproducibles íntegramente las consideraciones
realizadas con respecto al contrato 13, en relación con
los criterios de adjudicación y la delegación de compe-
tencias.

Contrato 18: Las dos primeras observaciones vuelven
a ser análogas a las de los contratos anteriores.

Se adjunta informe de la Oficina receptora de Pliegos;
de acuerdo con ello en el apartado de entrega en otras
oficinas o por correo, sólo hace referencia a otros
registros; se excluyó a un licitador, por no haber
cumplido el requisito de envío de telegrama o fax,

Son reproducibles íntegramente las consideraciones
realizadas con respecto al contrato 13, en relación con
los criterios de adjudicación y la delegación de compe-
tencias.

Según acta de 9 de diciembre de 2003, no se
menciona la oferta realizada por la empresa COMSA,
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ni siquiera para excluirla del procedimiento. Es
evidente que tal empresa aparece relacionada en el
Certificado emitido por el Jefe de la Oficina Receptora
de Proposiciones del edificio de Servicios Múltiples de
la Junta de Castilla y León, bajo el epígrafe “que con
posterioridad a la citada fecha (de finalización del
plazo de presentación) y previa presentación en otros
Registros o comunicación mediante fax o telegrama, se
han recibido las siguientes empresas”

De lo recogido en el Certificado lo único que se
desprende es que no presentó el obligado anuncio de su
remisión por los medios señalados en el RLCAP. La
fecha que figura como fecha de registro no especifica si
es la fecha de entrada en correos o la fecha de entrada
en el Registro de la Consejería. Esto es lo que plantea
el problema, puesto que si corresponde a la fecha de
entrada en correos sería de aplicación el párrafo
segundo del artículo 80.4 del TRLCAP ya que no se
habría recibido en plazo concurriendo que no se aviso
adecuadamente el envío. Sin embargo, si la fecha
corresponde a la entrada en el Registro de la
Consejería, habiéndose enviado por correos dentro del
plazo del PCAP y con el único error de no haber
efectuado el anuncio por los medios señalados en el
RLCAP, la oferta no se debió rechazar, puesto que no
concurren las circunstancias previstas en el artículo
mencionado para su rechazo.

Contrato 19: Se adjunta acta de la mesa con la
relación de licitadores; se excluyó una de ellas por el
motivo que se indica en el acta, no pudiéndose adjuntar
la documentación de este licitador, pues se devuelve
transcurridos los plazos reglamentarios.

El resto de las observaciones son análogas a las efec-
tuadas respecto a otros contratos.

Son reproducibles íntegramente las consideraciones
realizadas con respecto al contrato 13, en relación con
los criterios de adjudicación y la delegación de compe-
tencias.

Se admite la relación enviada como la que faltaba en
el expediente. No obstante, en dicha relación no consta
el importe ofertado por el licitador excluido. La devo-
lución de la documentación presentada por los lici-
tadores que no resultan adjudicatarios no es óbice para
conservar copia de sus ofertas económicas, máxime si
es la causa de exclusión y cuando es una práctica
habitual que, en este expediente en concreto, se hizo
con el resto de ofertas económicas. Deberá modificarse
el párrafo del informe provisional, dejando constancia
de que no figura en la relación la cuantía de la oferta
que fue excluida.

CONSEJERIA DE MEDIO AMBIENTE
FIRMADAS POR LA JEFA DEL SERVICIO
DECONTRATACION ADMINISTRATIVA.

En relación con las consideraciones efectuadas por el
Consejo de Cuentas respecto al Contrato nº 32 “EL

PEÑIGOSO SELLADO DEL VERTEDERO”, se
realizan las siguientes alegaciones:

Por lo que se refiere a la tramitación del expediente
sin acreditar la disponibilidad de terrenos cabe señalar lo
siguiente:

De acuerdo con lo establecido en el artículo 129 del
TRLCAP Aprobado el proyecto, y previamente a la
tramitación del expediente de contratación de la obra, se
procederá a efectuar el replanteo del mismo, el cuál
consistirá en comprobar la realidad geométrica de las
mismas y la disponibilidad de los terrenos precisos para
su normal ejecución, que será requisito indispensable
para la adjudicación en todos los procedimientos.” Por lo
que la disponibilidad de los terrenos es requisito indis-
pensable para la adjudicación, no para la convocatoria de
licitación. Así, con carácter previo a la adjudicación del
contrato, que se realizó con fecha 17 de noviembre de
2003, por el Jefe de Servicio de Infraestructuras para el
tratamiento de residuos se certificó la disponibilidad de
todos los terrenos necesarios para la ejecución de la obra,
de tal forma que, con carácter previo a la adjudicación,
estaba acreditada la total disponibilidad de los mismos.

Respecto a que los criterios de adjudicación no son
conformes con el artículo 86.2 del TRLCAP, conside-
rarnos que los criterios de adjudicación establecidos en
el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares que
rige este contrato se ajustan a lo dispuesto en el
mencionado articulo, ya que están indicados por orden
decreciente de importancia, estableciéndose también la
ponderación que a cada uno de ellos se atribuye.

Por lo que se refiere al establecimiento de subdivi-
siones no previstas en el PCAP, cabe señalar que los
diferentes intervalos no son sino un fiel reflejo del
estudio técnico pormenorizado de cada una de las ofertas
presentadas por los licitadores, realizado de acuerdo con
los criterios establecidos en el Pliego. Toda valoración
exige una graduación entre la máxima puntuación
posible y la mínima, a la vista de la documentación y
justificación de la oferta presentada por cada uno de los
licitadores destacando las cualidades de cada una de ellas
en relación con el objeto del contrato que se pretende
adjudicar.

En cuanto a la valoración del control de calidad por
encima del porcentaje del 1% que obligatoriamente
establece la cláusula 38 del Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Generales para la contratación de obras del
Estado, entendemos que no se produce vulneración
alguna de dicha cláusula, pues se trata un porcentaje a
mayores que el licitador voluntariamente se presta a
realizar con objeto de incrementar la calidad de la obra
objeto del contrato.

Respecto a la valoración realizada del criterio
“Calidad objeto del contrato”, se específica en el Pliego
que para su valoración, “se presentará una memoria
explicativa de las propuestas que a juicio del licitador
contribuyan a una mayor calidad de la obra. Estas
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propuestas deberán estar correctamente definidas y, en
su caso, valoradas económicamente. Dichas mejoras no
supondrán incremento en el importe de adjudicación.
Para la evaluación de este criterio se tendrá en cuenta la
viabilidad e idoneidad de las propuestas que contribuyan
especialmente al incremento de la calidad del objeto del
contrato”.

A la vista del informe técnico de valoración de las
ofertas, se constata que tomando como referencia las
ofertas con puntuaciones técnicas similares y no
valorando el incremento de porcentaje destinado al
control de calidad que propone los licitadores, resulta el
mismo adjudicatario. Ahora bien, el licitador que más se
acerca al adjudicatario, con la misma puntuación en el
valor técnico de la oferta, no ofertó ninguna mejora, por
lo que en este apartado “calidad del objeto del contrato”,
obtuvo cero puntos, mientras que el que resultó adjudi-
catario ofertó un serie de mejoras al contrato que incre-
mentaban la calidad de la obra, otorgándosele una
puntuación de 0,50 puntos.

Por lo que se refiere al retraso en la adjudicación del
contrato, el mismo se debió a la no disponibilidad de los
terrenos necesarios para la ejecución de la obra. Así, el
acuerdo de cesión de terrenos por el Ayuntamiento de
Segovia se produjo el día 3 de Noviembre de 2.003; con
fecha 10 de noviembre, el jefe de Servicio de infraes-
tructura para el tratamiento de residuos certifica la dispo-
nibilidad de los mismos, procediéndose entonces a
realizar la propuesta de adjudicación por la Mesa de
Contratación y a la adjudicación del contrato por el
órgano de contratación.

Con relación a la falta de motivación en la concesión
de la prórroga cabe señalar que la solicitud de prórroga
del plazo de ejecución por la empresa adjudicataria se
debió a que el Ayuntamiento de Segovia siguió
realizando vertidos en el vertedero de “El Peñigoso”
hasta el mes de julio del año 2.004, lo que motivó el
retraso de los trabajos de sellado en alguna de las zonas
objeto de actuación.

La concesión de un plazo distinto del solicitado por el
adjudicatario, se debió a que por parte del órgano de
contratación se consideró suficiente una prórroga del
plazo de ejecución de 3 meses para la finalización de la
obra.

El artículo 129 exige la acreditación de la disponi-
bilidad de los terrenos una vez aprobado el proyecto y
con carácter previo a la tramitación del expediente.
Además, se considera requisito indispensable para la
adjudicación, lo cual no resta vigor a la obligación de
acreditar la disponibilidad de los terrenos en el
momento señalado por el TRLCAP.

Es inadmisible la consideración de los criterios de
adjudicación que aparecen en el PCAP como correctos
cuando, como se pone de manifiesto en el informe
provisional, no aparecen en el PCAP los criterios de

reparto de las puntuaciones asignadas, desglosándose
posteriormente en el informe técnico.

La vulneración a la cláusula 38 del PCAG debe
estar amparada en el cumplimiento del artículo 50 que
obliga a obtener informe de la Junta Consultiva de
Contratación cuando se incluyan en el PCAP cláusulas
contrarias a lo previsto en los pliegos generales. La
cláusula 38 establece un límite taxativo para los gastos
a cargo del contratista que el PCAP permite elevar
valorando dichos aumentos. Tal y como reconoce la
alegación presentada el límite de la cláusula 38 no se
cumple puesto que “se trata de un porcentaje a
mayores”, es decir, permite un límite superior y, por
tanto, contrario al establecido en la cláusula 38 del
PCAG.

El informe provisional no compara la oferta del
adjudicatario con la más cercana a ella, tal y como
expone la alegación emitida, sino con la oferta que sin
tener puntuación en el apartado de control de calidad
obtenía mayor puntuación global (es decir, mayor
puntuación parcial en el apartado económico y técnico
e igualdad de puntos en el apartado de mayor conoci-
miento) que la puntuación total de la oferta que resultó
adjudicataria descontando a ésta los puntos del control
de calidad que nunca debieron ser valorados. El adju-
dicatario hubiera sido distinto de no tener en cuenta el
criterio del control de calidad

Las razones aducidas en las alegaciones recibidas
respecto a la falta de motivación de la concesión de la
prórroga no hacen sino confirmar lo señalado en el
informe provisional, es decir, la ausencia de expresa
motivación en la resolución por la que se acuerda la
prórroga, en la que no se hace referencia alguna a las
razones ahora esgrimidas ni a las razones para
conceder un plazo distinto al solicitado por el
contratista.

En relación con las consideraciones efectuadas por el
Consejo de Cuentas respecto a los expedientes Nº 33 y
34 “Arrendamiento con opción de compra de 50
vehículos todo terreno pick-up batalla larga y batalla
corta” y “Arrendamiento con opción de compra de 80
vehículos todo terreno ligeros”, se efectúan las siguientes
alegaciones:

- Respecto a que se ha incurrido en fraccionamiento
de contrato, cabe señalar que el objeto de uno y otro
expediente es diferente, ya que si bien ambos tienen por
objeto el arrendamiento con opción de compra de una
serie de vehículos, en uno y otro expediente los
vehículos son diferentes, lo que determinó la tramitación
de dos expedientes de contratación.

El artículo 68 del TRLCAP, establece que “no podrá
fraccionarse un contrato con objeto de disminuir la
cuantía del mismo y eludir así los requisitos de
publicidad, el procedimiento o la forma de adjudicación
que corresponda”.
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Es evidente que no se han eludido los requisitos de
publicidad, ya que en ambos expedientes la convocatoria
de licitación fue publicada en el DOUE, BOE Y
BOCYL. Por otra parte, tampoco el hecho de haber
tramitado dos expedientes de contratación ha alterado el
procedimiento y la forma de adjudicación del contrato,
que se ha realizado mediante procedimiento abierto y
forma de concurso sin variantes.

Por lo se refiere al órgano competente para celebrar el
contrato, es evidente que de haberse tramitado un único
expediente, la Junta de Castilla y León tendría que haber
autorizado la celebración del mismo; no obstante en este
caso la Aprobación de estos dos expediente fue precepti-
vamente comunicada a la Junta en virtud de lo esta-
blecido en el articulo 10 5 de la Ley 14/2003. de 23 de
Diciembre de Presupuestos General es de la Comunidad
de Castilla y León para 2004.

Por lo que refiere a la admisión de variantes, el
artículo 80 del TRLCAP establece que en las licita-
ciones, cada licitador no podrá presentar más de una
proposición, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo
87 de dicha ley sobre admisibilidad de variantes.

En este supuesto hemos de tener en cuenta que se trata
de contratos de suministro, siendo el objeto de los
mismos el arrendamiento de una serie de vehículos
respecto de los cuáles se fijan una serie de características
técnicas que indefectiblemente deben cumplir, la posi-
bilidad de presentar variantes se refiere a los distintos
modelos de vehículos que los licitadores pueden ofertar,
lo que supone que cada modelo ofertado tenga una oferta
económica diferente.

Por lo que se refiere a los criterios de adjudicación
utilizados entendemos que cumplen con los requisitos
establecidos en el artículo 86 del TRLCAP, puesto que
se establecen por orden decreciente de importancia,
fijándose la ponderación que se atribuye a cada uno de
ellos.

El establecimiento, en este caso, de un criterio
corrector permite a la Administración decantarse por un
determinado modelo de vehículo, ante el empate entre
las dos ofertas con mayor puntuación.

Por lo que se refiere al establecimiento de subcriterios
de adjudicación no previstos en el Pliego, cabe señalar
que los diferentes intervalos no son sino un fiel reflejo
del estudio técnico pormenorizado de cada una de las
ofertas presentadas por los licitadores realizado de
conformidad con los criterios establecidos en el. Pliego.
Toda valoración exige una graduación entre la máxima
puntuación posible y la mínima, a la vista de la docu-
mentación aportada con cada oferta, destacando las
cualidades de cada una de ellas con relación al objeto del
contrato que se pretende adjudicar.

Por lo que se refiere a la corrección del “precio de la
oferta” con el de la “opción de compra”, hay que tener
en cuenta que estamos ante un arrendamiento con opción

de compra, por lo que es imprescindible vincular la valo-
ración de la opción de compra con la valoración de la
cuota de arrendamiento, con objeto de poder determinar
cuál es, en su conjunto, la oferta más ventajosa para la
Administración en caso de que se decida ejercer la
opción de compra.

No obstante, dado que en todas las ofertas el importe
de la opción de compra fue superior a 320.000,00 €, se
valoraron todas ellas con 0 puntos, de acuerdo con lo
establecido en el criterio de valoración nº 1.

La oferta de una franquicia de 3000 Km/año, es
evidentemente una prestación que mejora las condi-
ciones establecidas el Pliego de Prescripciones Técnicas,
y por tanto entendemos que ha sido correctamente
valorada de acuerdo con lo establecido en el criterio nº 4.

Por lo que se refiere al importe de la garantía defi-
nitiva exigida al adjudicatario, efectivamente, el artículo
36.1 del TRLCAP establece que cuando el precio del
contrato se determine en función de precios unitarios el
importe de la garantía a constituir será el 4º/0 del presu-
puesto base de licitación. Dado que el presupuesto del
contrato se ha fijado en base a precios unitarios, tal y
como se refleja en la propuesta de inicio del expediente y
en el Anexo nº 4 del P.C.A.P.

En cuanto al pago de los anuncios de licitación en
prensa, estos anuncios son gestionados a través de una
agencia de publicidad, previo encargo realizado al
efecto, la cuál emite una factura por el importe del
servicio prestado. El RGLCAP establece respecto a los
gastos de publicidad, que debe fijarse el importe máximo
de los mismos y que deben abonarse por el. adjudi-
catario, pero no se establece nada acerca del procedi-
miento del cobro al contratista.

Respecto a la notificación al resto de los participantes
en la licitación fuera de plazo, cabe señalar lo siguiente:

En el contrato nº 33, solamente hubo dos licitadores.
La adjudicación del contrato se realizó mediante Orden
de fecha 11 de diciembre, y la notificación de dicha adju-
dicación, tanto al adjudicatario como al otro licitador se
realizó el día 16 de diciembre, con Registro de salida de
fecha 18 y 19 de diciembre respectivamente. La notifi-
cación se practicó, por tanto dentro del plazo de 10 días
que establece el artículo 58 de la LRJPAC.

En el contrato nº 34 solamente hubo un licitador. La
adjudicación se realizó mediante Orden de fecha 11 de
diciembre y la notificación se practicó el día 16 de
diciembre, con Registro de salida de 18 de diciembre.
Igualmente la notificación se practicó dentro del plazo de
10 días que establece el artículo 58 de la LRJPAC.

Por lo que se refiere a la fecha de presentación de la
oferta por el único licitador del contrato nº 34, efecti-
vamente en el Certificado emitido por el Registro único
del edificio de servicios múltiples II, consta la fecha en
que ha tenido entrada en dicho Registro el fax o
telegrama anunciando el envío por correo de la docu-
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mentación, así como la fecha en que efectivamente tuvo
entrada la misma. No obstante y a pesar de que
actualmente no conste en el expediente la fecha de
entrada en la oficina de correos la documentación
remitida, éste es un dato que comprueba y corrobora la
Mesa de Contratación cuando procede al examen de la
documentación general presentada por los licitadores.
Así en el acta de calificación de la documentación
general celebrada el día 6 de noviembre acordó incluir a
la licitación a la citada empresa tras examinar la docu-
mentación presentada, examen que por supuesto
comprende la comprobación de que la documentación ha
sido presentada dentro del plazo establecido al efecto.

No se aportan argumentación alguna comple-
mentaria a la contenida en el expediente que
contradiga los hechos que se toman como decisivos
para calificar la existencia de fraccionamiento del
contrato.

Existe acuerdo entre el informe provisional y las
alegaciones sobre las consecuencias de dicho fraccio-
namiento. Sin embargo, es inadmisible la sustitución
de la autorización del contrato por la Junta de Castilla
y León, con la simple comunicación a la Junta de la
aprobación de estos expedientes como parece
desprenderse del escrito de alegaciones.

Ahora bien, como consecuencia de las alegaciones
es necesario modificar la redacción del primer párrafo
en el sentido de sustituir “aprobación del gasto” por
“autorización del contrato” y eliminar lo relativo a la
delegación de competencias ya que en este caso se
estaba en presencia de desconcentración de compe-
tencias.

Los argumentos recogidos en el informe provisional
respecto a la admisibilidad de variantes resultan
reforzados del contenido de las alegaciones, puesto que
según se señala en las mismas las características
técnicas requeridas en el PPT deben ser cumplidas
indefectiblemente, sin posibilidad por tanto de
variación.

La misma alegación establece que el factor corrector
se utiliza para deshacer los empates de puntuaciones.
En primer lugar, este uso no figura en el PCAP por lo
que no podría aplicarse como factor a utilizar
únicamente en los caso de desempate. En segundo
lugar, la aplicación de este factor rompe la ponde-
ración establecida en el PCAP, afirmación que consta
en el informe provisional y frente a la que no se emite
alegación alguna. Rota dicha ponderación no se da
cumplimiento al artículo 86.2 del TRLCAP.

El resto de alegaciones referidas a los criterios de
adjudicación no argumentan razones o situaciones
distintas que no se hubieran analizado en la fiscali-
zación realizada, sin que sean suficientes para
modificar los criterios puestos de manifiesto en el
informe provisional.

La simple mención en el anexo 4 del PCAP de la
determinación del precio del contrato por precios
unitarios no tiene valor si en realidad no se señala en el
expediente en ningún momento la determinación de
unidades acompañadas de su precio unitario. La suma
de estos productos dará como resultado el presupuesto
total. Por tanto, a pesar de la dicción del PCAP, el
sistema de determinación del presupuesto del contrato
utilizado, ha sido el sistema de tanto alzado, lo que
lleva aparejado un cálculo de la garantía definitiva
sobre el importe adjudicado, tal y como señala el
informe provisional.

Efectivamente el procedimiento de abono de los
gastos de publicidad por parte de los adjudicatarios no
queda establecido en el RLCAP. Sin embargo, la irre-
gularidad deriva de que en caso de que el encargo a la
agencia de publicidad se tramitara correctamente, es
decir, mediante un contrato sometido al TRLCAP, los
pagos derivados de ese contrato deben ser presupues-
tarios. Lo que no está previsto en ningún caso por el
TRLCAP es la figura del pago por tercero, siendo la
existencia de crédito un requisito de los contenidos en
el artículo 11 del TRLCAP. El que sea el adjudicatario
el que abone directamente la factura a la agencia
significa que las relaciones entre la Administración y la
agencia de publicidad son completamente irregulares.

En cuanto al plazo de la notificación se admite la
alegación, eliminándose, en consecuencia, la redacción
del informe provisional.

No se aporta razón alguna que elimine la necesaria
constancia en el certificado del registro de la fecha en
que la documentación tuvo su entrada en correos.

Las alegaciones son firmadas por el jefe de servicio
de contratación.

CONSEJERIA DE EDUCACIÓN

CONSTRUCCIÓN DE UN CENTRO DE
EDUCACIÓN INIFANTIL Y PRIMARIA EN
ARROYO DE LA ENCOMIENDA (VALLADOLID).
FIRMADAS POR EL JEFE DEL SERVICIO DE
CONTRATACION ADMINISTRATIVA.

I. En relación con el PCAP rector del contrato de refe-
rencia, declara el Consejo de Cuentas que aquel
incumple el artículo 103 del TRLCAP puesto que la
improcedencia de la revisión de precios debe estar
motivada y constar en Resolución haciéndose referencia
de ella en el pliego.

La deducción lógica a la que conduce el tenor literal
de esta afirmación es la de suponer que en el expediente
de contratación analizado no hay resolución expresa y
que el pliego declara la improcedencia de revisión de
precios sin fundamentarse en una resolución adminis-
trativa previa dictada al efecto. Sin embargo, nada más
lejos de la realidad, ya que:
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1) En el expediente existe una Resolución de la
Dirección General de Infraestructuras y Equipamiento,
de 12 de junio de 2003 (se adjunta copia, doc.1), en la
que se declara que no resulta de aplicación la revisión de
precios esgrimiendo para ello las razones que justifican
tal pronunciamiento.

2) En el cuadro de características específicas del
PCAP (pág. 6; se adjunta copia de dicho cuadro, doc.2)
se declara expresamente que no procede la revisión de
precios con fundamento en la citada Resolución, trans-
cribiendo en dicho pliego las razones de esa Resolución
que justifican la exclusión de esta cláusula.

Existe, por tanto, Resolución expresa y motivada
dictada al efecto y, en consecuencia, no hay incumpli-
miento del art. 103.3 del TRLCAP. La motivación se
analiza a continuación.

Declara, asimismo, el Consejo de Cuentas en su
Proyecto de informe que el plazo del contrato inferior a
12 meses no puede considerarse como motivo de
exclusión de la revisión de precios ya que pueden
producirse circunstancias que demoren la ejecución
transcurriendo más de un año desde la adjudicación,
momento inicial para el cálculo de la revisión de precios.

Sobre este extremo hay que hacer las siguientes consi-
deraciones:

1) La exclusión de la revisión de precios en este
contrato se acordó motivadamente en la Resolución
indicada en los apartados anteriores tomando como
fundamento no sólo el horizonte temporal previsto para
la ejecución del contrato, sino que partiendo de que el
plazo de ejecución era de 12 meses susceptible de ser
minorado por el adjudicatario, pues un criterio de adjudi-
cación contemplaba expresamente esta circunstancia -
como efectivamente así ocurrió, pues la empresa adjudi-
cataria propuso dos meses de reducción, con lo que la
ejecución definitiva quedó establecida en 10 meses -, se
consideró oportuno al fijar el precio del contrato hacer
una previsión de su posible variación, y así en la Reso-
lución y en el pliego se establece expresamente que va se
han tenido en cuenta los posibles incrementos de los
costes y las variaciones de los precios previstos para el
período en el que se va a desarrollar el contrato.

Existe, pues, de manera evidente una clara justifi-
cación de la exclusión de la revisión de precios que da
perfecto cumplimiento al artículo 103.3 del TRLCAP.
Téngase en cuenta, en este sentido, que el primer año de
ejecución del contrato no puede ser objeto de revisión y
por ello carece de sentido, que el primer año de
ejecución del contrato no puede ser objeto de revisión y
por ello carece de sentido incluir cláusulas de revisión de
precios en contratos cuyo plazo de ejecución difícilmente
va a exceder de 12 meses.

Además, no puede argumentarse a favor de la revisión
de precios las posibles incidencias que pudieran
acontecer durante la ejecución del contrato y que

ocasionaran una demora en su ejecución. En contra de
esto debe afirmarse que la Administración debe fijar las
condiciones del contrato según las circunstancias
concretas que concurren en ese momento y que son las
que han determinado la redacción del proyecto de
ejecución de la obra sin que pueda tomar en conside-
ración otros aspectos meramente hipotéticos, como
ampliaciones de plazo por causas de fuerza mayor, modi-
ficaciones del objeto del proyecto por el acaecimiento de
circunstancias sobrevenidas, etc. La revisión de precios
tiene por finalidad la de garantizar el mantenimiento del
equilibrio financiero (STS de 21 de enero de 1992) en
aquellos contratos de tracto sucesivo que tienen una
duración temporal determinada, más de 12 meses desde
la adjudicación y una ejecución superior al 20% de su
presupuesto. Pero, fuera de este supuesto, no puede
contemplarse la revisión de precios como un mecanismo
de respuesta y cobertura a favor del contratista ante
cualquier contingencia que pueda deparar la ejecución
del contrato, pues en ese caso quedaría completamente
desnaturalizado el principio de riesgo y ventura
proclamado por el TRLCAP, A este respecto conviene
recordar la prolífica jurisprudencia sobre la materia
(SSTS de 18 de mayo de 1998, de 30 de julio de 1986 y
11 de diciembre de 1991, etc.) en la que se ha puesto de
manifiesto el carácter de cláusula contractual pactada de
la revisión de precios, de tal manera que su exclusión por
el pliego de condiciones específicas, que es el que define
el régimen de obligaciones del contrato, impide su
posterior aplicación sin que sea posible su aplicación por
ministerio de la Ley. Con esta naturaleza aparece confi-
gurada la revisión de precios en el ya mencionado art.
103 del TRLCAP, cuyo apartado 3º permite de forma
motivada excluir la revisión de precios, tal como ocurre
en el supuesto concreto analizado.

II.-El Consejo de Cuentas señala que el certificado de
clasificación presentado por la empresa adjudicataria
caduca tres días antes de la firma del contrato, no
constando en el expediente que se haya presentado la
renovación de la clasificación, por lo que en caso de
caducidad se le debería haber exigido durante la
ejecución del contrato las certificaciones oportunas ya
que los requisitos exigidos por el artículo 11 del
TRLCAP tienen validez durante toda la vida del
contrato.

En contestación a esta cuestión cabe señalar lo
siguiente:

1) El certificado de clasificación del adjudicatario
estaba en vigor en el momento en que se adjudicó el
contrato, por lo que no se ha cometido ninguna irregu-
laridad al no solicitar posteriormente su renovación, y
ello con fundamento en el informe de la JCCA 27/1997
de 14 de julio que declara que “En la fase posterior a la
adjudicación, LCAP ( y el TRLCAP) no se ocupa del
requisito de la clasificación, ni siguiera para configurar
su perdida como causa de resolución del contrato, por lo
que debe concluirse que adjudicado el contrato a
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empresa con clasificación adecuada, su pérdida o dismi-
nución de categoría no produce efecto alguno sobre la
ejecución.

2) La clasificación no puede considerarse como uno
de los requisitos previstos en el artículo 11 del TRLCAP,
concretamente no puede subsumirse en el requisito de la
capacidad del contratista adjudicatario pues la clasifi-
cación es un medio de acreditación de la solvencia
económica y técnica de las empresas, pero no de su
capacidad. Así lo declara expresamente la JCCA en el
informe mencionado en el apartado anterior, en el que se
declara que “...parece obvio resaltar que la pérdida de la
clasificación no puede encajar en el concepto de inca-
pacidad sobrevenida a que hace referencia el art. 112 a)
de la LCAP (111 a) del TRLCAP), no sólo porque dicha
incapacidad se refiere sólo a las personas físicas, con lo
que se produciría un trato distinto para éstas y para las
personas jurídicas, sino por la consideración fundamental
de que la clasificación no es un requisito de capacidad,
sino de solvencia, conforme se desprende del art. 15.1 de
la Ley al señalar que la clasificación sustituye a la acre-
ditación de la solvencia económica, financiera y técnica
o profesional”.

III.- Declara el Consejo de Cuentas en su Proyecto de
informe que en el contrato de referencia el órgano de
contratación delega las competencias que le corres-
ponden, salvo la adjudicación, en el Director General de
Infraestructuras y Equipamiento lo que incumple el
artículo 48.3, f) de la Ley de Gobierno y Administración
de Castilla y León, que impide la delegación de compe-
tencias en este supuesto en que, por razón de la cuantía,
el órgano de contratación necesita autorización de la
Junta de Castilla y León para el ejercicio de su compe-
tencia.

Como contestación a esta observación cabe manifestar
lo siguiente:

1)Efectivamente la celebración del contrato que nos
ocupa fue autorizada por la Junta de Castilla y León
pero, en contra de lo manifestado en el Proyecto de
informe del Consejo de Cuentas, ha de afirmarse que los
trámites que integran el expediente fueron realizados por
el Consejero tal como puede comprobarse en el expe-
diente: aprobación del proyecto: declaración de urgencia
e inicio del expediente; aprobación del gasto, de los
pliegos y del expediente: anuncio de licitación, nombra-
miento de los miembros de la mesa de contratación:
adjudicación del contrato y publicación de la adjudi-
cación (se adjuntan copia de tales documentos, doc.
3,4,5,6,7,8,9,10).

2) Sí que es cierto que tras la adjudicación del
contrato se produjo una delegación de firma (se adjunta
copia, doc.11) del órgano de contratación en el Director
General de Infraestructuras y Equipamiento para las
actuaciones posteriores, tales como firma del contrato,
certificaciones, ampliaciones de plazo, etc., de
conformidad con el artículo 16 de la Ley 30/1992, de 26

de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. Pero en ningún caso se trata de una delegación
de competencias que vulnere el artículo 48.3, f) de la
Ley de Gobierno y Administración de Castilla y León y
ello en base entre otras, a la Sentencia del Tribunal Su
remo Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección
2ª). de 2 de junio de 2003 que dispone lo siguiente:
“Pero, en el caso de autos. No ha existido delegación, en
otro órgano distinto de la competencia resolutoria de los
recursos de reposición, contra los actos de gestión
dictados por el órgano “Unidad Central de Información”,
en el caso de autos la resolución del recurso de repo-
sición interpuesto contra el requerimiento acordado el 14
de abril de 1994, hecho al BANCO MAPFRE SA, sino
simplemente delegación de firma del Jefe de la Unidad,
en su Inspectora adjunta, que es cosa distinta.

En efecto, el artículo 16. Delegación de firma de la
Ley 30/1992, de 30 de noviembre, dispone: “1. Los
titulares de los órganos administrativos podrán, en
materia de su propia competencia, delegar la firma de
sus resoluciones y actos administrativos a titulares de los
órganos o unidades administrativas que de ellos
dependan, dentro de los límites señalados en el artículo
13. 2. La delegación de firma no alterará la competencia
del órgano delegante y para su validez no será necesaria
su publicación. 3. En las resoluciones y actos que se
firmen por delegación se hará constar la autoridad de
procedencia”.

De este precepto se deduce que en la delegación de
firma, la titularidad y ejercicio de la competencia de que
se trate continua atribuida al órgano administrativo que
la tiene pues lo único que se permite es la delegación
material de la firma de las resoluciones. previa consulta
con el Jefe del órgano, a efectos de conocer su decisión,
liberándole. no obstante, de materialidad de la firma,
sobre todo en asuntos repetitivos de ahí la expresión que
se utiliza, y así lo ha hecho la Inspectora adjunta,
referida, “de orden del Jefe de la Unidad...”.

Por último, la referencia a los límites del artículo 13.2
de la misma Ley, relativos a la delegación de compe-
tencias, el establecido en la letra c) sólo afecta a la reso-
lución de recursos ordinarios o de alzada, como hemos
explicado, pero no a la resolución del recurso de repo-
sición, y por ello la actuación de la Inspectora Adjunta,
firmando la resolución desestimatoria del recurso de
reposición interpuesto por el BANCO MAPFRE, SA,
contra el requerimiento de información acordada por la
misma inspectora Adjunta fue conforme a Derecho”.

En el caso que nos ocupa no ha habido, como se
afirma con carácter general, una delegación de compe-
tencias, sino una mera delegación de firma que resulta de
posible aplicación en virtud del carácter básico que tiene
la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedi-
miento Administrativo Común y que, con base en la
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doctrina. jurisprudencia) invocada, no vulnera los límites
del artículo 48.3, f) de la Ley de Gobierno y Adminis-
tración de Castilla y León.

I. Se admite la alegación que hace referencia a la
existencia de Resolución. Sin embargo, en relación con
la motivación suficiente no se admite la alegación por
los motivos que se exponen a continuación. Se modifica
el párrafo del informe provisional.

El órgano gestor alega que su “Resolución de no
revisión de precios” tiene una doble motivación.

Por un lado, el horizonte temporal previsto para la
ejecución del contrato que es inferior a doce meses. Y
por ello, según la alegación presentada “el primer año
de ejecución del contrato no puede ser objeto de
revisión”

Se advierte que existe una confusión por parte del
órgano gestor en cuanto al momento en que se debe
iniciar el cómputo del plazo para que se produzca la
revisión. A este respecto, el artículo 103.1 del TRLCAP
veta la revisión en el primer año de la ejecución desde
la adjudicación, que no tienen que corresponderse
necesariamente con el primer año de ejecución del
contrato desde el inicio de dicha ejecución. De la regu-
lación del TRLCAP se deriva que siempre se cumplirá
un año de la adjudicación del contrato antes que el año
del inicio de la ejecución, y, por tanto, el periodo
revisable puede existir aun en aquellos contratos con
un periodo de ejecución inferior a un año.

Por otro lado, el cálculo del precio del contrato en el
que se incluyen los posibles incrementos de costes y
variaciones de precios previstos durante la ejecución
del mismo. No se entiende la argumentación contra-
dictoria contenida en la alegación, puesto que, si en el
cálculo del precio se recogen las posibles variaciones
previstas para el periodo, por una parte, se reconoce la
aplicación tácita de una cláusula de revisión de precios
ya incluida en el precio, y, de otra parte, no se da
cumplimiento a lo que posteriormente se alega, es
decir, “la Administración debe fijar las condiciones del
contrato según las circunstancias concretas [...] sin que
pueda tomar en consideración otros aspectos
meramente hipotéticos.”

Como señala la Sentencia del TS de 21 de enero de
1992, mencionada en las alegaciones, “el hecho de
producirse circunstancias objetivas externas de no fácil
previsión y no imputables a las partes contratantes
justifica las cláusulas de revisión de precios que tiende
al restablecimiento del equilibrio financiero del
contrato, alterado por acontecimientos imprevistos.”

Por tanto, el cálculo del precio del contrato nunca
podría tomar en cuenta las circunstancias imprevisibles
que sirven de fundamento a la revisión de precios.

Por último, señalar el total acuerdo con el último
párrafo de la alegación en la que se justifica la posi-

bilidad de excluir la cláusula de revisión de precios por
aplicación directa del artículo 103.3 del TRLCAP
mencionado y sin tener que acudir a jurisprudencia.
Siempre respetando las condiciones establecidas en el
mencionado artículo, es decir, motivando adecua-
damente la no aplicación de revisión de precios, lo que
no concurre en el caso que nos ocupa.

II. Se admite la alegación, suprimiendo el párrafo en
el informe provisional.

III. En lo referente a la delegación de firma, hay que
tener en cuenta que en la Sentencia del Tribunal
Supremo de 2 de junio de 2003, a la que hace refe-
rencia el órgano gestor en sus alegaciones, expresa, en
diversos párrafos de su Fundamento de Derecho
Tercero, la necesidad de que conste la autoridad
delegante de la firma en las resoluciones que se firmen
haciendo uso de esta figura, y así señala “la Inspectora
adjunta [...] firmó [...] en virtud de delegación de firma
[…], que hizo constar expresamente en la mencionada
resolución, en la que figura como órgano competente,
la Unidad Central de Información, y no ella como
Inspectora Adjunta, puesto que actuaba, repetimos, por
simple delegación de firma.”

Este mandamiento no se ve cumplido en la
redacción contenida en el contrato de referencia Así,
en el contrato se identifica al Director General de
Infraestructuras y Equipamiento como capaz para
obligar a la Comunidad en virtud de la Orden de 11 de
noviembre de 1999 y en la Orden de la Consejería de
Educación de delegación de firma de 25 de agosto de
2003, que no constaba en el expediente que fue objeto
de fiscalización, firmando como Director General y,
por tanto, haciendo uso de la Orden de delegación de
competencias.

Se admite la alegación en lo referente a los actos
anteriores a la adjudicación, modificando en conse-
cuencia la redacción del informe.

CONSTRUCCIÓN DE UN IES E 8+4 UNIDADES
EN VILLADIEGO (BURGOS). FIRMADAS POR EL
JEFE DEL SERVICIO DE CONSTRUCCIONES Y
EQUIPAMIENTO

I.- El Consejo de Cuentas señala que el PCAP
contiene algunos criterios de adjudicación sin que
aparezca repartida con criterios objetivos la puntuación
otorgada a cada criterio, incumpliendo así el art. 86.2 del
TRLCAP. Asimismo, declara que el informe técnico
realiza sobrepartos de puntuación desglosando el criterio
de adjudicación en varios subcriterios que no aparecen
en los PCAP, lo que es contrario a los principios de
publicidad y concurrencia establecidos en la contratación
pública. El informe técnico otorga puntuaciones al
valorar conforme a estos criterios especificando
únicamente las ofertas de los licitadores sin que quede,
por tanto, motivadas dichas puntuaciones.

Consultado al Servicio de Construcciones y Equipa-
miento de la Dirección General de Infraestructuras y
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Equipamiento para dar respuestas a estas observaciones,
cabe manifestar lo siguiente. El PCAP (se adjunta copia;
doc. 12) contiene entre los criterios de adjudicación que
se especifican en su apartado I, además de la oferta
económica, la reducción de plazo y el aumento del
control de calidad, cuyas valoraciones se obtienen direc-
tamente por aplicación de formulas matemáticas o reglas
de proporcionalidad, un apartado relativo al “Manteni-
miento del edificio terminada la ejecución de las obras”,
en el cual se especifican cada uno de los aspectos
(subcriterios) de la oferta que se valorarán en él
(guardería del inmueble, aumento del plazo de garantía,
mantenimiento de instalaciones, atención al usuario y
acopios de materiales), y para poder hacer esta valo-
ración en el apartado G relativo a Referencias Técnicas
se exige la presentación de una Memoria justificativa
con valoración pormenorizada que incluya cada uno de
esos apartados.

Sobre la base de esa memoria y de la valoración
económica pormenorizada que debe incorporar se realiza
la ponderación de estos aspectos o subcriterios con apli-
cación de principios de proporcionalidad (se adjunta
copia del informe de valoración: doc. 13), donde además
se puede comprobar que el análisis de las ofertas se ha
hecho conforme a todos y cada uno de los criterios y
aspectos que establece el pliego sin que se hayan tomado
en consideración otros elementos ajenos a él.

II.- El Consejo de Cuentas señala que el PCAP
vulnera el articulo 50 del TRLCAP por contener un
previsión contraria a la cláusula 38 del PCAG de
contratos de obras del Estado, donde se limita al 1% el
porcentaje del presupuesto destinado a ensayos, mientras
que el pliego particular rector del contrato de referencia
contiene un criterio de adjudicación que valora un
aumento de dicho porcentaje sobre el mínimo fijado, que
es del 1%.

Como contestación a esta observación cabe manifestar
lo siguiente. El artículo 50 del TRLCAP exige que la
JCCA informe con carácter previo todos los pliegos
particulares en que se proponga la inclusión de estipula-
ciones contrarias a lo previsto en los correspondientes
pliegos generales.

En el presente caso el pliego de cláusulas particulares
se limita a establecer como obligatorio destinar al control
de calidad el 1% del presupuesto (pág. 5 del cuadro de
características específicas), que es el limite que marca el
Pliego de Cláusulas Administrativas Generales del
Estado. Otra cosa es que el adjudicatario volunta-
riamente en su oferta pueda contemplar el destino de una
partida mayor, pues así se contempla como criterio de
adjudicación.

Pero, en todo caso, debe tenerse en cuenta que el art.
50, según la Disposición final primera del TRLCAP, no

tiene carácter básico y, en consecuencia, no es de apli-
cación general a todas las Administraciones Públicas.

III.- Por lo que se refiere al incumplimiento de plazos
y a la ausencia de tramitación de prórroga en el expe-
diente, de acuerdo con lo manifestado por el Servicio de
Construcciones y Equipamiento de la Dirección General
de Infraestructuras y Equipamiento, debemos alegar que
por la empresa, con aprobación de la Dirección Facul-
tativa, se produce una solicitud de ampliación de plazo
de fecha 17 de mayo de 2004 (doc. 14), que se informa
favorablemente por la Dirección General (doc. 15) y que
propone su concesión, lo que se hace por Orden del
Excmo. Sr. Consejero de fecha 20 de mayo (doc. 16).

Dicha ampliación es de tres meses y fija el final de las
obras el día 15 de enero de 2005. Las obras finalizan el
día 15 de enero de 2005, fecha en que se expide el Certi-
ficado final por la Dirección Facultativa.

La recepción de las obras se produce el día 28 de abril
debido a que el tendido de la red para el suministro
eléctrico del edificio, responsabilidad del Ayuntamiento,
no estaba ejecutada a la fecha de terminación de las
obras lo que impedía la legalización de las acometidas e
instalaciones.

I.- Se mantiene la redacción del informe provisional
sin aceptar la alegación ya que no aporta más argu-
mentos que los analizados en la fiscalización. De forma
más extensa cabe señalar que el apartado “Manteni-
miento del edificio terminada la ejecución de las obras”
no tiene determinada la puntuación asignada a cada
uno de los subapartados y considerando que la
puntuación máxima por el mismo es de 25 puntos, si no
se dice otra cosa, ha de repartirse de igual manera a
cada uno de los 5 subapartados. En el sabapartado
“aumento del plazo de garantía” a un licitador que ha
ofertado 24 meses de aumento le han adjudicado 5,5
puntos, al que ha ofertado 12 meses, le han asignado
2.75 y al que ha ofertado 6 meses, 1 punto cuando la
puntuación que correspondería siguiendo un criterio
proporcional sería 1,375ptos.

II.- Como se menciona en otra contestación
realizada, la voluntariedad alegada se rompe en el
momento de la ejecución de los ensayos que serán
ordenados en virtud de la cláusula 38 del PCAG, que es
la que los regula.

Por otra parte, la aplicación del PCAG a este
contrato se justifica por la remisión de la cláusula VIII
del PCAP en cuanto que señala como normativa
aplicable la legislación vigente. En caso contrario, se
hace notar que tampoco sería de aplicación la regu-
lación contenida en el mismo PCAG relativa a la posi-
bilidad de exceder en un 10% del presupuesto sin
necesidad de tramitación del modificado y que se suele
recoger en la certificación final.

III.- Se aporta documentación que es admitida lo
que provoca la modificación del informe provisional.
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CONSTRUCCIÓN DE UN GIMNASIO PARA LA
FACULTAD DE EDUCACIÓN EN EL CAMPUS
MIGUEL DELIBES DE LA UNTIVERSIDAD DE
VALLADOLID

I.- Declara el Consejo de Cuentas que el informe acre-
ditativo de la disponibilidad de terrenos es de fecha
posterior al acta de replanteo, incumpliéndose así el art.
129 del TRLCAP.

Se adjunta copia de ambos documentos: acta de
replanteo previo, de 11 de marzo de 2003; informe
relativo a la posesión de los terrenos, de 11 de marzo de
2003 (doc. 17 y 18, respectivamente). Como puede
observarse el certificado de disponibilidad de terrenos no
es de fecha posterior al acta de replanteo.

II.- El Consejo de Cuentas señala que el PCAP
vulnera el articulo 50 del TRLCAP por contener un
previsión contraria a la cláusula 38 del PCAG de
contratos de obras del Estado, donde se limita al 1% el
porcentaje del presupuesto destinado a ensayos, mientras
que el pliego particular rector del contrato de referencia
contiene un criterio de adjudicación que valora un
aumento de dicho porcentaje sobre el mínimo fijado, que
es del 1%.

Como contestación a esta observación cabe manifestar
lo siguiente. El artículo 50 del TRLCAP exige que la
JCCA informe con carácter previo todos los pliegos
particulares en que se proponga la inclusión de estipula-
ciones contrarias a lo previsto en los correspondientes
pliegos generales.

En el presente caso el pliego de cláusulas particulares
se limita a establecer como obligatorio destinar al control
de calidad el 1% del presupuesto (pág.5 del cuadro de
características específicas), que es el límite que marca el
Pliego de Cláusulas Administrativas Generales del
Estado. Otra cosa es que el adjudicatario volunta-
riamente en su oferta pueda contemplar el destino de una
partida mayor, pues así se contempla como criterio de
adjudicación.

Pero, en todo caso, debe tenerse en cuenta que el art.
50, según la Disposición final primera del TRLCAP, no
tiene carácter básico y, en consecuencia, no es de apli-
cación general a todas las Administraciones Públicas.

III.- En relación con las demás cuestiones puestas de
manifiesto por el Consejo de Cuentas en su informe, se
reproduce a continuación el contenido del informe
evacuado por el Servicio de Construcciones y Equipa-
miento de la Dirección General de Infraestructuras y
Equipamiento a petición de este Servicio de Contra-
tación.

“En relación con la valoración de la reducción del
plazo de ejecución de la obra se hace constar lo
siguiente:

1.- Si bien en el PCAP no se hace mención expresa a
la posibilidad de la reducción del plazo, si desarrolla el

criterio de valoración “justificación del programa de las
obras” como: “...el programa de trabajo debe asegurar su
ejecución en el plazo máximo previsto...”. Esta puntuali-
zación permite aceptar plazos de ejecución inferiores al
de licitación.

2.- La empresa adjudicataria en la documentación de
su propuesta, en el apartado “reducción de plazo: oferta
un plazo de 10 meses (reducción de 4 meses respecto al
de licitación). Posteriormente en el apartado “mejoras
técnicas” oferta un mes menos de reducción por lo que el
plazo final ofertado es de 9 meses que es lo que se
recoge el informe y en el contrato suscrito por la
empresa.

3.-En el acta de recepción aparece un plazo total de la
obra de 10 meses dado que el modificado tramitado
amplió el plazo en un mes.

En relación con la valoración de las mejoras técnicas
se hace constar que el PCAP exige que dichas mejoras
vengan valoradas en la documentación presentada
aunque en ningún caso supondrán un coste para la Admi-
nistración, La empresa adjudicataria presenta esa valo-
ración de cada mejora añadiendo la expresión
“incremento de ejecución por contrata” y esta Dirección
General ha interpretado que se refería a la valoración
exigida. Esas mejoras valoradas se han incluido en el
contrato suscrito por la empresa, se han realizado y no
han supuesto coste alguno para la Administración.

En relación con el modificado tramitado, las varia-
ciones de los capítulos 2, 8, 10, 20 y 21 son de desarrollo
en el programa de trabajo y no de coste. Por ello no se
refleja ninguna modificación en el resumen económico y
si en el programa de trabajo que sólo refleja el desarrollo
mensual de certificaciones, no la variación económica
por capítulos. En cuanto al capítulo 12 “Electricidad” sí
sufre variación económica, así aparece en la memoria del
proyecto y en el resumen económico.

En relación con la fecha del acta de recepción de las
obras se hace constar que la empresa contratista nos
comunica su dificultad de finalizar las obras dado que el
Ayuntamiento pone impedimentos para acometer a la red
municipal la instalación de saneamiento. Una vez
resueltos los problemas se finaliza la obra y el Director
Facultativo emite el Certificado Final de las obras con
fecha 17 de septiembre. Con fecha 24 del mismo mes
solicita, a petición de la empresa contratista, iniciemos
trámites para la recepción y ésta se produce el 13 de
octubre de 2004

I.- En el expediente constaba acta de replanteo con
mención de su carácter viable con fecha anterior al
documento que se remite en trámite de alegaciones y
que no figuraba en el expediente. No se admite la
alegación.

II.- No se discute en el informe provisional que
pueda incluirse o no cláusulas contrarias al PCAG, es
decir, como señala la alegación el artículo 50 del
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TRLCAP exige el informe de la JCCA cuando se
proponga la inclusión, incluidas las que volunta-
riamente se acuerden por las partes, de cláusulas
contrarias al PCAG.

En cuanto a la aplicabilidad del artículo 50 del
TRLCAP y del PCAG hay que acudir al PCAP en su
cláusula VII que establece como régimen jurídico
aplicable la legislación vigente en materia de contra-
tación administrativa. Por tanto, es el propio PCAP el
que se somete al articulo 50 del TRLCAP. Se debe
señalar que el no sometimiento a los artículos no
básicos del TRLCA y al PCAG provocaría, por ejemplo,
la imposibilidad de certificar el máximo del 10% de
importe superior al presupuesto sin necesidad de
tramitar modificado, práctica habitual en la ejecución
de los contratos.

III.- Las irregularidades sobre la aceptación de
reducción del plazo sin que constasen en el PCAP no se
justifican por la alegación presentada.

La oferta del adjudicatario contradecía las condi-
ciones del PCAP, por lo que no debería haberse tenido
en cuenta como mejora, ya que no respondía al
concepto de mejora al requerir compensación
económica

No se acepta la alegación debido a que se
comprueba que algunas de las partidas justificadas se
debieron realizar en fechas muy anteriores a la trami-
tación del modificado, lo que provoca que si sufren
variación temporal únicamente, como afirma la
alegación, y no de coste, el programa de trabajo es
erróneo.

El Acta de Recepción de 13-10-2004 no se expide en
el plazo que determina el articulo 110.2 de TRLCAP,
“un mes desde que se ha producido la realización del
objeto del contrato”. El contrato debería haber fina-
lizado el 01/08/2004, y la última certificación es de
fecha 05/08/2004, por lo tanto el Acta de recepción se
ha realizado con un mes de retraso.

ALEGACIONES al Informe Provisional de la Fiscali-
zación de la Cuenta General de la Comunidad Autónoma
y Contratación Administrativa correspondiente al
ejercicio 2003 remitido por el Servicio de Contratación
Administrativa. FIRMADAS POR EL JEFE DE
SERVICIO DE CENTROS PRIVADOS

II.3.4. CONTRATOS DE CONSULTORA Y ASIS-
TENCIA

Consejería de Educación y Cultura. Contrato 12
“Prórroga del servicio de acompañantes de transporte
escolar dependiente de la Consejería de Educación y
Cultura para los cursos escolares 2001/02 y 2002/O3”.

El artículo 198 del Texto Refundido de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, dispone”
Los contratos de consultoría y asistencia y los de

servicios no podrán tener un plazo de vigencia superior a
dos años con las condiciones y límites establecidos en las
respectivas normas presupuestarías de las Administra-
ciones públicas, si bien podrá preverse en el mismo
contrato su modificación y su prórroga por mutuo
acuerdo de las partes antes de la finalización de aquél,
sin que la duración total del contrato, incluidas las
prórrogas, pueda exceder de cuatro años, ni éstas puedan
ser concertadas aislada o conjuntamente por un plazo
superior al fijado originariamente”.

Cuando se realiza el concurso por procedimiento
abierto para la contratación del Servicio, está claro que
no puede asegurarse a los licitadores que se vaya a
prorrogar el contrato. Por tanto en el contrato que nos
ocupa se prevé y admite expresa, directa y claramente la
posibilidad o el caso (no se puede prever la certeza) de
existencia de prórroga del contrato en el PCAP.

Del mismo modo se prevé en el punto 110 del Pliego
de Condiciones Técnicas y en la cláusula 5ª del contrato.

También entendemos que goza de plena cobertura
legal la primera prórroga por un año (curso) de un
contrato de servicios de dos años (cursos) de duración.
¿Porque no debería ser así?

El cálculo del I.P.C. no se realiza por la Dirección
General de Planificación y Ordenación Educativa.

En el curso escolar 2003/2004 se ha implantado la
figura del acompañante en todas las rutas que transporten
alumnos de Educación Primaria. Con el comienzo de
este curso y debido a las nuevas escolarizaciones, se
produjo una variación en el número de rutas, incremen-
tándose hasta 604 (11.200 alumnos con acompañante).

Asimismo, estas rutas sufrieron modificaciones en su
recorrido, debido a que las circunstancias que imperan en
el actual mercado laboral requieren de los trabajadores
una mayor movilidad geográfica, lo que supone en deter-
minados casos el desplazamiento familiar y la escolari-
zación de sus hijos. Esto ha hecho que a lo largo del
curso escolar las Direcciones Provinciales comuniquen
las nuevas incorporaciones de alumnos y por lo tanto
nuevas necesidades de servicio de transporte y acompa-
ñantes, por lo que para poder dar cobertura a este
servicio, resulta necesario que se disponga de un número
de horas que garanticen la prestación del mismo en todas
las rutas que sea necesario y durante todo el curso
escolar.

Todo esto impidió una previsión exacta de las nece-
sidades para cubrir este servicio y dado el carácter
especial del mismo, en el que debe de primar el interés
público y con objeto de facilitar el acceso a la educación,
hizo necesario incrementar el tiempo de servicio en
11.661,91 horas.

Todo ello confirmó la existencia de nuevas nece-
sidades que justificaron la modificación nº 2 del
contrato, conforme al artículo 101 del TRLCAP.
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Con cargo a la aplicación 07.08.423A01.22300.0 de la
Dirección General de Planificación y ordenación
Educativa, el presupuesto del modificado ascendió a
205.133,00 €, consecuencia de multiplicar el número de
horas en que se incrementó el servicio (11.661,91 horas)
por el precio de facturación de la hora I.V.A. incluido
(17,59 €/), resultando la siguiente distribución del modi-
ficado por anualidades:

La modificación del precio del contrato requirió el
Acuerdo de 4 de diciembre de 2003, de la Junta de
Castilla y León, por el que se autorizó la superación de
porcentajes del artículo 108.3 de la Ley 7/1986, de 23 de
diciembre, de la Hacienda de la Comunidad,

El adjudicatario dio su conformidad al modificado
con fecha 21 de noviembre de 2003, y posteriormente
incrementó la garantía constituida a favor de la Junta de
Castilla y León.

La factura del servicio correspondiente a diciembre de
2003 ascendió a 207.670,00 €.

Por tanto no enmendemos que pueda catalogarse el
modificado como extemporáneo.

A la firma del contrato, resultaba imposible la total
previsión de las necesidades futuras del servicio de
acompañantes del transporte escolar, por las peculia-
ridades del mismo y porque era novedoso en Castilla y
León.

En la fecha de celebración de la prórroga era
imposible realizar la programación de la totalidad de las
rutas ya que no se encuentran matriculados la totalidad
de los alumnos ni contratadas todas las rutas.

En relación con la mención de forma expresa de la
prórroga en el PCAP, la modificación del plazo de
ejecución sin cobertura legal como consecuencia de la
prórroga y el cálculo del IPC, no se consideran alega-
ciones argumentadas por lo que es imposible emitir
contestación alguna.

La argumentación de la aparición de necesidades
nuevas como justificativas de la aplicación del artículo
101 del TRLCAP ya apareció la fiscalización del expe-
diente y no varia en modo alguno lo señalado en el
informe.

Del mismo modo, las fechas de los actos adminis-
trativos del expediente modificado expuestos en las
alegaciones, fueron los que en la fiscalización sirvieron
para calificar el modificado como extemporáneo. La
única novedad aportada por la alegación es la falta de
entendimiento de dicha extemporaneidad.

ALEGACIONES AL INFORME PROVISIONAL DE
LA FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA GENERAL
DE LA C.A. Y CONTRATACIÓN ADMINIS-
TRATIVA, CORRESPONDIENTE AL EJERCICIO
2003, EN RELACIÓN CON LOS CRITERIOS DE
ADJUDICACION DEL CONTRATO “DESARROLLO
DE ACTIVIDADES EXTRAESCOLARES DIRIGIDO
A LOS CENTROS ACOGIDOS AL PROGRAMA DE
LA AMPLIACION DE HORARIOS DE APERTURA
DE LOS CENTROS PÚBLICOS DE EDUCACION
INFANTIL Y PRIMARIA DE LA COMUNIDAD.
CURSO ESCOLAR 2003-2004. FIRMADAS POR EL
JEFE DE SERVICIO DE, EDUCACION

Conforme establece el Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares, la solvencia económica y técnica
del contratista se exige conforme a lo dispuesto en los
Artículos 16.1.b) y 16.1.c), y 19.b) y 19.e) del Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, aspectos que se valoran
en la primera fase, al comprobar que los licitadores
cumplen con los requisitos previstos para contratar con
la Administración.

Asimismo, los criterios establecidos en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares que se utilizan
para la adjudicación, entendemos que no son requisitos
de solvencia técnica ni económica, ya que cuando se
evalúa “el disponer de oficinas abiertas en las provincias
de la región” se valora como criterio de posible mejora
en la calidad del servicio, porque el contrato tiene una
extensión territorial y personal que abarca a toda la
Comunidad, y en definitiva lo que pretende e intenta
valorarse con este criterio es que la empresa adjudi-
cataria disponga de medios más que suficientes para dar
una respuesta inmediata a las incidencias que pudiesen
surgir en relación con la ejecución del contrato.

Igualmente la valoración de Certificados de Calidad,
es un criterio de valoración que en ningún momento se
puede considerar como criterio para justificar la
solvencia económica ni técnica, puesto que no viene
establecido como tal en los Artículos 16 y 19 del Real
Decreto Legislativo 2/2000.

En el mismo sentido, el seguro de responsabilidad
civil se valora según el importe de cobertura, no como
requisito ya que es obligatorio para poder licitar; adjudi-
cándose los puntos en proporción a la cuantía del seguro
que supere el importe mínimo inicialmente exigido.

Por último, en cuanto al centro homologado de
formación propio, según establece el Real Decreto
631/1993, de 3 de mayo, por el que se regula el Plan
Nacional de Formación e Inserción Profesional, “con el
fin de mejorar la calidad de la formación profesional se
establecerán programas para complementar la formación
inicial, suministrar una formación didáctica o facilitar la
actuación técnico-pedagógica”, conviene indicar que no
se está valorando la titulación del personal, puesto que el
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perfil básico y cualificación exigido es el de Monitor de
Ocio y Tiempo Libre, sino el esfuerzo que realizan las
empresas por mejorar la formación de los profesionales
que se encargarán de la ejecución del servicio.

Finalmente, indicar que el procedimiento de adjudi-
cación del contrato es el concurso, y que de acuerdo con
el Artículo 74.3 del TRLCAP, la adjudicación recaerá en
el licitador que, en conjunto, haga la proposición más
ventajosa, teniendo en cuenta los criterios que se hayan
establecido en los pliegos, sin atender exclusivamente al
precio de la misma y sin perjuicio del derecho de la
Administración a declararlo desierto.

Sobre la irregularidad en la notificación a los lici-
tadores fuera de plazo, este servicio no realiza ninguna
alegación.

Se discute por la alegación presentada la posibilidad
de utilizar los criterios señalados como criterios de
adjudicación, cuando el informe provisional los califica
como criterios de selección, es decir, criterios acredi-
tativos para demostrar la solvencia técnica (certificados
de calidad y centros homologados) o económica
(seguro de responsabilidad civil).

La directiva 2004/18/CE, de 31 de marzo de 2004,
sobre coordinación de los procedimientos de adjudi-
cación de los contratos públicos de obras, suministros y
servicios recoge en dos secciones las normas regu-
ladoras de las fases de selección y valoración. En
ambas se hace referencia a certificados de calidad y
medios materiales y humanos. Sin embargo, en la fase
de valoración el uso de estos conceptos debe ir ligado
ineludiblemente, según señala el artículo 53 de dicha
Directiva, al objeto del contrato.

La notificación es errónea debido a que no se realiza
con acuse de recibo y, por tanto, no se considera
realizada en plazo. No se admite la alegación.

CONSEJERÍA DE ECONOMIA Y EMPLEO
FIRMADAS POR EL JEFE DE SERVICIO DE

ASUNTOS ECONOMICOS

En contestación a las notas del Informe de fiscali-
zación de la Cuenta General de la Comunidad autónoma
y contratación administrativa, referente a los contratos de
Consultoría y Asistencia de la Consejería de Economía y
Empleo se informa lo siguiente:

1º.- En relación al contrato 38 “Prorroga del servicio
de vigilancia y seguridad en diversas dependencias de la
Consejería de Economía y Empleo” se dice en el informe
que el certificado de estar al corriente en las obligaciones
con la Seguridad Social tiene fecha posterior a la firma
del contrato, incumpliéndose el art. 79.2 b) del
TRLCAP.

En primer lugar matizar que este contrato al igual que
el denominado con el número 40 no son de consultoría y
asistencia sino de servicios

Por otro lado, el art. 79 establece la obligatoriedad de
exigir, antes de la adjudicación, al que pueda resultar
adjudicatario, estar al corriente de las obligaciones con la
seguridad Social, dicha exigencia ya se cumplió cuando
se adjudicó el contrato cuya prorroga es la que se realiza.

La  Ley no establece ninguna obligación de volver a
solicitar dicha justificación en las sucesivas posibles
prorrogas entendiendo que estas son una prolongación
del mismo contrato y que sí la empresa adjudicataria
cumplía los requisitos exigidos en el momento de la
adjudicación los sigue cumpliendo en la de la vida del
mismo, siendo así que en ningún momento se exige que
a lo largo de la vida del mismo se solicite ninguna otra
justificación.

Si esta vez, en esta prorroga, se ha reiterado la
exigencia de estar al corriente con las obligaciones con la
Seguridad Social, una vez firmado la prorroga contrato,
lo fue para un mero aseguramiento de que la empresa
seguía cumpliendo dicho requisito durante la vida del
contrato, sin que sea exigible antes de la firma de la
prorroga.

No puede ser admitida la alegación en el sentido de
que no hay obligación de solicitar del adjudicatario la
justificación de estar al corriente de sus obligaciones
con la Seguridad Social porque las prórrogas son una
prolongación del contrato original. Con la misma argu-
mentación se estaría admitiendo la ausencia de otros
requisitos básicos en la contratación como puede ser la
existencia de crédito.

Las prohibiciones del art. 20 tienen plena vigencia
cada vez que se vaya a adjudicar un contrato con la
Administración, ya se trate de un contrato ordinario,
una modificación de éste o una prórroga del mismo.

En cualquier caso, si, como reconoce la misma
alegación, se tuvo la necesidad de asegurar el cumpli-
miento de los requisitos solicitados durante la ejecución
de la prórroga, no se explica la oposición a solicitarla
antes de la firma de la prórroga, momento en el cual el
no cumplimiento de los requisitos sitúa a la Adminis-
tración en una situación menos gravosa que si el adju-
dicatario no cumple los requisitos durante la ejecución.

2º.-Respecto al contrato nº 40 “Servicio de limpieza
de los centros administrativos de la Consejería de
Industria, Comercio y Turismo” referente al incumpli-
miento de lo establecido en el art. 86.2 del TRLCAP, se
informa lo siguiente:

a) El art. 86.2 establece la posibilidad o no de
concretar la fase de valoración de las proposiciones,
habiéndose optado en este caso por no concretarlas sin
que ello merme o atente contra el principio de publicidad
que en todo caso debe presidir la contratación pública,
principio que se cumple con la publicación en los pliegos
de los criterios de adjudicación y su ponderación.
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b) Respecto a que en la cláusula primera del contrato
firmado no se hace referencia a las mejoras ofertadas por
el adjudicatario, el art. 71.7 a) del RLCAP no establece
tal obligación, pues dice que se definirán las prestaciones
a ejecutar por el contratista, como así se recogen en la
citada cláusula y estableciendo que se anexionan los
pliegos donde se recogen las prescripciones técnicas
como parte integrante del contrato y dado que la oferta
presentada por el adjudicatario, en la que se establecen
las mejoras que además fueron valoradas y tenidas en
cuenta para su valoración y por lo tanto aceptadas por la
administración se entienden también como parte del
contrato dado que forman parte del expediente y por lo
tanto del contrato.

c) Respecto a la factura del mes de enero, se ha
comprobado que en la fotocopia que se comprobó, no
plasmó la conformidad que sí aparece en el original que
está archivada en Intervención Delegada de la
Consejería, se adjunta una fotocopia de la misma donde
si se aprecia tal conformidad.

d) Por último se adjuntan fotocopias de los informes
de ejecución del trabajo realizado los meses que se rela-
cionan, cuyo original está archivado en la Intervención
Delegada.

La alegación respecto al incumplimiento del artículo
86.2 no aporta justificación alguna de incorporar en el
informe técnico haremos y ponderaciones no incluidas
en el PCAP.

Respecto al contenido del contrato no se acepta la
alegación.

En relación con los documentos no aportados en la
fase de fiscalización, se aportan en trámite de alega-
ciones fotocopias sin compulsar, que no son admitidas.

CONSEJERIA DE AGRICULTURA Y
GANADERIA

DIRECCION GENERAL DE DESARROLLO
RURAL FIRMADAS POR EL DIRECTOR GENERAL
DE DESARROLLO RURAL

En relación a los expedientes afectados por el informe
Provisional del Consejo de Cuentas a la fiscalización de
la Cuenta General de la Comunidad Autónoma y Contra-
tación Administrativa correspondiente al ejercicio 2003,
y a las observaciones referidas a la actuación de esta
Dirección General, se realizan las siguientes ALEGA-
CIONES:

1.- CONTRATO 2. ESTACIÓN DE BOMBEO
PRINCIPAL DE LA MODERNIZACIÓN DE LAS
VEGAS DEL ALMAR (SALAMANCA) EXP. 1755.

a. Se indica en el informe que “Los criterios de adju-
dicación no quedan suficientemente ponderados en el
PCAP siendo el informe técnico el que establece subcri-
terios que por tanto no han sido objeto de suficiente
publicidad Además, el informe técnico utiliza conceptos

ambiguos y de poca concreción. Se produce por tanto un
incumplimiento del artículo 86.2 del TRLCAP.

No se está conforme con esta apreciación. Los
criterios de adjudicación establecidos quedan suficien-
temente ponderados en la Cláusula Decimoséptima del
PCAP, mediante un sistema de tramos o intervalos de
puntuación. Tales criterios, a juicio del órgano de contra-
tación, son objetivos y concretos, definiendo varios
apartados y subapartados para determinar la calidad de la
oferta, con puntuaciones concretas y rangos de valo-
ración en cada subapartado.

El informe técnico no establece subcriterios sino que,
en cada subapartado, en el que se establece un rango de
valoración similar al del PCAP, se valora de manera
discrecional y personal, mediante graduaciones, a fin de
justificar la puntuación de cada subapartado, sin que las
graduaciones sean ambiguas ni poco concretas. Se podría
haber informado directamente la puntación de cada
empresa según un criterio técnico, sin mencionar las
graduaciones y sin justificar la delimitación que se ha
realizado en el informe, hubiera resultado más sencillo.
Sin embargo el Técnico razona de una forma concisa la
justificación de la puntuación seleccionada.

El técnico emite el informe a solicitud de la Mesa de
contratación, utilizando para su valoración los criterios
que estima convenientes, de manera personal y sujeto a
una discrecionalidad a la hora de valorar que resulta
inevitable. En cualquier caso, la apreciación de la calidad
de una oferta siempre va a tener componentes de valo-
ración que deberán ser apreciados por técnicos y aún
utilizando criterios de valoración automática será
imposible evitar cierta discrecionalidad.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el a artado 86.2 del
TRLCAP y solicita sea eliminado este párrafo en el
informe definitivo.

a) La alegación contiene una contradicción en sí
misma al afirmar que los criterios de adjudicación
contenidos en el PCAP son “objetivos y concretos” y, a
continuación, aseverar que en el informe técnico “se
valora de forma discrecional y personal, mediante
graduaciones”. Añadiendo que “el técnico emite su
informe [...] utilizando los criterios que estima conve-
nientes, de manera personal y sujeto a una discrecio-
nalidad a la hora de valorar que resulta inevitable.”

Es de difícil asunción que un concepto sea objetivo
cuando los elementos que lo componen son discre-
cionales. El reconocimiento de esta discrecionalidad
por el órgano gestor conculca, en primer lugar, lo
dispuesto en el artículo 103.1 de la Constitución que
afirma que “la Administración Pública sirve con obje-
tividad a los intereses generales” y el artículo 9.3 del
mismo texto ordena la “interdicción de la arbitrariedad
de los poderes públicos “.
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En el propio informe provisional se hace referencia
a la Sentencia del Tribunal supremo de 24 de junio de
2003, en la cual se afirma la necesidad de incluir
criterios completamente objetivos, lográndose dicha
objetividad con el establecimiento de ponderaciones
concretas y conocidas por los licitadores, dando
cumplimiento así al artículo 86 del TRLCAP.

b. Se indica en el informe que “El informe deja cons-
tancia de que el criterio de adjudicación relativo al
control de calidad valora, en un subapartado, el sistema
de control global de la empresa sin circunscribirlo a la
obra concreta, por lo que se valora la experiencia de la
empresa que debería ser objeto de análisis en la fase de
selección pero nunca en la fase de valoración.

El artículo 86.1 del TRLCAP, al regular los criterios
objetivos que deben aparecer en los PCAP y que han de
servir de base para su adjudicación, contempla, entre
otros, el de la calidad. Por ello, es reglamentario utilizar
este criterio de valoración, sin que pueda interpretarse
que la calidad se esté utilizando como sinónimo de expe-
riencia, como requisito de solvencia según prevé el
artículo 17.a) del TRLCAP. Además, la experiencia, a
efectos de justificación parcial de la solvencia técnica, es
una cualidad que emana de un individuo o grupo de indi-
viduos y nuca del ente y que no tiene ninguna similitud o
relación directa con la aplicación de la calidad, como
sistema de homologación y certificación de la forma de
actuar.

Tampoco se está conforme con la apreciación en la
referencia a que se valore “el sistema de control total de
la empresa”. En ningún apartado se habla en tales
términos. En el PCAP y en el informe se definen dos
subapartados:

a) Medidas implantadas en la empresa para asegurar
la calidad de los trabajos, con una puntuación de 0 a 5
puntos.

b) Plan de calidad concreto para la obra del proyecto,
con una puntuación de 0 a 10 puntos.

El apartado a) se refieren a ciertas medidas
implantadas en la empresa que maximizarán la garantía
de una ejecución correcta de la obra. Dichas medidas
serán de control interno, aplicadas a diferentes fases
constructivas o materiales y no sistemas de calidad
global, caso de certificaciones AENOR o ISO. Ejemplo
de lo anterior son el control de la calidad de hormigón, el
control de calidad de tuberías, etc. Estás medidas no son
obligatorias para las empresas, sin poderse incluir como
parámetro de solvencia puesto que dependen del funcio-
namiento propio de cada empresa.

El plan de control de calidad concreto para el
proyecto, además de lo anterior, permite determinar que
actuaciones propias de calidad que se aplicarán teniendo
en cuenta las actuaciones que exige el proyecto y que
son propias y específicas del mismo.

Por tanto no se hace una valoración de la experiencia
de la empresa sino de que ésta aplique o no determinadas
metodologías que aseguren la calidad en la ejecución de
la obra. Por ello, esta Dirección General solicita sea
eliminado este párrafo en el informe definitivo.

b) Es indudable que el apartado referido a las
“medidas implantadas en la empresa para asegurar la
calidad de los trabajos”, valorada con un máximo de 5
puntos, se refiere a un control general de la actuación
de la empresa, abarcando todas las obras que realice,
porque de otra forma no podría entenderse el epígrafe
del Plan de Calidad concreto para la obra del Proyecto,
puntuable con un máximo de 10 puntos. El epígrafe
referido puntúa un sistema de control global, no
referido a una obra concreta, y que debe encuadrarse
dentro de la experiencia de la empresa. No deben
valorarse las medidas implantadas de forma genérica
para el control de calidad de los trabajos sin referencia
a la obra objeto de licitación.

c. Se indica en el Informe que “La firma del contrato
se realiza por Director General de Desarrollo Rural
incumpliendo así al artículo 48 aparado 3 letra f) de la
Ley 3/2001, de 3 de julio, de Gobierno y Administración
de la Comunidad de Castilla y León, que impide la dele-
gación de competencias en este supuesto en que, por
razón de la cuantía, el órgano de contratación necesita la
autorización de la Junta de Castilla y león para el
ejercicio de su competencia”.

No se está conforme con esta apreciación. El artículo
48 aparado 3 letra f) de la Ley 3/2001 establece que no
son competencias delegables “Las de los Consejeros
cuyo ejercicio requiera someterse al acuerdo o delibe-
ración de la Junta de Castilla y León”. La competencia,
en el caso de la contratación administrativa, recae en los
Consejeros, en virtud del artículo 78 de la Ley 3/2001, y
de acuerdo con el artículo 79, se requiere autorización de
la Junta en los casos previstos en la Ley reguladora de la
Hacienda y en la Ley de Presupuestos vigente. La Ley
22/2002, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales
de la Comunidad de Castilla y León para el año 2003,
establece en el artículo 10 apartado 1 que el órgano de
contratación (Consejero) necesitará la autorización de la
Junta de Castilla y León cuando el presupuesto sea igual
o superior a 2.000.000 de euros, caso de este contrato. El
apartado 2 de ese mismo artículo establece que “la auto-
rización se producirá con carácter previo a la aprobación
del expediente de contratación, que al igual que la apro-
bación del gasto corresponderá al órgano de contra-
tación”.

Esta Dirección General /Consejería ha interpretado
que en el caso de contratación administrativa, la autori-
zación de la Junta se refiere, dentro de los trámites del
expediente de contratación, a la aprobación del expe-
diente de contratación y su gasto y no a fases anteriores y
posteriores como la aprobación del proyecto, la lici-
tación, incluida la presidencia de las mesas, y la formali-
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zación y perfeccionamiento del contrato mediante la
firma, de las que no hace referencia expresa la Ley.

En caso contrario, el Consejero debería aprobar los
proyectos, los PCAP, realizar todos los actos que corres-
pondan al órgano de contratación, entre otros presidirlas
Mesas de Contratación, firmar los contratos, etc.

Por tanto, esta Dirección General considera que en
este contrato la aprobación del expediente de contra-
tación y del gasto ha sido realizada por el Consejero, y
no se ha delegado dicha competencia en el Director
General, ni se ha incumplido el artículo 48 aparado 3
letra f) de la Ley 3/2001 y por ello se solicita sea
eliminado este párrafo en el informe definitivo.

No obstante, y ante lo expuesto en el Informe provi-
sional del Consejo de Cuentas, se ha solicitado informe a
la Asesoría Jurídica de la Consejería sobre este particular
con carácter de urgencia.

c) La alegación emitida sobre la interpretación del
artículo 48.3f) de la Ley 3/2001 no tiene consistencia
puesto que el artículo 79 de la misma Ley señala que
“la celebración de contratos exigirá la autorización de
la Junta de Castilla y León en los casos previstos en la
Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad y en
la Ley de Presupuestos vigente.” No se entiende el
criterio restrictivo aplicado por la Consejería, inter-
pretando que la celebración de contratos se refiere
únicamente a aprobación del expediente y consecuente
aprobación del gasto. Destaca la falta de consenso
entre las diversas interpretaciones de las distintas
Consejerías en relación con las competencias indele-
gables señaladas en el informe provisional.

2. CONTRATO 3. “TRANSFORMACIÓN DEL
SECTOR I DE LA ZONA REGABLE DEL RIO
ADAJA (ÁVILA) -OBRAS INTERÉS GENERAL”.

a. Se indica en el informe que “Tanto la aprobación
del proyecto como la del PCAP, así como la firma del
contrato se realiza por el Director General de Desarrollo
Rural incumpliendo así el artículo 48 aparado 3 letra f)
de la Ley 3/2001, de 3 de julio, de Gobierno y Adminis-
tración de la Comunidad de Castilla y León, que impide
la delegación de competencias en este supuesto en que,
por razón de la cuantía, el órgano de contratación
necesita la autorización de la Junta de Castilla y León
para el ejercicio de su competencia”.

En este punto se esta a lo expuesto en el punto c. de
las alegaciones del contrato anterior. Esta Dirección
General/Consejería ha interpretado que en el caso de
contratación administrativa, la autorización de la Junta se
refiere dentro del expediente de contratación, por refe-
rencia expresa, a la aprobación del expediente de contra-
tación y su gasto, y no a las fases anteriores, aprobación
del Proyecto, de los PCAP, o posteriores, como la lici-
tación, incluida la presidencia de las mesas, o la formali-
zación y perfeccionamiento del contrato mediante la
firma. Estas fases no están afectadas por la autorización

de la Junta y por tanto podrían ser delegables en los
Directores Generales. En caso contrario el Consejero
debería aprobar los Proyectos, los PCAP, presidir las
Mesas de Contratación y firmar los contratos, es decir
realizar todos los actos que correspondan al órgano de
contratación.

En virtud de lo expuesto, esta Dirección General
considera que en este contrato, la aprobación del expe-
diente de contratación y del gasto ha sido realizada por el
Consejero, y no se ha delegado dicha competencia en el
Director General, sin haber incumplido el artículo 48
aparado 3 letra f) de la Ley 3/2001. Por ello se solicita
sea eliminado este párrafo en el informe definitivo.

a) Se reitera la contestación a la alegación del
contrato anterior.

b. Se indica en el informe que “El PCAP recoge unos
criterios de adjudicación que incluye, entre otros, el plan
de calidad desglosado en dos subcriterios, uno de los
cuales hace referencia a las medidas implantadas en la
empresa para asegurar la calidad de los trabajos, valo-
rándose posteriormente en el informe técnico con la
misma puntuación a todos los licitadores ya que todas
ellas “poseen el sello AENOR”. Se valoran criterios
como capacidad técnica de la empresa que debe ser
analizado en la fase de selección de los licitadores y no
en la fase de valoración de las ofertas. En el mismo
sentido que en el apartado b. de las alegaciones del
contrato anterior, cabe argumentar que las medidas de
control de calidad se refieren a medidas de control
internas implantadas en una empresa, que pueden
maximizar la garantía de una ejecución correcta de la
obra. Ejemplo de las mismas puede ser el control de la
calidad de hormigón, control de calidad de tuberías, etc.
Estas medidas no son obligatorias para las empresas y
dependen de su funcionamiento interno, por lo que no se
pueden incluir en los criterios de capacidad y solvencia
de la fase de selección de las ofertas, Además, no existe
una clasificación estándar y única de referencia que
valore todos los controles de calidad de una empresa.

Con independencia de lo anterior, las empresas
pueden tener sistemas de calidad certificados por
AENOR, en el caso de este contrato todos los licitadores
tienen, por estándares ISO o por otros organismos
europeos.

De igual manera, es cierto que en el informe del
técnico no se debería haber hecho ninguna referencia a
un organismo concreto de certificación de calidad, sin
que esto sea óbice para que el criterio de Medidas
implantadas en la empresa para asegurar la calidad de los
trabajos deba ser valorado mediante solvencia técnica.

b) No se admite la alegación puesto que corrobora
que se puntuó la posesión de certificados de calidad
AENOR. No obstante, la alegación realiza una mani-
festación preocupante, en el sentido de admitir el error
de que el informe técnico mencionara los certificados,
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pero no entiende que el mal proceder es el valorar la
calidad de la empresa en su conjunto, distinguiéndose
dicha calidad con las medidas especiales de calida a
establecer para la obra concreta. Es decir, no se
comprende la distinción entre calidad como criterio de
selección y como criterio de adjudicación. La solución
que se propone en la alegación, esto es, que el informe
técnico no mencione lo que verdaderamente está
valorando no es lo que se pretende corregir.

c. Se índica en el informe que “Por otra parte, los
criterios del PCAP, salvo el relativo a la oferta
económica, no presentan criterios de reparto de la
puntuación asignada, recogiéndose, en el informe técnico
haremos basados en conceptos subjetivos tales como
“simplemente adecuado, muy estudiado”, entre otros. Se
incumple con ello artículo 86.2 del TRLCAP.

Los criterios de adjudicación establecidos en el PCAP
son objetivos y concretos, definiendo varios apartados y
subapartados para determinar la calidad de la oferta, con
puntuaciones concretas a cada uno de ellos, y con esta-
bleciendo de rangos de valoración en cada subapartado.

El informe técnico no establece subcriterios sino que,
en cada subapartado se regula un rango de valoración, de
manera discrecional y personal, mediante graduaciones,
a fin de objetivar la puntuación, sin que las graduaciones
parezcan ambiguas ni poco concretas. De cualquier
manera, el técnico emite el informe a solicitud de la
Mesa de contratación, utilizando para su valoración los
criterios que estime convenientes, de manera personal y
sujeto a una discrecionalidad a la hora de valorar que
resulta inevitable. Se emplea un sistema discrecional, no
subjetivo, a la hora de valorar las ofertas.

En todo caso la apreciación de la calidad de la oferta a
la hora de ejecutar la obra siempre va a tener compo-
nentes de valoración que deberán ser apreciados por los
técnicos y aún utilizando criterios de valoración auto-
mática será imposible evitar cierta discrecionalidad del
técnico que lo aprecie.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el apartado 86.2 del
TRLCAP. y solicita sea eliminado este párrafo en el
informe definitivo.

c) Se reitera la contestación a la alegación sobre la
misma cuestión en el contrato anterior. Si bien, la
alegación añade una expresión que en la anterior no
aparecía. “Se emplea un sistema discrecional, no
subjetivo, a la hora de valorar las ofertas”. Esta afir-
mación atenta directamente contra la objetividad que
predica el artículo 86 del TRLCAP, y pone de mani-
fiesto una actitud del órgano gestor verdaderamente
sorprendente puesto que como se recoge en otra contes-
tación, la discrecionalidad en la actuación de los
poderes públicos está absolutamente prohibida por
nuestro ordenamiento jurídico desde su norma más
fundamental, es decir, la Constitución Española.

d. Se índica en el informe que “El procedimiento
seguido en el caso de licitadores incursos en temeridad
no cumple estrictamente el artículo 83 del TRLCAP ya
que se declara por el órgano de contratación como no
admisible la justificación de la temeridad realizada por el
licitador, con anterioridad a que su oferta sea valorada en
el informe técnico”.

No es cierto que la declaración de no admisibilidad de
la justificación de la temeridad por el órgano de contra-
tación se realice con anterioridad a que la oferta sea
valorada. En el presente caso, se actuó de conformidad
con la tramitación prevista en el artículo 83.3, es decir,
solicitud de información a la empresa licitadora para la
justificación de su oferta económica, y una vez
presentada la justificación, la valoración de la justifi-
cación por el técnico que asesora al órgano de contra-
tación.

La solicitud de justificación a la empresa se realiza
por FAX el 5 de diciembre de 2003 con oficio de salida
nº 20030250008754, Ante este requerimiento, la empresa
incursa en temeridad justifica su oferta mediante escrito
registrado el 10-12-2003 con nº de registro
20030250009470, Con fecha 10 de diciembre de 2003 el
técnico emite informe en el que considera que no existe
motivo, a la vista de las características de la obra y los
precios unitarios del proyecto, para aceptar la justifi-
cación.

El día 11 de diciembre, posteriormente a la valoración
del técnico y no con anterioridad, el órgano de contra-
tación resuelve la declaración de baja temeraria de la
proposición económica de la empresa, al. no existir
razones que la justifiquen.

En fecha 18 de diciembre de 2003, el técnico emite
informe de valoración de las ofertas presentadas al
concurso, citándose en el mismo que “el presente
informe solamente hace la evaluación de las ofertas
admitidas al concurso y no declaradas en temeridad”, por
lo que no procede realizar una valoración de una
empresa ya declarada en temeridad por el árgano de
contratación, sin posibilidad de ser adjudicataria del
concurso.

El informe se eleva a la mesa de contratación, la cuál,
según acta de 22 de diciembre de 2003, propone la adju-
dicación a la empresa cuya proposición considera más
beneficiosa, siendo aceptado por el órgano de contra-
tación mediante la Resolución de 23 de diciembre de
2003.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el apartado 83 del
TRLCAP, y no se considera necesario valorar as ofertas
incursas en temeridad una vez declarada esta circuns-
tancia. Por ello, se solicita sea eliminado este párrafo en
el informe definitivo.

d) El informe técnico a que se refiere el informe
provisional es el informe que recoge la valoración de
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todas las ofertas. El artículo 83 del TRLCAP establece
claramente que la propuesta de la mesa de contratación
debe realizarse a favor de la oferta más económica y
será en un momento posterior cuando se solicite, en su
caso, la justificación de la temeridad. Así, sí en otros
criterios de adjudicación se hubiesen establecido
criterios de apreciación de bajas temerarias, la
exclusión de la declarada en baja temeraria por un
criterio no afectaría en el cálculo de la baja temeraria
respecto a otro criterio de adjudicación.

e) Se indica en el informe que “No consta en el expe-
diente la recepción de las notificaciones efectuadas,
incumpliéndose el articulo 59 de la LRJAPyPAP”

La solicitud de información para la justificación de la
única oferta incursa en baja temeraria fue requerida por
FAX existiendo un resultado de OK en la recepción. El
uso de este medio es admisible para esta comunicación,
dado que la Ley establece un plazo de 5 días para la
presentación de la documentación justificativa por parte
de la empresa. No obstante, y a pesar de no remitirse
notificación con acuse de recibo, la empresa presentó la
justificación de la oferta incursa en baja temeraria, por lo
que este incidente no tuvo efecto sobre la tramitación del
expediente.

En cuanto a la notificación de la adjudicación defi-
nitiva, acordada mediante Orden, de 23 de diciembre, del
Excmo. Sr. Consejero de Agricultura y Ganadería, con
registro de salida de 2 de enero de 2004, consta en el
expediente acuse de recibo de 8 de enero.

e) No existe acuse de recibo para el resto de notifica-
ciones a los licitadores. Se modifica la redacción del
informe provisional para circunscribirla soto a los lici-
tadores.

f.- Se indica en el informe que “Sin perjuicio de lo
anterior, el registro de salida de las notificaciones efec-
tuadas pone de manifiesto un retraso en el plazo de 10
días para efectuar la notificación marcado por la
LRJAPyPAP”

Únicamente puede estimarse cierto retraso, respecto al
plazo de diez días establecido en el artículo 48.1 de la
LRJAP y PAC, en el caso de las notificaciones de la
adjudicación a los licitadores no adjudicatarios. Estas se
realizaron con fecha de registro de salida 16 de enero,
transcurridos 18 días hábiles, en período navideño, desde
la resolución del acto de adjudicación. Se trata en
cualquier caso de una irregularidad ni invalidante que no
causa ningún tipo de trastorno o indefensión a los inte-
resados.

Se adjunta copia de los documentos obrantes en el
expediente que justifican lo expuesto en las alegaciones
de los puntos d, e y f.

f) En la alegación presentada se reconoce el retraso
señalado en el informe provisional, pero no se puede
admitir que el hecho de notificar la adjudicación al

resto de licitadores fuera del plazo establecido no cause
perjuicio alguno, ya que, hasta que el resultado no se
notifica al resto de licitadores, éstos no tienen la opor-
tunidad de realizar alguna reclamación sobre la
puntuación asignada a los mismos. Para entonces, la
adjudicación ya se ha realizado. En el caso que nos
ocupa, la publicación de la adjudicación en el BOCYL
de la resolución se produce incluso antes que la notifi-
cación a través de Correos.

g. Se indica en el informe que “La concesión de dos
prórrogas sucesivas con fechas de concesión y plazos
diferentes y fundadas en los mismos hechos meteoro-
lógicos ocasionados meses antes de las diferentes soli-
citudes del adjudicatario, incumple el artículo 100.1 del
RLCAP pudiéndose ocultar retrasos en el plazo de
ejecución imputables al contratista”

Esta Dirección General considera que la solicitud de
las prórrogas y la resolución concediendo las mismas se
realizan conforme al artículo 100.1 del RGLCAP no
incumpliéndose el mismo a estar las prórrogas soli-
citadas y resueltas en los plazos establecidos.

El órgano de contratación ha valorado las circuns-
tancias meteorológicas acaecidas en el transcurso de la
ejecución de la obra y ha considerado que no son impu-
tables al contratista, motivo por el cual ha resuelto
conceder las prórrogas, no existiendo hechos que
acrediten retrasos imputables al contratista como para
que el informe se emita un juicio de valor como
“pudiéndose ocultar retrasos en el plazo de ejecución
imputables al contratista”.

Es por tanto que esta Dirección General estima que se
ha cumplido lo establecido en el apartado 100.1 del
RGLCAP, y solicita sea eliminado este párrafo en el
informe definitivo.

De lo visto, el gestor entiende que deberían ser
tomadas en cuenta las alegaciones aportadas y que
puedan favorecer a las modificaciones pertinentes en el
Informe Definitivo.

g) La alegación presentada no explica cómo los
mismos hechos meteorológicos pueden justificar dos
prórrogas concedidas en fechas distintas por plazos
diferentes. Sin perjuicio de ello, los hechos excep-
cionales de carácter meteorológico no se encuentran
adecuadamente justificados en el expediente puesto que
la mera mención no puede considerarse válida para
fundamentar un hecho excepcional. La simple lluvia
en invierno no es excepcional, ni imprevisible, es
necesario, por lo menos un certificado del Instituto
Meteorológico constatando la excepcionalidad de la
pluviosidad en la zona concreta y meses referidos.

DIRECCIÓN GENERAL DE PRODUCCIÓN
AGROPECUARIA FIRMADO POR EL DIRECTOR
GENERAL DE PRODUCCION AGROPECUARIA

En relación con el “Informe provisional de la Fiscali-
zación de la cuenta general de la Comunidad Autónoma
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y Contratación Administrativa, correspondiente al
ejercicio 2003”, y una vez examinadas las observaciones
que en el mismo se recogen en relación con los expe-
dientes de contratación números 01/03/PA y 18/03/PA,
la Dirección General de Producción Agropecuaria,
formula las siguientes alegaciones.

II.3.1 Contrato de obras.

Consejería de Agricultura y Ganadería. Contrato 1.
“Obras del laboratorio regional de sanidad animal”
(expediente núm. 18/03/PA).

Se incluye en el PCAP la obligación de presentar en 3
sobres toda la documentación requerida, incumpliéndose
el artículo 80.1 del RLCAP, que limita los sobres a dos
cuando no se haga uso de U facultad de establecer fases
de valoración, recogida en el articulo 86.2 del TRLCAP.

Respecto de dicha manifestación, esta Dirección
General no formula alegación alguna. En todo caso
manifestar que si se incluyó un tercer sobre comprensivo
de la documentación técnica se debía a exclusivamente a
razones operativas y para facilitar la presentación de la
dicha documentación a los licitadores.

El tratamiento otorgado a la oferta presuntamente en
baja temeraria no es conforme con el artículo 83 del
TRLCAP puesto que se ha excluido la oferta sin valorar
su oferta técnica.

Esta Dirección General estima que la actuación de la
Mesa de Contratación, en relación a la oferta en baja
temeraria, ha observado lo dispuesto en el artículo 83 del
Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas (TRLCAP).

Así, comprobada por la Mesa de Contratación, en el
acto de apertura de proposiciones económicas, que la
oferta presentado por un licitador se encontraba en
presunción de temeridad, según lo establecido en la
cláusula decimoséptima del Pliego de Cláusulas Admi-
nistrativas Particulares, y de conformidad con lo
dispuesto en el apartado 3 del citado artículo 83, se dio
traslado de dicha circunstancia al licitador incurso en la
misma, al objeto de que se aportara la documentación
que justificara la oferta presentada, requerimiento que
obra en el expediente de referencia, así como el
resguardo del documento acreditativo de su notificación.

Transcurrido el plazo concedido al efecto sin que
dicho licitador presentara la documentación requerida, el
Consejero de Agricultura y Ganadería dictó Orden por la
que se declaró la temeridad de la proposición formulada
por dicha empresa. Siendo dictada la citada Orden con
anterioridad a la elaboración del informe técnico sobre
las ofertas presentadas, en dicho informe no se recoge la
valoración de la oferta formulada por dicha empresa, ya
que ésta previamente había sido declarada en temeridad,
recogiéndose dicho pronunciamiento en el propio
informe.

Los criterios de adjudicación establecidos en el PCAP
no cuentan con criterios de reparto de la puntuación
atribuida entendiéndose infringido el artículo 86.2 del
TRLCAP.

Los criterios de adjudicación se agrupan en la
Cláusula Decimosexta del Pliego Cláusulas Adminis-
trativas Particulares en dos grandes apartados CALIDAD
DE LA OFERTA Y OFERTA ECONOMICA, subdivi-
diéndose el primero, a efectos de valoración en Memoria
técnica y Plan de calidad. Estas subdivisiones se han
considerado como criterios valorativos para la adjudi-
cación estableciéndose el reparto de puntos en tres
criterios correspondientes a la Memoria y dos criterios
correspondientes al Plan de control de calidad. Una
mayor desagregación de estos criterios en el Pliego
Cláusulas Administrativas se estima innecesaria y,
quizás poco prudente, ya que podría haber excluido la
posibilidad de valorar aspectos interesantes a considerar
derivados de la documentación técnica que debían
presentar las empresas.

Por otra parte, se incluye como criterio de adjudi-
cación las ofertas que el licitador realice de porcentajes
superiores en relación al control de calidad al señalado
en, la cláusula 38 del PCAG de contratos de obras del
Estado, al que el propio PCAP se somete expresamente.
No se debe admitir dicho criterio de adjudicación debido
a que dicha cláusula es contraría al PCAG, sin que se
haya dado cumplimiento al artículo 50 del TRLCAP.

El Pliego Cláusulas Administrativas Particulares
incluye el porcentaje máximo del 1% del presupuesto en
concepto de realización de análisis y ensayos de mate-
riales y unidades de obras que puede ordenar el Director
Facultativo de las obras. Entendemos que ello no es
óbice para admitir porcentajes mayores si fueren
ofertados por la empresa licitadora de las obras, bien
como mejora de las prestaciones o bien como respuesta a
un criterio selectivo establecido por la Administración.
En este sentido en el Informe 79/1983, de 18 de
noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación
Administrativa expresa:

“De lo establecido en la cláusula 38 del Pliego de
Cláusulas Administrativas Generales se deduce con toda
evidencia que, cuando el importe de los gastos de ensayo
y análisis de materiales y unidades de obras excede del
limite máximo del 1% del presupuesto de la obra, dicho
exceso, al no poder ser de cuenta del contratista, por
imperativo de tal precepto, ha de correr a cargo de la
Administración, la cual, obviamente, ha de hacerlo
efectivo al igual que el resto de las obligaciones
económicas derivadas del contrato” (Informe 79/1983 de
18 de noviembre, de la Junta Consultiva de Contratación
Administrativa).

En cualquier caso, entendemos que en virtud del
principio de libertad de pactos que rige en la contratación
no habría inconveniente en que fuera desplazada esta
obligación de la Administración al contratista, si este
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hubiera ofertado un porcentaje superior al establecido en
la Cláusula 38, en concepto de realización de análisis y
ensayos de materiales. En este sentido, la oferta de un
porcentaje superior no constituye una imposición de la
Administración contratante, que podría ser contraría al
expresado artículo 80.1 del TRLCAP, sino una oferta de
mejora del contrato, por la empresa licitadora, enten-
diéndose que el volumen ofertado constituiría el tope
máximo para la solicitud de análisis y ensayos que el
Director Facultativo, podría ordenar con cargo al presu-
puesto de adjudicación,

La firma del contrato se realiza por el Director
General de Producción Agropecuaria en virtud de dele-
gación que no es conforme al artículo 48 apartado 3 letra
f) de la Ley 3/2001, de 3 julio de Gobierno y Adminis-
tración de Castilla y León, que impide la delegación de
competencias en este supuesto en que, por razón de la
cuantía, el órgano de contratación necesita autorización
de la Junta de Castilla y León para el ejercicio de su
competencia.

Se manifiesta la conformidad con dicha conclusión,
ya que la firma del contrato se efectuó por el Director
General de Producción Agropecuaria en virtud de la
delegación atribuida en el artículo 1.a) de la Orden de 9
de octubre de 2000, de la Consejería de Agricultura y
Ganadería, por la que se delegan determinadas compe-
tencias en el Secretario General y Director Generales de
la Consejería, y que delega en dichas autoridades la
firma de los todos los contratos administrativos en
función de su competencia material, disposición anterior
a la Ley 3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la
Administración de Castilla y León, en cuyo articulo
48.3.f) se prohíbe la delegación de dicha competencia en
aquellas materias cuyo ejercicio haya de ser autorizado
previamente por la Junta de Castilla y León, autorización
exigida por el artículo 101.1.a) de la Ley 15/2001, de
Presupuestos Generales de la Comunidad de 2002, que
se produjo en el caso que nos ocupa al ser el importe de
la licitación superior a 1.200.000 euros.

Tratándose de un vicio de anulabilidad de derecho
administrativo -falta de competencia no determinante de
nulidad- (artículos 57 y 67 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común), y
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64.2 del
Real Decreto Legislativo 2/2000, la convalidación de
dicho vicio se entenderá producida por el transcurso del
plazo establecido para la impugnación del contrato, o, en
su caso, podrá llevarse a cabo por el órgano competente
para su firma -el Consejero de Agricultura y Ganadería-,
al ser éste el superior jerárquico del órgano que firmó el
contrato y tener atribuida la competencia para la firma de
dicho contrato.

La declaración de temeridad, aunque realizada por
órgano competente, no se produce en el momento
oportuno ya que según el TRLCAP debe realizarse en

un momento posterior a la propuesta de adjudicación
realizada por la mesa.

La alegación no responde a la inexistencia de
criterios de reparto de las puntuaciones atribuidas a los
criterios de adjudicación. Se reitera la necesidad de
dichos criterios conforme interpreta la doctrina del
Tribunal Supremo mencionada en el informe provi-
sional.

La argumentación respecto al criterio del control de
calidad es distinta a la presentada por otras Conse-
jerías. En este caso, parece calificarse de mejora
ofertada por el contratista, para luego, con fundamento
en el informe de la JCCA, afirmar que se pagaría con
cargo al presupuesto. No se admite que las mejoras
ofertadas sean incluidas en el presupuesto.

Destaca la admisión de la alegación relativa la impo-
sibilidad de delegar las competencias atribuidas al
órgano de contratación, siendo la alegante una
Dirección General de la Consejería de Agricultura y
Ganadería, cuando otra Dirección General de la misma
Consejería alegó en contra del informe provisional en
este punto.

II.3.4 Contratos de consultoría y asistencia.

Consejería de Agricultura y Ganadería. Contrato 4.
“Asistencia técnica veterinaria para la ejecución de los
programas de erradicación de enfermedades de los
rumiantes de Castilla y León en los años 2003 y 2004”
(expediente núm. 01103/PA).

Por lo que se refiere el citado contrato, el “Informe
provisional de la Fiscalización de la cuenta general de la
Comunidad Autónoma y Contratación Administrativa,
correspondiente al ejercicio 2003” recoge las siguientes
observaciones:

El contrato presenta una calificación que no se
corresponde con el verdadero objeto del mismo lo que
provoca que no se exija clasificación cuando por la
verdadera naturaleza del objeto del contrato, es decir,
contrato de servicios y a su importe sería obligatoria la
exigencia de clasificación. Este requisito hubiese sido
difícilmente cumplimentado por la empresa adjudicataria
debido a su constitución tres meses antes del fin del
plazo de presentación de ofertas y el inicio de la
actividad tal y como consta en el documento de alta del
I.A.E.

Respecto de la citada conclusión, la Dirección
General de Producción Agropecuaria manifiesta que no
puede compartir dicha afirmación, ya que considera que
el contrato celebrado, en virtud de las notas que definen
e integran el objeto de la prestación, es un contrato de
consultoría y asistencia, y ello en base a las siguientes
consideraciones:

El Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio,
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de
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Contratos de las Administraciones Públicas (TRLCAP)
regula en su Título IV los contratos de consultoría y asis-
tencia y los contratos de servicios.

El artículo 196.2 del TRLCAP, dispone en su letra b),
último párrafo, que son contratos de consultoría y asis-
tencia aquellos que tengan por objeto llevas a cabo, en
colaboración con la Administración y bajo su super-
visión “cualesquiera otras prestaciones directa o indirec-
tamente relacionadas con las anteriores y en las que
también predominen las de carácter intelectual, en
particular, los contratos que la Administración celebre
con profesionales, en función de su titulación
académica”.

En tal sentido se ha manifestado la Junta Consultiva
de Contratación Administrativa, en su informe 36/1998,
de 16 de diciembre, “la delimitación entre contratos de
consultoría y asistencia y contratos de servicios la realiza
la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas en
el articulo 197 (actualmente 196) apartados 2 y 3,
definiedo el apartado 2 el objeto de los contratos de
consultoría y asistencia declarando incluidos en tal
concepto los que tengan por objeto cualesquiera otros
servicios directa o indirectamente relacionados con los
anteriores (estudios, informes, dirección, supervisión y
control de obras, toma de datos, etc.) y en los que
también predominen las prestaciones de carácter inte-
lectual. Por su parte, el apartado 3, al definir los
contratos de servicios, señala que su objeto debe ser de
carácter técnico, económico, industrial, comercial o
cualquier otro de naturaleza análoga, siempre que no se
encuentre comprendido en los contratos de consultoría y
asistencia.”

De conformidad con lo establecido en la cláusula
quinta, apartado 1 del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativa que rige la citada contratación, están facultadas
para suscribir el contrato las personas físicas o jurídicas,
españolas o extranjeras, que tengan plena capacidad de
obrar, cuya actividad tenga relación directa debidamente
acreditada con el objeto del contrato, no se encuentren
inmersas en alguna de las prohibiciones para contratar
que se establecen en el artículo 20 del TRLCAP,
acrediten la suficiente solvencia técnica o profesional, de
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 19 del citado
texto legal, en función de la documentación exigida en el
presente pliego y dispongan de una organización con
elementos personales y materiales suficientes para la
realización del objeto de este contrato.

En este sentido, la cláusula sexta apartado 2, dispone
que los licitadores justificarán su solvencia técnica,
mediante el cumplimiento entre otros, del requisito de
disponer de un número no inferior a 170 veterinarios
para la ejecución de la asistencia técnica objeto del
presente contrato, acreditándose dicha circunstancia
mediante la aportación de una relación nominal del
personal del que dispone el licitador para la ejecución de
la consultoría y asistencia objeto del contrato, acom-

pañada de sus titulaciones académicas y profesionales,
juntamente con su inscripción o en su defecto,
compromiso de inscribirse previamente al inicio de las
actuaciones objeto del presente contrato, en Colegio
Profesional Veterinario, del personal veterinario
encargado de la realización del objeto del contrato, así
como acompañando un compromiso suscrito entre el
licitador y cada uno de los técnicos facultativos veteri-
narios con los que cuenta para la ejecución del contrato,
de que en el supuesto de que el licitador resultara adjudi-
catario del contrato dispone para la ejecución del mismo
del personal incluido en dicha relación.

A la vista de dicha notas y requisitos, puede
concluirse que la calificación del contrato, como contrato
de consultoría y asistencia, se corresponde con el
verdadero objeto del mismo, al concurrir en el mismo las
características que definen los contratos de consultoría y
asistencia y lo diferencian del contrato de servicios, tales
como, entre otros, el carácter intelectual de la actividad,
la titulación que se exige al personal del que dispone el
contratista para la ejecución del contrato (titulados
universitarios veterinarios), la liberalidad del mismo, y la
exigencia de que dicho esté personal colegiado en un
Colegio Profesional de Veterinarios.

El contrato 01/03/PA “Asistencia Técnica veterinaria
para la ejecución de los Programas de Erradicación de
Enfermedades de los Rumiantes de Castilla y León en
los años 2003 y 2004” incluye, de conformidad con lo
establecido en la prescripción sexta del Pliego de Pres-
cripciones técnicas que rige la citada contratación, y de
acuerdo con los protocolos establecidos por la Dirección
General de Producción Agropecuaria, las siguientes
actuaciones: 

a) La recogida de muestras y diagnóstico de pruebas
de campo.

b) El acondicionamiento de las muestras, para su
remisión al laboratorio.

c) La remisión, en su caso, al Laboratorio de Sanidad
Animal correspondiente,

d) La comprobación de la identificación en el ganado
bovino y, en su caso, la identificación de acuerdo con la
legislación vigente del ganado ovino y caprino.

e) La captura y descarga en los equipos informáticos
suministrados por la Consejería de Agricultura y
Ganadería de los datos exigidos en los programas infor-
máticos de dicha Consejería.

f) El sacrificio de los animales de las especies ovina y
caprina y la tinción de sus cabezas (con excepción de los
vaciados sanitarios), cuando así se determine en el
protocolo elaborado por el Servicio de Sanidad Animal
de la Dirección General de Producción Agropecuaria,
Dicho sacrificio se llevará a cabo en la visita del
marcado de los animales positivos.

g) Los trabajos estadísticos, administrativos
(grabación manual de las actuaciones de campo) y
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encuestas que especifique la Dirección General de
Producción Agropecuaria.

El componente intelectual de dicho contrato, y en
concreto de las actuaciones sanitarias que en su
ejecución se contemplan, no ofrece duda alguna. Así y
por lo que se refiere a la recogida de muestras y diag-
nóstico de pruebas clínicas de campo, los facultativos
veterinarios responsables de la ejecución del contrato, en
función de su titulación académica y conocimientos
propios de su profesión, han de intradermotuberculinizar
los bovinos existentes en la explotación con edad
superior a las seis semanas y los ovinos y caprinos con
edad superior a 45 días que así se determine, así como
extraer muestras de sangre para análisis serológicos de
los ovinos, caprinos y bovinos presentes en la explo-
tación en la edad de ser analizados. A las 72 horas de la
primera visita, los veterinarios proceden a la lectura de
las reacciones a la tuberculina, lectura que precisa de un
conocimiento técnico e intelectual adecuado para inter-
pretar dichas reacciones.

Dicho componente predominantemente intelectual
está presente asimismo en el resto de actuaciones sani-
tarias contempladas en la ejecución de dicho contrato -
La identificación del ganado bovino e identificación en
su caso, de acuerdo con la legislación vigente, del
ganado ovino y caprino; el marcado de los animales
positivos a las enfermedades objeto de diagnóstico; el
sacrificio de los animales de las especies ovina y caprina
en la explotación y la tinción de su cabezas; la elabo-
ración de estadísticas y encuestas-.

La calificación jurídica del presente contrato como de
consultoría y asistencia está respaldado por la Junta
Consultiva de Contratación Administrativa, en su
informe 50/00, de 21 de diciembre de 2000, promovido a
instancia de la Dirección General del Instituto Social de
la Marina, por el que se solicitaba informe sobre la natu-
raleza jurídica del contrato a formalizar con laboratorios
clínicos o empresas para la realización de pruebas
clínicas complementarias, referidas principalmente a
analíticas de sangre y a exploraciones radiológicas, que,
evaluadas junto al resto de verificaciones efectuadas,
permiten un adecuado diagnóstico médico sobre el
trabajador y en consecuencia, determinan la decisión
sobre su estado y sobre la aptitud para realizar trabajos a
bordo.

Descartando inicialmente por la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa, en la consideración jurídica
1 del citado informe, que dicho contrato pudiera concep-
tuarse como contrato de obra, de suministros, contratos
administrativos especiales, contrato privado, y
descartando asimismo en la consideración jurídica 2 del
informe 50/00, que dicho contrato pudiera constituir un
contrato de gestión de servicios públicos, la citada Junta
Consultiva examina en la consideración jurídica 3, si el
contrato puede considerarse de servicios o de consultoría
y asistencia.

Respecto de dicha cuestión, la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa manifiesta que “Aunque,
tanto la primitiva redacción de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas, como la versión de su Texto
Refundido de 16 de junio de 2000 podían y pueden
suscitar algunas dudas interpretativas en el deslinde de
los contratos regulados en su Titulo IV del Libro II, es
decir, consultoría y asistencia, servicios y trabajos espe-
cíficos y concretos no habituales, la supresión de estos
últimos y la nueva definición de los dos primeros
operada por la Ley 53/1999 de 28 de diciembre, hoy
incorporada al Texto Refundido han rebajado de tales
dudas interpretativos y permiten concluir que los
contratos del tipo a que se refiere la consulta son
contratos de consultoría y asistencia, siendo esta califi-
cación la que obliga a descartar la de contratos de
servicios.”

Así, para la Junta Consultiva de Contratación Admi-
nistrativa “Desde un punto de vista positivo artículo
196.2.b) regla 40 de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas considera contratos de consultoría y
asistencia aquéllos que tengan por objeto la realización
de prestaciones directa o indirectamente relacionadas
con los anteriores y en las que también predominen las
de carácter intelectual, en particular los contratos que la
Administración celebre con profesionales en función de
su titulación académica-. A la vista del precepto
trascrito, no cabe duda de que los contratos con labora-
torios de analítica y radiología tienen un componente
predominantemente intelectual y, sobre todo, se celebran
con profesionales en función de su titulación académica,
dado que no resulta factible la realización de análisis
clínicos y exploraciones radiológicas sin que los labora-
torios estén habilitados para ello por la posesión por
parte de su personal de la correspondiente titulación
académica”.

Por lo que se refiere a la posible conceptuación de
dichos contratos como de servicios, se recoge en el
citado informe que “Desde un punto de vista negativo
basta observar para descartar la conceptuación de estos
contratos como de servicios que el artículo 196.3 de la
Ley de Contratos de las Administraciones Públicas exige
para considerar los contratos como de servicios el dato
negativo de que los mismos -no estén comprendidos en
los contratos de consultoría y asistencia” circunstancia
que, por lo razonado anteriormente se produce en el
presente caso”, por lo que concluye que “La Junta
Consultiva de Contratación Administrativa entiende que
los contratos que celebra el Instituto Social de la Marina
con laboratorios de analítica o radiología para determinar
la aptitud de los trabajadores del mar son contratos de
consultoría y asistencia, habiendo disipado la nueva
redacción de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas las dudas que, con anterioridad, pudieron
suscitarse.”

Por todo ello puede concluirse que, teniendo un
carácter marcadamente intelectual las actuaciones
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contempladas en el contrato celebrado para la ejecución
de los Programas Nacionales de Erradicación de Enfer-
medades de los Rumiantes en los años 2003 y 2004,
exigiéndose al contratista como requisito de solvencia
técnica y profesional, en función del carácter sanitario de
las actuaciones a desarrollar, la titulación académica de
los facultativos veterinarios de los que dispone para la
realización del contrato, así como su colegiación en el
respectivo Colegio Profesional veterinario, la califi-
cación de dicho contrato como de consultoría y asis-
tencia se corresponde con el verdadero objeto del mismo,
no siendo exigible la clasificación de los licitadores.

La actividad que realmente necesita conocimientos
técnicos superiores es el análisis de las muestras de
sangre que, curiosamente, se realizan en los Labora-
torios de Sanidad Animal de la Junta de Castilla y
León. El informe de la JCCA mencionado en la
alegación hace referencia precisamente a esta actividad
del laboratorio.

No se recoge en el PCAP el código de GNPA obli-
gatorio según el artículo 67.2 del RLCAP.

Respecto de la ausencia de la indicación en el Pliego
de Cláusulas Administrativas Particulares del código
CNPA aplicable al contrato de consultoría y asistencia,
la Dirección General de Producción Agropecuaria mani-
fiesta su conformidad con dicha observación.

Por otra parte no se recoge en el PCAP la determi-
nación de los criterios que de entre los medios que
establece el, artículo 16, servirían para justificar la
solvencia económica y financiera, incumpliéndose el
artículo 15.3 del TRLCAP.

En relación con dicha conclusión, manifestar que en
la cláusula sexta, apartado 1, del Pliego de Cláusulas
Administrativas Particulares que rige la contratación, se
establece que los licitadores habrán de justificar la
solvencia económica y financiera en la forma que
establece el artículo 16 del TRLCAP”. La no exigencia
de un determinado medio de prueba para justificar la
solvencia económica o financiera en modo alguno puede
considerarse corno un incumplimiento del articulo 15.3
del TRLCAP, ya que la no determinación de un medio
en particular conlleva la posibilidad de que el licitador
pueda acreditar dicha circunstancia por cualquiera de los
medios validos en derecho establecidos en el artículo 16
del TRLCAP.

Confunde la alegación entre criterios y medios. El
artículo 15 obliga a especificar no que medios van a ser
usados, sino especificar los medios al contrato concreto
utilizando así los criterios necesarios. No se trata de
que los licitadores puedan aportar cualquier seguro
sino uno que alcance la cuantía del contrato, por
ejemplo.

En cualquier caso, se observan irregularidades que
afectan a la documentación presentada por el adjudi-
catario en relación con la acreditación de la solvencia

económica ya que el informe de la institución financiera
afirma que se mantienen relaciones comerciales con la
adjudicataria desde fechas anteriores al inicio de la
actividad a efectos del IAE y al alta en Seguridad Social.

Respecto del informe de la entidad financiera, y
habiéndose admitido la posibilidad en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares, de que el
licitador pudiera acreditar su solvencia financiera por
cualquiera de los medíos validos en derecho establecidos
en el artículo 16 del Real Decreto Legislativo 2/2000, la
Mesa de Contratación estimó suficientemente acreditada
dicha solvencia mediante la presentación del indicado
informe, ya que la letra a) del apartado 1 del precitado
artículo 16 establece como uno de los medios para
acreditar la solvencia económica y financiera “informe
de instituciones financieras...” sin que se exija en dicho
precepto un periodo determinado en la relación que une
al licitador y a la entidad financiera que expide dicha
certificación.

Otras irregularidades de la documentación aportada
por el adjudicatario afectan a la certificación de estar al
corriente de las obligaciones tributarias con la Seguridad
Social incluyéndose únicamente una declaración
responsable y sin que se aporte certificado de la
Seguridad Social válido.

En relación con dicho aspecto, lamentamos carecer de
documentación que permita informar sobre si dicho
certificado fue presentado con carácter previo a la adju-
dicación del contrato.

La gravedad de la situación estriba en que el
documento utilizado para la acreditación de la
solvencia económica en un contrato de cuantía de
13.800.000 €, cuenta, no solo con la imprecisión
producto de lo señalado en la observación anterior,
sino con la presunción de falsedad por los documentos
que obran en el expediente, como es el alta en la
Seguridad Social, que presenta una fecha posterior a la
fecha en que según la institución financiera la empresa
mantiene relaciones comerciales con ella.

Los criterios de adjudicación quedan establecidos en
el PCAP. Se recogen cuatro criterios de los cuales, salvo
el precio, no queda establecida como se efectuará el
reparto de la puntuación total asignada al criterio. Los
criterios de adjudicación no son conformes al, artículo 86
del TRLCAP puesto que valoran medios personales y
materiales, conocimiento previo de los programas infor-
máticos de la propia Consejería y disponibilidad de
oficina en territorio de la Comunidad de Castilla y León.

En relación con dichas conclusiones, la Dirección
General de Producción Agropecuaria estima que los
criterios de adjudicación establecidos en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares que rige el expe-
diente de contratación 01/03/PA son conformes al
articulo 86 del Real Decreto Legislativo 2/2000.

Así y en respecto a la mención de que “Los criterios
de adjudicación quedan establecidos en el PCAP. Se
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recogen cuatro criterios de los cuales, salvo el precio, no
queda establecida como se efectuará el reparto de la
puntuación total asignada al criterio”. se alega lo
siguiente:

El Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares
que rige la citada contratación establece en su cláusula
novena los criterios de adjudicación, que por orden
decreciente de importancia son: 1. El precio (hasta 30
puntos); Otras garantías ofertadas —medios personales,
materiales, instalaciones, distintos o superiores a los
establecidos en la cláusula sexta para acreditar la
solvencia técnica- (Hasta 25 puntos); Conocimiento del
equipo y programa informático utilizado por la
Consejería de Agricultura y Ganadería para la ejecución
de las Campañas de Saneamiento Ganadero (Hasta 20
puntos); y Disponibilidad de una oficina técnica en
Castilla y León (Hasta 10 puntos).

Dichos criterios se adecuan a lo dispuesto en el
artículo 86 del Real Decreto Legislativo 2/2000, ya que
son objetivos, teniendo una relación directa e inmediata
con la realización del objeto del contrato, relacionándose
por orden decreciente de importancia y por la ponde-
ración que se les atribuye.

Sobre el reparto de la puntuación total asignada a cada
criterio, no es preciso que la misma se recoja en el Pliego
de Cláusulas Administrativas, y en tal sentido se ha
pronunciado la Junta Consultiva de Contratación, en su
informe 28/95, de 24 de octubre de 1995, sobre “inter-
pretación y aplicación que debe darse a lo previsto en el
artículo 87 (86 del TRLCAP) de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas, referido a los criterios de
adjudicación del concurso”. En la consideración jurídica
4 de dicho informe, la Junta Consultiva de Contratación,
en relación con la cuestión suscitada de que si los pliegos
de cláusulas administrativas particulares deben recoger
el método de valoración de cada uno de los criterios de
adjudicación señalados y si la Ley limita en algún
sentido el método de valoración que deba emplearse,
manifiesta que “La cuestión suscitada ha de ser resuelta,
en los términos generales en los que se plantea, tratando
de conciliar los principios de publicidad y transparencia
propios de la contratación administrativa y el grado de
discrecionalidad que, en sentido técnico jurídico, ostenta
el órgano de contratación en la resolución de concursos,
evitando que los primeros -los principios de publicidad y
transparencia- haga imposible la actuación del órgano de
contratación, convirtiendo en automática la resolución
del recurso, carácter que, a diferencia de la subasta,
carece en la legislación española.” A la vista de tal inter-
pretación, la Junta Consultiva de Contratación concluye
que “Por ello se entiende que el cumplimiento del
artículo 87.2 (artículo 86.2 TRLCAP) de la Ley de
Contratos de las Administraciones Públicas, si bien exige
que en los pliegos de cláusulas administrativas parti-
culares se indiquen los criterios de adjudicación, por
orden decreciente de importancia y por la ponderación
que se les atribuya, tal obligación no se extiende a los

métodos de valoración, pudiéndose estimar correcta la
valoración de la -calidad- mediante la toma en conside-
ración de los correspondientes certificados, pero siempre
que tal circunstancia no se haya exigido como requisito
de solvencia técnica para participar en el concurso”.

Ello ha de ponerse en relación con la conclusión
recogida en el informe provisional de fiscalización de
que “Los criterios de adjudicación no son conformes al
artículo 86 del TRLCAP puesto que se valoran medíos
personales y materiales, conocimiento previo de
programas informáticos de la propia consejería y dispo-
nibilidad de oficina en territorio de la Comunidad de
Castilla y León”.

Respecto de la valoración en el apartado 2 de la
cláusula novena del Pliego de Cláusulas Administrativas
Particulares “Otras garantías ofertadas” de medios
personales, materiales e instalaciones distintos o supe-
riores de los establecidos en la cláusula sexta para
acreditar la solvencia técnica, la Dirección General de
Producción Agropecuaria estima que dicho criterio de
adjudicación es conforme a derecho, y en tal sentido se
ha manifestado la Junta Consultiva de Contratación, en
informe 59/04, de 12 de noviembre de 2004 sobre “posi-
bilidad de utilizar como criterio de adjudicación el
mayor número de elementos personales y materiales
exigidos corno requisito de aptitud y solvencia”, informe
en el que previo examen de la doctrina establecida sobre
dicha materia por el Tribunal Superior de Justicia de tas
Comunidades Europeas de 20 de septiembre de 1988
(asunto C 31/87 Beentjes), la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa informa en su consideración
jurídica 3, que “El examen de la legislación española
conduce por tanto o la conclusión de que los elementos
personales v materiales pueden utilizarse como criterio
para determinar la solvencia técnica o profesional y, que
el mayor número de los exigidos puede ser utilizado
como criterio de adjudicación, dado que la enumeración
del artículo 86 no es exhaustiva y es un criterio objetivo
cuyo posible efecto discriminatorio quedará eliminado si
como exige el artículo 86 de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas el criterio se consigna expre-
samente en el pliego”, por lo que concluye el citado
informe en que “Por lo expuesto, la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa entiende que, de
conformidad con el Derecho comunitario la legislación
española, el criterio de mayor número de elementos
personales y materiales que los exigidos como requisito
de solvencia puede ser exigido como elemento de valo-
ración de ofertas o criterio de adjudicación, siempre que,
conforme al artículo 86 de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas figure incluido en los
pliegos”.

El reparto de las puntuaciones asignadas a los
criterios de adjudicación es el procedimiento obligado
para cumplir con la objetividad necesaria que predica
el artículo 86. La discrecionalidad a que hace refe-
rencia el informe de la JCCA señalado por la alegación
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debe entenderse superada con la doctrina que emana
de la Sentencia del Tribunal Supremo de 24 de junio de
2003 mencionada en el informe provisional en la
página 38.

En relación a la posibilidad de utilizar medios
personales y materiales como criterio de adjudicación,
el informe de la JCCA hace referencia a su utilización
en el momento en que se hayan exigido como
compromiso de adscripción a la ejecución del contrato,
es decir, se haya hecho uso del párrafo tercero del
artículo 15.1 del TRLCAP. Es en este caso, vinculados
al contrato en la fase de selección cuando se puede
utilizar como criterio de adjudicación los aumentos
sobre el mínimo exigido por el procedimiento señalado,
lo que en ningún caso se realizó en el contrato en
cuestión.

El PPT establece un mínimo de actos clínicos que se
deberá realizar en todo caso, quedando condicionado a.
los incrementos de actos clínicos que el Adjudicatario
incluya en su oferta. La oferta del único licitador incluye
un número de actos clínicos que no alcanza el
mencionado en los PPT, debiéndose haber rechazado la
oferta por no cumplir con los mínimos establecidos en el
PPT. En el contrato firmado no figura mención alguna a
los actos clínicos a realizar.

No podemos tampoco compartir la conclusión
recogida en el párrafo 7 del informe, ya que la misma se
fundamenta en la confusión entre los conceptos “acto
clínico” y “Acto Clínico Normalizado” (ACN).

El Pliego de Cláusulas Administrativas que rige la
contratación dispone en su cláusula cuarta, apartado 3,
que “Se entenderá por acto clínico el definido en la Pres-
cripción 6 del Pliego de Prescripciones Técnicas”.

El Pliego de Prescripciones Técnicas elaborado por el
Servicio de sanidad Animal define en su prescripción 6
el concepto “acto clínico”. Así, “Se entenderá por -acto
clínico- cada una de los actuaciones completas que para
cada uno de los animales se establecen tos apartados 3.2,
o 3.3, o 3.4, o 3.5 del presente pliego”.

El número mínimo de actos clínicos que el adjudi-
catario debe realizar, sin perjuicio del incremento que
realice en su oferta, en función de los censos de ganado
bovino, ovino y caprino, así como las revisiones
periódicas, que se contempla en la citada prescripción 6,
es el que a continuación se recoge:

Año 2003.

Vacuno (total actos clínicos previstos): 1.450.000

Ovino y Caprino (total actos clínicos 
previstos): 5.150.000

Año 2004.

Vacuno (total actos clínicos previstos): 1.500.000

Ovino y Caprino (total actos clínicos 
previstos): 5.400.000

Respecto del ganado de las especies ovina y caprina,
el acto clínico en función de los censos ganaderos, se
corresponde con el establecido en el apartado 3.5 (revi-
siones parciales en ovino y caprino -brucelosis-) de la
prescripción 3 del Pliego de Prescripciones Técnicas, de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.2 de la
Orden de 31 de enero de 2001, de la Consejería de Agri-
cultura y Ganadería, por la que se establecen las normas
que han de regular la ejecución de las Campañas de
saneamiento Ganadero para la erradicación de la tuber-
culosis y brucelosis en el ganado de la especie bovina, y
la brucelosis en el de las especies ovina y caprina, así
como el control de la perineumonía bovina dentro del
territorio de la Comunidad de Castilla y León, que
dispone la realización obligatoria de las pruebas de
Campaña para el diagnóstico de la brucelosis en los
animales de las especies ovina y caprina que tengan más
de dieciocho meses de edad -si se encuentra vacunado-,
o a partir de los seis meses de edad -si no estuviese
vacunado-.

Dicho concepto (acto clínico) ha de ser diferenciado
del denominado “Acto Clínico Normalizado”, que se
define en la cláusula tercera, apartado 4, del Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares. Así, “se
entenderá por acto clínico normalizado el que
corresponde con la siguiente equivalencia:

- Un (1) acto clínico en animales de la especie bovina
= Un (1) acto clínico normalizado.

- Un (1) acto clínico definido en el apartado 3.4 de la
prescripción 3 del Pliego de Prescripciones Técnicas
(revisiones totales en ovino y caprino) = Un (1) acto
clínico normalizado.

- Cinco (5) actos clínicos de los definidos en el
apartado 3.5 de la prescripción 3 del Pliego de Prescrip-
ciones Técnicas (revisiones parciales en ovino y caprino)
Un (1) acto clínico normalizado,

- Un (1) sacrificio de un animal de la especie ovina o
caprina y la tinción de su cabeza = Tres (3) actos clínicos
normalizados.

El licitador adjudicatario ofertó en su proposición por
un importe de 13.800.000 euros. la realización de los
siguientes “Actos Clínicos Normalizados”:

Año 2003.

Vacuno. Total “Actos Clínicos Normalizados”
ofertados: 1.450.000 ACN.

Ovino y Caprino, Total “Actos Clínicos Norma-
lizados” ofertados: 1.030.000 ACN, número que se
corresponde con los 5.150,000 actos clínicos mínimos a
realizar en los animales de las especies ovina y caprina
para dicha anualidad, en función del factor de con-
versión 5 actos clínicos de tos definidos en el apartado
3.5 de a prescripción 3 = 1 “Acto Clínico Normalizado”
(1.830.000 ACN x 5 = 5.158.000 actos clínicos).
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Año 2004.

Vacuno. Total “Actos Clínicos Normalizados”
ofertados: 1.500.000 ACN.

Ovino y Caprino. Total. “Actos Clínicos Norma-
lizados” ofertados: 1.080.000 ACN, número que se
corresponde con los 5.400.003 actos clínicos mínimos a
realizar en los animales de las especies ovína y caprino
para dicha anualidad, en función del factor de conversión
5 actos clínicos de los definidos en el apartado 3.5 de a
prescripción 3 = 1 “Acto Clínico Normalizado”
(1.080.000 ACN x 5 = 5.400.000 actos clínicos).

Por todo ello puede concluirse que el licitador ajustó
su proposición al número de actos clínicos establecido
como mínimo en el Pliego de Prescripciones Técnicas
para las anualidades de 2002 y 2003, ofertando un
número de “Actos Clínicos Normalizados” para la
especie bovina y para las especies ovina y caprina en los
años 2003 y 2004, que cumplía el número mínimo de
actos clínicos fijado para cada especie y anualidad en el
citado Pliego, por lo que no existe causa alguna para
rechazar la ofertada presentada por el Licitador que se
fundamente en dicha causa.

Se acepta la alegación suprimiéndose el párrafo en
el informe provisional.

El PCAP regula la posibilidad de prórroga admitiendo
la revisión del número de actos clínicos, es decir,
variando el objeto del contrato, por tanto, se regula no la
prórroga del contrato sino una modificación del mismo
que en todo caso debería realizarse de acuerdo con lo
establecido en el TRLCAP.

Esta Dirección General manifiesta su conformidad
con la conclusión recogida en el informe provisional de
fiscalización respecto de la incorrecta redacción de dicha
cláusula. No obstante, se pone en su conocimiento que
acordada la prórroga del contrato, de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 198 del TRLCAP, la revisión del
número de actos clínicos objeto del contrato se tramitó
como un expediente de modificación del contrato, de
conformidad con lo establecido en el articulo 101 del
TRLCAP.

El contrato parece firmado por el Director General de
Producción Agropecuaria en virtud de delegación que no
es conforme al artículo 48 apartado 3 letra f) de la Ley
3/2001, de 3 julio de Gobierno y Administración de
Castilla y León, que impide la delegación de compe-
tencias en este supuesto en que., por razón de la cuantía,
el árgano de contratación necesita autorización de la
Junta de Castilla y León para el ejercicio de su compe-
tencia.

Respecto de esta conclusión, esta Dirección General
manifiesta su conformidad con a misma, ya que la firma
del contrato se efectuó por el Director General de
Producción Agropecuaria en virtud de la delegación
atribuida en el artículo 1.a) de la Orden de 9 de octubre

de 2000, de la Consejería de Agricultura y Ganadería,
por la que se delegan determinadas competencias en el
Secretario General y Directores Generales de la
Consejería, y que delega en dichas autoridades la firma
de todos los contratos administrativos en función de su
competencia material, disposición anterior a la Ley
3/2001, de 3 de julio, del Gobierno y de la Adminis-
tración de Castilla y León, en cuyo artículo 48.3.f) se
prohíbe la delegación de dicha competencia en aquellas
materias cuyo ejercicio haya de ser autorizado
previamente por la Junta de Castilla y León, autorización
exigida por el artículo 101.1.a) de la Ley 15/2001, de
Presupuestos Generales de la Comunidad de 2002, que
se produjo en el caso que nos ocupa al ser el importe de
la licitación superior a 1.200.000 euros.

Tratándose de un vicio de anulabilidad de derecho
administrativo -falta de competencia no determinante de
nulidad- (artículos 57 y 67 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común), y
de conformidad con lo dispuesto en el artículo 64.2 del
Real Decreto Legislativo 2/2000, la convalidación de
dicho vicio se entenderá producida por el transcurso del
plazo establecido para la impugnación del contrato, o, en
su caso, podrá llevarse a cabo por el competencia para su
firma.

GERENCIA DE SERVICIOS SOCIALES
FIRMADAS POR EL GERENTE DE SERVICIOS

SOCIALES

ASUNTO: Remisión alegaciones al Informe Provi-
sional de Fiscalización Cuenta General del año 2003

EN RELACIÓN CON LOS CONTRATOS ADMI-
NISTRATIVOS:

1.- CONTRATO DE “SUMINTISTRO DE
GASÓLEO TIPO C PARA CALEFACCIÓN CON
DESTINO A LOS DISTINTOS CENTROS DEPEN-
DIENTES DE LA GERENCIA DE SERVICIOS
SOCIALES DE CASTILLA Y LEÓN DURANTE EL
AÑO 2003”.

Observaciones efectuadas:

1ª.- “No, se respeta el plazo de publicación de la adju-
dicación establecido en el artículo 93 del TRLCP”.

Alegación:

El contrato se adjudicó el 14 de enero de 2003.

El 13 de febrero de 2003 se remitió el anuncio de
adjudicación al BOCyL, recibiéndose en el mismo el 24
de febrero de 2003, y su publicación tuvo lugar el 4 de
marzo de 2003 (en el BOCyL nº 43).

El 25 de febrero de 2003 se remitió a la Oficina de
Publicaciones del D.O.C.E., y la publicación tuvo lugar
en el. DOCE de 6 de marzo de 2007 (Documento 39457-
2003-es).
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El mismo día 25 de febrero de 2003 se remitió al
BOE. Con fecha 6 de marzo se recibe escrito de la
Secretaría General (Servicio de Anuncios y Suscrip-
ciones) del B.O.E., indicando que el anuncio debe
enviarse de acuerdo con el nuevo programa de inserción
de envíos. El día 10 de marzo se envía de nuevo, siendo
publicado en el B.O.E. de 22 de marzo de 2003 (B.O.E.
nº 70).

A este respecto, el art. 93.2 del TRLCAP establece:

a) Por un lado, la publicación en el Boletín Oficial de
la respectiva Comunidad Autónoma en un plazo máximo
de 48 días a contar desde la fecha de adjudicación. del
contrato; por lo que la misma debería haber tenido lugar
hasta el 3 de marzo de 2003.

Luego, ha habido un retraso de un día. No obstante,
entendemos que se envió con suficiente antelación para
su publicación, siendo ajeno a esta Gerencia el retraso en
la publicación por posible sobrecarga de publicaciones
en los días precedentes,

b)Por otro lado, el envío al D.O.C.E y al B.O.E del
anuncio del resultado de la licitación dentro del mismo
plazo máximo de 48 días a contar desde la fecha de adju-
dicación del contrato.

Luego, en estos dos casos, se han respetado los plazos
de envío; a pesar de que, en el caso del B.O.E, hubo que
enviarlo de nuevo por las razones antes citadas.

1º- El artículo 93.2 del TRLCAP expresamente
dispone que el anuncio de adjudicación “se publicará”
en los Diarios o Boletines Oficiales de las Comu-
nidades Autónomas y Entidades Locales. No se suple
esta exigencia con la simple remisión al Boletín
respectivo del anuncio, sitio que se necesita la publi-
cación material. Tal y como reconoce la alegación
hubo incumplimiento de este artículo.

2ª- “De forma totalmente irregular se establece la
obligación a cargo del contratista de abonar los gastos de
publicación del anuncio de licitación en prensa a una
agencia de publicidad cuando el reintegro de dichos
gastos debe realizarse directamente a la Administración”.

Alegación:

La Cláusula 10ª del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares que rige este contrato establece que
“El contratista está obligado a satisfacer los gastos de los
anuncios de la licitación en Boletines Oficiales y, como
máximo, los que se deriven de la publicación en dos
periódicos de mayor difusión en la Comunidad
Autónoma”.

Añadiendo la Cláusula 9ª de dicho Pliego que “La
presentación de la proposición presume por parte del
licitador la aceptación incondicionada del contenido de
la totalidad de las cláusulas de este Pliego...”.

A mayor abundamiento, el artículo 75 del Reglamento
General de la ley de Contratos establece que “...será de

cuenta del adjudicatario del contrato la publicación de
los anuncios”.

Por otra parte, en los anuncios de licitación en los dos
periódicos de mayor difusión de la Comunidad
Autónoma se recuerda que los gastos de dichos anuncios
serán de cuenta del adjudicatario.

Por último, no existe norma alguna que establezca que
los gastos de publicación del anuncio de licitación en
prensa deban ser abonados directamente por la Adminis-
tración a la agencia de publicidad y posteriormente rein-
tegrado dicho importe por parte del adjudicatario.

Por tanto, siendo a cargo del contratista los gastos de
publicación del anuncio de licitación en prensa, resulta, a
nuestro modo de ver, totalmente indiferente, desde el
punto de vista del contrato, que el contratista abone
dichos gastos de publicación directamente a la agencia
de publicidad, o indirectamente a la Gerencia de
Servicios Sociales.

El establecer que el contratista abone directamente los
gastos de los anuncios a la agencia de publicidad en
lugar de a la Gerencia; responde simplemente a razones
de simplificación de trámites; ya que si se abona primero
por la Gerencia a la agencia de publicidad, el paso
siguiente es el cobro, por parte de la Gerencia, del
reintegro a cargo del contratista. Es decir, requiere dos
procedimientos (de pago primero, y de ingreso después)
que de esta manera se obvian.

No existe en consecuencia, y a nuestro modo de ver,
ninguna irregularidad al respecto.

2º- Efectivamente el procedimiento de abono de los
gastos de publicidad por parte de los adjudicatarios no
queda establecido en el RLCAP. Sin embargo, la irre-
gularidad deriva de que, en caso de que el encargo a la
agencio de publicidad se tramitara correctamente, es
decir, mediante un contrato sometido al TRLCAP, los
pagos derivados de ese contrato deben ser presupues-
tarios. Lo que no está previsto en ningún caso por el
TRLCAP es la figura del pago por tercero, siendo la
existencia de crédito un requisito de los contenidos en
el artículo 11 del TRLCAP. El que sea el adjudicatario
el que abone directamente la factura a la agencia
significa que las relaciones entre la Administración y la
agencia de publicidad son completamente irregulares.

Es alarmante la justificación expresada por el
órgano gestor basada en obviar procedimientos, razón
que justifica la inaplicación de todo el derecho admi-
nistrativo.

II.- CONTRATO DE “REALIZACIÓN DE ACTI-
VIDADES COMPLEMENTARIAS A LA ATENCIÓN
DIRECTA DE MENORES Y JÓVENES
INFRACTORES INTERNADOS EN LA UNIDAD DE
REFORMA DEL CENTRO ZAMBRANA DE
VALLADOLID”.

Observaciones efectuadas:
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1ª.- “El contrato es adjudicado por procedimiento
negociado, siendo la causa alegada para la utilización de
esta vía, la previa declaración de procedimiento desierto
recogida en el TRLCAP en su artículo 210, apartado a).

Según establece este artículo en su redacción
aplicable, no se pueden variar las condiciones originales
del contrato, salvo el precio que no podrá ser aumentado
en más de un 10%. No parece contemplarse en el
TLCAP la posibilidad de disminuir el presupuesto por
carecer de lógica ya que se entiende que si la licitación
quedó desierta fue por presentar presupuesto que no ha
sido atractivo al mercado. En el expediente que nos
ocupa se reduce el presupuesto con respecto a la lici-
tación desierta.

En cualquier caso, la nueva redacción de este apartado
a) según Real Decreto Ley 5/2005, de 11 de marzo,
acomoda el TRLCAP a la normativa comunitaria en el
sentido recogido por la Sentencia del Tribunal de Justicia
de las Comunidades Europeas de 13 de enero de 2005, es
decir, se podrá utilizar el procedimiento negociado
siempre que no se varíe el precio respecto del que rigió en
la licitación abierta”.

Alegación:

La Cláusula 3ª del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares del contrato originario que quedó
desierto (expediente 9/2003) establecía respecto del
plazo de duración que “será desde el día 1 de enero de
2003 o, en su caso, a partir del día siguiente a la fecha de
formalización del contrato, si ésta fuera posterior, hasta
el día 31 de diciembre de ese año”.

El nuevo expediente de contratación (expediente
52/2003) se inició por Resolución de 3 de enero de 2003.

La Cláusula 3ª del Pliego de Cláusulas Adminis-
trativas Particulares de este nuevo contrato, establece
respecto del plazo de duración que “será desde la fecha
de formalización del contrato, hasta el 31 de diciembre
de 2003”.

Es obvio que, manteniendo la misma fecha de finali-
zación que el expediente anterior y comenzando con
posterioridad, no se va a consumir todo el crédito
Inicialmente previsto.

Así la formalización del mismo tuvo lugar el 17 de
enero de 2003.

Por lo tanto, la disminución del presupuesto obedece a
la correlativa disminución del periodo de duración del
contrato (siendo proporcional a la misma), sin que ello
suponga una reducción del precio, en términos reales,
respecto del que rigió en la licitación abierta. Por lo que
entendemos que se ha respetado la normativa al respecto.

1.- Con mayor razón el procedimiento negociado fue
incorrectamente utilizado ya que varió las condiciones
fundamentales del contrato, no solo en relación con el
precio, cuestión que estaba permitido en la legislación,

sino en el plazo de ejecución del contrato. Se modifica
el párrafo del informe provisional para recoger esta
circunstancia.

2ª.- “La deficiente calificación de contratos de
servicios como de consultoría y asistencia provoca un
grave incumplimiento del artículo 25 del TRLCAP en
relación con la exigencia de clasificación para contratar”.

Alegación:

El contrato en cuestión fue calificado desde un
principio como contrato administrativo especial, en
virtud de lo dispuesto en el artículo 5. 2 b) del TRLCAP,
por estar vinculado al giro o trafico específico de la
administración contratante y satisfacer de forma directa
una finalidad de su especifica competencia.

El criterio utilizado en su momento para calificarlo de
contrato administrativo especial es que las actividades
que integran el contenido del contrato no se realizan
directamente para la Administración sino para los
menores y jóvenes internados en la Unidad de Reforma
del Centro “Zambrana”. Y ello en concordancia con los
últimos informes en esta materia tanto de la Junta
Consultiva de Contratación Administrativa del
Ministerio de Hacienda, corno de la Junta Consultiva de
Contratación de esta Comunidad Autónoma.

Así figura en la Resolución de Inicio, en el Pliego de
Cláusulas Administrativas Particulares, en la Propuesta
de Gasto, en el Informe Técnico, en la Resolución de
adjudicación del contrato, en la Notificación de adjudi-
cación, en el Contrato firmado por ambas partes..., en
resumen en todos los documentos que componen el
expediente.

No es por tanto contrato de servicios ni de consultoría
y asistencia.

Por todo lo anterior hay que concluir que, por tratarse
de un contrato administrativo especial no es exigible el
requisito de la clasificación, de acuerdo con el artículo
25 del TRLCAP.

No se entiende, por tanto, la observación efectuada,
dado que la calificación del contrato todos los docu-
mentos, es de contrato administrativo especial.

2.-.La segunda alegación no se comprende, puesto
que en el informe provisional no se hacía referencia
alguna a lo expuesto en la alegación. En el informe
aparece calificado como administrativo especial
conforme al criterio del órgano de contratación.

GERENCIA REGIONAL DE SALUD FIRMADO
PO EL DIRECTOR GENERAL DE ADMINIS-

TRACIÓN E INFRAESTRUCTURAS

Recibidas las observaciones contenidas en el Informe
Provisional de la fiscalización de la Cuenta General de la
Comunidad Autónoma y Contratación Administrativa,
correspondiente al ejercicio 2003”, realizado por el
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Consejo de Cuentas de Castilla y León y remitido por
esa Intervención General, se formulas alegaciones
respecto de los apartados del mismo que se relacionan a
continuación:

II.3.1 CONTRATO DE OBRAS

Se especifica en el primer párrafo de este apartado
que en los Pliegos de Cláusulas Administrativas Parti-
culares de los contratos de obras examinados, se exige
que la presentación de la documentación de los lici-
tadores se realice en tres sobres, a pesar de no hacer uso
de lo dispuesto en el artículo 86.2 del T.R.L.C.A.P. en
cuanto al establecimiento de umbrales que determinen
las fases de selección, sin dar cumplimiento, por lo tanto,
a lo que al respecto dispone el articulo 80 del
R.G.L.C.A.P., al establecer que se presentarán dos
sobres, uno con la documentación referida en el art. 79.2
del T.R.L.C.A.P., y el otro con la proposición
económica.

Al respecto hay que manifestar que la presentación de
tres sobres, uno con la documentación reseñada ante-
riormente, otro con la documentación técnica y cuales-
quiera otros documentos que el licitador considere nece-
sarios para la mejor acreditación de los criterios de valo-
ración del concurso establecidos en el P.C.A.P., y otro
con la proposición económica, a pesar de no ajustarse en
sentido estricto a lo dispuesto en el artículo 80 del
R.G.L.C.A.P. no contradice ninguno de los principios
establecidos en el articulo 11 del T.R.L.C.A.P., ni el
carácter secreto que debe tener tanto la documentación
técnica como la proposición económica hasta el
momento de la apertura en acto público de las proposi-
ciones económicas.

Lo único que se pretende con esto es agilizar el acto
público de apertura de las proposiciones económicas,
evitando la búsqueda de la hoja que contenga la propo-
sición económica entre, como ocurre en la mayor parte
de los expedientes, la gran cantidad de documentos que
conforman los aspectos técnicos de la proposición en la
mayoría de los expedientes que se tramitan en esta
Gerencia Regional de Salud.

1. Tal y como reconoce la alegación presentada el
procedimiento seguido al utilizar tres sobres “no se
ajusta en sentido estricto a lo dispuesto en el artículo
80 del RLCAP”

2º- En el párrafo segundo de este apartado del informe
se hace la observación de que “los criterios de adjudi-
cación recogidos en el P.C.A.P. no presentan criterios de
reparto de la puntuación asignada, sin que sirva a este fin
la mención que con carácter general se realiza sobre la
aplicación del reparto proporcional de la puntuación
asignada”.

Suele ser habitual que en los Pliegos de Cláusulas
Administrativas Particulares se haga constar, además de
los criterios que va a utilizar la Administración y de la

importancia de los mismos (ponderación), el método de
valoración de cada uno de ellos o, lo que es lo mismo, la
concreta fórmula de atribución de puntos. Sobre esta
cuestión la Junta Consultiva de Contratación Adminis-
trativa en su Informe de 24 de octubre de 1995 (nº
28/1995) señala que “si bien la Ley exige que en los
Pliegos figuren los criterios de adjudicación por orden
descendiente y por la ponderación que se les atribuya, tal
obligación no se extiende a los métodos de valoración”.
Lo manifestado por la Junta Consultiva en este informe
es aplicable en la actualidad al no haber cambiado prácti-
camente la redacción dada al respecto por el Real
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, por el que se
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos de
las Administraciones Públicas.

Con la salvedad anterior, y aun no habiéndose esta-
blecido los criterios a aplicar por la Administración para
el otorgamiento de la puntuación correspondiente a los
criterios de valoración establecidos en el P.C.AP., no es
menos cierto que si la distribución de los puntos de cada
uno de ellos se hace de forma proporcional, no esta-
ríamos infringiendo los principios de igualdad y no
discriminación contemplados en el articulo 11 del citado
Texto Refundido.

2. Según se menciona en el informe provisional en
la página 38 el Tribunal Supremo en su Sentencia de
24 de junio de 2003, contradice lo mencionado por el
informe de la Junta Consultiva de Contratación Admi-
nistrativa, en la cual se afirma la necesidad de incluir
criterios de adjudicación completamente objetivos,
lográndose dicha objetividad con el establecimiento de
ponderaciones concretas y conocidas por los lici-
tadores, lo que implica exponer los métodos de valo-
ración a fin de dar cumplimiento así al artículo 86 del
TRLCAP.

3º - En el párrafo tercero se alude a que en los
criterios de incremento de control de calidad y plazo de
garantía se establecen unos límites que no pueden
sobrepasar las ofertas de los licitadores, que puede
provocar que ofertas distintas reciban igual puntuación,
lo que no es conforme con el T.R.L.C.A.P.”

En cuanto a esta observación, hay que manifestar que
si bien en el criterio de incremento del plazo de garantía
parece razonable no establecer ningún límite, para que al
mayor plazo de garantía ofertado se le otorgue la
máxima puntuación, porque, además, esto no va en
detrimento ni del coste ni de la buena ejecución de las
obras, no ocurre lo mismo con el criterio del incremento
del control de calidad, porque dedicar más del 3 por 100
del presupuesto de licitación a gastos para la realización
de ensayos y análisis de materiales iría en detrimento del
coste de ejecución de las obras.

3. No existe justificación alguna para establecer
topes de puntuación en la valoración de los criterios de
adjudicación por el efecto que pueden provocar de
puntuar igual a ofertas desiguales.
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Sin perjuicio de ello, lo reconocido en la alegación
tiene consecuencias en relación con la vulneración del
artículo 50 del TRLCAP y que es objeto de la siguiente
alegación.

4º.- Establece el párrafo cuarto que “en el P.C.A.P. se
señala que se valorará la propuesta de incremento del
porcentaje destinado a control de calidad de las obras, lo
que vulnera la cláusula 38 del P.C.A.G. de contratos de
obras del Estado, al que el P.C.A.P. declara de expresa
aplicación, que el porcentaje a cargo del contratista en un
1 por 100 del presupuesto, sin haberse procedido de
acuerdo con el artículo 50 del T.R.L.C.A.P.”

La citada cláusula 38 del P.C.A.G, de aplicación,
efectivamente, a este contrato, establece que “la
Dirección puede ordenar que se verifiquen los ensayos y
análisis de materiales y unidades de obra que en cada
caso resulten pertinentes y los gastos que se originen
serán de cuenta del contratista hasta un importe máximo
del 1 por 100 del presupuesto de la obra”.

Lo que realmente se establece en esta cláusula es la
facultad de la que dispone el director facultativo para
ordenar que se realicen ensayos y análisis de materiales
cuyos gastos serán de cuenta del contratista hasta el
citado 1 por 100 máximo. Hasta ese 1 por 100 el abono
de tales gastos sería obligatorio para el contratista.

Cuando el P.C.A.P. contempla como criterio de valo-
ración del concurso el incremento del porcentaje
destinado a control de calidad, lo que esta haciendo es
otorgar a los licitadores la posibilidad de ofrecer un
control de calidad superior al citado 1 por 100. No se
está exigiendo un control de calidad por encima de dicho
porcentaje, que sí seria contrario a la citada cláusula 38
del P.C.A.G.

4. Señala la alegación realizada que el incremento
del porcentaje de calidad no se puede entender incluido
en los controles ordenados por el Director a que se
refiere la cláusula 38 del PCAG, sin embargo, el PCAP
es claro al definir el criterio de adjudicación relativo al
control de calidad: “correspondiendo a la dirección
facultativa la decisión de ordenar cuantos ensayos y
controles estime oportunos realizar” lo que se
contradice con la alegación presentada.

Sin perjuicio de lo anterior, en caso de que se le
diera el tratamiento que parece desprenderse de las
alegaciones efectuadas, es decir, en caso de que se estu-
vieran valorando incrementos en la partida dedicada al
control de calidad incluida en el proyecto, esta forma
de actuar iría en contra de la aplicación proporcional
de la baja de licitación a todas las partidas de presu-
puesto de licitación y a la forma de determinar la
relación valorada, además de valorar doblemente una
parte de la oferta económica, es decir, una primera vez
según el criterio del precio y, una segunda vez, una
parte de esa oferta ya valorada se puntuaría en el
criterio de control de calidad. Todo ello resulta inad-

misible en el procedimiento establecido por la legis-
lación contractual vigente.

5º.- Se señala en el párrafo quinto, que el expediente
para la construcción del Centro de Salud de la Milagrosa
en Soria “presenta la tramitación de un expediente modi-
ficado que incumple la normativa contractual al corres-
ponder a obras ya ejecutadas con anterioridad a la trami-
tación, tal y como señala el informe de fiscalización del
expediente en el cual se pone de manifiesto la omisión
de fiscalización previa. No consta en el expediente la
tramitación del expediente a la Junta de Castilla y León
para su necesaria convalidación”.

En relación con esta observación, se adjunta copia
compulsada del Acuerdo de la Junta de Castilla y León,
de 22 de diciembre de 2005 (documento nº 2), por el que
se autoriza al Presidente de la Gerencia Regional de
Salud a indemnizar, entre otras, a ACCIONA INFRAES-
TRUCTURAS por los gastos derivados de los trabajos
ejecutados en la obra del Centro de Salud “La
Milagrosa” de Soria.

5.-La alegación presentada señala que se remite
fotocopia compulsada del Acuerdo de 22 de diciembre
de 2005, por el que se autoriza la indemnización de los
trabajos realizados como consecuencia del modificado
a que se refiere el informe provisional.

El documento aportado es una fotocopia
compulsada de un documento al que se le ha borrado,
haciendo ilegible en varias partes del documento, la
fecha. Obviamente no se le da valor alguno, mante-
niendo el texto del informe provisional.

6º.- Respecto de la observación realizada en cuanto a
que en el expediente de contratación de las obras de
construcción del Centro de Salud “Barrio de España” en
Valladolid “no consta el carácter público del acto de
apertura de las ofertas en el acta de la Mesa de Contra-
tación, no dando cumplimiento, por lo tanto, a lo esta-
blecido en el artículo 83.6 del T.R.L.A.P.” hay que mani-
festar, y para corroborarlo adjuntamos copia compulsada
de dicho acta (documento lº), que sí consta en el acta nº2,
de apertura de las proposiciones económicas, el carácter
público del citado acto. De hecho en la misma consta la
identificación de las personas que asistieron. Esto no
significa que la no asistencia de personas a este acto sea
Incompatible con el carácter público del mismo.

En cuanto al resto de las observaciones formuladas
dentro del epígrafe ‘contrato de obras” su contenido se
ajusta a lo dispuesto en la legislación aplicable al
respecto, por lo que no se formula alegación alguna.

6.-La alegación aporta documentación que ya
constaba en el expediente, y que recoge el carácter
público de la sesión en que tiene lugar la apertura del
sobre 3 correspondiente a la oferta económica pero en
ningún caso aparece en el expediente reflejado el
carácter público del acto en el que se abre el sobre nº 2
que contiene el resto de documentación de la oferta del
licitador.
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II.3.2 CONTRATOS DE GESTIÓN DE
SERVICIO PÚBLICO

“GESTIÓN DEL SERVICIO DE TRANSPORTE
SANITARIO DE URGENCIAS Y EMERGENCIAS EN
HELICÓPTERO DENTRO DE LA COMUNIDAD
AUTÓNOMA DE CASTILLA Y LEÓN”

1º.- Al respecto de la observación realizada en cuanto
a que en el P.C.A.P. del expediente para la contratación
de la “gestión del servicio de transporte sanitario de
urgencias y emergencias en helicóptero dentro de la
Comunidad Autónoma de Castilla y León y áreas limí-
trofes”, se exige la justificación de la solvencia
económica y financiera a través de los medios esta-
blecidos en T.R.L.C.A.P. sin que queden definidos los
criterios que especifiquen dichos medios tal y como se
preceptúa en el artículo 15.3 de este texto normativo, el
punto quinto de la cláusula décima establece que la justi-
ficación de la suficiente solvencia económica y
financiera, en virtud de lo establecido en el artículo
16.1.a), en relación con el artículo 15.3 del Texto
Refundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, se realizará “mediante informe de insti-
tuciones financieras que acredite una solvencia mínima
de, al menos, el importe de la licitación o declaración
responsable relativa a la cifra de negocios global
realizados por la empresa en el curso de los tres últimos
ejercicios fiscales, cuyo importe anual mínimo sea igual
o superior al importe de licitación”.

Como se establece en el último inciso del párrafo
anterior, el criterio de selección utilizado para la
determinar la acreditación de la solvencia económica y
financiera en el citado expediente de contratación es la
cuantía anual mínima de la cifra de negocios global, que
en este caso debe ser igual o superior al importe de lici-
tación, importe que aparece establecido en la cláusula
cuarta del P.C.A.P.

En este expediente de contratación el medio esta-
blecido para la acreditación de la solvencia económica y
financiera por parte de los licitadores es el establecido en
el artículo 16.c) del T.R.L.C.A.P., y el criterio de
selección el referido en el párrafo anterior.

1.- Se admite la alegación

2º- En el apartado segundo se hace referencia a que en
el Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares se
exige como requisito previo a la firma del contrato, la
presentación por parte del adjudicatario de los certi-
ficados de aeronavegabilidad correspondientes, así como
un seguro de responsabilidad civil por importe no
inferior a 9.000.000 por siniestro, cuando en realidad son
requisitos que deberían haberse exigido con anterioridad
por tratarse de requisitos de capacidad de los licitadores.

La cláusula decimocuarta del P.C.A.P. establece que
el adjudicatario deberá presentar antes de la formali-
zación del contrato “un seguro de responsabilidad civil”

que cubra las responsabilidades que sean imputables a la
empresa y a los profesionales que presten servicios en la
misma, derivadas tanto de la operación de las aeronaves
incluyendo responsabilidades hacia pasajeros, sus
efectos y mercancías transportadas y responsabilidades
hacia terceros, como de le actividad sanitaria prestada en
las mismas, hasta un límite no inferior a 9.000.000 Euros
por siniestro. La Póliza se ajustará a lo preceptuado en la
vigente Ley de Navegación Aérea de 21 de julio de
1960, R.D. 0037/2001 de 19 de enero, disposiciones
complementarías y suplementarías, así como el
Reglamento (CE) nº 2027/97 del Consejo de la Unión
Europea y la Resolución ECAC/25-1 de la Conferencia
Europea de Aviación Civil”.

Al exigir la presentación de una copia del seguro al que
se hace referencia en el párrafo anterior no nos estamos
refiriendo al seguro de indemnización por riesgos profe-
sionales al que hace alusión el artículo 16.1 a) del
TRLCAP, porque si bien el seguro de Indemnización por
riesgos profesionales puede exigirse para cualquier tipo de
contrato, dado que en él no se hace diferenciación alguna,
está especialmente recogido en la Directiva 92/50 CEE
para los contratos de servicios, siendo válidos princi-
palmente para actividades profesionales.

Este tipo de seguros se enmarca dentro de los deno-
minados seguros contra daños, regulados en la Ley
50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, en los
artículos 73 a 76 referidos al seguro de responsabilidad
civil. Este seguro deberá estar contratado previamente a
la presentación de las proposiciones y el asegurado será
el propio licitador, debiendo exigirse, además de estar
suscrito por la cuantía mínima que se determine, la
vigencia del seguro durante todo el tiempo de duración
del contrato.

Hay que diferenciar estos seguros contemplados en el
artículo 16.1 a), que garantizan la solvencia económica,
de los que puedan exigirse en el Pliego al que sea adjudi-
catario, con la finalidad de cubrir los riesgos que pueda
correr el objeto del contrato, o las responsabilidades
derivadas de su ejecución a que se refiere el artículo 97
del TRLCAP al concretar la obligación del contratista de
indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a
terceros como consecuencia de las operaciones que
requiera la ejecución del contrato.

En cuanto a las observaciones realizadas en los
párrafos terceros y cuarto, nos remitimos a lo alegado al
respecto dentro del epígrafe “Contratos de Obras”.

2- La alegación presentada asegura la existencia de
dos tipos de seguro que presentan diferencias funda-
mentales como para distinguirse unos de otros a la
hora de encuadrarlos dentro de los que constituyen un
medio de acreditación de la solvencia económica, sin
llegar a definir en que consisten esas diferencias.
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Se reitera que la exigencia de un seguro de respon-
sabilidad civil por importe de 9.000.000 de € debió ser
considerado al analizar la capacidad de los licitadores,
y no como un requisito previo a la firma del contrato.

Las alegaciones correspondientes a los párrafos
tercero y cuarto quedan contestadas en el apartado
dedicado a los contratos.

3º.- Sobre la observación realizada en el párrafo
séptimo en cuanto a que “existen retrasos en la notifi-
cación de la adjudicación, en la publicación de la misma
y en la constitución de la fianza definitiva, incum-
pliéndose los artículos 93 y 41 del T.R.L.C.A.P.”, hay
que manifestar que la adjudicación del contrato se
realizó el 11 de marzo de 2003 y su comunicación se
realizó al día siguiente (documentos nºs 3º y 4º).

La constitución de la garantía definitiva por la UTE
COYOTAIR, S.A. Y HELICSA HELICÓPTEROS, S.A.
se realizó el 30 de abril, transcurrido por lo tanto el plazo
de 15 días establecido en el artículo 41 del T.R.L.C.A,P.,
debido a que la constituida inicialmente, y dentro del
plazo legalmente establecido, lo fue erróneamente a
nombre únicamente de COYOTAIR. S.A en vez de a
nombre de la citada U.T.E. (documentos nºs 5 y 6).

3.- La notificación de la adjudicación tiene que ser
cursada en los términos previstos en la LRJAPyPAC,
según la cual debe realizarse por medio que asegure la
acreditación de la fecha en que fue recibida la comuni-
cación por el notificado. El documento aportado
únicamente recoge registro de salida de la Gerencia
Regional de Salud, por lo que no se corresponde con lo
establecido en la legislación, y, por tanto, no puede
surtir los efectos de la notificación hecha en forma y
plazo.

La alegación relativa a la constitución de la fianza
definitiva reconoce lo mencionado en el informe provi-
sional.

4º- En el párrafo sexto se observa que “la adjudi-
cación del contrato se realiza sin la existencia de crédito
suficiente al quedar anulada la anualidad del ejercicio
2002 que prevé el P.C.A.P. conforme al artículo 109 de
la Ley 7/1986, de 23 de diciembre, de Hacienda de la
Comunidad de Castilla y León. Esta situación se
prolonga hasta que se produce un reajuste de anualidades
una vez firmado el contrato con el adjudicatario”.

El Reglamento General de la Ley de Contratos de las
Administraciones Públicas dedica su artículo 96 a
regular el reajuste de anualidades, estableciendo entre
otros supuestos que cuando por retraso en el comienzo
en el comienzo de la ejecución del contrato sobre lo
previsto al iniciarse el expediente de contratación se
produjese un desajuste entre las anualidades establecidas
en el P.C.A.P. integrado en el contrato y las necesidades
reales en el orden económico que el normal desarrollo de
los trabajos exija, el órgano de contratación procederá a
reajustar las citadas anualidades siempre que lo permitan

los remanentes de los créditos aplicables, y a fijar las
compensaciones económicas que, en su caso, procedan.

A continuación, dispone que para efectuar dicho
reajuste será necesaria la conformidad del contratista
salvo que razones excepcionales de interés público
determinen la suficiencia del trámite de audiencia del
mismo.

Como se ve el supuesto planteado en este contrato es
el referido en el párrafo anterior.

El Reglamento habla de “conformidad del
contratista”, con lo que implícitamente esta manifestando
que tal reajuste no podrá realizarse hasta una vez firmado
el contrato o, en el peor de los casos, hasta una vez adju-
dicado el mismo, si equiparamos adjudicatario a
contratista, pero nunca al propuesto como adjudicatario
que es quien debería prestar tal consentimiento de hacer
el reajuste de anualidades antes de la adjudicación como
se establece en la observación, máxime cuando el propio
T.R.L.C.A.P. dispone en su articulo 82.2 que la
propuesta de adjudicación no crea derecho alguno a
favor del empresario propuesto, frente a la Adminis-
tración, mientras no se le haya adjudicado el contrato por
acuerdo del órgano de contratación, por lo que difí-
cilmente puede pedir la Administración conformidad al
propuesto como adjudicatario cuando según la Ley no
tiene ningún derecho frente a ella hasta que no se le
adjudique el contrato.

El único momento en el que realmente se pueden
reajustar las anualidades por retraso en el comienzo de la
ejecución del contrato sobre lo previsto al iniciarse expe-
diente de contratación ajustándose a lo que al respecto
establece el Reglamento, es una vez firmado el contrato
y antes de solicitar el AD, porque si lo hiciéramos inme-
diatamente antes o después de la adjudicación, y puesto
que el adjudicatario dispone de un mes para la formali-
zación del contrato, podríamos hacer un reajuste que
tampoco ajustara a la realidad del expediente.

En cuanto al resto de las observaciones formuladas, su
contenido se ajusta a lo dispuesto en la legislación
aplicable al respecto, por lo que no se formula alegación
alguna.

4.- En la alegación relativa a la falta de crédito por
anulación de la anualidad del 2002, se reconoce que la
ley no prevé el supuesto de hecho que origina el incum-
plimiento puesto de manifiesto en el informe provi-
sional. La previsión legal se refiere a retrasos en la
ejecución y requiere consentimiento del contratista, lo
que no puede realizarse en este caso, porque estamos
en presencia de una adjudicación de un contrato con
variación de las condiciones que se incluían en el
PCAP que son las únicas que se sometieron a los prin-
cipios de la contratación pública. En resumen, la legis-
lación no recoge esta situación porque simplemente, no
la considera acorde a los principios básicos de la
contratación pública.
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ADE FIRMADAS PO EL DIRECTOR DE LA
DIVISIÓN DE GESTIÓN ECONÓMICA Y

MODERNIZACIÓN

ALEGACIONES AL INFORME PROVISONIAL DE
LA FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA GENERAL
DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA Y CONTRA-
TACION ADMINISTRATIVA, CORRESPONDIENTE
AL EJERCICIO 2003.

Por parte de la Agencia de Inversiones y Servicios de
Castilla y León (ADE) se efectúan las siguientes alega-
ciones al referido Informe:

II.3.4 Contratos de consultoría y asistencia.

En el primer párrafo del apartado II.3.4 “Contratos de
consultoría y asistencia”. Relativo al contrato 36 de la
Agencia de Desarrollo económico de Castilla y León se
dice:

El objeto del contrato queda definido en el PPT
quedando recogido en una documentación de presen-
tación obligatoria en los modelos expuestos en los
anexos del PPT. La confección de la mayor parte de esta
documentación supone una mera actividad de toma de
datos, sin ningún tratamiento de la información que
suponga una actividad intelectual creativa, distinta de la
simple cosecha de datos (al menos en la mayor
proporción de los trabajos que constituyen el objeto del
contrato), con lo que nos encontraríamos ante un
contrato de servicios, que para la cantidad que constituye
su presupuesto de licitación (156.263,00.-euros), exigiría
la clasificación del contratista, y por tanto, al no estar
contemplado así en el PCAP se ha incumplido el artículo
25 del TRLCAP“.

En referencia a esta conclusión, se pone de manifiesto
que el objeto del contrato viene definido en el PCAP en
concreto en su Cláusula 1ª OBJETO se dice:

“El objeto de la presente contratación consiste en la
realización de las actividades de seguimiento y control
financiero necesarias para la emisión de informes-certi-
ficados sobre las subvenciones a la formación”.

Asimismo el PPT, en su apartado 1, recoge dicha defi-
nición y en su apartado 2 CONTENIDO Y ALCANCE
se detallan las diversas actuaciones que debe suponer el
seguimiento y control financiero.

De la lectura de ambos se pone de manifiesto que el
objeto del contrato es en un sentido amplio, la reali-
zación de actuaciones de control financiero de las
subvenciones concedidas por la ADE al amparo de la
convocatoria de la línea 05/2003 de formación de traba-
jadores y de las subvenciones directas concedidas a los
centros tecnológicos de similar naturaleza.

En este sentido, no puede decirse que las actuaciones
a llevar a cabo “suponen una mera actividad de toma de
datos, si ningún tratamiento de la información que
suponga una actividad intelectual creativa distinta de la

simple cosecha de datos”. Lo cierto es que si en el objeto
del contrato se incorporan actuaciones de verificación
presencial del desarrollo de los cursos y de recopilación
de documentación necesaria para la justificación, se
incorporan formando parte y con carácter subsidiario de
las principales, que no son otras que las de control
financiero de la subvención las cuales se plasman en los
informes respectivos suscritos bajo la responsabilidad
del auditor.

Si en los pliegos se ofrecen modelos de actas de
seguimiento técnico, de cuestionarios para los alumnos,
de informes y de relación de justificantes (Anexos A-I a
A-IV), se ofrecen con carácter orientativo, puesto que
precisamente uno de los criterios de valoración de las
ofertas son – “las propuestas que se propongan introducir
en los formularios que se adjuntan”-. Todo ello sin
perjuicio de la responsabilidad del auditor de reflejar en
sus informes cuantas incidencias surjan en el curso de las
verificaciones.

En otro orden de cosas, y puesto que estas actuaciones
no suponen una “mera actividad de toma de datos, sin
ningún tratamiento de la información” es por lo que se
exige una experiencia profesional específica a los
miembros del equipo de trabajo (Cláusula 8.2.8), así
como un requisito relativo a la habilitación profesional
como auditor al contratista: Inscripción en el ROAC.
(Cláusula 8.2.11).

En definitiva y de existir una actividad de mera toma
de datos, ésta se realiza como control material, que no es
más que una parte y desde luego secundaria del control
de la subvención entendido en sentido amplio y que se
refleja en una actividad intelectual creativa que es el
informe de auditoria.

En el tercer párrafo se dice: “...La determinación del
pago se realiza en función del presupuesto a tanto alzado
y dividiendo el pago en dos partes vinculadas a unas
fechas concretas, sin que se establezcan plazos de
entrega parciales y pudiendo provocar pagos anticipados
de trabajos todavía no efectuados, sin la correspondiente
prestación de garantía.”

No estamos de acuerdo con la anterior conclusión ya
que el pago se hace efectivo, según la Cláusula l9ª del
PCAP, de la siguiente forma:

Un primer pago, hasta un máximo del 30% del precio
de adjudicación, por los trabajos realizados antes del 1
de diciembre de 2003.

El precio de adjudicación restante, realizadas, en su
caso las reducciones correspondientes, a la finalización
del contrato el 31 de julio de 2004.

Es decir, el primer pago se realiza por los trabajos
efectivamente realizados a una fecha (1 de diciembre de
2003) hasta un importe máximo del 30% del precio de
adjudicación. Este importe se corresponde, según los
criterios de los técnicos gestores de las subvenciones a la
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formación de la ADE objeto de los referidos informes,
con el trabajo relativo a las tareas de seguimiento y
control previas a la emisión de los informes-certificados.

Y un último pago por el resto, en función, lógi-
camente, del número de informes-certificados realizados.

En este sentido hay que tener en cuenta que cuando se
tramita el contrato objeto de fiscalización se hace una
estimación del número máximo previsto de beneficiarios
de las ayudas y con el fin de ajustar la financiación del
contrato al ritmo requerido en la ejecución de la pres-
tación, ya que la empresa auditora debe realizar el
trabajo de seguimiento y control previo a la emisión de
los referidos informes, se establece la correspondiente
programación de anualidades durante el periodo de
ejecución. Por lo que, en nuestra opinión, y con objeto de
abonar al contratista el precio convenido en función de la
prestación realmente efectuada se deben retribuir esos
trabajos previos y además pagar por el número de
informes que verdaderamente se realicen.

En el cuarto párrafo del informe se dice: “los criterios
de adjudicación, salvo el relativo al precio, incumplen el
artículo 86.2 del TRLCAP al no señalar los criterios de
reparto de la puntuación asignada. En cualquier caso el
efecto sobre la adjudicación es mínimo puesto que sólo
concurre una empresa que oferta al tipo de licitación.”

En relación a los criterios de adjudicación recogidos
en la cláusula 10 del PCAP, frente a la conclusión
anterior, independientemente de que el efecto sea
mínimo o no sobre la adjudicación, debe tenerse en
cuenta cuanto sigue:

1.-El artículo 86 del TRLCAP establece, por un lado,
en su apartado 1, la exigencia de que en los PCAP del
concurso se establezcan los criterios objetivos que han
de servir de base para la adjudicación del concurso, y,
tras recoger los diferentes criterios, concluye señalando
que “de conformidad a los cuales el órgano de contra-
tación acordará aquella”. Por otro lado, el apartado 2
ordena que en el pliego se “indiquen los criterios por
orden decreciente de importancia” y “por la ponderación
que se les atribuya”.

A tal efecto la cláusula 10.1 del pliego establece, de
conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del
articulo referenciado, los criterios en base a los cuales se
realizará la adjudicación y, en cumplimiento de la impo-
sición legal establecida en el apartado 2, los criterios de
adjudicación están recogidos por orden decreciente de
importancia y por la ponderación que se les ha atribuido,
cumpliendo por tanto, con la obligación legalmente
impuesta.

2.-En cuanto a la cuestión relativa a la obligación de
que los PCAP deban recoger “los criterios de reparto de
la puntuación asignada, entendiendo que la Ley no limita
los grados de libertad de la Administración en lo que
respecta al método de valoración a emplear con cada uno
de los criterios pudiéndose utilizar las escalas de valo-

ración mas adecuadas a cada caso, sin que sea preciso
hacer constar este método de valoración en los Pliegos,
y, en este sentido se pronuncia la Junta Consultiva de
Contratación Administrativa, (por todos, Informe de la
JCCA de 24 de octubre de de 1995), señalando que, “se
entiende que el cumplimiento del artículo 86.2 del
TRLCAP, si bien exige en los pliegos de cláusulas admi-
nistrativas se indiquen los criterios de adjudicación, por
orden decreciente de importancia y por la ponderación
que se les atribuya, tal obligación no se extiende a los
métodos de valoración…”

Por todo lo anteriormente expuesto se considera que
en relación de los criterios de adjudicación el PCAP
cumple en todos los aspectos lo dispuesto en el artículo
86 del TRLCAP.

Por último, el quinto párrafo del Informe dice: “La
mesa de contratación concede un plazo de subsanación
de errores en la presentación de documentación del sobre
nº 1 que incumple el artículo 81 del RLCAP.”

En este sentido queremos mencionar que la mesa de
contratación concedió un día más para la subsanación de
errores debido a que el primer día hábil a efectos del
cómputo del plazo era un sábado y, el Registro de la
ADE no está abierto al público. Con ello se trata de
evitar que se presente la subsanación correspondiente en
otros Registros Públicos de la Comunidad (con los que la
ADE tiene Convenio de colaboración) con el consi-
guiente retraso en la recepción de la mencionada docu-
mentación y por tanto en la tramitación del expediente.

Se reitera la apreciación de que la actividad
realizada por la empresa adjudicataria consiste bási-
camente en la toma de datos. El control financiero es el
realizado a posteriori sobre la actividad de gestión,
cuando ésta ya está realizada. La actividad que
contempla este contrato, como quedó expuesta en el
informe provisional, es la correspondiente a la gestión
de la actividad subvencionadora, y, se reitera que con
la legislación reguladora de las subvenciones, la adju-
dicataria recibiría la calificación de entidad colabo-
radora. La actuación contratada es previa y justifi-
cativa del pago de la subvención.

La exigencia de inscripción en el ROAC no es razón
para calificar el servicio como consultoría sino al
contrario. Así, la solicitud de dicha inscripción no está
justificada atendiendo a la verdadera naturaleza del
contrato.

Se admite la alegación del tercer párrafo relativo a
la determinación del precio, modificando, en conse-
cuencia, el informe provisional.

En lo referente a la falta de graduación de los
métodos de valoración, reiterar lo expresado para
alegaciones similares recogidas en otros contratos.
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La alegación sobre el artículo 81 reconoce el incum-
plimiento presentando una justificación no suficiente.
En este sentido, no se comprende cómo, otorgar un día
más de plazo para subsanar, puede impedir que la
documentación no se presente en otros registros
públicos.

ITA FIRMADO POR EL DIRECTOR GENERAL
DEL INSTITUTO TECNOLOGICO AGRARIO

Asunto: Alegaciones al Informe Provisional de la
Cuenta General de la Comunidad Autónoma y contra-
tación Administrativa, correspondiente al ejercicio 2003
que afectan al Instituto Tecnológico Agrario de Castilla
y León.

De conformidad con el fax remitido el pasado 25 de
enero por esa Intervención General, dando traslado de
parte del Informe Provisional de la Cuenta General de la
Comunidad Autónoma y contratación Administrativa,
correspondiente al ejercicio 2003 que afectan al Instituto
Tecnológico Agrario de Castilla y León, para que si se
estima procedente, y por el mismo, se formulen alega-
ciones antes del 3 de febrero de 2006, paso a exponer las
siguientes:

En el punto II.3.1 del Informe, relativo al contrato de
obras “Mejora y modernización del regadío de la
comunidad de regantes del canal de Macías Picabea,
Fase I (Valladolid)” se indica. Lo siguiente:

Primero.- No queda suficientemente motivado en el
expediente la justificación de la forma de adjudicación
tal y como requiere el artículo 75.2 del TRLCAP.

En la resolución de iniciación del expediente de 28 de
julio de 2003 del Director General del Instituto, que obra
en el expediente, se dispone: “Acordar la iniciación del
expediente de contratación, a fin de que las obras de
referencia puedan ser ejecutadas por contrata, y adju-
dicadas bajo la forma de concurso, según el art. 85.d) del
Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, aprobado por el Real Decreto Legis-
lativo 2/2000 de 16 de junio, ya que el empleo de
tecnología avanzada y la ejecución particularmente
compleja del provecto hacen aconsejable atender otras
cuestiones distintas al precio, y así se pueda atender a la
proposición que se considere mas ventajosa.

El artículo 75.1 del Texto Refundido, dispone que los
órganos de contratación utilizarán normalmente la
subasta y el concurso como formas de adjudicación, y el
artículo 75.2 dispone que deberá justificarse en el expe-
diente la elección del procedimiento y formas utilizados.

Pues bien, esa justificación en el empleo de tecnología
avanzada v la ejecución particularmente compleja del
proyecto, que consta en la resolución de inicio, es la que
técnicamente se predica del proyecto y que se deduce
tanto de su detenido estudio como del informe de la
Oficina Supervisora de Proyectos, lo que motivan que
por la Subdirección de Infraestructuras del Instituto, se

formule Informe-propuesta considerando que debe
utilizare el concurso como forma de adjudicación,
llevando al órgano de contratación a hacer aconsejable
utilizar la forma propuesta y en la que no se valora
únicamente el precio para determinar la proposición más
ventajosa, sino además, se tienen en cuenta otros
aspectos que constan en la memoria, como la progra-
mación de los trabajos, la organización y coordinación
del proceso constructivo en el espacio y en el tiempo, así
como el plan de control de calidad.

De tal modo que un pormenorizado estudio y análisis
del mismo que lleve a esa conclusión resultaría inne-
cesario reiterarlo en la resolución de inicio o en otro
documento, distinto del proyecto que forma parte y
consta en el propio expediente de contratación.

Se adjunta fotocopia de resolución de inicio, informe
de la Oficina Supervisora de Proyectos y resumen de la
obra como documentos num. 1, 2 y 3.

Primero.- Se acepta la alegación, suprimiéndose, en
consecuencia el párrafo primero del informe provi-
sional.

Segundo.- Los criterios de adjudicación establecidos
en lo pliegos no recogen los criterios de reparto de las
puntuaciones, siendo el informe técnico el que establece
el reparto, en base a tramos definidos por conceptos
subjetivos tales como “incorrecto, correcto y detallado,
lo que incumple el artículo 86.2 del TRLCAP.

En la cláusula decimoséptima del PCAP se espe-
cifican de modo detallado los criterios objetivos de valo-
ración que se tendrán en cuenta para la adjudicación del
concurso en los que se valora la memoria técnica y el
plan de control de calidad, subdividido el primero en tres
apartados y el segundo en dos, estableciéndose para cada
uno de ellos una puntuación comprendida entre 0 y 5
puntos, todos los cuales han de entenderse comprendidos
en el artículo 86.1 del TRLCAP, y siguiéndose sus
propios criterios.

En informe emitido por el técnico encargado de la
valoración, no establece simplemente el reparto, como se
indica en el informe provisional del Consejo de Cuentas,
en base a tramos definidos por conceptos subjetivos, sino
que en el momento de enjuiciar las propuestas
presentadas, se tienen en cuenta tres intervalos, y así el
primero referido al grado de conocimiento de la obra se
subdivide en: estudio de la obra insuficiente o sin
justificar: 0 puntos; estudio de la obra adecuado: 3
puntos; y estudio de la obra muy correcto y detallado: 5
puntos. Lo mismo sucede con cada uno de los aspectos a
valorar dentro del apartado referente a Calidad de la
Oferta.

Por lo demás, es evidente, o al menos no conocemos
otro sistema distinto, que siempre existirá un margen
subjetivo de apreciación o juicio crítico que le permita al
técnico facultado para ello, valorar dentro de cada
intervalo, sin que resulte contrario a lo dispuesto en el
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artículo 86.2 del TRLCAP, ya que los mencionados
criterios se indican por orden decreciente de importancia,
se establece la puntuación que a cada uno se atribuye y
se concreta la fase de valoración en que operan.

Se adjunta fotocopia del informe como documento
num. 4.

Segunda.- La Sentencia del Tribunal supremo
mencionada en el informe provisional establece la
necesidad de contar con unos criterios de adjudicación
objetivos. La alegación reconoce que siempre existirá
un componente subjetivo que la Sentencia entiende
debe quedar eliminado de la contratación pública. Si
un criterio no puede objetivarse no debe ser utilizado.

Además se admite en la alegación la existencia de
intervalos en el informe técnico que no constaban en el
PCAP.

Tercero.- El criterio relativo a experiencia se desglosa
en el PCAP en dos subcriterios con puntuaciones
distintas, valorando los primeros los procedimientos de
control de calidad de la empresa sin referencia directa a
la obra. Se valoran así, aspectos relativos a capacidad de
los licitadores que deben ser objeto de análisis en la fase
de selección y nunca en la fase de valoración.

El PCAP recoge el criterio objetivo referente al plan
de control de calidad, valorando dos aspectos, medidas
implantadas en la empresa para asegurar la calidad, en el
que se tienen en cuenta dos intervalos, sin ningún tipo de
control de calidad, en que por cierto según el informe
técnico no se halla ninguna empresa, o con buen sistema
de control, y el plan de calidad concreto para la obra, en
el que se tienen en cuenta tres intervalos.

Pues bien, en el articulo 86.1 del TRLCAP al señalar
los criterios objetivos que deben parecer en los pliegos
de cláusulas administrativas y que han de servir de base,
para su adjudicación aparece, entre otros, el de la
calidad, lo que permite su utilización como criterio de
valoración, y sin que a nuestro juicio, como sucede en el
presente caso, pueda interpretarse que la calidad se esté
utilizando como sinónimo de experiencia, la cual si cons-
tituiría requisito de solvencia prevista en el artículo 17
del TRLCAP.

En el informe se valora en primer lugar, a tenor de la
documentación aportada por la empresa el juicio que le
merece al técnico facultativo la calidad interna de la
empresa, sin que se tenga en cuenta la experiencia de la
empresa, las obras ejecutadas, titulaciones, etc., y poste-
riormente el plan concreto de calidad para la obra a
ejecutar.

En el mismo sentido se pronuncia el Informe 53/97,
de 2 de marzo de 1998 de la Junta Consultiva de Contra-
tación Administrativa, que al ser consultada sobre los
criterios objetivos de valoración de las ofertas, y concre-
tamente sobre el criterio objetivo de calidad, concluye
que la calidad enumerada en el artículo 87 de la Ley de
Contratos (actual 86 del TRLCAP) puede figurar como

tal en los PCAP, a no ser que con el término calidad se
esté aludiendo a otro requisito distinto, en particular la
experiencia, que se configura como requisito de
solvencia, y que como ya hemos tratado de aclarar no es
nuestro caso.

Se adjunta Informe 53/97 como documento num. 5.

Tercera- El criterio de adjudicación relativo a
calidad está admitido en la contratación pública
siempre que se refiera a los mecanismos concretos y
específicos que la empresa aporta a la ejecución de la
obra. En ningún caso, se puede considerar como
criterio de adjudicación sino de selección, puesto que
hace referencia a la experiencia, los controles de
calidad generales que la empresa tenga establecidos.
En el caso que nos ocupa, se distinguen dos conceptos
de calidad, uno de los cuales, puntúa con 5 puntos la
existencia de un buen sistema de control de calidad
interna. Posteriormente se puntúa con 10 puntos el
plan de calidad concreto para la obra. Éste sería el
único concepto que se hubiese podido considerar como
criterio de adjudicación y el que responde con el
concepto señalado con el informe de la JCCA
mencionado en la alegación.

Cuarto.- El tratamiento de las ofertas económicas que
incurren en presunción de baja temeraria no es el esta-
blecido en el artículo 83 del TRLCAP. El informe
técnico de valoración de las ofertas excluye de su estudio
a la oferta incursa en temeridad sin valorar los otros
aspectos técnicos de su oferta. La mesa de contratación a
la vista del informe técnico sobre la justificación de
temeridad y del informe de valoración, declara a la
empresa en baja temeraria y propone adjudicataria en la
misma sesión.

El artículo 86.4 del TRLCAP dispone que en los
supuestos contemplados en el apartado anterior, referente
a bajas temerarias, que se estará a lo dispuesto para las
subastas, en el artículo 83, en lo que concierne a la trami-
tación de proposiciones y garantía a constituir.

Pues bien, advertido en el presente caso, la posible
incursión en baja temeraria de una empresa, se actuó de
conformidad con la tramitación prevista en el artículo
83.3, es decir, solicitud de información a la empresa y
asesoramiento del técnico correspondiente, tal como
obran en el expediente, documentos números. 6 y 7.

A la vista del correspondiente informe técnico sobre
la justificación presentada por la empresa, la mesa de
contratación, declaró a la empresa en baja temeraria, por
lo que no procede realizar su valoración, y a conti-
nuación propone la adjudicación de la empresa cuya
proposición considera más beneficiosa, que es aceptado
por el órgano de contratación mediante la pertinente
resolución.

Cuestión distinta seria que la mesa de contratación
hubiere aceptado la justificación presentada por la
empresa, en cuyo caso la mesa debería solicitar nuevo
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informe incluyendo a la empresa en cuestión, para poste-
riormente formular la propuesta de adjudicación que
considere más beneficiosa al órgano de contratación.

Cuarta.- Como admite la alegación, es la Mesa de
Contratación el órgano que declara la temeridad, en
contra de lo establecido en el artículo 83 del TRLCAP,
según el cual la mesa propondrá siempre como adjudi-
cataria a la empresa que realizó la oferta más
ventajosa, correspondiéndole al órgano de contratación
la declaración de estar incursa en temeridad.

EREN FIRMADA POR EL DIRECTOR DEL ENTE
REGIONAL DE LA ENERGIA DE CASTILLA Y

LEON

ASUNTO: INFORME PROVISIONAL DE LA
FISCALIZACIÓN DE LA CUENTA GENERAL DE
LA COMUNIDAD AUTONOMA DE CASTILLA Y
LEON, Ejercicio 2003.

SEIS.- Con respecto al apartado II.3.1. Contratos de
Obras y lo citado en relación al contrato 39 “cons-
trucción de un aula de interpretación de las energías
renovables con integración de una minicentral hidroe-
léctrica en el río Bernesga”.

A.- En cuanto a los criterios de valoración contenidos
en el PCA, trascritos seguidamente.

CLÁUSULA l0ª.- ADJUDICACIÓN

1. De conformidad con él artículo 86 del TRLCAP, la
adjudicación se efectuará en base a los criterios y
baremos siguientes, sobre un total de 100 puntos:

1º.- Valoración técnica ..........60 puntos

Se valorarán los aspectos técnicos del proyecto en
función de su repercusión económica en relación a los
siguientes puntos.

Calidad y prestaciones de la minicentral hidroeléctrica
25 puntos.

Facilidad de explotación, operación, mantenimiento
seguridad y visitabilidad de la minicentral hidroeléctrica
15 puntos

Ampliación del plazo, contenido y alcance de las dife-
rentes garantías ofertadas. 20 puntos

2º.- Oferta económica ............30 puntos

Se otorgará una puntuación de 0 puntos a la oferta que
iguale el presupuesto de licitación y de 30 puntos a la
oferta que iguale o sea menor al 91 % del presupuesto de
licitación. El resto de las ofertas se valorarán conforme a
la siguiente formula:

Puntos: X*(0,5-0,002*X). Siendo: X= 100* (Presu-
puesto de licitación de Oferta)/(Presupuesto de Lici-
tación *0,09)

Se considerarán, presuntamente, desproporcionadas o
temerarias aquellas ofertas cuya presupuesto sea igual o
menor al 90% del presupuesto máximo de licitación.

3º.- ”Control de Calidad .......-10 puntos

Se otorgará la máxima puntuación al mayor
porcentaje de control de calidad ofrecido, disminu-
yéndose de forma proporcional para el resto de las
ofertas.

A.I.- Se manifiesta que a la vista de lo establecido en
el art. 86 del TRLCAP no se aprecia incumplimiento del
mismo puesto que:

1.- Los criterios son objetivos, del tipo a los que fija el
art. 86.1.

2.- Los criterios están por orden decreciente y por la
ponderación que se les atribuye, según indica el art. 86.2.

3.- Igualmente se cumple lo referente al art. 86.3 en
cuanto a la expresión de los límites que permiten
apreciar ofertas temerarias.

A.II.- En cuanto al no establecimiento, en uno de los
subcriterios de valoración, de criterios de reparto de la
puntuación atribuida, se manifiesta que:

El PCAP cuenta con informe favorablemente de
Asesoría jurídica.

Tanto la jurisprudencia como la Intervención General
del Estado (IIGAE 14.06.99) mantienen que en aras de la
necesaria conciliación entre los principios de publicidad
y transparencia y el de discrecionalidad que ostenta el
órgano de contratación en los concursos, “no es preciso
que en los pliegos de cláusulas administrativas parti-
culares se detallen los métodos de valoración de cada
uno de los criterios de adjudicación”.

Por último, en el caso concreto que nos ocupa, sólo
hubo un ofertante, por lo que ninguna trascendencia
práctica ha tenido la deficiencia citada.

A.III.- Por lo que se refiere al criterio de calidad se
alega que no se da ninguna duplicidad, ni se valora dos
veces el mismo concepto. El criterio nº 1 se refiere a la
“calidad y prestaciones de la minicentral hidroeléctrica”.
Mientras que el criterio nº 3 alude inequívocamente a los
controles de calidad previstos en la Cláusula 38 del
Pliego de Cláusulas Administrativas Generales (Ensayos
y análisis de los materiales. y unidades de obra).

A.IV.- En cuanto a la indicada discrepancia en el
criterio de adjudicación nº 3 (control de calidad), la
Cláusula 38 del Pliego de Cláusulas Administrativas
Generales, el artículo 50 del TRLCAP y la Cláusula 18
del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares,
entendemos que no hay tal por las siguientes razones:

Por un lado, la Cláusula 38 del PCAG establece que
los gastos derivados de los ensayos y análisis de los
materiales y unidades de obra, serán de cuenta del
contratista hasta un máximo del 1%.

Por otro lado la Cláusula 18 del PCAP prevé que: “La
Dirección Facultativa de las obras y como control de
calidad de éstas, podrá ordenar que se realicen los
estudios, ensayos, análisis de materiales, instalaciones y
unidades de obra que considere necesarios, por labora-
torios homologados en cada especialidad hasta un
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porcentaje no superior al ofertado por el adjudicatario
siempre que no resulte inferior al 1% del presupuesto de
la obra, que será a cuenta del contratista.

El criterio de reparto nº 3 (control de calidad) se esta-
bleció para que los ofertantes mejoraran el 1% mínimo,
valorándose las ofertas que superaran ese % con hasta 10
puntos.

Entendemos que la Cláusula 18 del PCAP no incurre en
contradicción con la Cláusula 38 del PCAG, pues no está
imponiendo un porcentaje superior al previsto en esta
última (el 1%), y de no ser así no resulta de aplicación el
artículo 50 del TRLCAP (que exige, en caso de contra-
dicción entre los PCAP y los PCAG informe de la Junta
Consultiva de Contratación). Incluir como criterio de adju-
dicación el aumento del % destinado al control de calidad,
está amparado por el principio de libertad de pactos,
plenamente aplicable en la contratación administrativa.

Véase en este sentido el parecer de la JCA expresado
en su informe 13/93. de 25 de octubre de 1993, en un
supuesto muy similar dice en sus conclusiones: lº) Que
en los Pliegos de cláusulas administrativas particulares
para la adjudicación de contratos de obras puede
imponerse al adjudicatario, al amparo del principio de
libertad de pactos, la obligación de satisfacer los gastos
correspondientes a trabajos de mediciones y levanta-
miento de planos realizados por empresas especializadas.
2º) Que al no contemplar estos gastos la cláusula número
13 del Pliego de Cláusulas Administrativas Generales
para la contratación de obras del Estado, no resulta
preceptivo el informe de esta Junta sobre los pliegos de
cláusulas administrativas particulares que contradigan
los generales de conformidad con el artículo 16 de la Ley
de Contratos del Estado.

- En lo referente a la falta de graduación de los
métodos de valoración, reiterar lo expresado para
alegaciones similares recogidas en otros contratos.

- Tal y como menciona la alegación, el criterio 3 se
refiere “‘inequívocamente” al control de calidad. Lo
que no explica y, por ello se mantiene la redacción del
informe provisional, es a qué hace referencia el
concepto de calidad recogido en el criterio 1.

- No queda clara realmente la argumentación de la
alegación, puesto que parece referirse a dos motivos
por los cuales se discrepa del informe provisional.

Por un lado, parece argumentarse que la libertad de
pactos permite incluir en el PCAP cláusulas contrarias
a las cláusulas del PCAG. En apoyo de esta última
argumentación se menciona el informe de la JCCA
13/93, de 25 de octubre de 1993. El acuerdo con esta
argumentación y con el mencionado informe es total
por parte de este Consejo de Cuentas. El TRLCA sigue
esta línea, y prueba de ello es el propio artículo 50 al
hacer obligatorio informe de la JCCA sobre las
cláusulas del PCAP que contradigan las cláusulas del
PCAG. Por tanto, en base al principio de libertad de
pactos se permite lo mencionado en la alegación. Sólo
queda dar cumplimiento al artículo 50.

Por otro lado, parece argumentarse que el criterio 3
no se contradice con la cláusula 38, y ello, significa
que no sería de aplicación el artículo 50 del TRLCAP
que es el que según el informe provisional se infringe.
La razón alegada es que no se impone un porcentaje
superior al establecido como límite máximo en la
cláusula 38 del PCAG. Efectivamente, no se impone ya
que las ofertas son voluntarias. No obstante, la
ejecución debe realizarse de acuerdo con lo que el
adjudicatario ofertó y, es en esa obligada ejecución en
la que se somete al contratista a un porcentaje contra-
dictorio, cuando sea superior y por tanto haya obtenido
puntuación en el concurso, con el 1% máximo que
recoge la cláusula 38 del PCAG.

B.- Sobre las facturas presentadas, se adjuntan
facturas donde se corrigen los defectos formales
observados.

B. Las facturas aportadas no reflejan ser sustitutivas
de las analizadas en la fiscalización y no cuentan con
el conforme ni con la compulsa para certificar su
correspondencia con el original, por lo que no son
admitidas.

C- En cuanto a la prórroga concedida, hay que tener
en cuenta que el artículo 100 del RGLCAP, que
establece al respecto: 1. La petición de prórroga por
parte del contratista deberá tener lugar en un plazo
máximo de quince días desde aquel en que se produzca
la causa originaria del retraso.

Entendemos que la solicitud de prórroga se ha
realizado dentro de plazo, puesto que la causa originaria
del retraso de la obra es el incremento notable del caudal
del río como consecuencia del deshielo, que ni siquiera
había cesado cuando se solicitó la prórroga (11.03.2005),
no siendo la causa originaria las fuertes nevadas de enero
y febrero. La contratista en su escrito de solicitud, no se
refiere a los hechos como algo ya pasado, sino como
algo que aún está sucediendo.

Teniendo en cuenta los términos del citado artículo
100 (señalando el tiempo probable de su duración...), se
entiende que el tiempo de prórroga solicitado no requiere
de una justificación mayor de la expresada.

Por ultimo, se manifiesta. que esta obra cuenta con un
modificado aprobado en el ejercicio 2004 que conlleva la
modificación del plazo de ejecución inicial, de tal
manera que éste finalizaría en junio de 2005, a lo que
sumado la prorroga concedida de 3 meses, nos lleva a
una obligación del contratista de finalizar la obra en
septiembre de 2005.

C.-No se aportan en la alegación documentos o
argumentaciones que permitan modificar el informe
provisional.

Palencia, 7 de Abril de 2006

EL CONSEJERO ENCARGADO

DE LA FISCALIZACIÓN

Fdo.- Antonio de Meer Lecha-Marzo
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